
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, en materia de acceso a la información ambiental. Se turna a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada Aremy Velazco Bautista, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del artículo 81 y
adiciona un segundo párrafo a la fracción III del artículo 122 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Dere-
chos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

De la diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE

De la diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

De la diputada Sandra Anaya Villegas, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona un artículo 154 Bis a la Ley General
de Cultura Física y Deporte. Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY DE PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO, LEY DE INSTITUCIO-
NES DE CRÉDITO, Y LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Carmen Patricia Armendáriz Guerra, del Grupo Parlamentario de
Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones
a la Ley de Protección al Ahorro Bancario, a la Ley de Instituciones de Crédito, y
a la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS

Del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Bibliotecas. Se turna a la Comisión de Cultura y Cine-
matografía, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

De la diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo Parlamen-
tario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
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versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUEN-
CIA ORGANIZADA

De la diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo Parlamen-
tario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal y de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada. Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Seguridad Ciu-
dadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

De la diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma las fracciones XXII y XXIII, adicionando
una fracción XXIV, al artículo 57, y reforma las fracciones XXV y XXVI, adicio-
nando una fracción XXVII al artículo 116, de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez
y Adolescencia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON
LA CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA

De la diputada María Damaris Silva Santiago, del Grupo Parlamentario de More-
na, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 10, fracciones
XV y XVI, y 17, fracción IX, de la Ley General para la Atención y Protección a
Personas con la Condición del Espectro Autista. Se turna a la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCA-
PACIDAD

De la diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 32 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad. Se turna a la Comisión de Atención
a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCA-
PACIDAD

De la diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona una fracción XII, recorriéndose las subse-
cuentes del artículo 2o. de la Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad. Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

Del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna a la Comisión de Mo-
vilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TE-
RRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

Del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urba-
no. Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

De la diputada Marisela Zúñiga Cerón, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.. . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Luis Agustín Rodríguez Torres y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 72 y 74 de la Ley General de Edu-
cación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, LEY DE INSTITUCIONES DE SE-
GUROS Y DE FIANZAS, LEY SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO, LEY DE
PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS,
LEY GENERAL DE SALUD, Y LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, de
la Ley Sobre el Contrato de Seguro, de la Ley de Protección y Defensa al Usuario
de Servicios Financieros, de la Ley General de Salud, y de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Pú-
blico, y de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Del diputado Ernesto Sánchez Rodríguez y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 30 de la Ley General de
Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

Del diputado Miguel Ángel Salim Alle y las diputadas y los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se turna a
la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Miguel Ángel Salim Alle y las diputadas y los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Paulina Rubio Fernández y las diputadas y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 76 y 102 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Paulina Rubio Fernández y las diputadas y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley General de Salud.
Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

De la diputada Carmen Rocío González Alonso y las diputadas y los diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley de Coordinación
Fiscal. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen,
y a la Comisión de Federalismo y Desarrollo Municipal, para opinión. . . . . . 
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LEY GENERAL DE TURISMO

De la diputada Tania Palacios Kuri, y las diputadas y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Tu-
rismo. Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TURISMO

De la diputada Tania Palacios Kuri, y las diputadas y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Tu-
rismo. Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley de Asistencia Social. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA
ADOLESCENTES

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal pa-
ra Adolescentes. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 69 del Código Fiscal de la Federación. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna a la Co-
misión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SECTOR HIDROCARBUROS

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley del Sector Hidrocarburos. Se turna a la Comi-
sión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 25 de la Ley General de Partidos Políticos. Se turna a la Comisión de
Reforma Política-Electoral, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE MIGRACIÓN

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
97 de la Ley de Migración. Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Mariana Guadalupe Jiménez Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los ar-
tículos 51 Bis 1 y 51 Bis 4 a la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL PARA INVESTIGAR LA POSI-
BLE INJERENCIA DIGITAL EXTRANJERA EN MÉXICO Y EL CASO CERI-
MEDO

De la diputada María de los Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario de
Morena, la proposición con punto de acuerdo por el que se propone crear una Co-
misión Especial para investigar la posible injerencia digital extranjera en México
y el caso Cerimedo. Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE GARANTICE EL ABASTO DE AGUA POTABLE Y SE ASEGURE LA
CONTINUIDAD DEL SUMINISTRO ELÉCTRICO EN SALTILLO, COAHUI-
LA DE ZARAGOZA

Del diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al ayuntamiento
de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, y a Aguas de Saltillo, SA de CV, a garantizar el
abasto de agua potable mediante sistemas de respaldo energético en sus pozos y
una flota suficiente de pipas, y a la Comisión Federal de Electricidad a restablecer
y asegurar la continuidad del suministro eléctrico a la infraestructura hidráulica de
la ciudad. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Sa-
neamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE SOLICITAA LA SHCP, VALORE LA PERTINENCIA DE AMPLIAR LA VI-
GENCIA DEL DECRETO DE ESTÍMULOS FISCALES REGIÓN FRONTERI-
ZA NORTE Y SUS MODIFICACIONES, HASTA EL 30 DE SEPTIEMBRE DE
2030

Del diputado Daniel Murguía Lardizábal, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la
SHCP que, en el ámbito de su competencia y considerando los resultados obteni-
dos a través del Decreto de Estímulos Fiscales Región Fronteriza Norte y sus pos-
teriores modificaciones, publicado el 31 de diciembre de 2018, se valore la perti-
nencia de ampliar la vigencia del Decreto hasta el 30 de septiembre de 2030, con
el propósito de seguir impulsando el desarrollo económico de la zona fronteriza
norte del país, tomando en cuenta el impacto positivo que ha generado en el con-
sumo, la inversión, la competitividad y la generación de empleo en esta región de
México. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE IMPLEMENTE UN PROGRAMA DE VIVIENDA PARA PERSONAS DE-
PORTADAS

De la diputada Olga Leticia Chávez Rojas, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la ti-
tular del Ejecutivo federal, por conducto de la Sedatu y de la Conavi, que imple-
mente un programa de vivienda exclusivamente para personas deportadas. Se tur-
na a la Comisión de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE SOLICITA A LA STPS Y A LA PROFECO, VERIFICAR QUE LAS EM-
PRESAS DE PLATAFORMAS DIGITALES CUMPLAN CON LAS DISPOSI-
CIONES LABORALES VIGENTES

Del diputado Fernando Mendoza Arce, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente a la STPS
y a la Profeco que verifiquen que las empresas de plataformas digitales cumplan
con las disposiciones laborales vigentes. Se turna a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE SOLICITA A DIVERSAS AUTORIDADES DE MORELOS, IMPLEMEN-
TAR PROTOCOLOS ESPECIALIZADOS Y DIVISIÓN POR TIPO DE LLA-
MADO EN LA OPERACIÓN DEL NÚMERO DE EMERGENCIA 911

De la diputada Magda Erika Salgado Ponce, del Grupo Parlamentario de Morena,
la proposición con punto de acuerdo por el que se solicita respetuosamente al go-
bierno de Morelos, a la SSPC del estado y a la Coordinación Estatal del Centro de
Coordinación, Comando, Control, Comunicaciones y Cómputo (C5), implementar
protocolos especializados y división por tipo de llamado en la operación del nú-
mero de emergencia 911. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FORTALEZCA EL SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN Y TRANSPARENCIA
DE LOS PROGRAMAS DE VIVIENDA SOCIAL

Del diputado Armando Tejeda Cid, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sedatu,
a la Conavi, al Infonavit y al Fovissste, a fortalecer el seguimiento, la evaluación
y la transparencia de los programas de vivienda social. Se turna a la Comisión
de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE GARANTICE EL ABASTO DE MEDICAMENTOS, MATERIAL MÉDICO
E INSUMOS EN EL HOSPITAL DE ALTA ESPECIALIDAD DE VERACRUZ,
Y SE GARANTICE LA PROTECCIÓN DE LAS MÉDICAS Y LOS MÉDICOS
RESIDENTES

De la diputada Claudia Quiñones Garrido, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
IMSS-Bienestar y a las autoridades competentes, a garantizar el abasto de medi-
camentos, material médico e insumos en el Hospital de Alta Especialidad de Ve-
racruz, así como a esclarecer los señalamientos sobre presuntas acciones de inti-
midación y a garantizar la protección de las médicas y los médicos residentes. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE HAGA PÚBLICO UN INFORME SOBRE LOS RESULTADOS DE MÉXICO
EN PISA 2025 Y ACCIONES PARA REVERTIR EL REZAGO EDUCATIVO

De la diputada Laura Cristina Márquez Alcalá, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la titular del Poder Ejecutivo federal y al titular de la SEP, a hacer público un in-
forme sobre los resultados de México en PISA 2025 y las acciones para revertir el
rezago educativo. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . . 

SE IMPLEMENTEN MEDIDAS CORRECTIVAS, SE FORTALEZCA LA SU-
PERVISIÓN REGULATORIA, SE ATIENDAN LAS SANCIONES Y SE AUDI-
TE EL FUNCIONAMIENTO DEL BANCO DEL BIENESTAR S.N.C.

Del diputado Héctor Saúl Téllez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a di-
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versas autoridades, a implementar medidas correctivas, fortalecer la supervisión
regulatoria, atender las sanciones y auditar el funcionamiento financiero y opera-
tivo del Banco del Bienestar S.N.C. Se turna a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SECIHTI Y AL DIRECTOR GENERAL DEL PROYECTO
OLINIA, A INFORMAR SOBRE LA ESTRUCTURA DE DICHO PROYECTO,
EL EJERCICIO DE SUS RECURSOS, LOS CONVENIOS Y CONTRATOS AD-
QUIRIDOS, Y EL PLAN DE PRODUCCIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE
LOS VEHÍCULOS

Del diputado Héctor Saúl Téllez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SECIHTI y al director general del proyecto Olinia, a informar a la opinión públi-
ca sobre la estructura financiera, económica y operativa de dicho proyecto, el ejer-
cicio de los recursos presupuestales ejercidos, los convenios y contratos adquiri-
dos y el plan de producción y comercialización de los vehículos. Se turna a la
Comisión de Ciencia, Tecnología e Innovación, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SE, A INFORMAR A SOBRE LA ESTRATEGIA DE PRO-
TECCIÓN AL SECTOR PRODUCTIVO FRENTE A LAS REVISIONES DEL T-
MEC, IMPLEMENTAR UN MECANISMO DE RESPUESTA TEMPRANA Y
DEFENDER LA TRILATERALIDAD DEL ACUERDO

Del diputado Héctor Saúl Téllez Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SE, a informar a la opinión pública sobre la estrategia nacional de protección al
sector productivo frente a las revisiones anuales del T-MEC, implementar un me-
canismo de respuesta temprana y defender la trilateralidad del acuerdo frente a
medidas unilaterales y presiones extracomerciales. Se turna a la Comisión de
Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE HAGA PÚBLICO UN INFORME SOBRE LA SITUACIÓN ACTUAL DE
LA EDUCACIÓN EN EL PAÍS Y LOS RESULTADOS DE LA PRUEBA PISA

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SEP, para que haga público un informe sobre la situación actual de la educación
en el país y los resultados de la prueba Programa para la Evaluación Internacional
de los Estudiantes. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . 

EXHORTO A LA SSPC Y A LA GUARDIA NACIONAL, A IMPLEMENTAR
UNA ESTRATEGIA INTEGRAL DE SEGURIDAD EN LA RED CARRETERA
DE ZACATECAS

De la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la
SSPC y a la GN, a implementar una estrategia integral de seguridad en la red ca-
rretera del estado de Zacatecas, ante la creciente incidencia delictiva. Se turna a
la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA REPDA, DEPENDIENTE DE LA CONAGUA, A RESOLVER
LAS SOLICITUDES DE INSCRIPCIÓN DE DOS TÍTULOS DE CONCESIÓN
DE PRODUCTORES DE VERACRUZ

De la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta al REPDA, dependiente de la Conagua, a resolver de manera in-
mediata las solicitudes de inscripción de dos títulos de concesión presentados por
dos grupos de productores del estado de Veracruz, cuya falta de registro ha gene-
rado afectaciones económicas, productivas y jurídicas. Se turna a la Comisión de
Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONAGUA, A INSTALAR O REINSTALAR LOS CONSE-
JOS DE CUENCA, CON BASE EN LO DISPUESTO EN LA LEY DE AGUAS
NACIONALES

De la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Conagua, a proceder a la instalación o reinstalación de los Con-
sejos de Cuenca, con base en lo dispuesto en la Ley de Aguas Nacionales, cuyas
últimas modificaciones fueron publicadas el 11 de diciembre de 2025 en el DOF.
Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamien-
to, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONAGUA Y A LA CONAFOR, A IMPLEMENTAR UN
PROGRAMA DE RESCATE INTEGRAL DEL GLACIAR Y RÍO JAMAPA

De la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Conagua y a la Conafor, a implementar un programa de resca-
te integral del Glaciar y Río Jamapa. Se turna a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONAGUA, A ACTUALIZAR LAS DECLARATORIAS DE
ZONAS DE VEDA ESPECÍFICAS DE LAS REGIONES HIDROLÓGICAS,
CUENCAS HIDROLÓGICAS O ACUÍFEROS

De la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Conagua, a proceder a la actualización de las declaratorias vi-
gentes de zonas de veda específicas de las regiones hidrológicas, cuencas hidroló-
gicas o acuíferos del país. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos,
Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEMARNAT, A FORTALECER ACCIONES PARA LAS GES-
TIÓN INTEGRAL Y APROVECHAMIENTO DE LOS RESIDUOS TEXTILES

Del diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el

144

146

148

150



Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados12

que se exhorta a la Semarnat, a fortalecer las acciones para la gestión integral y el
aprovechamiento de los residuos textiles. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEP, A INCORPORAR LA ENSEÑANZA DE LA INTELI-
GENCIA ARTIFICIAL EN LOS PLANES Y PROGRAMAS DE ESTUDIO

Del diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la SEP, a incorporar la enseñanza de la inteligencia artificial en
los planes y programas de estudio. Se turna a la Comisión de Educación, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SICT Y A LA AFAC, A IMPLEMENTAR MECANISMOS
QUE PERMITAN LA MOVILIDAD TERRESTRE AEROPORTUARIA SEGU-
RA, ORDENADA, COMPETITIVA Y NO DISCRIMINATORIA, INCLUYEN-
DO A LAS PLATAFORMAS DIGITALES

Del diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la SICT y a la AFAC, a implementar mecanismos que permitan
una movilidad terrestre aeroportuaria segura, ordenada, competitiva y no discri-
minatoria, incluyendo la prestación de servicios contratados mediante plataformas
digitales. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SHCP Y A LA SADER, A REVISAR EL ESQUEMA DE CO-
BRO DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 199-A DE LA LEY FE-
DERAL DE DERECHOS

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la SHCP y a la Sader, a revisar el esquema de cobro de derechos
previsto en el artículo 199-A de la Ley Federal de Derechos, a fin de evitar afec-
taciones desproporcionadas a los pescadores ribereños. Se turna a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE IMPLEMENTE UN PROGRAMA NACIONAL DE CIRUGÍA DE ALTA ES-
PECIALIDAD DE TRASPLANTE INTESTINAL PARA PACIENTES CON
SÍNDROME DE INTESTINO CORTO Y FALLA INTESTINAL SEVERA

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Salud y a la Comisión Coordinadora de Institu-
tos Nacionales de Salud y Hospitales de Alta Especialidad, a implementar un pro-
grama nacional de cirugía de alta especialidad de trasplante intestinal para pa-
cientes con síndrome de intestino corto y falla intestinal severa. Se turna a la
Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA CONAPESCA, A IMPLENTAR MEDIDAS ADMINISTRATI-
VAS QUE PERMITAN A LOS PESCADORES RIBEREÑOS CONTINUAR
EJERCIENDO SU ACTIVIDAD CUANDO LA RENOVACIÓN DE PERMISOS
SE VEA IMPEDIDA

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Conapesca, a implementar medidas administrativas transitorias
que permitan a los pescadores ribereños continuar ejerciendo su actividad cuando
la renovación de sus permisos se vea impedida por causas atribuibles a la admi-
nistración o a fallas de los sistemas informáticos gubernamentales. Se turna a la
Comisión de Pesca, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEDENA, A DAR TRÁMITE Y EMITIR LA DETERMINA-
CIÓN RESPECTIVA A LAS SOLICITUDES PENDIENTES DE LICENCIAS
PARTICULARES COLECTIVAS PARA LA PORTACIÓN DE ARMAS DE
FUEGO

De la diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Sedena, a dar trámite y emitir la determinación que en derecho
corresponda respecto de las solicitudes pendientes de licencias particulares colec-
tivas para la portación de armas de fuego. Se turna a la Comisión de Defensa
Nacional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MECANISMOS DE COORDINACIÓN PARA DESARROLLAR ACCIONES
DE CAPACITACIÓN DIRIGIDAS AL PERSONAL DE SALUD, FAMILIARES
Y PERSONAS CUIDADORAS DE PERSONAS ADULTAS MAYORES

De la diputada Ma. Leonor Noyola Cervantes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, en coordinación con las instituciones públicas de
salud, Inapam y demás autoridades competentes, a establecer mecanismos de co-
ordinación para desarrollar acciones de capacitación dirigidas al personal de salud,
familiares y personas cuidadoras de personas adultas mayores. Se turna a la Co-
misión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES PARA VERIFICAR QUE LAS PERSONAS POLICÍAS MUNICI-
PALES DE COAHUILA CUENTEN CON CAPACITACIÓN EN MATERIA DE
DETENCIÓN Y MEDIDAS ESPECIALES PARA LA PROTECCIÓN DE LOS
DERECHOS DE ADOLESCENTES

Del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a realizar las ac-
ciones conducentes para verificar que las y los integrantes de las policías
municipales del estado de Coahuila de Zaragoza cuenten con la capacitación en
materia de detención y medidas especiales para la protección de los derechos de
las personas adolescentes. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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FORTALECER ACCIONES INSTITUCIONALES PARA LA PREVENCIÓN
DEL SUICIDIO Y ATENCIÓN INTEGRAL DE LA SALUD MENTAL

De la diputada Ana Isabel González González, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a fortalecer las acciones institucionales para la pre-
vención del suicidio y la atención integral de la salud mental, particularmente de
adolescentes y jóvenes. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . 

ACCIONES PARA EVITAR, PREVENIR Y REPARAR INTERRUPCIONES AL
SERVICIO PÚBLICO DE TRANSMISIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA
ELÉCTRICA EN QUERÉTARO

De la diputada Abigail Arredondo Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a la CFE, a implementar las acciones necesarias para evitar, prevenir y re-
parar interrupciones al servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica en la entidad federativa de Querétaro. Se turna a la Comisión de Ener-
gía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL IFDP Y AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, A RE-
VISAR EL CESE DEL PERSONAL DE TRABAJO SOCIAL ADSCRITO A DI-
CHO INSTITUTO 

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al IFDP y a las autoridades competentes del Poder Judicial de la Federa-
ción, a revisar el cese del personal de trabajo social adscrito a dicho Instituto, a fin
de garantizar sus derechos laborales y preservar la atención especializada que
brindan a las personas en situación de vulnerabilidad. Se turna a la Comisión de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE FORTALEZCA, COORDINE Y REDOBLE LA BÚSQUEDA, LOCALIZA-
CIÓN E INVESTIGACIÓN DE PERSONAS DESAPARECIDAS EN MÉXICO

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a fortalecer, coordinar y redoblar las acciones de
búsqueda, localización e investigación de personas desaparecidas en México, en
materia de derechos humanos, perspectiva de víctimas y atención prioritaria a las
familias buscadoras. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA PROFECO Y A LA CNBV, A FORTALECER LA REGULA-
CIÓN DE MECANISMOS DE PREAUTORIZACIÓN Y RETENCIÓN TEM-
PORAL DE RECURSOS EN APLICACIONES MÓVILES Y PLATAFORMAS
DIGITALES

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
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exhorta a la Profeco y a la CNBV, a fortalecer la regulación de los mecanismos de
preautorización y retención temporal de recursos en aplicaciones móviles y plata-
formas digitales, a fin de garantizar la disponibilidad efectiva del patrimonio de
las personas usuarias. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INVESTIGUEN, ATIENDAN Y PREVENGAN LOS HECHOS DE PRE-
SUNTA AGRESIÓN SEXUAL CONTRA MENORES DE EDAD, OCURRIDOS
EN LAS INMEDIACIONES DE LA PREPARATORIA OFICIAL NÚMERO 257

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a investigar, atender y prevenir los hechos de pre-
sunta agresión sexual contra menores de edad, ocurridos en las inmediaciones de
la Preparatoria Oficial Número 257. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO A GARANTIZAR EL
ABASTO DE INSUMOS Y APLICACIÓN DE LA VACUNA CONTRA EL VI-
RUS DEL PAPILOMA HUMANO (VPH)

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al gobierno del Estado de México, a garantizar el abasto de insumos y la
aplicación de la vacuna contra el Virus del Papiloma Humano (VPH). Se turna a
la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES QUE GARANTICEN LA DISPONIBILIDAD DE RESERVAS TE-
RRITORIALES PARA EL PROGRAMA VIVIENDA PARA EL BIENESTAR
EN EL ESTADO DE MÉXICO

De la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades del Estado de México y del gobierno federal, a im-
plementar acciones que garanticen la disponibilidad de reservas territoriales para
la ejecución del programa Vivienda para el Bienestar en la entidad. Se turna a la
Comisión de Vivienda, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTRATEGIA INTEGRAL PARA LA REDUCCIÓN DEL HOMICIDIO DOLO-
SO Y LA EXTORSIÓN EN EL ESTADO DE MÉXICO

De las diputadas Laura Ivonne Ruiz Moreno y Leticia Barrera Maldonado, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, la proposición con
punto de acuerdo por el que se exhorta al gobierno del Estado de México, a im-
plementar y fortalecer una estrategia integral para reducir la incidencia del homi-
cidio doloso y la extorsión, mediante acciones de prevención, inteligencia, inves-
tigación y persecución del delito, así como de protección a las víctimas. Se turna
a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ACCIONES PARAAGILIZAR Y CONCRETAR LAAPERTURA DE LA FRON-
TERA DE COAHUILA CON ESTADOS UNIDOS PARA LA EXPORTACIÓN
DE GANADO BOVINO

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a diversas autoridades, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, a reali-
zar las acciones necesarias para agilizar y concretar la apertura de la frontera de
Coahuila con los Estados Unidos de América para la exportación de ganado bovi-
no. Se turna a la Comisión de Ganadería, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA CONAGUA, A ACELERAR LAS OBRAS POR LAS CUA-
LES SE CONSTRUIRÁN LAS REDES TRONCALES DEL PROYECTO AGUA
SALUDABLE PARA LA LAGUNA

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al titular de la Conagua, a acelerar las obras por las cuales se construirán las
redes troncales del proyecto Agua Saludable para La Laguna, con el objetivo de
generar bienestar hídrico en las y los ciudadanos de la Comarca Lagunera. Se tur-
na a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE TOMEN MEDIDAS PARA CONTRATAR ESPECIALISTAS EN PSICOLO-
GÍA EN PLANTELES DE EDUCACIÓN BÁSICA, PARA ATENDER Y PRE-
VENIR EL SUICIDIO

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la titular del Ejecutivo federal, para que a través de la SHCP y de la SEP,
tomen las medidas pertinentes para contratar a especialistas en psicología con la
finalidad de que se incorporen a los planteles de educación básica e implementen
estrategias permanentes entre el alumnado que permitan atender y prevenir el sui-
cidio. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA PARA IMPULSAR LA CONSTRUCCIÓN, REPARACIÓN Y
MANTENIMIENTO DE CARRETERAS Y CAMINOS EN COAHUILA DE
ZARAGOZA

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al titular de la SICT, a aplicar un programa, con la finalidad de impulsar la
construcción, reparación y mantenimiento de las carreteras y caminos que com-
prende las redes de comunicación del estado de Coahuila de Zaragoza. Se turna
a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . 
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EXHORTO A LA CONAGUA, A REALIZAR GESTIONES PARA INICIAR EL
PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE SISTEMA INTEGRAL DE DRENAJE
PLUVIAL DE LA CIUDAD DE TORREÓN, COAHUILA

De la diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al titular de la Conagua, a realizar las gestiones necesarias para iniciar la
construcción del proyecto Construcción de Sistema Integral de Drenaje Pluvial de
la Ciudad de Torreón, Coahuila. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráuli-
cos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORTALEZCER ESTRATEGIAS DE VIGILANCIA EPIDEMIOLÓGICA, PRE-
VENCIÓN, DETECCIÓN Y ATENCIÓN OPORTUNA DE ENFERMEDADES
Y RIESGOS FITOZOOSANITARIOS

De la diputada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a diversas autoridades, a fortalecer las estrategias de vigilancia epidemiológica,
prevención, detección y atención oportuna de enfermedades y riesgos fitozoosani-
tarios que puedan favorecer la presencia y propagación de agentes patógenos co-
mo la Salmonela y sus diferentes manifestaciones. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL IMSS, A REVISAR Y ACTUALIZAR LA CUOTA UNITARIA
PER CÁPITA DE LAS GUARDERÍAS SUBROGADAS DEL IMSS

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta al IMSS, a revisar y actualizar la cuota unitaria per cápita asignada a las
guarderías subrogadas y a garantizar la continuidad y seguridad de la atención a
las y los hijos de las personas trabajadoras derechohabientes. Se turna a la Co-
misión de Seguridad Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE GARANTICE LA CONTINUIDAD DE ACCIONES DE INCLUSIÓN DIGI-
TAL Y SE ATIENDA LA SUSPENSIÓN DEL PROGRAMA CONECTIVIDAD
PARA EL BIENESTAR

Del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, a garantizar la
continuidad de las acciones de inclusión digital y atiendan la suspensión del pro-
grama Conectividad para el Bienestar. Se turna a la Comisión de Comunicacio-
nes y Transportes, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE VERIFIQUE EL CUMPLIMIENTO DE LA NOM-083-SEMARNAT-2003
EN EL SITIO DE DISPOSICIÓN FINAL DE RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS
DE TEQUISQUIAPAN, QUERÉTARO

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
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diversas autoridades, a verificar el cumplimiento de la NOM-083-Semarnat-2003
en el sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos de Tequisquiapan, Que-
rétaro. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE REVISE EL ESQUEMA DE TARIFAS FINALES DE SUMINISTRO ELÉC-
TRICO DOMÉSTICO, Y SE FORTALEZCAN LOS PROCESOS DE INFOR-
MACIÓN, ACLARACIÓN Y ATENCIÓN RELACIONADOS CON LA FACTU-
RACIÓN EN NUEVO LEÓN

De la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la CNE y a la CFE, a revisar el esquema de tarifas finales de suministro eléctrico
doméstico y a fortalecer los procesos de información, aclaración y atención rela-
cionados con la facturación en Nuevo León, en el contexto de altas temperaturas
e incremento en el consumo. Se turna a la Comisión de Energía, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE IMPLEMENTEN ADECUACIONES DE DISEÑO UNIVERSAL EN INS-
TALACIONES DEPORTIVAS PARA GARANTIZAR SU USO POR ATLETAS
PARALÍMPICOS

Del diputado Juan Armando Ruiz Hernández, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a las
y los titulares de los Poderes Ejecutivos de las 32 entidades federativas, a imple-
mentar adecuaciones de diseño universal en sus instalaciones deportivas para ga-
rantizar su uso por atletas paralímpicos. Se turna a la Comisión de Deporte, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE GARANTICE TRANSPARENCIA E INVESTIGACIÓN EXHAUSTIVAAN-
TE EL FALLECIMIENTO DE CINCO RECIÉN NACIDOS EN EL HOSPITAL
GENERAL DE ZONA NO. 1 DEL IMSS EN DURANGO

De la diputada Verónica Pérez Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al IMSS,
a la Cofepris y a las autoridades competentes, a garantizar la transparencia e in-
vestigación exhaustiva ante el fallecimiento de cinco recién nacidos en el Hospi-
tal General de Zona No. 1 del IMSS en Durango. Se turna a la Comisión de Sa-
lud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, en materia de cuidados paliativos y de decisión infor-
mada sobre el tratamiento médico, a cargo de la diputada
Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, fracción I; 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta
ante esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, en
materia de cuidados paliativos y de decisión informada so-
bre el tratamiento médico, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El envejecimiento poblacional en México avanza de mane-
ra acelerada. Conforme aumenta la esperanza de vida, tam-
bién se incrementa la proporción de personas adultas ma-
yores que viven con enfermedades crónico-degenerativas,
incurables o en fase avanzada, para quienes el objetivo del
sistema de salud deja de ser la curación y pasa a ser el ali-
vio del sufrimiento y el acompañamiento digno hasta el fi-
nal de la vida.1

No obstante lo anterior, la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores no reconoce de manera expresa el
derecho de este grupo poblacional a recibir cuidados palia-
tivos cuando los necesiten, ni contiene una definición del
concepto, a pesar de que dicha figura sí está reconocida y
definida desde 2009 en la Ley General de Salud.2 Esta
omisión genera un vacío que puede traducirse en falta de
acceso oportuno a servicios que alivien el dolor y otros sín-
tomas, y que atiendan las necesidades psicológicas, socia-
les y espirituales de quienes atraviesan una enfermedad
avanzada.

Asimismo, la Ley tampoco reconoce de manera explícita
que la persona adulta mayor es quien debe tomar, de forma
libre e informada, la decisión final sobre los tratamientos

médicos que le sean propuestos. Si bien el artículo 18,
fracción X, inciso b, de la propia Ley ya prevé que las per-
sonas adultas mayores participarán en las decisiones sobre
su estado de salud, la legislación vigente no es explícita en
cuanto a que la última palabra sobre aceptar, rechazar o
suspender un tratamiento corresponde a la propia persona,
previo consentimiento informado, en concordancia con los
principios de autonomía y autorrealización que la propia
Ley reconoce en su artículo 4o., fracción I.3

La presente iniciativa busca subsanar ambas omisiones, in-
corporando la definición de cuidados paliativos armoniza-
da con la Ley General de Salud, reconociendo expresa-
mente el derecho de las personas adultas mayores a
recibirlos cuando los necesiten, y estableciendo con clari-
dad su derecho a decidir, de manera informada, sobre su
propio tratamiento.

De acuerdo con la ficha descriptiva de la Organización
Mundial de la Salud (OMS) sobre cuidados paliativos (ac-
tualizada en agosto de 2020), esta disciplina constituye un
enfoque que mejora la calidad de vida de los pacientes
adultos y niños y de sus familias ante enfermedades poten-
cialmente mortales, mediante la prevención y el alivio del
sufrimiento a través de la identificación temprana, la valo-
ración correcta y el tratamiento del dolor y de otros pro-
blemas físicos, psicosociales o espirituales.4

La propia OMS estima que cada año alrededor de 56.8 mi-
llones de personas en el mundo requieren cuidados paliati-
vos 25.7 millones de ellas en su último año de vida, y que
a nivel mundial sólo aproximadamente 14 por ciento de
quienes los necesitan efectivamente los reciben, lo que evi-
dencia una brecha considerable de acceso que también se
manifiesta en México, particularmente entre la población
adulta mayor, que concentra buena parte de las enfermeda-
des crónicas no transmisibles que generan esta necesidad.5

En 2014, la 67ª Asamblea Mundial de la Salud aprobó la
resolución WHA67.19, que exhorta a los estados miembros
a fortalecer los cuidados paliativos como componente de la
atención integral a lo largo del curso de la vida, mediante
la formulación de políticas nacionales, el acceso a medica-
mentos esenciales para el control del dolor y la capacita-
ción del personal de salud.6 La OMS también reconoce los
cuidados paliativos como parte del derecho humano a la sa-
lud y como un elemento indispensable de la cobertura sa-
nitaria universal y de los servicios de salud integrados y
centrados en la persona.7
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Desde el 5 de enero de 2009, la Ley General de Salud cuen-
ta con el Título Octavo Bis, “De los Cuidados Paliativos a
los Enfermos en Situación Terminal”8. El artículo 166 Bis
1, fracción III, de dicho ordenamiento define a los Cuida-
dos Paliativos como el cuidado activo y total de aquellas
enfermedades que no responden a tratamiento curativo, cu-
yo fundamento es el control del dolor y de otros síntomas,
así como la atención de los aspectos psicológicos, sociales
y espirituales de la persona enferma.9

Ese mismo ordenamiento reconoce en su artículo 166 Bis
3 que las personas enfermas en situación terminal tienen
derecho a recibir información clara, oportuna y suficiente
sobre su enfermedad y los tratamientos disponibles, así co-
mo a otorgar su consentimiento informado por escrito para
la aplicación o no de tratamientos, medicamentos y cuida-
dos paliativos. La presente iniciativa retoma y armoniza es-
tos principios ya vigentes para la población en general pa-
ra incorporarlos de manera específica y expresa en la ley
que protege los derechos de las personas adultas mayores,
dado que este grupo es uno de los principales destinatarios
de los cuidados paliativos.10

En el ámbito reglamentario, la Norma Oficial Mexicana
NOM-011-SSA3-2014, Criterios para la atención de enfer-
mos en situación terminal a través de cuidados paliativos, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciem-
bre de 2014, establece los criterios y procedimientos
mínimos indispensables para que los establecimientos de sa-
lud públicos, privados y sociales presten servicios de cuida-
dos paliativos, con el fin de otorgar bienestar y una calidad de
vida digna a los pacientes, promover el respeto y el fortaleci-
miento de su autonomía, y evitar tanto el abandono como la
obstinación terapéutica.11 Esta norma es de observancia obli-
gatoria y confirma, en el plano operativo, la pertinencia de
que la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
reconozca de manera explícita este derecho.

El artículo 4o., fracción I, de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores ya reconoce a la autonomía y la
autorrealización entendidas como el fortalecimiento de la
capacidad de decisión de la persona adulta mayor como un
principio rector de la Ley. En congruencia con dicho prin-
cipio, y con lo previsto en el artículo 166 Bis 3, fracción
VI, de la Ley General de Salud sobre el consentimiento in-
formado, resulta necesario establecer de manera expresa
que, en el ámbito de la salud, es la propia persona adulta
mayor quien tiene la decisión final sobre los tratamientos,
cuidados paliativos u otras intervenciones relacionadas con

su salud que le sean propuestos, siempre que dicha deci-
sión se adopte de manera libre e informada.12

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de



Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores

Único. Adiciona una fracción III Bis, al artículo 3o.; un in-
ciso e) a la fracción III del artículo 5o., y reforma el inciso
b) de la fracción III del artículo 5o., todos de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores, para quedar
como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. …

II. …

III. Entidades federativas. Los estados y el Distrito Fe-
deral que integran los Estados Unidos Mexicanos;

III Bis. Cuidados Paliativos. Es el cuidado activo y
total de aquellas enfermedades que no responden a
tratamiento curativo. El control del dolor y de otros
síntomas, así como la atención de los aspectos psico-
lógicos, sociales y espirituales de la persona adulta
mayor, en términos de lo dispuesto por el artículo
166 Bis 1, fracción III, de la Ley General de Salud;

IV. al XII. …

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta
Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas ma-
yores los siguientes derechos:

III. De la protección de la salud, la alimentación y la
familia:

a. A tener acceso a los satisfactores necesarios, con-
siderando alimentos, bienes, servicios y condiciones
humanas o materiales para su atención integral.

b. A tener acceso preferente a los servicios de salud,
de conformidad con el párrafo tercero del artículo
4o. constitucional y en los términos que señala el ar-
tículo 18 de esta Ley, con el objeto de que gocen ca-
balmente del derecho a su sexualidad, bienestar físi-
co, mental y psicoemocional, así como a recibir
cuidados paliativos cuando los requieran, con el
fin de aliviar el dolor y otros síntomas asociados
a su enfermedad y de atender sus necesidades psi-
cológicas, sociales y espirituales, en términos de

lo previsto por el Título Octavo Bis de la Ley Ge-
neral de Salud y demás disposiciones aplicables.

c. A recibir orientación y capacitación en materia de
salud, nutrición e higiene, así como a todo aquello
que favorezca su cuidado personal.

d. A desarrollar y fomentar la capacidad funcional
que les permita ejecutar sus tareas y desempeñar sus
roles sociales.

e. A que se respete su voluntad y a tomar, de mane-
ra libre e informada, la decisión final respecto de los
tratamientos médicos, cuidados paliativos y demás
intervenciones relacionadas con su salud que le 
sean propuestos, previo consentimiento informado
que le sea otorgado en términos de las disposiciones
jurídicas aplicables.

Las familias tendrán derecho a recibir el apoyo subsidiario
de las instituciones públicas para el cuidado y atención de
las personas adultas mayores.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud y el Instituto Nacional de
las Personas Adultas Mayores, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, contarán con un plazo de ciento ochenta
días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto, para adecuar los programas, lineamientos y
protocolos que correspondan, a fin de dar cumplimiento a lo
dispuesto en el mismo.

Tercero. Las erogaciones que, en su caso, se generen con
motivo de la entrada en vigor del presente decreto se cu-
brirán con cargo al presupuesto aprobado para las depen-
dencias y entidades competentes, por lo que no se autori-
zarán recursos adicionales para tales efectos durante el
ejercicio fiscal correspondiente.

Notas

1 Instituto Nacional de Estadística y Geografía. (2026). Encuesta Na-
cional sobre Salud y Envejecimiento en México (ENASEM) 2024. 

https://www.inegi.org.mx/programas/enasem/2024/
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2 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2024). Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores (última reforma publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2024). 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LDPAM.pdf

3 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. (2024). Ley de
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https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LDPAM.pdf

4 Organización Mundial de la Salud. (2020, 20 de agosto). Cuidados
paliativos. 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/palliative-care

5 World Health Organization. (2020, August 5). Palliative care. 

https://www.who.int/news-room/fact-sheets/detail/palliative-care

6 Organización Mundial de la Salud. (2014, 24 de mayo). Fortaleci-
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11 Secretaría de Salud. (2014, 9 de diciembre). Norma Oficial Mexi-
cana NOM-011-SSA3-2014, Criterios para la atención de enfermos en
situación terminal a través de cuidados paliativos. Diario Oficial de la
Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, en materia de acceso a la información ambien-
tal, a cargo de la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (La
iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los Deba-
tes de esta fecha, en el Apéndice IV)

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma el primer párrafo del artículo 81 y
adiciona un segundo párrafo a la fracción III del artículo
122 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en materia de medidas de protección para ni-
ñas, niños y adolescentes, a cargo de la diputada Aremy Ve-
lazco Bautista, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Aremy Velazco Bautista, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la Cá-



mara de Diputados del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II; 72,
inciso H; y 73, fracciones XVII, XXIX-O y XXIX-S, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
primer párrafo del artículo 81 y se adiciona uno párrafo se-
gundo a la fracción III del Artículo 122 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en mate-
ria de medidas de protección para niñas, niños y adoles-
centes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección efectiva de niñas, niños y adolescentes
frente a riesgos y daños en los entornos digitales

La transformación digital de la vida social ha modificado
de manera sustantiva los espacios en los que niñas, niños y
adolescentes ejercen sus derechos, se relacionan, acceden a
información, participan, aprenden y desarrollan su identi-
dad. Internet, las plataformas digitales, las aplicaciones y
las redes sociales ya no pueden ser entendidas únicamente
como herramientas tecnológicas accesorias, sino como en-
tornos cotidianos de interacción que forman parte de la vi-
da contemporánea. Esta realidad obliga a analizar la pro-
tección de la niñez desde una perspectiva que reconozca
que los riesgos y afectaciones a sus derechos también pue-
den producirse, amplificarse y permanecer en dichos espa-
cios.

El punto de partida no consiste en afirmar que el entorno
digital crea, por sí mismo, bienes jurídicos completamente
distintos de los ya reconocidos por el ordenamiento jurídi-
co. La integridad personal, la libertad, la privacidad, la se-
guridad, la dignidad y el desarrollo psicosocial de niñas, ni-
ños y adolescentes son bienes que ya cuentan con tutela
jurídica. Sin embargo, el entorno en el que puede producir-
se su afectación sí modifica de manera relevante las condi-
ciones del riesgo, la velocidad con la que puede extender-
se el daño y las posibilidades reales de contenerlo
oportunamente.

En los entornos digitales concurren factores como el ano-
nimato, la deslocalización territorial, la intermediación tec-
nológica, la automatización y la masificación de las inter-
acciones. Estas características pueden dificultar la
identificación de las personas responsables, la obtención y
preservación de elementos necesarios para la actuación de

las autoridades y, sobre todo, la posibilidad de impedir que
una afectación continúe reproduciéndose mientras se des-
arrollan los procedimientos correspondientes. En este con-
texto, una imagen, un dato, un contenido o una interacción
perjudicial pueden alcanzar a un número indeterminado de
personas, permanecer disponibles de manera continua y
multiplicar sus efectos aun después de que el riesgo haya
sido identificado.

Esta circunstancia adquiere una relevancia reforzada cuan-
do las personas afectadas son niñas, niños y adolescentes.
Su participación en los entornos digitales ocurre en una
etapa de desarrollo que demanda medidas diferenciadas de
protección. El medio digital puede ampliar el daño, facili-
tar la manipulación, reducir las barreras de acceso a conte-
nidos o contactos nocivos y dificultar la detección tempra-
na de situaciones de riesgo. Por ello, la suficiencia del
marco jurídico no puede evaluarse exclusivamente a partir
de la existencia de derechos reconocidos o de mecanismos
de responsabilidad posteriores al daño. También debe exa-
minarse si las autoridades cuentan con instrumentos efecti-
vos para prevenir, contener y hacer cesar una afectación
cuando ésta se encuentra en curso.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes parte de una lógica de reconocimiento y garantía
de derechos y distribuye competencias entre distintas auto-
ridades para su protección. Dentro de este esquema, el in-
terés superior de la niñez constituye el criterio rector de la
actuación estatal. Su sentido exige que la protección no se
limite a una respuesta posterior a la vulneración, sino que
oriente decisiones capaces de impedir que el daño se con-
solide, continúe o se agrave cuando existan elementos que
hagan necesaria la intervención de las autoridades.

El propio marco vigente reconoce que la protección de ni-
ñas, niños y adolescentes requiere respuestas diferenciadas
frente a riesgos que se producen mediante tecnologías de la
información y la comunicación. La Ley incorpora el dere-
cho al uso seguro de Internet y prevé políticas de preven-
ción, atención y sanción del ciberacoso y de otras formas
de violencia que puedan afectar la intimidad, la privacidad
o la dignidad. Asimismo, contempla mecanismos para pro-
tegerles frente a riesgos presentes en sistemas de informa-
ción que puedan afectar su desarrollo. Estas disposiciones
muestran que la tutela de la niñez en el entorno digital no
es ajena al sistema de protección integral, sino una dimen-
sión que debe incorporarse de manera efectiva a la actua-
ción de las instituciones responsables.
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No obstante, del análisis del marco vigente se advierte una
diferencia entre el reconocimiento de derechos y la capaci-
dad para hacerlos efectivos frente a un riesgo digital con-
creto. La existencia de obligaciones generales de preven-
ción y protección no siempre se traduce en mecanismos
suficientemente ágiles para interrumpir una afectación que
se desarrolla a través de medios digitales. La velocidad y
permanencia propias de estos entornos pueden volver insu-
ficiente una respuesta basada exclusivamente en procedi-
mientos posteriores o en mecanismos diseñados para con-
diciones distintas a las que caracterizan la circulación
digital de información y contenidos.

Esta diferencia entre reconocimiento y eficacia constitu-
ye uno de los principales problemas a atender. En materia
de protección de la niñez, la respuesta institucional debe
considerar no sólo la determinación posterior de respon-
sabilidades, sino la necesidad inmediata de proteger a la
persona menor de edad. Cuando una afectación puede se-
guir reproduciéndose, difundirse o alcanzar nuevas di-
mensiones, la oportunidad de la intervención se convierte
en un componente esencial de la tutela. Una medida que
llega cuando el daño ya se ha multiplicado puede resultar
jurídicamente válida, pero materialmente insuficiente pa-
ra garantizar de manera plena los derechos de niñas, niños
y adolescentes.

El orden jurídico ya contempla una lógica cautelar frente a
este tipo de situaciones. En procedimientos ante órganos
jurisdiccionales se reconoce la posibilidad de adoptar me-
didas dirigidas a impedir la difusión de información que
pueda contravenir el interés superior de la niñez. Esta pre-
visión resulta relevante porque parte de una idea funda-
mental: frente a determinados riesgos, la protección efecti-
va requiere capacidad para intervenir antes de que exista
una resolución definitiva y mientras se analiza el fondo del
asunto. La tutela cautelar no sustituye la decisión jurisdic-
cional final ni prejuzga sobre responsabilidades; busca evi-
tar que el transcurso del tiempo vuelva irreparable o de ma-
yores dimensiones la afectación.

Sin embargo, el análisis realizado también muestra que la
protección digital presenta un problema de articulación
institucional. La Ley reconoce al Sistema Nacional de Pro-
tección Integral como instancia de coordinación y asigna a
las Procuradurías de Protección una función operativa de
primer contacto, incluida la posibilidad de solicitar medi-
das urgentes de protección, denunciar hechos ante el Mi-
nisterio Público y participar en la representación y defensa
de los derechos de niñas, niños y adolescentes. Al mismo

tiempo, determinadas medidas de naturaleza cautelar de-
penden de la intervención de órganos jurisdiccionales. Es-
ta distribución de funciones exige mecanismos claros de
actuación y coordinación para que la protección no se frac-
ture entre autoridades con atribuciones distintas.

La fragmentación institucional puede tener consecuencias
especialmente graves en el entorno digital. Cuando la au-
toridad que recibe o conoce una posible vulneración care-
ce de una ruta clara para activar a la autoridad competente,
gestionar una medida urgente o dar seguimiento a su cum-
plimiento, el tiempo institucional puede convertirse en un
factor de ampliación del daño. Por ello, la eficacia del sis-
tema de protección depende de que las facultades existen-
tes se articulen funcionalmente y permitan que la autoridad
de primer contacto no permanezca como mera receptora o
canalizadora pasiva frente a una afectación que continúa
desarrollándose.

La protección integral demanda, en consecuencia, una ló-
gica de actuación coordinada. Ello supone distinguir entre
la autoridad que detecta o conoce el riesgo, la autoridad en-
cargada de gestionar o solicitar la intervención necesaria,
la autoridad competente para determinar la medida que ju-
rídicamente corresponda y los sujetos que, por la naturale-
za técnica del entorno digital, deben cumplirla. Esta cade-
na de actuación debe orientarse por el objetivo de cesar
oportunamente la afectación y proteger los derechos invo-
lucrados, sin confundir la función protectora con la deter-
minación definitiva de responsabilidades.

Este aspecto resulta particularmente importante porque el
problema identificado no se reduce a la inexistencia de dis-
posiciones legales. La Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes contiene un sólido marco de de-
rechos subjetivos y un entramado institucional de
coordinación; no obstante, su capacidad operativa frente al
ecosistema digital es limitada. El desafío consiste en tradu-
cir los principios de protección integral y de interés supe-
rior de la niñez en capacidades institucionales que permi-
tan intervenir cuando el riesgo se materializa mediante
servicios, cuentas, contenidos o dinámicas que operan con
una velocidad y una escala superiores a las de los entornos
tradicionales.

Desde esta perspectiva, la actuación de las Procuradurías
de Protección resulta central. Su posición como autorida-
des operativas de primer contacto les permite conocer si-
tuaciones de vulneración y activar mecanismos para la pro-
tección y restitución de derechos. En el ámbito digital, esta



función adquiere una dimensión específica: no basta con
identificar que existe una posible afectación, sino que debe
existir una vía institucional para impulsar oportunamente
las acciones que correspondan ante las autoridades compe-
tentes, de manera que el sistema de protección pueda reac-
cionar mientras el riesgo permanece activo.

La necesidad de una respuesta oportuna no debe confun-
dirse con una expansión indiscriminada de facultades ni
con mecanismos generales de vigilancia. El propio análisis
previo parte de una lógica de gobernanza basada en pre-
vención, proporcionalidad y respeto a los derechos huma-
nos. La protección reforzada de niñas, niños y adolescentes
debe coexistir con garantías de debido proceso y con la in-
tervención de la autoridad competente de acuerdo con la
naturaleza de cada medida. La finalidad no es sustituir los
procedimientos jurídicos aplicables, sino evitar que su du-
ración o fragmentación impida desplegar acciones de pro-
tección cuando exista una afectación concreta que deba ser
contenida.

En esta lógica, la actuación estatal debe ser diferenciada
según la naturaleza del riesgo. No todos los contenidos,
interacciones o conductas digitales constituyen delitos, ni
toda afectación exige una respuesta penal. Precisamente
por ello, el derecho penal, concebido como instrumento de
reacción ex post, no puede constituir el único mecanismo
de protección. Existen situaciones en las que la prioridad
institucional debe ser detener la continuidad del daño, pro-
teger la privacidad o la seguridad de la persona menor de
edad y activar los mecanismos posteriores de investiga-
ción, responsabilidad o restitución que correspondan.

Esta distinción permite colocar a las medidas de protección
en el centro de una política pública orientada a la preven-
ción del daño. En lugar de esperar a que la afectación al-
cance su máxima intensidad para activar una respuesta es-
tatal, el sistema debe contar con rutas que permitan actuar
desde que la vulneración es conocida y mientras subsista el
riesgo. La finalidad protectora exige que el tiempo de re-
acción sea congruente con la velocidad del entorno en el
que se produce la afectación.

La ausencia de mecanismos suficientemente claros y arti-
culados genera, además, una asimetría entre la capacidad
de actuación de las instituciones y la capacidad técnica de
los prestadores de servicios digitales. Las plataformas y
otros prestadores concentran control sobre interfaces, flu-
jos de información y mecanismos de operación que deter-

minan en buena medida la permanencia y difusión de con-
tenidos. Frente a ello, las personas usuarias, y particular-
mente niñas, niños, adolescentes y quienes ejercen su cui-
dado, cuentan con posibilidades limitadas para contener
por sí mismas una afectación. Trasladar exclusivamente a
las familias la carga de enfrentar estos riesgos desconoce la
dimensión estructural del entorno digital y debilita el al-
cance de la protección integral.

Por ello, la intervención estatal debe partir de que la tutela de
los derechos de la niñez requiere algo más que recomenda-
ciones de autocuidado o mecanismos voluntarios de denun-
cia. Cuando la privacidad, la seguridad, la dignidad, la inte-
gridad o el desarrollo de una niña, niño o adolescente se
encuentran comprometidos, el Estado debe estar en condi-
ciones de articular una respuesta institucional efectiva. Ello
supone que las autoridades responsables de la protección
puedan activar los canales correspondientes, coordinarse en-
tre sí y dar vista a aquellas instancias que cuenten con atribu-
ciones para adoptar las medidas necesarias.

En suma, el reto que enfrenta el marco jurídico no consis-
te en crear una tutela completamente nueva para los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, sino en asegurar que la
protección ya reconocida sea igualmente efectiva cuando
la vulneración ocurre en un entorno digital. La naturaleza
tecnológica del medio no disminuye las obligaciones del
Estado ni modifica el valor de los bienes jurídicos involu-
crados; por el contrario, las condiciones de velocidad, per-
manencia, masividad e intermediación tecnológica hacen
más exigente la necesidad de una actuación oportuna.

La protección integral de la niñez demanda, por tanto, un
modelo en el que prevención, actuación inmediata, coordi-
nación y tutela cautelar formen parte de una misma res-
puesta institucional. El interés superior de la niñez debe
operar como un mandato efectivo para impedir que una
vulneración conocida continúe produciendo efectos mien-
tras las autoridades determinan las responsabilidades co-
rrespondientes. De esta manera, la actuación estatal puede
transitar de una lógica predominantemente reactiva y frag-
mentada hacia una protección capaz de prevenir la multi-
plicación del daño, articular competencias y colocar en el
centro la seguridad, la privacidad, la dignidad y el desarro-
llo integral de niñas, niños y adolescentes en los espacios
en los que actualmente ejercen una parte sustantiva de sus
derechos.
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Propuesta normativa para la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes

La presente iniciativa para la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, en la que se pro-
pondría reformar el primer párrafo del artículo 81 y adi-
cionar uno segundo a la fracción III del artículo 122. Las
modificaciones propuestas se exponen en un comparativo
con el texto vigente de la Ley, a fin de exponer la propues-
ta como sigue:



Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración del
pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del ar-
tículo 81 y se adiciona uno segundo a la fracción III del
artículo 122 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 81 y se
adiciona uno segundo a la fracción III del artículo 122 de

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, para quedar como sigue:

Artículo 81. En los procedimientos ante órganos jurisdiccio-
nales, se podrá solicitar que se imponga como medida caute-
lar la suspensión o bloqueo, remoción o cancelación de
cuentas de usuarios en medios electrónicos, aplicaciones,
plataformas, servicios o transmisiones digitales a fin de
evitar la difusión de información, imágenes, sonidos o datos
que puedan contravenir el interés superior de la niñez.

…

Artículo 122. …

I. y II. …

III. …

En los entornos digitales se deberá gestionar y dar
vista a las autoridades competentes, para la suspen-
sión, bloqueo o remoción de contenidos, de cuentas
de usuarios, de aplicaciones, plataformas, servicios
o transmisiones digitales, con el fin de cesar daños
a la privacidad o la seguridad.

IV. a XVI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Procuraduría de Protección del Sistema Na-
cional DIF deberá, en un plazo máximo de 180 días a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto, armonizar su
reglamento y los lineamientos para dar cumplimiento al
presente decreto.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto deben cubrirse con car-
go al presupuesto autorizado a las dependencias y entidades
de la administración pública federal que intervengan en la
implementación de este, por lo que no se autorizarán amplia-
ciones a su presupuesto para el presente ejercicio fiscal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Aremy Velazco Bautista (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

«iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, a cargo de la diputada Xóchitl Teresa Arzola Var-
gas, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Xóchitl Teresa Arzola Vargas, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 15, fracciones XII
y XIV, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Introducción

El derecho a un medio ambiente sano es un pilar del desa-
rrollo humano y de la justicia social. Sin embargo, para su
plena realización es indispensable reconocer que el medio
ambiente no es solo un conjunto de recursos naturales o
procesos ecológicos, es también el espacio donde se des-
arrollan las relaciones sociales, las condiciones materiales
de la vida cotidiana y las capacidades humanas. En conse-
cuencia, la política ambiental debe articularse con las polí-
ticas de vivienda, urbanismo, movilidad y espacios públi-
cos de recreación. Esta iniciativa propone reformar
puntualmente las fracciones XII y XIV del artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente (LGEEPA), para incluir de manera explícita la
vivienda y la recreación como componentes del derecho a
un medio ambiente adecuado, y para vincular la protección
ambiental con la eliminación de estructuras de desigual-
dad, discriminación y violencia.

2. Diagnóstico

Fundamentación conceptual y derechos humanos

El derecho a la vivienda adecuada está reconocido en el
marco internacional de derechos humanos y ha sido des-
arrollado por el Comité de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales en la observación general número 4, que esta-
blece los elementos mínimos de este derecho (seguridad de
la tenencia, disponibilidad de servicios, facilidades e in-
fraestructura, asequibilidad, habitabilidad, accesibilidad,
ubicación y adecuación cultural).1 Los estándares interna-
cionales reconocen que la vivienda adecuada es esencial
para la salud, la seguridad y el ejercicio de otros derechos,
y que las políticas ambientales deben contribuir a condi-
ciones habitacionales que reduzcan riesgos y mejoren la
calidad de vida. Asimismo, la Agenda 2030 y los Objetivos
de Desarrollo Sostenible colocan la vivienda y las ciudades
en el centro de una agenda integrada entre sostenibilidad y
justicia social.

Relación entre vivienda, recreación y ambiente

La vivienda y los espacios de recreación son componentes
determinantes del ambiente urbano y rural: Determinan las
condiciones de salubridad, (agua, saneamiento, ventila-
ción), la exposición a riesgos ambientales (inundaciones,
contaminación), la cohesión social y las oportunidades de
integración comunitaria. Los espacios verdes y de recreo
mejoran la resiliencia frente al cambio climático, reducen
el estrés y fomentan estilos de vida saludables. Reconocer
estos elementos en la Ley General de Equilibrio Ecológico
y Protección al Ambiente permitiría orientar la política am-
biental hacia intervenciones que protejan ecosistemas y, a
la vez, garanticen derechos sociales imprescindibles.

Diagnóstico nacional

El déficit cualitativo de vivienda en México representa un
desafío estructural. Estimaciones del Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática2 señalan que cerca de
11.4 millones de viviendas presentan déficit cualitativo, lo
que equivale aproximadamente a 29.8 por ciento del par-
que habitacional, incorporando carencias como falta de
servicios básicos, materiales inadecuados o espacios de la
vivienda en estado de hacinamiento. Aunado a ello, la po-
breza multidimensional y las carencias sociales mantienen
a millones de personas en condiciones vulnerables. La me-
dición de pobreza multidimensional evidenció persistencia



de carencias sociales y un aumento en personas vulnerables
por carencias culturales, educativas, políticas, económicas
y sociales.3 Estos indicadores ponen de manifiesto que los
problemas ambientales no son ajenos a las desigualdades
socioeconómicas, y que la protección del ambiente debe
estar orientada por criterios de equidad territorial y social.

Efectos interseccionales: desigualdad, discriminación y
violencia

La exclusión y la discriminación se manifiestan en el ac-
ceso diferencial a la vivienda adecuada y a los espacios
de recreación: comunidades indígenas, pueblos origina-
rios, mujeres en situación de violencia, personas con dis-
capacidad y poblaciones en situación de pobreza suelen
ubicarse en asentamientos con mayor exposición a ries-
gos ambientales. La incorporación en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente de un
enfoque que reconozca estas estructuras de dominación
facilita políticas dirigidas a la eliminación de brechas y a
la priorización de inversiones públicas donde más se re-
quieren.

Marco jurídico y antecedentes legales, legislativos y nor-
mativos en México

La Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente ha sido el instrumento normativo central de la
política ambiental en México desde 1988 y ha incorporado
reformas orientadas a fortalecer la gestión ambiental. No
obstante, la ley se ha centrado históricamente en la conser-
vación de recursos y el control de contaminantes, sin ex-
plicitar parámetros para integrar derechos sociales como la
vivienda y la recreación al derecho a un ambiente adecua-
do. Esta iniciativa propone una reforma puntual que man-
tiene la coherencia doctrinal de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente y, al mismo
tiempo, la armoniza con los estándares de derechos huma-
nos y políticas urbanas contemporáneas.

Propuesta normativa y objetivos de política pública

La reforma propuesta modifica el artículo 15, fracciones
XII y XIV, para reconocer de manera explícita que: a) el
derecho a un ambiente adecuado incluye la vivienda dig-
na y los espacios de recreación; y b) la erradicación de la
pobreza y de las estructuras de desigualdad, discrimina-
ción y violencia es condición necesaria para el desarrollo
sustentable. El objetivo es orientar la política ambiental

hacia medidas intersectoriales que integren planeación
urbana, vivienda, movilidad y espacios públicos verdes,
priorizando la equidad territorial y la protección de gru-
pos vulnerables.

Conclusión

Reconocer la vivienda y la recreación como componentes
del derecho a un ambiente adecuado y vincular la protec-
ción ambiental a la erradicación de las estructuras de des-
igualdad es una medida normativa necesaria para garanti-
zar un desarrollo sostenible y justo. La presente reforma
ajusta la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente para responder a esta necesidad, estable-
ciendo bases legales para una política pública intersectorial
que proteja la naturaleza y, simultáneamente, las condicio-
nes materiales de la vida de la población.

3. Propuesta

4. Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 77, 78 y demás relativos y aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto

Único. Se reforma el artículo 15, fracciones XII y XIV,
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 15.

Para la formulación y conducción de la política am-
biental y la expedición de normas oficiales mexicanas y
demás instrumentos previstos en esta Ley, en materia
de preservación y restauración del equilibrio ecológico
y protección al ambiente, el Ejecutivo federal observa-
rá los siguientes principios:

I. a XI. …

XII. Toda persona tiene derecho a disfrutar de un
ambiente adecuado para su desarrollo, vivienda, re-
creación, salud y bienestar. Las autoridades en los
términos de esta y otras leyes, tomarán las medidas
para garantizar ese derecho;

XIII. …

XIV. La erradicación de la pobreza, así como de las
estructuras de desigualdad, discriminación y violen-
cia, es condición necesaria para el desarrollo susten-
table;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Oficina del Alto Comisionado de la Organización de las Naciones
Unidas. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Ob-
servación general número 4 (1991), sobre el derecho a una vivienda
adecuada.

2 Inegi. Comunicado sobre pobreza multidimensional, 13 de agosto de
2025 (indicadores de carencias sociales).

3 Coneval. Mediciones de pobreza multidimensional de 2024 (evalua-
ción de pobreza y carencias).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo de la diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas, del
Grupo Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser
consultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en
el Apéndice IV)

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE

«Iniciativa que adiciona un artículo 154 Bis a la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte, en materia de abuso se-
xual a deportistas, a cargo de la diputada Sandra Anaya Vi-
llegas, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo esta-
blecido en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía popular iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 154 Bis a la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD) de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU), en su informe de resultados, Tarjeta roja a
la violencia de género, en el cual señalan lo siguiente:

El análisis de las violencias de género en el ámbito del fút-
bol es fundamental para comprender cómo operan y se re-
producen las desigualdades estructurales dentro de uno de



los espacios socioculturales más influyentes a nivel global
y en México. Lejos de ser un terreno neutral, el fútbol ha
sido históricamente un espacio masculinizado, en el que la
participación de mujeres y disidencias ha estado marcada
por múltiples formas de discriminación, exclusión y vio-
lencia.

En México, con 22 mil 893 asistentes por partido, la Liga
MX es la sexta con mayor asistencia a nivel mundial. Du-
rante los 10 partidos de fútbol más esperados de la Liga
Mx, “los clásicos”, Televisa Univisión reportó 55 millones
de personas espectadoras. Todas estas personas son las que
podrían percibir y reproducir los sesgos y brechas de géne-
ro que representa el fútbol. Por ejemplo, en Latinoamérica,
datos señalan que los casos de violencia de pareja aumen-
tan cuando hay partidos de fútbol, reportando cifras de au-
mento de este tipo de violencia en casi 30 por ciento.

Las violencias reproducidas en las canchas, principalmen-
te de fútbol femenil que van desde expresiones abiertas de
acoso, hostigamiento o agresión física, hasta formas más
sutiles como la desvalorización sistemática del fútbol fe-
menil, la exclusión de mujeres en espacios de toma de de-
cisión, o la falta de condiciones equitativas para la práctica
deportiva han sido por mucho tiempo normalizadas e invi-
sibilizadas. Su estudio es esencial para nombrarlas, visibi-
lizarlas y, en consecuencia, transformarlas.

La violencia contra las mujeres en el deporte es una pro-
blemática estructural que se manifiesta de múltiples for-
mas: desde el acoso físico y verbal, hasta la violencia digi-
tal y la falta de respuesta institucional. No se limita al
ámbito profesional, sino que comienza desde las etapas
formativas, afectando a niñas y jóvenes que apenas inician
su trayectoria deportiva. El estudio Child abuse in sports:
European statistics reveló que 75 por ciento de las niñas
que practican deportes ha sufrido algún tipo de violencia
interpersonal antes de los 18 años, lo que evidencia la pro-
fundidad del problema.

Una encuesta realizada por ESPN a deportistas mexicanas
participantes en Juegos Olímpicos, Paralímpicos o la Liga
MX Femenil arrojó que 66 por ciento ha experimentado
violencia física o verbal dentro de su entorno deportivo.
Estas agresiones provienen de entrenadores, compañeros,
directivos o incluso familiares, en un contexto donde mu-
chas veces el silencio es la única opción para no perder
oportunidades. Como relató una jugadora: “El acoso de tu
entrenador de selección es lo peor, te encuentras atada de
manos porque aguantas o te quedas fuera”

La situación se agrava ante la ausencia de protocolos cla-
ros para denunciar. De acuerdo con la misma encuesta, 54
por ciento de las deportistas no sabe adónde acudir en caso
de sufrir violencia, y 81 desconoce si su federación o liga
cuenta con lineamientos para atender estos casos. Como
señalaron otras atletas: “Te corren a ti”, “dijeron que yo era
la única que me había quejado, así que o soy la que estaba
mal”. Este miedo a represalias refuerza el círculo de impu-
nidad y silencio.1

Como bien señala la Organización de las Naciones Unidas,
actualmente los deportistas viven violencia de cualquier ti-
po, incluida la de carácter sexual. Ante tal situación, es im-
portante fortalecer tanto los marcos jurídicos, como los
mecanismo y herramientas que permitan, prevenir y aten-
der de manera efectiva esta conductas.

I. Planteamiento del problema

Pese a los esfuerzos realizados por el Ejecutivo federal a
través de las instancias deportivas nacionales en materia de
violencia en el deporte, es importante que desde el ámbito
legislativo sigamos fortaleciendo la Ley General de Cultu-
ra Física y Deporte.

Si bien actualmente la ley en materia deportiva incluye el
capítulo VII, “De las infracciones, sanciones y delitos”,
donde se establecen las sanciones y los delitos que deberán
ser considerados en esa ley, no se prevé ningún delito en
materia de abuso sexual.

Partiendo de esta premisa es importante señalar que en fe-
cha 13 de marzo del 2026 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación, el Decreto por el que se reforman los artícu-
los 260 y 266 Bis del Código Penal Federal, en materia de
abuso sexual.2

Es necesario precisar lo que refiere esta reforma en el ar-
tículo 206 fracción IV del Código anteriormente citado,
mismo que a la letra dice:

Artículo 260. Comete el delito de abuso sexual quien
sin el consentimiento de la víctima y sin el propósito de
llegar a la cópula, realice en el ámbito público o priva-
do, cualquier acto de naturaleza sexual, la obligue a ob-
servarlo, o la haga ejecutarlo sobre sí, para un tercero o
para el propio sujeto activo.

También se considera abuso sexual cuando se obligue a la
víctima a exhibir su cuerpo. Se entiende por acto sexual los
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tocamientos, caricias, roces corporales, exhibiciones o re-
presentaciones sexuales explícitas. Para los efectos del pre-
sente artículo no se considera consentimiento cuando la vo-
luntad de la persona haya sido anulada o viciada por
violencia, intimidación, engaño, amenaza, abuso de con-
fianza, autoridad o situación de vulnerabilidad. El consen-
timiento no podrá presumirse del silencio, la pasividad o la
falta de resistencia física de la víctima.

A quien cometa este delito se le impondrá una sanción de
tres a siete años de prisión y multa de doscientas a qui-
nientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Ac-
tualización. Así mismo, se impondrá la obligación de acu-
dir a talleres reeducativos con perspectiva de género y no
violencia contra las mujeres y/o prestar servicio social en
favor del Estado o de instituciones de beneficencia pública
a fin de favorecer medidas de no repetición y promover un
cambio cultural a favor de la igualdad sustantiva entre mu-
jeres y hombres. El cumplimiento de esta obligación es de
especial relevancia para la procedencia y continuidad de la
suspensión condicional.

Este delito se perseguirá de oficio.

Las penas previstas en este artículo se aumentarán en una
tercera parte cuando el delito se cometa en cualquiera de
las siguientes circunstancias:

I. Con violencia física, psicológica o moral;

II. Por dos o más personas;

III. En un lugar despoblado, solitario o poco accesible;

IV. Cuando exista o haya existido entre el agresor y
la víctima una relación de confianza, sentimental, de
parentesco por consanguinidad o afinidad, laboral, edu-
cativa, docente, de formación deportiva, artística o re-
ligiosa;

Como se observa, la reforma publicada en el diario oficial
es de suma relevancia y transcendencia para las y los de-
portistas mexicanos, esto toda vez que dentro del tipo pe-
nal de abuso sexual se contempla como agresores sexuales
a aquellas personas que tengan una relación con sus vícti-
mas derivado de su formación deportiva, es decir entrena-
dores, directivos entre otros.

Por lo anterior es importante realizar la homologación nor-
mativa, que va a permitir la unificación procesal en mate-

ria penal, esto contribuye de manera significativa a la con-
solidación de nuestro sistema de justicia, pero sobre todo a
una deuda histórica con el deporte nacional.

La presente reforma tiene como fundamental objetivo, ga-
rantizar la seguridad jurídica, igualdad ante la ley y el ac-
ceso efectivo a la justicia, con esto evitamos contradiccio-
nes y dobles interpretaciones, fomentando el combate a la
impunidad procesal.

Por todo lo anterior, la presente iniciativa propone lo si-
guiente:

II. Propuesta

Se propone adicionar el artículo 154 Bis a la Ley General
de Cultura Física y Deporte, para incluir el tipo penal de
abuso sexual la sanción para quien derivado de su relación
de formación deportiva con la o el atleta cometa dicho de-
lito.

Lo anterior, por los argumentos señalados en líneas ante-
riores y a fin de hacer cumplir principios Constitucionales
que, como consecuencia, otorgan las condiciones necesa-
rias para poder salvaguardar la integridad, desarrollo y en-
tornos seguros para las y los deportistas mexicanos.

III. Contenido de la reforma

La reforma que se propone radica en la Ley General de
Cultura Física y Deporte para adicionar el artículo 154 Bis,
en materia deportiva.

Para efectos de un entendimiento mejor se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:



Por todo lo expuesto, que me permito someter a considera-
ción de la honorable Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 154 Bis a la Ley General de
Cultura Física y Deporte, para quedar como sigue:

Artículo 154 Bis. Comete el delito de abuso sexual quien
sin el consentimiento de la víctima y sin el propósito de
llegar a la cópula, realice en el ámbito público o priva-
do, cualquier acto de naturaleza sexual, la obligue a ob-
servarlo, o la haga ejecutarlo sobre sí, para un tercero
o para el propio sujeto activo.

También se considera abuso sexual cuando se obligue a
la víctima a exhibir su cuerpo. Se entiende por acto se-
xual los tocamientos, caricias, roces corporales, exhibi-
ciones o representaciones sexuales explícitas. Para los
efectos del presente artículo no se considera consenti-
miento cuando la voluntad de la persona haya sido anu-
lada o viciada por violencia, intimidación, engaño, ame-
naza, abuso de confianza, autoridad o situación de
vulnerabilidad. El consentimiento no podrá presumirse
del silencio, la pasividad o la falta de resistencia física de
la víctima.
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A quien cometa este delito se le impondrá una sanción de
tres a siete años de prisión y multa de doscientas a qui-
nientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Ac-
tualización. Así mismo, se impondrá la obligación de acu-
dir a talleres reeducativos con perspectiva de género y no
violencia contra las mujeres o prestar servicio social en
favor del Estado o de instituciones de beneficencia públi-
ca a fin de favorecer medidas de no repetición y promo-
ver un cambio cultural a favor de la igualdad sustantiva
entre mujeres y hombres. El cumplimiento de esta obli-
gación es de especial relevancia para la procedencia y
continuidad de la suspensión condicional.

Este delito se perseguirá de oficio.

Las penas previstas en este artículo se aumentarán en
una tercera parte cuando el delito se cometa en cual-
quiera de las siguientes circunstancias:

I. Con violencia física, psicológica o moral;

II. Por dos o más personas;

III. En centros deportivos, de alto rendimiento, de-
portivos públicos o cualquier otro espacio al aire li-
bre adaptados para diversas disciplinas.

IV. Cuando exista o haya existido entre el agresor y
la víctima una relación de formación deportiva.

V. Cuando se realice por persona que tenga a la víc-
tima bajo su responsabilidad, aprovechando su car-
go o comisión.

VI. Cuando se realice por persona servidora pública
aprovechando su empleo, cargo o comisión. En este
caso, además de la pena de prisión, la persona agreso-
ra será destituida del cargo, empleo o comisión e in-
habilitada para el ejercicio de servicio público por un
plazo igual al de la pena privativa de la libertad sin
perjuicio de otras sanciones administrativas o civiles
que correspondan;

VII. Cuando se realice por profesionista aprovechando
su empleo, cargo o comisión. En este caso, además de
la pena de prisión, la persona agresora será inhabilita-
da para el ejercicio de la profesión por un plazo igual
al de la pena privativa de la libertad sin perjuicio de
otras sanciones administrativas o civiles;

VIII. Cuando la víctima se encuentre bajo los efectos
de alcohol, fármacos, narcóticos u otras sustancias
que afecten su voluntad o discernimiento;

IX. Cuando la víctima se encuentre en estado de em-
barazo o puerperio;

X. Cuando se cometa contra personas por su orien-
tación sexual, identidad de género o expresión de gé-
nero; y

XI. Cuando la víctima se encuentre en estado de in-
defensión.

Adicional a las sanciones establecidas en este artículo,
se impondrá al sujeto activo el cumplimiento de la re-
paración integral del daño, que deberá incluir, entre
otras medidas establecidas en la Ley General de Vícti-
mas, la atención psicológica especializada para la vícti-
ma, hasta su total recuperación.

En los casos donde las instancias deportivas, tenga co-
nocimiento de la presunta comisión o participación de
cualquier persona en un hecho que la ley señale como
delito, deberán dar aviso de manera inmediata a las au-
toridades competentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los tres dí-
as siguientes al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. En un lapso no mayor de 180 días naturales, la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte deberá ac-
tualizar la normativa reglamentaria correspondiente de la
Ley General de Cultura Física y Deporte para la implanta-
ción del presente decreto.

Notas

1 https://www.undp.org/sites/g/files/zskgke326/files/2025-07/pnud.
tarjetarojaviolenciagenero.16.07.25.pdf

2 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5782297&fecha=13/
03/2026#gsc.tab=0



Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cá-
mara de Diputados de la LXVI Legislatura, a 22 de septiembre de
2026.— Diputada Sandra Anaya Villegas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY DE PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO,
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, Y LEY DEL

IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Protección al Ahorro Bancario, a la Ley de Instituciones de
Crédito y a la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en materia
de reestructura mantenida y absorción gradual del pasivo
fiscal del IPAB, a cargo de la diputada Carmen Patricia Ar-
mendáriz Guerra, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Carmen Patricia Armendáriz Guerra, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se
adicionan diversas disposiciones a las Leyes de Protección
al Ahorro Bancario, de Instituciones de Crédito, y del Im-
puesto Sobre la Renta, en materia de reestructura manteni-
da y absorción gradual del pasivo fiscal del IPAB, al tenor
del siguiente

I. Planteamiento del problema

A tres décadas de la reestructuración del sistema bancario
y de la creación del Fondo Bancario de Protección al Aho-
rro (Fobaproa), las obligaciones asumidas por el Estado
mexicano a través del Instituto para la Protección al Aho-
rro Bancario (IPAB) continúan representando una carga es-
tructural para las finanzas públicas.

A pesar de las erogaciones aprobadas año con año en el
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) para el pa-
go de intereses y amortizaciones, el saldo nominal de las
obligaciones del IPAB se mantiene en niveles persistente-
mente elevados.

Esta dinámica obedece a que el costo financiero de la deu-
da, sumado a las fluctuaciones macroeconómicas de las ta-
sas de interés, absorbe la mayor parte de los recursos des-
tinados al instituto, impidiendo una reducción sustantiva
del capital principal.

El modelo actual traslada de forma indefinida el costo de la
estabilización bancaria a los contribuyentes, restando mar-
gen fiscal para la inversión pública productiva, la infraes-
tructura social y la consolidación del gasto presupuestario.

II. Diagnóstico y necesidad de la reforma

El sistema bancario mexicano cuenta hoy con niveles de
capitalización, liquidez y rentabilidad históricamente sóli-
dos. El índice de capitalización (ICAP) promedio del sec-
tor se ubica holgadamente por encima de los requerimien-
tos mínimos de Basilea III, y las utilidades netas del
sistema financiero reflejan un sector consolidado, maduro
y con alta capacidad de absorción de riesgos.

Sin embargo, el marco legal actual no contempla un meca-
nismo de cooperación público-privado que permita canali-
zar parte de esa rentabilidad estructural para la amortiza-
ción del costo de la crisis bancaria, sin que ello
comprometa la estabilidad crediticia ni vulnere la solven-
cia del sistema financiero.

Hay una asimetría institucional: mientras el presupuesto
público asume de forma permanente el costo financiero de
los Bonos IPAB, las instituciones crediticias tenedoras de
dichos títulos perciben un flujo constante de intereses ga-
rantizados por el Soberano, sin un esquema de correspon-
sabilidad en el saneamiento definitivo del pasivo.

III. Mecanismo de solución propuesto

La presente iniciativa propone un esquema integral de con-
versión financiera y contable estructurado bajo los siguien-
tes pilares:

• Sustitución voluntaria de pasivos: Se faculta al IPAB
para emitir certificados de capital sostenible y absorción
de deuda (CCSAD). Las instituciones de crédito tene-
doras de Bonos IPAB podrán intercambiar dichos títulos
por CCSAD de forma voluntaria.

• Absorción gradual vía utilidades: El principal de los
CCSAD será amortizado anualmente por las institucio-
nes de crédito participantes mediante la aplicación de un
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porcentaje directo de sus utilidades netas anuales des-
pués de impuestos, cancelando gradualmente el princi-
pal sin devengar intereses ordinarios a cargo del erario.

• Garantía contingente de última instancia: Para sal-
vaguardar la certeza jurídica, evitar un impacto patri-
monial intempestivo y mantener la neutralidad de ries-
go requerida por la regulación prudencial, el Estado
mexicano mantendrá una garantía contingente que solo
se activará en eventos extraordinarios de liquidación
bancaria o al vencimiento del plazo máximo de conver-
sión (25 años).

• Tratamiento regulatorio y estímulo fiscal: Se facul-
ta a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
(CNBV) y al Banco de México para emitir reglas de
ponderación de riesgo adaptadas a los estándares de Ba-
silea III, y se otorga la deducibilidad fiscal sobre los
montos de utilidad aplicados a la amortización de los
certificados.

Contenido de la iniciativa

La premisa central de esta propuesta es que la deducibili-
dad fiscal neutraliza el costo del pago para el banco, de mo-
do que amortizar la deuda del Fobaproa no altere la renta-
bilidad neta destinada a los accionistas ni el rendimiento
del capital (ROE).

A continuación, se presenta la corrida matemática explica-
tiva que demuestra cómo opera este equilibrio financiero.

1. Principio financiero: neutralidad del flujo fiscal

Para que una amortización deducible no afecte la utilidad
neta disponible, el pago del principal debe ser equivalente
al ahorro generado por el escudo fiscal de la deducción.

En México, la tasa corporativa del impuesto sobre la renta
(ISR) es de 30 por ciento.

Si la amortización se registra como un gasto deducible so-
bre la utilidad antes de impuestos (EBT), por cada 100 pe-
sos amortizados, el banco se ahorra 30 pesos de ISR que de
otro modo habría pagado al Estado. Para neutralizar 100
por ciento de la afectación a los accionistas, se ajusta la ta-
sa de asignación de la utilidad o se absorbe el costo dentro
de la carga impositiva que de todos modos iba a ser trans-
ferida al fisco.

2. Corrida financiera comparativa (modelo a nivel banco)

Supongamos un banco con los siguientes parámetros de
partida:

• Utilidad antes de impuestos (EBT): 10 000 millones de
pesos

• Tasa de ISR: 30 por ciento

• Compromiso de amortización Fobaproa: 1 000 millo-
nes de pesos

Comparativo de estado de resultados

3. Ajuste de neutralización total (diseño de la fórmula)

En el cuadro anterior se observa que de los $1,000 M amor-
tizados, $300 M vinieron del gobierno (menor ISR) y 700
M provinieron de la utilidad del banco.

Para que el banco tenga un efecto 0 (cero impacto en su uti-
lidad neta), el monto a amortizar debe calibrarse exacta-
mente igual al ahorro fiscal generado, asignando como
amortización únicamente la porción correspondiente al im-
puesto rescatado:

Escenario de neutralización total (0 pérdida de rentabili-
dad)

Si el Gobierno autoriza una Deducción Directa de ISR del
100 por ciento sobre el pago realizado al IPAB (Acredita-
miento directo u ahorro por tasa efectiva):

• El banco genera 10 000 M de EBT.

• ISR ordinario por pagar = 3 000 M.

• El Estado le permite al banco instruir que 1 M de sus
impuestos vayan directamente a la amortización del Bo-
no IPAB a cambio del certificado de capital.



• Resultado:

• ISR pagado en efectivo a la Tesorería: 2 000 M.

• Amortización pagada al IPAB: 1 000 M.

• Total aportación del banco al Estado: 3 000 M (exac-
tamente igual que antes).

• Utilidad Neta para Accionistas: 7 000 M (impacto $0
en rentabilidad/ROE).

4. Conclusión financiera para la iniciativa

• Gana el banco: No sufre ninguna contracción en sus
utilidades netas ni en su retorno sobre capital, pues des-
tina parte del dinero que de todos modos iba a entregar
al Estado por concepto de ISR a pagar el capital del Fo-
baproa.

• Gana el Estado / IPAB: Aunque el Servicio de Ad-
ministración Tributaria (SAT) percibe un margen menor
de ISR directo, el IPAB recibe liquidez directa para re-
ducir el saldo nominal de la deuda principal. Esto detie-
ne el crecimiento del costo financiero anual que hoy se
paga con presupuesto público (PEF).

• Punto de equilibrio: Se transforma un gasto fiscal pa-
sivo (recaudación de ISR) en una amortización de deu-
da soberana de alto costo.

Por lo anterior se incluye el siguiente

Cuadro comparativo
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Por lo expuesto se somete a consideración de esta sobera-
nía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones V y VI y
se adicionan la VII y VIII del artículo 5o. y los artículos
48 Bis y 48 Ter de la Ley de Protección al Ahorro Ban-
cario, así como el párrafo undécimo al artículo 50 de la
Ley de Instituciones de Crédito y la fracción XXIII al
artículo 27 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta

Primero. Se reforman las fracciones V y VI y se adicio-
nan la VII y VIII del artículo 5o., así como los artículos 48
Bis y 48 Ter a la Ley de Protección al Ahorro Bancario, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 5o. …

I. a IV. …

V. Secretario ejecutivo, al titular de la administración
ejecutiva del instituto;

VI. Bienes, a los créditos, derechos, acciones y otros
bienes de cualquier naturaleza de los cuales sean titula-
res o propietarias las instituciones y otras sociedades en
cuyo capital participe el instituto, en términos de esta
ley, así como cualquier tipo de bienes y derechos que el
propio Instituto adquiera para el cumplimiento de su ob-
jeto y atribuciones, excepto los directamente relaciona-
dos con su operación administrativa;

VII. Certificados de capital sostenible y absorción de
deuda (CCSAD): Los instrumentos financieros de
aportación de capital emitidos por las instituciones de
crédito a favor del Instituto o de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, derivados de la conversión
voluntaria de obligaciones a cargo del instituto; y

VIII. Garantía contingente de última instancia: La
obligación subsidiaria y contingente asumida por el
gobierno federal para cubrir saldos remanentes no
amortizados de los CCSAD únicamente en los supues-
tos expresamente previstos en esta Ley.

Artículo 48 Bis. El Instituto, con la aprobación de su Jun-
ta de Gobierno y previo dictamen favorable de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público y del Banco de Mé-
xico, podrá implementar programas de conversión
voluntaria de los bonos y títulos de deuda a su cargo.

Las instituciones de crédito que se adhieran a dichos pro-
gramas entregarán al Instituto los títulos de deuda vigen-
tes a cambio de la emisión de CCSAD. A partir de la fe-



cha de la permuta, los títulos de deuda entregados que-
darán extinguidos y dejarán de devengar intereses ordi-
narios o moratorios a cargo del presupuesto público.

Artículo 48 Ter. Los CCSAD se sujetarán a las siguien-
tes reglas mínimas:

I. Amortización: Se amortizarán anualmente me-
diante la asignación obligatoria de un monto equiva-
lente a entre el 10 por ciento y el 15 por ciento de las
utilidades netas anuales de la institución de crédito
emisora, posterior al pago de impuestos y a la cons-
titución de reservas legales obligatorias.

II. Plazo máximo: El periodo de amortización gra-
dual no podrá exceder de 25 años, contados a partir
de la fecha de emisión del certificado.

III. Ejecución de la garantía contingente: La garan-
tía contingente de última instancia a cargo del go-
bierno federal solo podrá ser ejecutada cuando

a) La institución de crédito emisora sea sujeta a
un procedimiento de resolución o liquidación ju-
dicial de conformidad con la Ley de Instituciones
de Crédito; o

b) Exista un saldo no amortizado al término del
plazo máximo de 25 años, en cuyo caso el saldo
remanente se reestructurará como deuda pública
de largo plazo en los términos que fije el Congre-
so de la Unión.

Segundo. Se adiciona un párrafo undécimo al artículo 50
de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar como si-
gue:

Artículo 50. …

I. y II. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Para los efectos del cálculo de los requerimientos de
capitalización y computabilidad de activos por nivel
de riesgo (Basilea III), la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, previo acuerdo con el Banco de Mé-
xico, emitirá disposiciones de carácter general que
establezcan un tratamiento regulatorio preferencial
para los certificados de capital sostenible y absorción
de deuda emitidos en términos de la Ley de Protec-
ción al Ahorro Bancario. Dicho tratamiento recono-
cerá la garantía contingente de última instancia del
soberano para efectos de reducir la ponderación de
riesgo de los activos afectos.

Tercero. Se adiciona la fracción XXIII al artículo 27 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 27. …

I. a XXII. …

XXIII. Que los montos aplicados por las institucio-
nes de crédito a la amortización anual de los certifi-
cados de capital sostenible y absorción de deuda, ex-
pedidos de conformidad con la Ley de Protección al
Ahorro Bancario, se registren contablemente contra
los resultados del ejercicio y se encuentren debida-
mente respaldados por las constancias de cancela-
ción emitidas por el Instituto para la Protección al
Ahorro Bancario. Dicha deducción aplicará sobre la
base gravable del Impuesto Sobre la Renta del ejer-
cicio fiscal en que se efectúe la amortización.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, el
Banco de México, la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores y el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario
emitirán las disposiciones de carácter general y las reglas
de operación de los CCSAD dentro de los ciento ochenta
días siguientes a la entrada en vigor de este decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público in-
formará anualmente a las comisiones de Hacienda y Crédi-
to Público de la Cámara de Diputados y del Senado de la
República sobre el avance en el programa de conversión, el
monto total amortizado por el sector bancario y el estado
que guarda la garantía contingente de última instancia.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 22 de septiembre de
2026.— Diputada Carmen Patricia Armendáriz Guerra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley General de Bibliotecas, en materia de len-
guas indígenas de los pueblos originarios y afrodescen-
dientes, a cargo del diputado Julio César Moreno Rivera,
del Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, diputado Julio César Moreno Rivera, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legis-
latura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77, nu-
meral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Bibliotecas, en materia de acervos en lenguas indí-
genas de los pueblos indígenas y afrodescendientes, de
conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento general

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
dice a la letra en su artículo 2° “La Nación tiene una com-

posición pluricultural y multiétnica sustentada original-
mente en sus pueblos indígenas […]”, es decir, los pueblos
originarios se encuentran reconocidos como sujetos de de-
recho público.

A la par, la Constitución establece en su articulado número
4 “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al
disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la
materia, así como el ejercicio de todos sus derechos cultu-
rales. El Estado promoverá los medios para la difusión y
desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural
en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno res-
peto a la libertad creativa. La Ley establecerá los mecanis-
mos para el acceso y participación a cualquier manifesta-
ción cultural”, por lo que, en primer momento nos
encontramos con el derecho al acceso y ejercicio de la cul-
tura, los servicios que el Estado presta para el disfrute de
este y el fomento de los mecanismos para su pleno desa-
rrollo en la diversidad cultural de la Nación.

La Ley General de Bibliotecas tiene un fin cultural históri-
camente amplio tanto en la consulta de material impreso
como de espacios comunitarios de acceso a la cultura y la
educación, pues el objetivo de dicha Ley en términos ge-
nerales es establecer las bases de coordinación de los go-
biernos federal, de las entidades federativas, los munici-
pios y alcaldías de la Ciudad de México en materia de
bibliotecas públicas, fomentar y garantizar la conservación
del patrimonio documental, bibliográfico, hemerográfico,
auditivo, visual, digital y, en general, cualquier otro medio
que contenga información afín, estableciendo instrumentos
para la difusión cultural, la consolidación de la memoria
comunitaria y el progreso educativo. Aún cuando se mani-
fiesta el fomento cultural se omite, a lo largo de la legisla-
ción, la obligación de incorporar acervos en lenguas indí-
genas.

Simultáneamente la Ley General de Bibliotecas opera jun-
to con la Red Nacional de Bibliotecas Públicas con el ob-
jetivo de coordinar esfuerzos de las bibliotecas públicas del
país para que los usuarios (persona interesada en la consul-
ta de información bibliográfica o documental) tengan acce-
so libre, amplio y sencillo de los recursos que cuentan las
bibliotecas y todo lo que ello implica en cuanto al fomen-
to, organización y planificación que implica la labor dicho
objetivo.

En la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos
Indígenas fundamenta en su artículo 5 la obligación del Es-
tado, a nivel federal, estatal y municipal a reconocer prote-



ger y promover la preservación, desarrollo y uso de las
lenguas indígenas nacionales, por ello, la inclusión de los
materiales multilingües es una herramienta que ayudaría a
preservar y fortalecer la identidad cultural y la rehabilita-
ción lingüística de los pueblos originarios mediante diccio-
narios, cuentos, libros de texto y materiales audiovisuales
de acuerdo con su geolingüística.

En México se reconocen 68 agrupaciones lingüísticas en la
agenda pública nacional, sin considerar las variantes lin-
güísticas, para el 2020 se registraron 7,364,645 millones de
personas de 3 años y más hablantes de alguna lengua indí-
gena, lo que equivale al 5.9% de la población de dicho ran-
go de edad1.

Fuente: INEGI Hablantes de lengua indígena

De la grandeza lingüística en el que México se encuentra
ubicado, alrededor de 23 de las 68 lenguas indígenas se ha-
llan en riesgo de extinción por un cúmulo de situaciones
como lo son la dispersión geográfica de sus asentamientos
en el predominio de hablantes adultos y el abandono de he-
rramientas para el aprendizaje de las siguientes generacio-
nes, entre otros contextos sociales que las han orillado a su
desaparición. Las más vulnerables ante dicha coyuntura
son: cakchiquel, chichimeca jonaz, chocho, chuj, cochimí,
cucapá, guarijío, ixcateco, ixil, jacalteco, kekchí, kicapú,
kiliwa, kumiai, lacandón, matlatzinca, mocho, pa ipai, pá-
pago, pima, quiché, seri y tlahuica.2

Debido a la pérdida de hablantes y todas aquellas que se
encuentran en riesgo de desaparición, se requiere del fo-
mento de estas, tanto en espacios educativos como en es-
pacios culturales, por lo que resulta necesario y convenien-
te que dicho espacio se encuentre en las bibliotecas
públicas.

El motivo de la presente iniciativa es ampliar el repositorio de
las bibliotecas púbicas de los estados, municipios y alcaldías,
con el fin de preservar las lenguas indígenas de los pueblos
originarios y afrodescendientes, así como la rehabilitación
lingüística ante el creciente peligro de extinción de muchas
de ellas, y de este modo, reconocer la multiculturalidad de la
nación mexicana.

Fundamentación jurídica

La presente iniciativa se sustenta de la Ley General de Bi-
bliotecas ya que el objetivo de la iniciativa se basa en la
implementación de acervos bibliotecarios en materia de
lenguas indígenas, los cuales son regulados y definidos por
las políticas que enmarque la citada legislación.

De manera más concreta, el artículo 7 manifiesta los acer-
vos comprendidos en las bibliotecas públicas, por lo que se
conjuga con la inclusión de los materiales en lenguas indí-
genas; y en el artículo 9 Bis se manifiesta la coordinación
para cumplir con el motivo de la presente iniciativa.

Proyecto de decreto por el que se que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Bibliote-
cas, en materia de lenguas indígenas de los pueblos ori-
ginarios y afrodescendientes

Artículo Único: Se reforma el artículo 7 y se adiciona un
artículo 9 Bis; ambos de la Ley General de Bibliotecas, pa-
ra quedar como sigue:
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Artículo 7. El acervo de una biblioteca pública podrá com-
prender colecciones bibliográficas, hemerográficas, auditi-
vas, visuales, audiovisuales, digitales, bienes culturales y,
en general, registros en cualquier otro formato, sean sopor-
tes tangibles o no tangibles, que contengan información de
utilidad para la persona usuaria, incluyendo materiales en
lenguas indígenas presentes en la entidad, municipio o
territorio en donde se encuentre establecida la bibliote-
ca pública.

Artículo 9 Bis. La Red Nacional de Bibliotecas Públicas
y la Dirección General de Bibliotecas en coordinación
con los gobiernos de las entidades federativas, munici-
pios y alcaldías, deberán establecer, sostener y organi-
zar el impulso de acervos en lenguas indígenas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 INEGI, Hablantes de lengua indígena, disponible en 

https://cuentame.inegi.org.mx/descubre/poblacion/hablantes_de_le
ngua_indigena/,consultado el 3 de septiembre de 2026.

2 Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, Lenguas indígenas en
riesgo de desaparecer, disponible en: 

https://www.gob.mx/inpi/articulos/lenguas-indigenas-en-riesgo-
de-desaparecer, consultado el 3 de septiembre de 2026.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Julio César Moreno Rivera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo, en materia de servicio social en
medicina y residentes médicos, a cargo de la diputada
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo
Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consul-

tada en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice IV)

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y LEY FEDERAL CON-
TRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal y de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, en materia de seguridad pública, a cargo de la
diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Maiella Martha Gabriela Gómez
Maldonado, integrante del Grupo Parlamentario de More-
na en ejercicio de la facultad que me otorga los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6o. numeral 1, fracción I, 77
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicio-
nan diversas disposiciones al Código Penal Federal y a la
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, en mate-
ria de seguridad pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Con relación a la delincuencia organizada, la comisión de
los delitos no se constituye en el acto aislado de un indivi-
duo, por el contrario, es resultado de la actuación concerta-
da de varias personas que, de manera deliberada acuerdan
dividir funciones y distribuir tareas para la realización del
hecho ilícito. Esta forma de organización implica una es-
tructura operativa en la que cada integrante aporta una con-
tribución especifica al resultado criminal.

En la lucha contra este fenómeno delictivo, las organiza-
ciones criminales comúnmente denominadas “cárteles”
han desarrollado estructuras logísticas orientadas a forta-
lecer y prolongar su capacidad operativa. Con ese propó-
sito, implementan amplias redes de vigilancia en zonas
urbanas, rurales y vías de comunicación, mediante las
cuales monitorean de forma sistemática la presencia,
desplazamiento y acciones de las autoridades encargadas
de la seguridad pública.



Estas redes de vigilancia permiten a las organizaciones cri-
minales obtener información sobre la presencia y movi-
mientos de las autoridades, lo que facilita la evasión de
operativos, la fuga de sus integrantes y la adopción de me-
didas para evitar su detección o captura. Como consecuen-
cia, se obstruye el desarrollo de las labores de prevención,
investigación y reacción de las instituciones de seguridad
pública, reduciendo la eficacia de la acción del Estado en
el combate a la delincuencia organizada.

A esto se le conoce como “halconeo”, el que hace referen-
cia al comportamiento del ave que sigue a su presa antes de
atacarla. Esta actividad, de acuerdo con medios de comu-
nicación, redes sociales o propias autoridades de gobierno,
es definida como la vigilancia y recolección de informa-
ción para la ejecución de otros delitos realizados por el cri-
men organizado.1

Diversos reportes públicos y operativos de seguridad han
documentado la existencia de redes de vigilancia y moni-
toreo utilizadas por organizaciones de la delincuencia or-
ganizada para obtener y transmitir información sobre la
presencia, desplazamiento y acciones de las autoridades
encargadas de la seguridad pública. En algunos casos, di-
chas redes han estado integradas por personas que desarro-
llan actividades cotidianas en espacios públicos, quienes
aprovechan su movilidad y presencia territorial para comu-
nicar información relevante sobre operativos en curso. Es-
te tipo de conductas permite a los grupos delictivos antici-
par la actuación de las autoridades, evadir acciones de
detención y adoptar medidas para obstaculizar la efectivi-
dad de los operativos de seguridad.

El denominado “halconeo” constituye, hoy más que nunca,
una actividad que representa un obstáculo significativo pa-
ra la seguridad pública, la procuración de justicia y la vi-
gencia del Estado de derecho. La interacción sistemática
entre organizaciones de delincuencia organizada y diversos
sectores de la población ha evidenciado la existencia de es-
tructuras de apoyo que facilitan sus operaciones ilícitas.

En México, diversas entidades federativas han incorporado
en sus legislaciones penales el delito de halconeo o con-
ductas equivalentes destinadas a sancionar la vigilancia o
transmisión de información a grupos delictivos, sumando
alrededor más de veinte estados que han reconocido la ne-
cesidad de sancionar estas prácticas que afectan la eficacia
de las funciones de seguridad pública, entre ellos Chihua-
hua, Coahuila, Colima, Durango, Estado de México, Gue-
rrero, San Luis Potosi, Sinaloa, Tabasco y Puebla.

Es importante señalar que diversos intentos legislativos para
tipificar esta conducta han resultado fallidos; tal es el caso de
las legislaturas de los estados de Michoacán y Chiapas, cuyas
disposiciones fueron declaradas inconstitucionales por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación al resolver acciones de
inconstitucionalidad promovidas por la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos.2

Se argumentó que, si bien la disposición persigue un fin
legítimo que busca proteger la seguridad pública y la in-
tegridad de las corporaciones frente a prácticas como el
denominado halconeo, pero no satisface los requisitos de
necesidad ni de proporcionalidad en una sociedad demo-
crática, ya que la medida interfiere de manera innecesa-
ria y desproporcionada en el ejercicio del derecho funda-
mental de acceso a la información, al punto de abarcar
supuestos legítimos, como solicitudes de información o
investigaciones periodísticas relacionadas con asuntos de
interés público.3

La presente iniciativa no tiene por objeto restringir, limitar o
inhibir el ejercicio de los derechos fundamentales a la liber-
tad de expresión y de acceso a la información, reconocidos en
los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Por el contrario, su diseño normativo
parte del reconocimiento pleno de dichos derechos como pi-
lares esenciales de un sistema democrático.

La conducta que se propone tipificar no recae sobre la me-
ra obtención, posesión o difusión de información en mate-
ria de seguridad pública, ni sobre el ejercicio de activida-
des periodísticas, de investigación o de interés público. La
sanción penal se circunscribe exclusivamente a aquellos
supuestos en los que, de manera dolosa y con la finalidad
específica de favorecer a integrantes de la delincuencia or-
ganizada, se proporcione o comunique información opera-
tiva sensible que incida directamente en la ejecución de las
funciones de seguridad pública.

De esta manera, la iniciativa establece elementos normati-
vos claros y delimitados como el dolo específico, la vincu-
lación con la delincuencia organizada y la naturaleza ope-
rativa de la información que permiten distinguir de forma
precisa entre las conductas constitucionalmente protegidas
y aquellas que constituyen una forma de colaboración ilíci-
ta con estructuras criminales. Con ello, se garantiza el res-
peto al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad
y se evita cualquier afectación indebida a los derechos de
libertad de expresión y acceso a la información.
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Hasta la fecha dicha conducta no cuenta con una tipifica-
ción específica en el ámbito federal. Esta ausencia norma-
tiva resulta particularmente relevante si se considera que
muchas de estas actividades se realizan en el contexto de
operaciones de la delincuencia organizada y afectan direc-
tamente la eficacia de operativos desplegados por institu-
ciones federales de seguridad, lo que evidencia la necesi-
dad de establecer una regulación penal expresa en el
ámbito federal.

Por otro lado, el Código Penal Federal contempla en su Tí-
tulo Noveno, relativo a la revelación de secretos y acceso
ilícito a sistemas y equipos de informática, diversos tipos
penales encaminados a proteger la confidencialidad de la
información contenida en sistemas, equipos y medios de
almacenamiento informáticos de las instituciones públicas.
Sin embargo, dichas disposiciones tutelan bienes jurídicos
distintos a los que son objeto de la presente iniciativa, pues
se enfocan en sancionar el acceso, obtención o utilización
no autorizada de información contenida en medios infor-
máticos.

Asimismo, se limitan a información obtenida a través de
medios documentales o informáticos del Estado, dejando
fuera de su ámbito de sanción aquellas conductas realiza-
das en campo, como ocurre cuando una persona, al adver-
tir el despliegue de un operativo de seguridad pública,
transmite dicha información por cualquier medio de comu-
nicación con el propósito de facilitar su evasión.

Ahora bien, los artículos 6o. y 7o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artícu-
los 13 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, reconocen que la libertad de expresión admite
restricciones previstas en la ley cuando resulten necesarias
para proteger la seguridad nacional y el orden público.

También en la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos se ha establecido de manera consisten-
te que la libertad de expresión no es un derecho absoluto,
por lo que pueden ser admisibles restricciones a dicho de-
recho, siempre y cuando dicha restricción cumpla con los
fines en una sociedad democrática y que la restricción sea
legal, idónea, necesaria y proporcional.4

Asimismo, la Convención de las Naciones Unidas contra la
Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de
Palermo), en su artículo 5o. dispone que los Estados Parte
se encuentran obligados a tipificar no solo la comisión di-

recta de delitos, sino también la participación y contribu-
ción a las actividades de grupos delictivos organizados, así
como los artículos 6o. y 11 del mismo instrumento recono-
cen la necesidad de sancionar aquellas conductas que faci-
litan la operación de dichas organizaciones y de establecer
penas proporcionales a la gravedad de la intervención.

En este sentido, la Convención reconoce que la delincuen-
cia organizada opera mediante estructuras complejas que
incluyen redes de apoyo logístico e informativo, indispen-
sables para su funcionamiento.

Además, un elemento central de la presente iniciativa es la
exigencia de dolo específico, entendido como la voluntad
consciente de realizar la conducta con la finalidad de favore-
cer a integrantes de la delincuencia organizada. Este concep-
to encuentra respaldo en la doctrina penal y en los criterios
sostenidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la
cual ha establecido que el dolo implica el conocimiento de
los elementos del tipo penal y la voluntad de llevar a cabo la
conducta, pudiendo además requerir una finalidad específica
cuando así lo exige la descripción típica.5

En este sentido, no basta la mera comunicación de infor-
mación relacionada con operativos de seguridad pública,
sino que resulta indispensable acreditar que el sujeto acti-
vo actuó con pleno conocimiento y con la intención de fa-
cilitar la evasión, ocultamiento o reacción de grupos delic-
tivos. Con ello, se evita sancionar conductas neutrales,
fortuitas o propias del ejercicio de derechos fundamentales,
como la libertad de expresión o el acceso a la información.

De esta manera, la incorporación del dolo específico no solo
fortalece la precisión normativa del tipo penal, sino que tam-
bién garantiza su compatibilidad con los principios de legali-
dad y mínima intervención penal, al circunscribir la sanción
a aquellas conductas que representan una forma real y deli-
berada de colaboración con la delincuencia organizada.

En segundo lugar, esta iniciativa prevé una agravante
cuando la conducta recaiga sobre información clasifica-
da como reservada, en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Ello
obedece a que dicha clasificación constituye una excep-
ción al principio de máxima publicidad que rige la infor-
mación en posesión de las autoridades, precisamente
porque su divulgación puede comprometer la seguridad
nacional, la seguridad pública o afectar la prevención y
persecución de los delitos, de conformidad con lo dis-
puesto en su artículo 112, fracción I.



Adicionalmente, debe considerarse que, por regla general,
quienes tienen acceso a este tipo de información son servi-
dores públicos en su carácter de sujetos obligados de acuer-
do con el artículo 110 de la misma ley, lo que implica una
responsabilidad reforzada en su resguardo. Por ello, cuan-
do la conducta es realizada por quienes tienen el deber de
resguardar dicha información, se actualiza una mayor gra-
vedad, al vulnerarse no solo la seguridad pública, sino
también los principios de legalidad, honradez y profesio-
nalismo que deben regir el servicio público, así como la
confianza depositada en ellos.

En la misma línea de razonamiento, el tipo penal propuesto
observa un adecuado equilibrio entre la protección del inte-
rés público y el respeto a los derechos fundamentales, par-
ticularmente la libertad de expresión y el acceso a la infor-
mación. En efecto, la medida resulta proporcional en tanto
persigue un fin constitucionalmente legítimo garantizar el
funcionamiento eficaz de las instituciones encargadas de la
seguridad pública y, al mismo tiempo, delimita de manera
precisa la conducta sancionada mediante la exigencia de un
elemento subjetivo específico, evitando con ello generar
efectos inhibitorios indebidos en el ejercicio de derechos.

Por último, la iniciativa no pretende restringir el flujo de
información ni sancionar conductas amparadas por el or-
den constitucional, sino inhibir aquellas que, bajo la apa-
riencia de un ejercicio legítimo, constituyen en realidad
mecanismos de colaboración con la delincuencia organiza-
da que vulneran la seguridad pública, afectan derechos fun-
damentales y comprometen la dignidad de las personas.
Así, la propuesta normativa cumple con los principios de
legalidad, necesidad y proporcionalidad que rigen la inter-
vención penal del Estado.

Por lo anteriormente expuesto, y con el objetivo de fortale-
cer el marco jurídico para enfrentar de manera más eficaz
las conductas que obstruyen la acción de las autoridades en
materia de seguridad pública condición indispensable para
el pleno ejercicio de los derechos fundamentales se preten-
de adicionar un Capítulo V al Título Cuarto del Código Pe-
nal Federal y adicionar una fracción al artículo 2o. de la
Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada.

A continuación, se muestra un cuadro comparativo que
ilustra el planteamiento de la propuesta de modificación
mencionada en la presente exposición de motivos:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de este pleno de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, la presenta iniciativa con
proyecto de
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Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
al Código Penal Federal y a la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada.

Artículo Primero. Se adiciona un Capítulo V denominado
de la obstrucción de funciones de seguridad pública, al Tí-
tulo Cuarto que comprende los artículos 164 Ter y 164
Quater al Código Penal Federal para quedar como sigue:

Título Cuarto

Capítulo V
De la obstrucción de funciones 

de seguridad pública

Artículo 164 Ter.- Se impondrá de tres a seis años de
prisión y de quinientas a novecientas veces el valor de la
Unidad de Medida y Actualización, a quien, con la fi-
nalidad de favorecer a integrantes de la delincuencia
organizada, dolosamente proporcione, transmita o co-
munique de manera física o virtual, información opera-
tiva relativa a la ubicación, desplazamiento, ejecución
de labores de detención, investigación, estrategias, ru-
tas o acciones tácticas implementadas por las Fuerzas
Armadas, la Guardia Nacional o instituciones federales
de seguridad pública, ya sea que dichas labores se rea-
licen de manera individual o en coordinación con auto-
ridades estatales o municipales, cuando dicha conducta
tenga por objeto obstruir o impedir la adecuada ejecu-
ción de tales labores.

Las penas previstas en el presente artículo se duplica-
rán cuando la información comunicada sea informa-
ción reservada en términos de la legislación aplicable y
la conducta sea realizada por quien tenga el deber de
resguardarla, sin eximir de las demás responsabilidades
administrativas que correspondan.

Artículo 164 Quater. - Las penas se aumentarán en una
mitad más cuando:

I. Sea cometido por un conductor u operador de
transporte público terrestre de pasajeros, o de cual-
quier tipo de embarcación marítima o aeronave.

II. Sea cometido por servidor público de alguna cor-
poración policial, se impondrá, además, la destitu-
ción del empleo, cargo o comisión públicos e inhabi-
litación de hasta cinco años para desempeñar otro.

III. Si el delito lo cometiera un miembro de las Fuer-
zas Armadas Mexicanas o Guardia Nacional en si-
tuación de retiro, de reserva o en activo, se le impon-
drá además de la pena de prisión señalada, la baja
definitiva a la Institución que pertenezca y se le in-
habilitara de uno a cinco años para desempeñar
cualquier cargo o comisión públicos.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XII al artícu-
lo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Organiza-
da, para quedar como sigue:

Artículo 2o. - …

l. a XI […]

XII. La obstrucción de funciones de seguridad públi-
ca, conforme a lo previsto en el artículo 164 Ter del
Código Penal Federal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.colef.mx/noticia/el-delito-de-halconeo/

2 https://articulo19.org/suprema-corte-reitera-inconstitucionalidad-
del-delito-de-halconeo/

3 https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/01/26/politica/invalida-
la-corte-castigo-por-delito-de-halconeo-en-sinaloa

4 https://www.nuevarevista.net/la-libertad-de-expresion-en-la-juris-
prudencia-de-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos/

5 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/175607

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Maiella Gómez Maldonado (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia y de Se-
guridad Ciudadana, para dictamen.



LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma las fracciones XXII y XXIII, adi-
cionando una fracción XXIV, al artículo 57; y reforma las
fracciones XXV y XXVI, adicionando una fracción XXVII
al artículo 116, de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la diputada María
Rosete, del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman las fracciones
XXII y XXIII, adicionando una fracción XXIV, al artículo
57; y se reforman las fracciones XXV y XXVI, adicionan-
do una fracción XXVII al artículo 116, de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

El interés superior de la niñez constituye uno de los princi-
pios fundamentales del orden jurídico mexicano y obliga a
todas las autoridades a colocar los derechos, la integridad y
el desarrollo de niñas, niños y adolescentes en el centro de
cualquier decisión o actuación que pueda afectarles.

En este sentido, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o. que en todas
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumpli-
rá con el principio del interés superior de la niñez, garanti-
zando de manera plena sus derechos; este mandato implica
no solamente abstenerse de realizar actos que puedan vul-
nerarlos, sino también desarrollar mecanismos institucio-
nales capaces de prevenir, identificar y atender oportuna-
mente aquellas circunstancias que pongan en riesgo su
bienestar.

Esta obligación adquiere particular relevancia cuando ni-
ñas, niños y adolescentes se encuentran inmersos en con-
textos de violencia familiar, separación, divorcio, disputas
por guarda y custodia, régimen de convivencias o cualquier
otro conflicto entre las personas adultas responsables de su
cuidado.

Los conflictos familiares pueden generar consecuencias
que trascienden la relación existente entre las personas
adultas, cuando estos alcanzan altos niveles de confronta-
ción, las niñas, niños y adolescentes pueden quedar ex-
puestos a presiones, descalificaciones, manipulación, ame-
nazas, interrupción de vínculos afectivos o situaciones de
violencia que repercutan directamente en su estabilidad fí-
sica, psicológica y emocional.1

Por ello, resulta indispensable partir de una premisa funda-
mental: las niñas, niños y adolescentes deben ser conside-
rados sujetos de derechos que requieren protección y nun-
ca instrumentos, responsables o medios para prolongar los
conflictos existentes entre las personas adultas.

La Convención sobre los Derechos del Niño establece que
el interés superior de la niñez deberá constituir una consi-
deración primordial en todas las medidas concernientes a
niñas y niños que adopten instituciones públicas o priva-
das, tribunales, autoridades administrativas u órganos le-
gislativos; asimismo, reconoce el derecho de toda niña y
niño a ser protegido contra cualquier forma de perjuicio,
abuso físico o mental, descuido, trato negligente, malos
tratos o explotación mientras se encuentre bajo la custodia
de sus padres, representantes legales o cualquier otra per-
sona encargada de su cuidado. (art. 19 Convención sobre
los Derechos del Niño).2

En congruencia con estos principios, la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes reconoce un am-
plio catálogo de derechos y establece obligaciones para las
autoridades de los distintos órdenes de gobierno. Sin em-
bargo, la complejidad de los conflictos familiares hace ne-
cesario fortalecer los mecanismos institucionales para de-
tectar oportunamente las posibles afectaciones que éstos
pueden producir en niñas, niños y adolescentes.3

El sistema educativo de nuestro país, es uno de los espacios
en los que niñas, niños y adolescentes desarrollan una parte
importante de su vida, ello además de su función educativa,
constituye un entorno fundamental para observar cambios
significativos en su comportamiento, motivo por el cual es fá-
cil observar las afectaciones derivadas de situaciones en con-
flictos entre las personas adultas responsables de su cuidado
debido a las alteraciones físicas, psicológicas, emocionales o
conductuales, que llegan a presentar.

La identificación de estas manifestaciones no significa atri-
buir a las autoridades educativas una responsabilidad más,
sino al contrario, el propósito es estrictamente preventivo,
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permitir contar con herramientas que permitan advertir po-
sibles situaciones de riesgo y activar, cuando resulte meca-
nismos que permitan garantizar los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes.

Por ello, el interés superior de la niñez no puede entender-
se como una referencia meramente declarativa, se debe
constituir un criterio efectivo de actuación que oriente las
decisiones de todas las personas servidoras públicas que in-
tervengan en dichos procedimientos.

Ante ello, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
desarrollado ampliamente el contenido del interés superior
de la niñez, reconociéndolo como un principio que exige
que las autoridades analicen las circunstancias particulares
de cada caso y ponderen prioritariamente las consecuen-
cias que una decisión puede generar sobre los derechos y el
desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes. Bajo es-
ta perspectiva, los conflictos entre personas adultas no pue-
den desplazar el análisis de aquello que resulte más favo-
rable para la protección integral de la niñez. Tampoco
puede permitirse que las instituciones reproduzcan dinámi-
cas que coloquen a niñas, niños y adolescentes en una si-
tuación de mayor vulnerabilidad.4

Una separación, un divorcio o una controversia familiar
corresponde al ámbito de responsabilidad de las personas
adultas, por lo cual, las niñas, niños y adolescentes no de-
ben asumir las consecuencias de esas confrontaciones ni
convertirse en instrumentos para causar daño, ejercer pre-
sión, obtener ventajas procesales o prolongar disputas en-
tre quienes tienen la responsabilidad de garantizar su cui-
dado.

La intervención del Estado debe impedir que los conflictos
familiares trasciendan hacia la esfera de derechos de niñas,
niños y adolescentes, esto supone prevenir cualquier forma
de violencia, pero también detectar oportunamente sus po-
sibles consecuencias y asegurar que las autoridades actúen
bajo una perspectiva de derechos de la infancia.

Escuchar a la niñez no significa trasladarle la responsabili-
dad de resolver un conflicto entre personas adultas. Signi-
fica reconocerla como titular de derechos, valorar su opi-
nión conforme a su edad y grado de desarrollo y garantizar
que cualquier determinación que afecte su vida responda
verdaderamente a su interés superior.

Por ello, se propone adicionar una fracción XXIV al artículo
57 y una fracción XXVII al artículo 116 ambos de la Ley Ge-

neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, con el
propósito de establecer que las autoridades competentes im-
plementen mecanismos para identificar afectaciones físicas,
psicológicas, emocionales o conductuales que pudieran deri-
var de situaciones de violencia familiar o de conflictos entre
las personas adultas responsables de su cuidado; así como
promover que las personas servidoras públicas que interven-
gan en procedimientos relacionados con conflictos familiares
atiendan primordialmente al interés superior de la niñez den-
tro de sus decisiones.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro com-
parativo:



Por lo anteriormente expuesto, comprometida con los de-
rechos de las niñas, niños y adolescentes, así como como la
erradicación de la violencia familiar, y la protección que
deba tener las y los servidores públicos en cuanto al cum-

plimiento del interés superior de la niñez, tengo a bien pre-
sentar la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan y reforman diversas
disposiciones de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes.

Único.- Se reforman las fracciones XXII y XXIII, adicio-
nando una fracción XXIV, al artículo 57; y se reforman las
fracciones XXV y XXVI, adicionando una fracción XXVII
al artículo 116, de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 57. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
una educación de calidad que contribuya al conocimiento
de sus propios derechos y, basada en un enfoque de dere-
chos humanos y de igualdad sustantiva, que garantice el
respeto a su dignidad humana; el desarrollo armónico de
sus potencialidades y personalidad, y fortalezca el respeto
a los derechos humanos y a las libertades fundamentales,
en los términos del artículo 3o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Edu-
cación y demás disposiciones aplicables.

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias
garantizarán la consecución de una educación de calidad y
la igualdad sustantiva en el acceso y permanencia en la
misma, para lo cual deberán:

I. a XXII. …

XXII. Establecer acciones afirmativas que garanticen el
acceso y permanencia de niñas y adolescentes embara-
zadas, faciliten su reingreso y promuevan su egreso del
sistema educativo nacional.

XXIII. Establecer mecanismos para que las autoridades
educativas, escolares y los particulares con autorización
o reconocimiento de validez oficial de estudios, notifi-
quen a la Procuraduría de Protección correspondiente,
los casos de asistencia irregular, abandono o deserción
escolar que se identifiquen respecto de los alumnos que
cursen educación básica y media superior en los centros
educativos.

...
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En caso contrario, se estará a lo dispuesto en el Capítu-
lo Único del Título Sexto de la Ley, con independencia
de aquellas conductas que pudieran ser consideradas co-
mo delitos conforme a la normatividad en la materia, y

XXIV. Implementar, en coordinación con las autori-
dades competentes, mecanismos de identificación, de
niñas, niños y adolescentes que presenten afectacio-
nes físicas, psicológicas, emocionales o conductuales
que pudieran derivar de situaciones de violencia fa-
miliar o de conflictos entre las personas adultas res-
ponsables de su cuidado.

La actuación de las autoridades educativas deberá pri-
vilegiar en todo momento la protección de los derechos
de niñas, niños y adolescentes y evitar cualquier prácti-
ca que implique su estigmatización o revictimización.

Artículo 116. Corresponden a las autoridades federales y
locales de manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. a XXV. …

XXV. Garantizar que niñas, niños y adolescentes tengan
acceso a agua potable para su consumo e higiene;

XXVI. Impulsar acciones para fomentar la crianza positiva
dirigidas a quienes ejercen la patria potestad, tutela, guarda,
custodia o cualquier persona que incida en el cuidado y
atención de niñas, niños y adolescentes, y

XXVII. Promover la capacitación y sensibilización
de las personas servidoras públicas que intervengan
en procedimientos administrativos o jurisdiccionales
relacionados con conflictos familiares, a efecto de
identificar posibles actos de utilización o instrumen-
talización de niñas, niños y adolescentes y garantizar
que las determinaciones que se adopten atiendan
primordialmente a su interés superior;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias, realizarán las
modificaciones legislativas conforme a lo dispuesto en el

presente Decreto, dentro de los ciento ochenta días natura-
les siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. Las autoridades competentes deberán realizar las
adecuaciones correspondientes a sus protocolos y mecanis-
mos de actuación dentro de los ciento ochenta días natura-
les siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Cuarto. Las acciones derivadas del presente decreto se re-
alizarán con cargo a los recursos humanos, materiales y
presupuestarios aprobados a las autoridades competentes,
por lo que su implementación no implicará ampliaciones
presupuestarias para el ejercicio fiscal correspondiente.

Notas

1. Conflictos familiares y sus consecuencias en la infancia. (2022, Ja-
nuary 26). CPA Psicólogos. 

https://cpapsicologos.com/conflictos-familiares-y-sus-consecuen-
cias-en-la-infancia/

2. UNICEF. (2006). Convención sobre los Derechos del Niño. 

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf

3. De Diputados, C., Congreso de, D., & Unión, L. (2024). Ley Gene-

ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes Ley General de los

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, Título Primero, de las Dis-

posiciones Generales.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

4. Semanario Judicial de la Federación. (2020). Scjn.Gob.Mx. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2020401

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada María Rosete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.



LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN 
Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA CONDICIÓN

DEL ESPECTRO AUTISTA

«Iniciativa que reforma los artículos 10, Fracciones XV y
XVI; y 17, fracción IX, de la Ley General para la Atención
y Protección a Personas con la Condición del Espectro Au-
tista, a cargo de la diputada María Damaris Silva Santiago,
del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputada María Damaris Silva Santiago,
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, con fundamentos en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1;
77, numeral I; y 78, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man los artículos 10, fracciones XV y XVI; y 17,
fracción IX de la Ley General para la Atención y Pro-
tección a Personas con la Condición del Espectro Autis-
ta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inclusión plena y efectiva de las personas con discapa-
cidad constituye una obligación del Estado mexicano y un
elemento indispensable para garantizar el ejercicio de los
derechos humanos en condiciones de igualdad, dignidad y
no discriminación; dentro de este compromiso, resulta fun-
damental reconocer las necesidades particulares de las per-
sonas con la condición del espectro autista y eliminar las
barreras que todavía limitan su participación en los distin-
tos ámbitos de la vida social, particularmente en el laboral.

En este contexto es importante señalar que, el 30 de abril
de 2015 fue publicada en el Diario Oficial de la Federación
la Ley General para la Atención y Protección a Personas
con la Condición del Espectro Autista, con el objeto de im-
pulsar la plena integración e inclusión de estas personas a
la sociedad, mediante la protección de sus derechos y ne-
cesidades fundamentales.1

La expedición de este ordenamiento significó un avance re-
levante en el reconocimiento jurídico de las personas con
la condición del espectro autista, al establecer derechos y
mecanismos encaminados a favorecer su inclusión en ám-
bitos como la salud, educación, capacitación, recreación y
participación social.

No obstante, a más de una década de su expedición, resul-
ta necesario continuar fortaleciendo su contenido para res-
ponder a los retos que persisten para alcanzar una inclusión
sustantiva, particularmente en materia de acceso al trabajo
digno, contratación, permanencia y desarrollo laboral.

Actualmente, el artículo 10 de la Ley reconoce como dere-
chos fundamentales de las personas con la condición del
espectro autista recibir formación y capacitación para obte-
ner un empleo adecuado, sin discriminación ni prejuicios,
así como percibir una remuneración justa por su colabora-
ción laboral productiva.2

Si bien estas disposiciones constituyen una base importan-
te, resulta pertinente fortalecerlas incorporando expresa-
mente los conceptos de trabajo digno, igualdad de condi-
ciones y oportunidades reales, a efecto de que el
reconocimiento legal no se limite únicamente a la capaci-
tación o al acceso formal a un empleo, sino que contemple
condiciones que permitan a las personas con la condición
del espectro autista incorporarse plenamente a la vida pro-
ductiva.

El derecho al trabajo no debe entenderse exclusivamente
como la posibilidad de acceder a una fuente de empleo, si-
no también a que las personas puedan desempeñarse en
condiciones de igualdad y no discriminación, permanecer
en su empleo, desarrollar sus capacidades y contar con
oportunidades para su crecimiento laboral y profesional,
considerando que el contar con una discapacidad no debe de
ser motivo de limitación para el pleno desarrollo en el cam-
po de trabajo.

En ese sentido, el Estado mexicano ha desarrollado distin-
tas políticas públicas en favor de la inclusión laboral de las
personas con discapacidad, principalmente a través de la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social y del Servicio
Nacional de Empleo, mediante acciones de vinculación la-
boral, capacitación para el trabajo, intermediación laboral
y estrategias dirigidas a facilitar la incorporación de perso-
nas con discapacidad al mercado laboral.3

En consecuencia, la presente iniciativa propone reformar la
fracción XV del artículo 10 para establecer expresamente
el derecho a recibir formación y capacitación para obtener
un empleo digno y adecuado, sin discriminación ni prejui-
cios, en igualdad de condiciones y oportunidades reales.

Asimismo, se propone fortalecer la fracción IX del artícu-
lo 17. El texto vigente establece únicamente la prohibición
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de abusar de las personas con la condición del espectro au-
tista en el ámbito laboral; sin embargo, dicha disposición
resulta general frente a las diversas conductas que pueden
constituir obstáculos para su inclusión laboral; por ello, se
propone establecer expresamente la prohibición de negar,
restringir o limitar oportunidades de acceso, contratación,
permanencia o desarrollo laboral, así como cualquier for-
ma de abuso o discriminación en cualquier campo de tra-
bajo.

Esta modificación permitirá otorgar mayor claridad al con-
tenido de la norma, al reconocer que la discriminación la-
boral puede presentarse en diferentes momentos de la rela-
ción de trabajo: desde la búsqueda y acceso al empleo,
durante el proceso de contratación y en la permanencia,
hasta las oportunidades de capacitación, promoción y de-
sarrollo profesional.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro com-
parativo:

Por lo anteriormente expuesto comprometida con la co-
munidad autista, es que presento la siguiente reforma que
permita fortalecer la Ley General para la Atención y Pro-
tección a Personas con la Condición del Espectro Autis-
ta en materia laboral permitiendo avanzar hacia un mar-

co jurídico más claro y acorde con el principio de igual-
dad y no discriminación, complementando las políticas
públicas que actualmente desarrolla el Estado mexicano,
contribuyendo a eliminar las barreras que todavía en-
frentan las personas con la condición del espectro autis-
ta para incorporarse y permanecer en el mercado laboral,
es que someto a consideración de esta honorable asam-
blea el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 10, fracciones XV y
XVI; y 17, fracción IX de la Ley General para la Aten-
ción y Protección a Personas con la Condición del Es-
pectro Autista

Único. Se reforman los artículos 10, fracciones XV y XVI;
y 17, fracción IX de la Ley General para la Atención y Pro-
tección a Personas con la Condición del Espectro Autista,
para quedar como sigue:

Artículo 10. Se reconocen como derechos fundamentales
de las personas con la condición del espectro autista y/o de
sus familias, en los términos de las disposiciones aplica-
bles, los siguientes:

I. a XIV. …

XV. Recibir formación y capacitación para obtener un
empleo digno y adecuado, sin discriminación ni prejui-
cios, en igualdad de condiciones y oportunidades 
reales;

XVI. Percibir la remuneración justa por la prestación de
su colaboración laboral productiva, que les alcance para
alimentarse, vestirse y alojarse adecuadamente, así co-
mo también para solventar cualquier otra necesidad vi-
tal, en los términos de las disposiciones constituciona-
les, convencionales, legales y de las correspondientes
leyes reglamentarias;

Artículo 17. Queda estrictamente prohibido para la aten-
ción y preservación de los derechos de las personas con la
condición del espectro autista y sus familias:

I. a VIII. …

IX. Negar, restringir o limitar oportunidades de ac-
ceso, contratación permanencia o desarrollo laboral,
así como cualquier forma de abuso o discriminación
en el ámbito laboral.



X. a XI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAPPCEA_27
0516.pdf

2 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/publicaciones_scjn/
publicacion/2022-02/Manual%20para%20juzgar%20con%20perspec-
tiva%20de%20g%C3%A9nero%20en%20materia%20laboral_5_com-
pressed.pdf

3 https://www.som360.org/es/articulo/dificultades-personas-autistas-
ambito-laboral

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, honorable
Congreso de la Unión, a 22 de septiembre de 2026.— Diputada María
Damaris Silva Santiago (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma el artículo 32 de la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en mate-
ria de consulta, a cargo de la diputada María Rosete, del
Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del Gru-
po Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 32 de la Ley General para
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

Construir una sociedad incluyente exige reconocer a las
personas con discapacidad como titulares de derechos y
participantes activos, no solo como beneficiarias de políti-
cas públicas; si no todo lo contrario, se debe garantizar su
intervención directa en el diseño y modificación de leyes y
programas que les afectan, por ello, es indispensable para
materializar los principios de igualdad, autonomía y digni-
dad reconocidos por la Constitución y los tratados interna-
cionales.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos tanto en la pro-
pia Constitución como en los tratados internacionales de
los que el Estado mexicano sea parte y dispone que todas
las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tenien-
do la obligación de promover, respetar, proteger y garanti-
zar tales derechos bajo los principios de universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad.

El mandato Constitucional que adquiere particular relevan-
cia respecto de las personas con discapacidad obliga al Es-
tado a adoptar medidas encaminadas no solamente a evitar
actos de discriminación, sino a generar las condiciones ma-
teriales y jurídicas necesarias para garantizar el ejercicio
efectivo de sus derechos.

Construir una sociedad incluyente exige reconocer a las
personas con discapacidad como titulares de derechos y
participantes activos, no solo como beneficiarias de políti-
cas públicas. Garantizar su intervención directa en el dise-
ño y modificación de leyes y programas que les afectan es
indispensable para materializar los principios de igualdad,
autonomía y dignidad reconocidos por la Constitución y
los tratados internacionales.

Por su parte, la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, documento internacional que significó
un cambio fundamental en la manera de entender la discapa-
cidad coloca a las personas como sujetos pasivos de protec-
ción consolidando un modelo basado en derechos humanos
que reconoce su autonomía, capacidad de decisión y derecho
a participar activamente en la sociedad, principio que en-
cuentra una de sus expresiones más importantes en el artícu-
lo 4, numeral 3, de dicho instrumento internacional.

Así mismo, la convención, señala que, los Estados Parte
deberán celebrar consultas estrechas y colaborar activa-
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mente con las personas con discapacidad, incluidos niñas y
niños con discapacidad, a través de las organizaciones que
las representan, en la elaboración y aplicación de legisla-
ción y políticas destinadas a hacer efectiva la Convención
y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cues-
tiones relacionadas con ellas.1

Ante esto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
emitido una serie de resoluciones en las que ha señalado
que la consulta a personas con discapacidad. forma parte
del parámetro de regularidad constitucional al estar reco-
nocida en la Convención sobre Derechos de las Personas
con Discapacidad, aunque la constitución general no haga
referencia expresa a aquélla.

Asimismo ha señalado que consulta a personas con disca-
pacidad es un requisito ineludible en la legislación y polí-
ticas públicas nacionales para asegurar la pertinencia y ca-
lidad de todas las acciones encaminadas a asegurar el pleno
goce de sus derechos en igualdad de condiciones con las
demás personas.2

El máximo tribunal de nuestro país ha reiterado la trascen-
dencia de este derecho al sostener que las personas con dis-
capacidad deben participar en el diseño de las normas que
incidan directamente en sus derechos e intereses y que la
consulta previa no constituye una mera formalidad del pro-
cedimiento legislativo sino un derecho humano encamina-
do a garantizar una participación efectiva en las decisiones
que les conciernen3, estableciendo como elementos rele-
vantes que el ejercicio sea previo, accesible, informado y
orientado a incorporar las opiniones de las personas direc-
tamente involucradas, criterio que confirma la necesidad
de fortalecer el marco jurídico nacional para dotar de ma-
yor claridad y certeza a las obligaciones de las autoridades
en esta materia.

La consulta se erige como componente esencial de la libre
determinación: no es posible hablar de autonomía, de libre
desarrollo de la personalidad o de diseño de políticas in-
cluyentes, si la propia comunidad no fue escuchada, es así
como la omisión de consulta además de vulnerar el libre
desarrollo de las personas con discapacidad, afecta directa-
mente sus derechos humanos pues les impidió decir las me-
didas adecuadas y adaptadas a sus necesidades para su ple-
no acceso.4

La importancia de establecer dentro de la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad dentro del
artículo 32 perteneciente al Capítulo X Libertades de Ex-

presión, Opinión y Acceso a la Información, es que es una
obligación adquirida al ratificar la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad, así como una
obligación constitucional.

Para mayor claridad de la propuesta, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:

Con esta reforma se pretende transitar de un reconocimien-
to implícito y disperso hacia una garantía legislativa clara
del derecho a la consulta y participación de las personas
con discapacidad, fortaleciendo el cumplimiento de las
obligaciones internacionales asumidas por el Estado mexi-
cano, proporcionando certeza a las autoridades encargadas
de elaborar disposiciones y políticas públicas y, principal-
mente, colocando la voz, experiencia y voluntad de las pro-
pias personas con discapacidad en el centro de aquellas de-
cisiones que inciden en el ejercicio de sus derechos, por
ello, propongo el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 32 de la Ley
General para la Inclusión de las Personas con Discapa-
cidad, en materia de consulta

Único. - Se reforma el artículo 32 de la Ley General para
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, para quedar
como sigue:

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen derecho
a la libertad de expresión y opinión; incluida la libertad de
recabar, recibir y facilitar información mediante cualquier
forma de comunicación que les facilite una participación,
consulta previa, accesible, informada, con participación
efectiva y orientada a incorporar las opiniones de las
personas directamente involucradas e integración en
igualdad de condiciones que el resto de la población. Para



tales efectos, las autoridades competentes establecerán en-
tre otras, las siguientes medidas:

I. a IV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-

dad y su Protocolo Facultativo. (2018). 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-
05/Discapacidad-Protocolo-Facultativo%5B1%5D.pdf

2 Semanario Judicial de la Federación Tercer periodo “De la Justicia
con el Pueblo”, Duodécima Época “De la Justicia Pluricultural, la
Igualdad Sustantiva y la Inclusión en México” 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/30994

3 Pluricultural, D. G. de D. J. (2025).  Las #PersonasConDiscapacidad
deben ser consultadas en los procesos de toma de decisiones públicas
que afecten su vida y sus [Post]. In X. 

https://x.com/ddhh_scjn/status/1886804746209493060

4 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Jus-

ticia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 111/2022 y su

acumulada 112/2022, así como el Voto Particular y Aclaratorio de la

señora ministra presidenta Norma Lucía Piña Hernán. (2022). Se-
gob.Gob.Mx. https://sidof.segob.gob.mx/notas/docFuente/5723272

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada María Rosete (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Iniciativa que adiciona una fracción XII, recorriéndose las
subsecuentes del artículo 2o., de la Ley General para la In-

clusión de las Personas con Discapacidad, a cargo de la
diputada María Rosete, del Grupo Parlamentario de More-
na. (La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los
Debates de esta fecha, en el Apéndice IV)

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY GENERAL DE MOVILIDAD 
Y SEGURIDAD VIAL

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, en materia
de seguridad vehicular integral, homologación técnica y
mercado; con énfasis en la micromovilidad, a cargo del
diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo Parlamen-
tario de Morena. (La iniciativa podrá ser consultada en el
Diario de los Debates de esta fecha, en el Apéndice IV)

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS 
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO

Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Urbano, en materia de participación vo-
luntaria del sector privado para el equipamiento urbano, a
cargo del diputado Julio César Moreno Rivera, del Grupo
Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser consul-
tada en el Diario de los Debates de esta fecha, en el Apén-
dice IV)

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada Marisela Zú-
ñiga Cerón, del Grupo Parlamentario de Morena. (La ini-
ciativa podrá ser consultada en el Diario de los Debates
de esta fecha, en el Apéndice IV)

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma los artículos 72 y 74 de la Ley Ge-
neral de Educación, suscrita por el diputado Luis Agustín
Rodríguez Torres y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

Los que suscriben, diputado Luis Agustín Rodríguez To-
rres, y diputados del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se modifican los
artículos 72 y 74 de la Ley General de Educación, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

Alrededor de uno de cada siete niños y adolescentes de en-
tre 10 y 19 años padece trastornos mentales, siendo los más
frecuentes la ansiedad, la depresión y los trastornos del
comportamiento, según un nuevo informe de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) y el Fondo de las Nacio-
nes Unidas para la Infancia (Unicef).1

El apoyo a la salud mental de niños y adolescentes debe ser
un esfuerzo colectivo. Para ello, es necesario que familias,
profesores, sociedad y en general, cualquier persona, co-
nozcan las principales enfermedades que se encuentran
afectando a nuestros niños, niñas, adolescentes y jóvenes,
como lo son: estrés, ansiedad y depresión.

Ahora bien, el educando al centrarlo como principal eje en
la sociedad mexicana significa reconocer que la educación
debe colocar a la persona que aprende en el centro de las
políticas públicas, las instituciones educativas y las deci-
siones sociales. El educando no debe ser visto únicamente
como receptor de conocimientos, sino como un sujeto con
derechos, capacidades, necesidades y potencial para trans-
formar su entorno.

Desde esta perspectiva, la educación tiene como finalidad
brindar las herramientas necesarias para que niñas, niños,
adolescentes y jóvenes desarrollen plenamente sus capaci-
dades intelectuales, emocionales, sociales, culturales y éti-
cas. La escuela debe ser un espacio que fomente el pensa-
miento crítico, la creatividad, la inclusión, el respeto, la
participación y la responsabilidad social.

Asimismo, colocar al educando como uno de los ejes prin-
cipales en la sociedad mexicana, implica que las autorida-
des educativas, docentes, familias e instituciones trabajen
de manera coordinada para garantizar condiciones adecua-
das para su aprendizaje y desarrollo. Esto incluye una edu-
cación de calidad, ambientes seguros y libres de violencia,
acceso a tecnologías, atención a las necesidades particula-
res y oportunidades equitativas para todos.

En consecuencia, invertir en el educando es invertir direc-
tamente en el futuro de la sociedad. Una sociedad que co-
loca a sus estudiantes en el centro de sus prioridades forta-
lece su democracia, impulsa su desarrollo económico y
social y forma ciudadanos capaces de participar activa-
mente en la construcción de un país más justo, informado,
responsable e incluyente, y ¿cómo se logra esto? Escu-
chando las necesidades de nuestros niños, niñas, adoles-
centes y jóvenes.

El artículo 2 de la Ley General de Educación, señala que el
Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, ado-
lescentes y jóvenes en el ejercicio de su derecho a la edu-
cación. Para tal efecto, garantizará el desarrollo de pro-
gramas y políticas públicas que hagan efectivo ese
principio constitucional.

Es importante tener en cuenta que la Ley General de Educa-
ción prevé en el artículo 16, fracción IX, que la educación
que imparta el Estado, sus organismos descentralizados y los
particulares con autorización o con reconocimiento de vali-
dez oficial de estudios, será integral porque educará para la
vida y estará enfocada a las capacidades y desarrollo de las
habilidades cognitivas y socioemocionales.

También establece en el artículo 18, fracción VI, que la
orientación integral, en la formación de la mexicana y el
mexicano dentro del Sistema Educativo Nacional, conside-
rará las habilidades socioemocionales.

En el artículo 30, fracción XI, estipula que los contenidos
de los planes y programas de estudio de la educación in-
cluyen la educación socioemocional.

El artículo 59 prevé que: “En la educación que imparta el
Estado se promoverá un enfoque humanista, el cual favo-
recerá en el educando sus habilidades socioemocionales
que le permitan adquirir y generar conocimientos, fortale-
cer la capacidad para aprender a pensar, sentir, actuar y
desarrollarse como persona integrante de una comunidad y
en armonía con la naturaleza”.



El Estado, también debe fomentar la participación de los
educandos, madres y padres de familia o tutores, maestras
y maestros, los pueblos indígenas y afromexicanos, así co-
mo de los distintos actores involucrados en el proceso edu-
cativo y, en general, de todo el Sistema Educativo Nacio-
nal, para asegurar que éste extienda sus beneficios a todos
los sectores sociales y regiones del país, a fin de contribuir
al desarrollo económico, social y cultural de sus habitantes.

Así las cosas y por ello, es que esta iniciativa propone la
implementación de programas integrales para atender la
salud emocional y desarrollo de niños, niñas, adolescentes
y jóvenes dentro de los centros educativos y escuelas, por
medio de tres ejes fundamentales: capacitación obligatoria
sobre salud emocional a docentes; la incorporación de con-
tenidos informativos sobre salud emocional en las activi-
dades académicas, y la creación de un sistema de detección
y acompañamiento temprano para identificar señales de
alerta.

Es la Secretaría de Educación Pública (SEP), la entidad gu-
bernamental encargada de la educación pública a nivel fe-
deral. Su facultad principal es garantizar el derecho a una
educación equitativa, inclusiva, intercultural e integral pa-
ra todos los mexicanos, desde la educación inicial hasta la
superior.

Por otro lado, según la Organización Mundial de la Salud,
la salud mental es un estado de bienestar mental que per-
mite a las personas hacer frente a los momentos de estrés
de la vida, desarrollar todas sus habilidades, aprender y
trabajar adecuadamente e integrarse en su entorno. La sa-
lud mental tiene un valor intrínseco y fundamental, y for-
ma parte de nuestro bienestar general.

Para este organismo internacional, la adolescencia es un
período crucial para el desarrollo de hábitos sociales y
emocionales importantes para el bienestar mental, como
los patrones de sueño saludables, el ejercicio regular, la ca-
pacidad para enfrentar situaciones difíciles y resolver pro-
blemas, las aptitudes interpersonales y la gestión de las
emociones. Contar con un entorno favorable y protector en
el seno de la familia, en la escuela y en la comunidad en
sentido más amplio son factores importantes.

Así, esta propuesta desea garantizar que los niños, niñas,
adolescentes y jóvenes cuenten con apoyo emocional y re-
des de apoyo en esta etapa de desarrollo. Debe ser interés
principal de nuestro gobierno y de la sociedad, el escuchar
a este grupo etario. Es fundamental porque representa una

etapa clave en el desarrollo personal y social de los indivi-
duos. Durante estas etapas en que no son adultos, se for-
man la identidad, los valores y las habilidades emocionales
y sociales que influyen en el futuro de la persona. Además,
los niños, niñas, adolescentes y jóvenes son agentes de
cambio importantes en la sociedad, con gran potencial pa-
ra innovar y enfrentar los retos del mundo actual. Por ello,
entender y apoyar sus necesidades, pero sobre todo el es-
cucharlos y darles voz y atención es esencial para acompa-
ñarlos en su pleno desarrollo y aislarlos de los peligros de
la propia sociedad, alejarlos de caer en tentaciones y adic-
ciones, y simplemente oír sus problemas y evitar que lle-
guen a hundirse en depresión. Escuchar a nuestros niños,
niñas, adolescentes y jóvenes, nos ayudará a construir co-
munidades más fuertes y un desarrollo sostenible sano pa-
ra la convivencia entre ellos mismos y en conjunto con los
que los rodean, así se fortalecen lazos familiares y aleja-
mos a los niños, niñas y adolescentes de depresiones y
adicciones.

Por todo lo antes expuesto, motivado y fundamentado, se
somete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifican los artículos 72 y 74 de
la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforma la fracción IX, y se adiciona la
fracción X, recorriéndose la subsecuente, del artículo 72; y
se reforman las fracciones VIII y IX, y se adicionan las
fracciones X y XI, del artículo 74, todos de la Ley General
de Educación, para quedar como sigue:

Ley General de Educación

…

Artículo 72. …

…

I. a VIII. …

IX. Participar en los Comités Escolares de Administra-
ción Participativa en los términos de las disposiciones
respectivas;

X. Recibir información adecuada y acompañamien-
to temprano respecto a su educación y salud socioe-
mocional y,
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XI. Los demás que sean reconocidos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Ley y
demás disposiciones aplicables.

…

Artículo 74. …

I. a VII. …

VIII. Realizar campañas, mediante el uso de las tecno-
logías de la información, comunicación, conocimiento y
aprendizaje digital, que concienticen sobre la importan-
cia de una convivencia libre de violencias o maltrato, ya
sea psicológico, físico o cibernético, en los ámbitos fa-
miliar, comunitario, escolar y social;

IX. Elaborar y difundir materiales educativos para la
prevención y atención de los tipos y modalidades de
maltrato escolar, así como coordinar campañas de infor-
mación sobre las mismas;

X. Diseñar y aplicar estrategias de atención a la sa-
lud y educación socioemocional para los educandos
en los centros educativos, y

XI. Realizar capacitaciones continuas a docentes so-
bre la salud y educación socioemocional de los edu-
candos.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota

1 https://news.un.org/es/story/2024/10/1533401

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Luis Agustín Rodríguez Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Salud, en materia de acceso universal a
la salud e intercambio de servicios entre las instituciones
públicas, suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez
Barba y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (La iniciativa podrá
ser consultada en el Diario de los Debates de esta fecha,
en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, LEY DE
INSTITUCIONES DE SEGUROS Y DE FIANZAS, LEY

SOBRE EL CONTRATO DE SEGURO, LEY DE PRO-
TECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS

FINANCIEROS, LEY GENERAL DE SALUD, Y LEY
DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta, de la Ley de Institu-
ciones de Seguros y de Fianzas, de la Ley Sobre el Contra-
to de Seguro, de la Ley de Protección y Defensa al Usua-
rio de Servicios Financieros, de la Ley General de Salud, y
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, en materia de
accesibilidad, transparencia y portabilidad de los seguros
de gastos médicos y de salud, suscrita por el diputado Éc-
tor Jaime Ramírez Barba y las y los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (La
iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los Deba-
tes de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédi-
to Público, y de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 30 de la Ley
General de Educación, en materia de enseñanza de prime-
ros auxilios y reanimación cardiopulmonar, suscrita por el
diputado Ernesto Sánchez Rodríguez y las y los legislado-
res integrantes del Grupo Parlamentario del PAN



El que suscribe, diputado Ernesto Sánchez Rodríguez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la Sexagésima Sexta Legislatura, con fundamen-
to en lo establecido por los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la fracción XXIV y se adiciona una
fracción XXV, recorriéndose la actual para pasar a ser
XXVI, del artículo 30 de la Ley General de Educación, en
materia de enseñanza de primeros auxilios y reanimación
cardiopulmonar, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

La educación constituye uno de los principales instrumen-
tos con los que cuenta el Estado para garantizar el desarro-
llo integral de las personas y construir una sociedad más
preparada, solidaria, responsable y capaz de responder an-
te los desafíos que enfrenta. Su finalidad no se limita a la
transmisión de conocimientos académicos, sino que com-
prende también la formación de habilidades y competen-
cias que permitan a las personas desenvolverse de manera
segura y responsable en su entorno.

En este sentido, la escuela representa uno de los espacios
fundamentales para desarrollar conocimientos y habilida-
des que pueden ser determinantes para proteger la vida y la
integridad de las personas. Las niñas, niños y adolescentes
pasan una parte importante de su vida en los centros edu-
cativos y, durante ese tiempo, pueden presentarse situacio-
nes que requieran una respuesta inmediata: lesiones, caí-
das, quemaduras, heridas, hemorragias, intoxicaciones,
desmayos, convulsiones, atragantamientos o, en los casos
más graves, un paro cardiorrespiratorio.

Ante una emergencia médica, los primeros minutos son de-
terminantes. La posibilidad de que una persona sobreviva
o evite consecuencias graves puede depender de las accio-
nes que se realicen antes de que lleguen los servicios pro-
fesionales de emergencia. Por ello, contar con conocimien-
tos básicos de primeros auxilios y saber realizar una
reanimación cardiopulmonar constituye una herramienta
de protección de la vida que debe estar al alcance de la po-
blación.

Los primeros auxilios pueden definirse, de manera general,
como el conjunto de medidas inmediatas y temporales que
se proporcionan a una persona que ha sufrido una lesión o

presenta una alteración súbita de su estado de salud, mien-
tras recibe atención médica profesional. Su propósito no es
sustituir al personal sanitario, sino brindar una respuesta
inicial adecuada, evitar el agravamiento de la situación y,
cuando sea necesario, mantener con vida a la persona afec-
tada hasta la llegada de los servicios de emergencia.

Dentro de estas habilidades destaca la reanimación cardio-
pulmonar, particularmente ante un paro cardiorrespiratorio.
En estos casos, la actuación inmediata de quienes se en-
cuentran presentes puede ser decisiva. Las compresiones
torácicas iniciadas oportunamente y la activación de los
servicios de emergencia constituyen acciones que pueden
realizarse antes de la llegada de profesionales de la salud.

La enseñanza de estas competencias desde la escuela per-
mite, por tanto, ampliar considerablemente la red de perso-
nas que cuentan con conocimientos elementales para ac-
tuar frente a una emergencia. Una estudiante o un
estudiante capacitado no solamente puede responder ante
una situación ocurrida dentro del plantel, sino también en
su hogar, en la vía pública, en espacios deportivos o en
cualquier otro lugar donde se presente una emergencia.

De esta manera, la educación en primeros auxilios tiene un
efecto que trasciende las aulas. Cada generación de estu-
diantes que recibe esta formación representa la incorpora-
ción de miles de personas con conocimientos básicos para
identificar una emergencia, solicitar ayuda, brindar aten-
ción inicial y actuar de manera segura mientras llega el per-
sonal especializado.

La formación desde edades tempranas también contribuye
a generar una cultura de prevención. Enseñar a niñas, niños
y adolescentes qué hacer ante una emergencia, pero tam-
bién qué acciones deben evitarse, permite disminuir con-
ductas de riesgo y fomentar actitudes de responsabilidad,
solidaridad, autocuidado y cuidado de los demás.

La pertinencia de esta propuesta encuentra sustento, ade-
más, en la experiencia internacional. Diversos organismos
y organizaciones especializadas en salud y atención de
emergencias han promovido la enseñanza de la reanima-
ción cardiopulmonar y las habilidades de respuesta ante
emergencias dentro de los sistemas educativos. La llamada
formación en RCP para población escolar parte de un prin-
cipio sencillo: si una emergencia puede ocurrir en cual-
quier momento, resulta razonable que las personas apren-
dan desde temprana edad las acciones básicas que pueden
contribuir a preservar la vida.
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La incorporación de estos conocimientos al sistema educa-
tivo mexicano resulta particularmente relevante si se con-
sidera que nuestro país cuenta con una población escolar de
millones de niñas, niños y adolescentes. El sistema educa-
tivo constituye, por su alcance y cobertura, uno de los me-
canismos más eficaces para universalizar conocimientos
esenciales de prevención y respuesta ante emergencias.

Actualmente, el artículo 30 de la Ley General de Educa-
ción establece diversos contenidos que, de acuerdo con el
tipo y nivel educativo, deben integrar los planes y progra-
mas de estudio. Entre ellos se encuentran materias y cono-
cimientos relacionados con la activación física, la educa-
ción vial, la educación financiera, la educación ambiental y
otros contenidos destinados a fortalecer la formación inte-
gral de las personas.

Sin embargo, dentro de este catálogo no se contempla de
manera expresa la enseñanza de nociones básicas de pri-
meros auxilios y de reanimación cardiopulmonar.

Esta ausencia representa un área de oportunidad para forta-
lecer el contenido de los planes y programas de estudio y
responder a una necesidad concreta de la sociedad. Si el
Estado reconoce la importancia de preparar a las y los es-
tudiantes para prevenir accidentes, cuidar el medio am-
biente, desplazarse de manera segura y desarrollar hábitos
saludables, resulta igualmente pertinente proporcionarles
conocimientos elementales que les permitan responder an-
te una emergencia que pueda poner en riesgo la vida o la
integridad de otra persona.

La propuesta que se plantea no pretende convertir a las y
los estudiantes en personal médico ni trasladarles respon-
sabilidades que corresponden a los servicios profesionales
de salud. Por el contrario, busca proporcionar conocimien-
tos básicos, adecuados a su edad y nivel educativo, que les
permitan reconocer determinadas situaciones de emergen-
cia, solicitar oportunamente ayuda, aplicar medidas ele-
mentales de primeros auxilios y, cuando corresponda y de
acuerdo con la capacitación recibida, iniciar maniobras de
reanimación cardiopulmonar.

El contenido deberá desarrollarse de manera gradual y
acorde con las capacidades de cada grupo de edad. En los
niveles educativos iniciales y básicos podrán privilegiarse
conocimientos relacionados con la prevención de acciden-
tes, la identificación de situaciones de riesgo, la solicitud
de ayuda y las acciones elementales ante una emergencia.
Conforme avance el nivel educativo, podrán incorporarse

conocimientos prácticos de mayor complejidad, incluyen-
do técnicas de reanimación cardiopulmonar y el uso ade-
cuado de los sistemas de atención de emergencias.

La capacitación no debe limitarse al alumnado. Para que la
incorporación de estos contenidos tenga un impacto efectivo
dentro de las comunidades escolares, resulta indispensable
fortalecer también la preparación del personal docente. Las
maestras y los maestros constituyen una figura de referencia
y autoridad dentro de los planteles, y frecuentemente son
quienes se encuentran en condiciones de identificar una
emergencia y actuar durante los primeros minutos.

Por ello, la presente iniciativa propone modificar también
el artículo 96 de la Ley General de Educación, a efecto de
que en los planes y programas de estudio de las institucio-
nes de formación docente se considere el desarrollo de
competencias en primeros auxilios para la atención de
emergencias y en reanimación cardiopulmonar.

La preparación de las y los futuros docentes en estas mate-
rias contribuirá a generar comunidades escolares más se-
guras y con una mayor capacidad de respuesta. Asimismo,
permitirá que el conocimiento adquirido durante la forma-
ción profesional pueda ser replicado dentro de los centros
educativos y, potencialmente, en las comunidades en las
que las y los docentes desarrollan su actividad.

Esta medida también guarda una relación directa con el prin-
cipio del interés superior de niñas, niños y adolescentes. El Es-
tado tiene la responsabilidad de adoptar medidas que contri-
buyan a garantizar su bienestar, seguridad y desarrollo
integral. La escuela debe ser un espacio de aprendizaje, pero
también un entorno en el que se procure la protección de quie-
nes diariamente acuden a ella.

La incorporación de primeros auxilios y reanimación car-
diopulmonar como contenido educativo contribuye igual-
mente al derecho a la protección de la salud, entendido
desde una perspectiva preventiva. La educación para la sa-
lud no debe limitarse al conocimiento de enfermedades o a
la promoción de hábitos saludables; debe incluir también
las herramientas que permitan responder adecuadamente
ante situaciones súbitas que amenacen la vida o la integri-
dad física.

Además, esta reforma permitiría fortalecer la cultura de la
prevención y de la solidaridad social. Saber cómo actuar
ante una emergencia no solamente beneficia a quien recibe
la atención, sino que fomenta en quien auxilia valores co-



mo la empatía, la responsabilidad, la cooperación y el com-
promiso con la comunidad.

Es importante señalar que la capacitación en primeros au-
xilios y reanimación cardiopulmonar puede desarrollarse
mediante estrategias educativas teórico-prácticas, utilizan-
do materiales y simulaciones adecuadas a cada nivel edu-
cativo. Su incorporación puede realizarse de manera trans-
versal y progresiva, aprovechando contenidos existentes
relacionados con educación para la salud, activación física,
prevención de riesgos, protección civil y formación so-
cioemocional.

Asimismo, la implementación de esta medida puede arti-
cularse con las autoridades educativas y sanitarias, así co-
mo con instituciones y organismos especializados en aten-
ción de emergencias, a fin de establecer contenidos,
metodologías y mecanismos de capacitación que respon-
dan a criterios técnicos y científicos.

La reforma propuesta no pretende establecer un programa
rígido o uniforme para todos los niveles educativos. Por el
contrario, al señalar expresamente que la enseñanza debe-
rá impartirse “acorde al tipo y nivel educativo”, se recono-
ce la necesidad de adaptar los contenidos, las metodologí-
as y el grado de complejidad de la capacitación a las
características y capacidades de las y los estudiantes.

La modificación del artículo 30 resulta necesaria porque
dicho precepto constituye el marco legal que determina
contenidos que deben integrar los planes y programas de
estudio. Incorporar expresamente los primeros auxilios y la
reanimación cardiopulmonar dentro de este catálogo per-
mitirá otorgarles un reconocimiento jurídico específico y
garantizar que su enseñanza forme parte de la formación
integral que proporciona el Sistema Educativo Nacional.

De igual manera, la modificación al artículo 96 resulta ne-
cesaria para establecer que la formación inicial de las y los
docentes contemple competencias en estas materias. No se-
ría suficiente preparar al alumnado si quienes tienen bajo
su responsabilidad los espacios educativos carecen de co-
nocimientos básicos para responder ante una emergencia.

La propuesta, por tanto, se sustenta en una lógica preventi-
va y de protección de la vida: preparar hoy a la comunidad
educativa para responder adecuadamente ante las emergen-
cias que puedan presentarse mañana.

Una persona que sabe identificar un paro cardiorrespirato-
rio, solicitar ayuda y comenzar oportunamente las manio-
bras correspondientes puede representar una oportunidad
adicional de supervivencia para quien enfrenta una emer-
gencia. Una persona que conoce las medidas básicas ante
una hemorragia puede contribuir a evitar que la situación
se agrave. Una persona que sabe cómo actuar ante un atra-
gantamiento puede intervenir durante los minutos previos
a la llegada de los servicios de emergencia. Y una comuni-
dad escolar capacitada puede responder de manera más or-
denada y segura ante diferentes tipos de accidentes.

En consecuencia, enseñar primeros auxilios y reanimación
cardiopulmonar dentro de las escuelas debe entenderse co-
mo una inversión en prevención, seguridad y protección de
la vida.

La presente iniciativa busca que el conocimiento para sal-
var una vida deje de ser una habilidad reservada para profe-
sionales de la salud o para personas que voluntariamente
han tenido acceso a cursos especializados, y se convierta
progresivamente en un conocimiento básico al alcance de
las nuevas generaciones.

Con esta reforma, el Estado mexicano fortalecería el carác-
ter integral de la educación y dotaría a las comunidades es-
colares de herramientas prácticas para enfrentar situaciones
de emergencia. Al mismo tiempo, se contribuiría a consoli-
dar una cultura nacional de prevención, autocuidado, solida-
ridad y respuesta responsable.

Por las razones anteriormente expuestas, se considera nece-
sario reformar la fracción XXIV del artículo 30, adicionar
una fracción XXV y recorrer la subsecuente, así como re-
formar el segundo párrafo del artículo 96 de la Ley General
de Educación, con el objeto de incorporar expresamente la
enseñanza de nociones básicas de primeros auxilios y de re-
animación cardiopulmonar en los planes y programas de es-
tudio, así como fortalecer la formación de las y los docen-
tes en estas materias.

La reforma propuesta busca, en última instancia, que cada
escuela sea también un espacio donde se aprenda no sola-
mente a vivir en sociedad, sino a proteger la vida y actuar
responsablemente cuando otra persona se encuentre en
peligro.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
este honorable pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción XXIV y se
adiciona una fracción XXV, recorriéndome la actual
para pasar a ser XXVI, del artículo 30, y el artículo 96,
ambos de la Ley General de Educación

Artículo Único. Se reforman la fracción XXIV del artícu-
lo 30, y el segundo párrafo del artículo 96; y se adiciona
una fracción XXV, recorriéndose la subsecuente en su or-
den, del artículo 30, de la Ley General de Educación, para
quedar como sigue:

Artículo 30. …

I. a XXIII. …

XXIV. El fomento de los principios básicos de seguri-
dad y educación vial;

XXV. La enseñanza de nociones básicas de primeros
auxilios y de reanimación cardiopulmonar, acorde al
tipo y nivel educativo, y

XXVI. Los demás necesarios para el cumplimiento de
los fines y criterios de la educación establecidos en los
artículos 15 y 16 de la presente Ley.

Artículo 96. …

En los planes y programas de estudio de las instituciones
de formación docente, se promoverá el desarrollo de com-
petencias en educación inicial y con enfoque de inclusión
para todos los tipos educativos; asimismo, se considerarán
modelos de formación docente especializada en la educa-
ción especial que atiendan los diversos tipos de discapaci-
dad; y en primeros auxilios para la atención de emer-
gencias y reanimación cardiopulmonar.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Educación Pública, en coordi-
nación con las autoridades educativas de las entidades fe-
derativas y con la participación de las autoridades de salud,
incorporará los contenidos a que se refiere el presente de-
creto en los planes y programas de estudio en el ciclo es-
colar inmediato siguiente a su entrada en vigor.

Tercero. Las instituciones de formación docente contarán
con un periodo de 180 días, a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, para incluir en sus planes y programas
de estudio, los modelos de formación docente en primeros
auxilios para la atención de emergencias y reanimación
cardiopulmonar.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Ernesto Sánchez Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.



LEY PARA EL DESARROLLO DE LA
COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA

Y MEDIANA EMPRESA

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, en materia de registro nacio-
nal de programas e instrumentos de apoyo a las micro, pe-
queñas y medianas empresas, suscrita por el diputado Mi-
guel Ángel Salim Alle y las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (La ini-
ciativa podrá ser consultada en el Diario de los Debates
de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Iniciativa que reforma y adiciona la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por el dipu-
tado Miguel Ángel Salim Alle y las y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (La iniciativa podrá ser consultada en el Diario
de los Debates de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 76 y 102 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de designación de la persona titular de la Fiscalía Ge-
neral de la República, suscrita por la diputada Paulina
Rubio Fernández, y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Paulina Rubio Fernández, en nom-
bre propio y de los diputados y diputadas integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76,
numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, presenta a consideración de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 76 y 102 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

La reforma de la otrora Procuraduría General de la Repú-
blica (PGR) que la transformó en la actual Fiscalía Gene-
ral de la República (FGR) representó uno de los cambios
institucionales y políticos más profundos en el sistema de
procuración de justicia en la historia reciente de México.

Se trató de un rediseño estructural concebido para dotar a
la institución de autonomía técnica, de gestión y presu-
puestaria, alejándola de la subordinación directa del Poder
Ejecutivo federal.

La PGR funcionó como una dependencia directa del Poder
Ejecutivo federal, es decir, formaba parte del gabinete pre-
sidencial, su titular era nombrado y removido libremente
por el presidente de la República, por lo que carecía de au-
tonomía, y, al ser parte del Gobierno federal, las investiga-
ciones de delitos a menudo se percibían con sesgos políti-
cos o sujetas a los intereses de la administración en turno,
lo que mermaba la confianza ciudadana y la efectividad en
el combate a la corrupción y la impunidad.

En 2014, con un arduo empuje de la sociedad civil y de la
oposición, se reformó el artículo 102 de la Constitución pa-
ra extinguir la PGR y crear un órgano constitucional autó-
nomo: la Fiscalía General de la República.

El proceso legislativo y la transición operativa tomaron
años debido a debates sobre el diseño institucional, exi-
gencias de organizaciones civiles (agrupadas bajo iniciati-
vas como “Fiscalía que Sirva”) y la necesidad de redactar
una nueva ley orgánica.1

El 20 de diciembre de 2018, tras la aprobación de su nue-
va Ley Orgánica en el Congreso de la Unión y con la lle-
gada de Alejandro Gertz Manero como primer fiscal gene-
ral (nombrado por un periodo de nueve años para
trascender los sexenios presidenciales), la FGR inició ope-
raciones de manera oficial como un organismo autónomo,
separado de los Poderes de la Unión.
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La gestión del fiscal fue polémica, envuelta en escándalos,
y una ausencia inexplicable por largos periodos. Su admi-
nistración enfrentó críticas por la falta de resultados con-
cretos en investigaciones de alto impacto, como el caso
Ayotzinapa, la Estafa Maestra y los casos asociados a Ode-
brecht o Emilio Lozoya.2

Su periodo terminó anticipadamente en noviembre de
2025 tras tensiones con la administración de la presiden-
ta Sheinbaum vinculadas al manejo de carpetas de inves-
tigación y filtraciones de casos de corrupción, donde apa-
recían nombres de militantes de Morena.

El 3 de diciembre de 2025, el Senado nombró a Ernestina
Godoy Ramos como la nueva titular de la Fiscalía, una per-
sona muy cercana al grupo en el poder y cuya gestión ha si-
do parcial, con ataques selectivos a personajes de la oposi-
ción y una absoluta impunidad en escándalos de probable
corrupción por parte del gobierno anterior, el actual o en
casos relacionados con su partido político.

De acuerdo con Mexicanos contra la Corrupción “hay dos
argumentos para considerar a la Fiscalía General de la Re-
pública como un contrapeso en el sistema político mexica-
no. El primero es que la autonomía de gestión y presu-
puestal de la Fiscalía permite separar la relación
subordinada del presidente de la República con la persecu-
ción de los delitos y sus posibles sanciones. Una de las pie-
zas clave de este primer argumento es que el nombramien-
to de la persona titular de la Fiscalía ya no depende
exclusivamente del Poder Ejecutivo federal. El segundo ar-
gumento es que la Fiscalía tiene la facultad de solicitar a la
Cámara de Diputados separar de su cargo a funcionarios
públicos para proceder penalmente en su contra por la co-
misión de delitos federales.”3

Buena parte de la necesidad de una Fiscalía autónoma está
vinculada directamente a la certeza jurídica y a la imparti-
ción de justicia, ambos en una evidente crisis actual y que
son indispensables para el fortalecimiento de diferentes
áreas cruciales para México, como la democracia, la políti-
ca exterior, el comercio o la atención a las víctimas.

Es necesario que la Fiscalía sea un organismo realmente
autónomo y es algo que, desafortunadamente, no está su-
cediendo, vemos que con pocas o nulas pruebas a oposito-
res se les priva de la libertad y la omisión de investigación
a personas cercanas al gobierno que tiene claros vínculos
con acto delictivos.

Por tanto, proponemos adicionar que, para que una perso-
na pueda ser titular de la Fiscalía General de la República,
también deba cumplir con no haber sido secretario de Es-
tado, senador, diputado federal, titular del poder ejecutivo
de alguna entidad federativa, titular de alguno de los orga-
nismos a los que esta Constitución otorga autonomía, ni di-
rigente de algún partido político. Tampoco debe haber sido
postulado para cargo de elección popular durante los siete
años previos al día de su designación.

Además, a partir de la ausencia definitiva del fiscal gene-
ral, proponemos que el Senado de la República se apoye en
los colegios y barras nacionales de abogados, para integrar
la lista de al menos diez candidatos al cargo, y que sea
aprobada por las dos terceras partes, no de los miembros
presentes, sino de los miembros integrantes, para garanti-
zar la pluralidad y fortaleza al acto.

Finalmente, proponemos que cuando el fiscal general deba
ser removido, sea por las dos terceras partes de los miem-
bros integrantes del Senado por las causas graves que esta-
blezca la ley y que la remoción pueda ser objetada por el
Ejecutivo federal dentro de un plazo de diez días hábiles,
en cuyo caso el fiscal general será restituido en el ejercicio
de sus funciones. Si el Ejecutivo federal no se pronuncia al
respecto, se entenderá que no existe objeción.

Esta propuesta corresponde a las 111 soluciones para Mé-
xico, propuestas por el Partido Acción Nacional y que a la
letra dice: “106. No Más Fiscales Carnales Vamos a garan-
tizar que las fiscalías dedicadas a combatir la corrupción y
las contralorías sean autónomas y apartidistas, y actúen con
eficiencia y sin duplicidades”.

Para mayor referencia, se compara el texto vigente, con los
párrafos que se proponen modificar:



Por las consideraciones anteriormente expuestas, es que se
somete a consideración de esta asamblea la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 76 y 102 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Único. Se reforma la fracción XIII del artículo 76, y el segun-
do párrafo del Apartado A, las fracciones I primer párrafo, III
y IV primero párrafo del Apartado A, del artículo 102, ambos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar de la siguiente forma:

Artículo 76. …

I. a XII. …

XIII. Integrar la lista de personas candidatas a ocupar la
titularidad de la Fiscalía General de la República; nom-
brar a dicha persona servidora pública, y tramitar su
remoción, de conformidad con el artículo 102, Apartado
A, de esta Constitución, y

XIV. …

Artículo 102.

A. …

Para que una persona pueda ser titular de la Fiscalía Ge-
neral de la República se requiere: ser ciudadana mexi-
cana por nacimiento, en ejercicio de sus derechos; tener
cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de
la designación; contar con antigüedad mínima de diez
años, con título profesional de licenciatura en derecho;
gozar de buena reputación, no haber sido condenada por
la comisión de delito doloso, y no haber sido secreta-
rio de Estado, senador, diputado federal, titular del
poder ejecutivo de alguna entidad federativa, titular
de alguno de los organismos a los que esta Constitu-
ción otorga autonomía, ni dirigente de algún partido
político. Tampoco debe haber sido postulado para
cargo de elección popular durante los siete años pre-
vios al día de su designación.

…

I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal Gene-
ral, el Senado de la República, con apoyo de cole-
gios y barras nacionales de abogados, contará con
veinte días para integrar una lista de al menos diez
candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras
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partes de los miembros integrantes, la cual enviará
al Ejecutivo federal.

…

II. …

III. El Senado, con base en la terna y previa compa-
recencia de las personas propuestas, designará al
Fiscal General con el voto de las dos terceras partes
de los miembros integrantes dentro del plazo de
diez días.

…

IV. El Fiscal General podrá ser removido por las dos
terceras partes de los miembros integrantes del
Senado por las causas graves que establezca la ley.
La remoción podrá ser objetada por el Ejecutivo
Federal dentro de un plazo de diez días hábiles, en
cuyo caso el Fiscal General será restituido en el ejer-
cicio de sus funciones. Si el Ejecutivo Federal no
se pronuncia al respecto, se entenderá que no existe
objeción.

…

V. a VI. …

…

…

…

…

…

B. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá noventa días na-
turales para hacer las reformas a la ley secundaria que pro-
cedan.

Notas

1 Véase: 

https://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/handle/123456789/4284?sh
ow=fullConsultado el 20 de agosto de 2026.

2 Véase: 

https://www.youtube.com/watch?v=c7EMSKxxgDc&t=233sCon-
sultado el 20 de agosto de 2026.

3 Véase: 

h t tps : / / con t ra l acor rupc ion .mx/de fender- los -o rganos -
autonomos/fiscalia-general-de-la-republica/Consultado el 20 de
agosto de 2026.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Paulina Rubio Fernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, para conferir gratuidad a los certificados
de nacimiento y defunción, así como su digitalización, sus-
crita por la diputada Paulina Rubio Fernández y las y los
legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN 

La suscrita, diputada Paulina Rubio Fernández, en nom-
bre propio y de los diputados y diputadas integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 76, nu-
meral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan los artículos 389 Bis, 389 Bis 1 y 391 de la Ley
General de Salud, conforme a la siguiente



Exposición de Motivos

Como refiere la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) “Todas las personas tienen derecho a la inscripción
de su nacimiento. Es un derecho fundamental, reconocido
por el artículo 24, párrafo 2, de la Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos y artículo 7 de la Convención
sobre los Derechos del Niño. El cumplimiento del derecho
a ser registrado al nacer está estrechamente vinculado a la
realización de muchos otros derechos; los derechos socioe-
conómicos, como el derecho a la salud y el derecho a la
educación, corren un riesgo especial cuando no se lleva a
cabo sistemáticamente el registro de los nacimientos, y se
pone en peligro la protección de los niños.”1

“El derecho a la identidad es un derecho humano reco-
nocido en diversos instrumentos internacionales; no
obstante, en nuestro país fue hasta hace pocos años, que
el concepto de identidad se plasmó como derecho hu-
mano reconocido en nuestra Constitución Política, esta-
bleciéndose desde entonces con claridad, que toda per-
sona tiene derecho a la identidad y a ser registrado
gratuitamente de manera inmediata a su nacimiento y
señala la obligación del estado mexicano de garantizar
el cumplimiento de estos derechos.”2

Registro Civil y Estadísticas Vitales (CRVS): La ONU, a
través del Departamento de Asuntos Económicos y Sociales
(DAES) y la Organización Mundial de la Salud (OMS), tra-
baja para que todos los países cuenten con sistemas robus-
tos de registro civil, incluido el registro de defunciones. El
objetivo es garantizar datos precisos para políticas de salud
pública y planificación, y asegurar la identidad legal de las
personas fallecidas.3

Los sistemas de registro civil y estadísticas vitales son
complejos, pero los avances en la informatización están
eliminando obstáculos, facilitando los procedimientos de
registro y permitiendo la comunicación y la producción
de datos. Un sistema integrado de registro civil y esta-
dísticas vitales permite analizar y utilizar estos datos pa-
ra distribuir los recursos de manera adecuada, poner en
marcha políticas y tomar decisiones que influirán en el
camino hacia las metas de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible (ODS).4

En México, el décimo párrafo del artículo 4o. constitucional
señala a la letra que: Toda persona tiene derecho a la identi-
dad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento.
El Estado garantizará el cumplimiento de estos derechos. La

autoridad competente expedirá gratuitamente la primera co-
pia certificada del acta de registro de nacimiento.

El artículo 19 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes establece que, en términos de la le-
gislación civil aplicable, desde su nacimiento, la niñez tie-
ne derecho a contar con nombre y los apellidos que les co-
rrespondan, así como a ser inscritos en el Registro Civil
respectivo de forma inmediata y gratuita, y a que se les ex-
pida en forma ágil y sin costo la primera copia certificada
del acta correspondiente, en los términos de las disposicio-
nes aplicables.

En general la legislación local de todo el país ya contempla
la gratuidad del registro de nacimiento.

“Para proteger los derechos humanos de las personas me-
diante el registro civil, los Estados deben velar por que los
sistemas de registro civil, estadísticas vitales y gestión de
la identidad estén libres de discriminación en la legislación
relativa al registro civil, las estadísticas vitales y la gestión
de la identidad y en su aplicación. La discriminación es to-
da distinción, exclusión, restricción o preferencia que ten-
ga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reco-
nocimiento, el goce o el ejercicio, en condiciones de
igualdad, de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales en las esferas política, económica, social, cultural
o en cualquier otra esfera de la vida pública. Las formas de
discriminación incluyen, entre otras, la discriminación ba-
sada en la raza, el origen étnico, el sexo, la expresión de gé-
nero, el nacimiento fuera del matrimonio, la afiliación reli-
giosa o política, el idioma, la nacionalidad, la ciudadanía,
la condición de refugiado o de otro tipo o la discapacidad
física o mental.5

No obstante, en la Ley General de Salud, que regula los
certificados (constancia expedida en los términos que esta-
blezcan las autoridades sanitarias competentes, para la
comprobación o información de determinados hechos) y
que son: Prenupciales; De nacimiento; De discapacidad;
De defunción; De muerte fetal, y De exportación, no se en-
cuentra de manera expresa la gratuidad, por lo que se con-
sidera pertinente incorporarlo.

No obstante, así como es relevante establecer la identidad
de una persona al nacer, mediante el registro de su naci-
miento, por la dignidad inherente a la persona y como so-
ciedad civil, debe ser también relevante, certificar el dece-
so, que implica su muerte y conclusión como parte de la
sociedad en que habitamos.
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Recientemente, me llego una solicitud ciudadana que me
exponía un caso concreto, y que transcribo a la letra: “En
recientes fechas un conocido tuvo la necesidad de hacer
ese trámite con el fallecimiento de su mamá, la persona
fallecida tenía derechohabiencia al Instituto Mexicano
del Seguro Social (IMSS) sin embargo al pedir a la insti-
tución ese apoyo le comentaron que no tienen ese servi-
cio”. Y se le indicó que para poder tener dicho certifica-
do debía acudir a instancias donde tendría que pagar su
expedición.

La muerte es una experiencia por la que absolutamente to-
dos tendremos que atravesar y la mayoría de las veces, im-
plica una situación complicada, dolorosa y aturdidora para
sus deudos.

Por ello, el Estado mexicano debiera contribuir a, por un
lado, garantizar que todas las personas que fallecen tengan
esta conclusión legal de su paso por nuestra sociedad y por
otra, apoyar a los deudos a hacer de un hecho doloroso, lo
menos complicado posible.

Los certificados de defunción y de muerte fetal son expe-
didos por profesionales de la medicina o personas autori-
zadas por la autoridad sanitaria competente, es decir, que,
si bien las instituciones de salud pública debieran tener
médicos que pudiera expedir esta documentación, ante su
omisión, se pude conceder a particulares la facultad de ha-
cerlo, como pueden ser médicos de instituciones privadas,
e incluso personas que de alguna manera se dediquen acti-
vidades propias de servicios funerarios.

“El certificado médico de defunción es el documento ju-
rídico-administrativo necesario para la inscripción de la
defunción en el Registro Civil en casos de muerte natu-
ral. Es de suma importancia porque con la inscripción se
extingue la personalidad jurídica, y con ella la protec-
ción sobre la existencia legal de la persona.”6

El procedimiento para obtener el Certificado de Defunción
consiste en solicitarlo con el médico que atendió al occiso
durante su última enfermedad. Se solicita en la Clínica o
Centro de Salud u Hospital o con otro médico. Sólo en el
caso de que no se encuentre un médico que certifique la de-
función se debe acudir con la autoridad competente (presi-
dente municipal, comisariado ejidal, etc.).

Una vez que se obtiene es necesario acudir en la Oficina
del Registro Civil, donde se canjeará por el Acta de De-
función, que es el documento legal necesario para tramitar

inhumación, incineración, cobro de seguros y pensiones,
entre otros.

Además, en México la autoridad sanitaria, ha afirmado que
los Certificados de Defunción y Muerte Fetal permite a las
autoridades de Salud, a los investigadores y a los respon-
sables de programas de salud conocer los daños a la salud
de la población. Informa sobre los resultados de programas
preventivos, apoya la evaluación y la planeación de los ser-
vicios de salud.

La mortalidad cobra gran relevancia cuando es posible co-
nocer con mayor detalle las causas que desencadenaron el
proceso que llevó a la muerte y los factores personales y
ambientales que contribuyeron. Constituye la fuente pri-
maria para la elaboración de las estadísticas de mortalidad,
las cuales, además de las causas, recogen otras variables
sociodemográficas como la edad, el sexo, el lugar de resi-
dencia y ocurrencia de las defunciones que tienen gran im-
portancia en el análisis de la mortalidad.7

A diferencia de los certificados de nacimiento, que estable-
cer su gratuidad en la Ley General de Salud es un acto de
reforzamiento, en el caso de los certificados de defunción
es iniciar con un proceso inexistente, que, al obligar a las
instituciones públicas a su expedición gratuita, se tendrán
que hacer las adecuaciones reglamentarias y administrati-
vas correspondientes.

Por ello, planteamos que el certificado de defunción y de
muerte fetal en todo caso serán gratuitos, y que cuando
sea expedido por particulares autorizados, el Sistema Na-
cional de Salud deberá cubrir los costos, de conformidad
a los lineamientos que para el efecto emita.

Por otro lado, a efecto de dotar de certeza jurídica a las ni-
ñas y niños respecto del registro de su nacimiento, partien-
do desde base de la digitalización de su certificado de na-
cimiento, el cotejo del mismo, y su correspondiente
emisión del acta de nacimiento, consideramos necesario
que las autoridades responsables velen por el uso de la tec-
nología para tal efecto.

En consecuencia, también proponemos que el certificado
de nacimiento deba digitalizarse para la consulta y cotejo
de la información en el sistema electrónico que disponga la
Secretaría.

Para mayor entendimiento de las reformas a las leyes vi-
gentes, se compara el texto siguiente:
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Por lo anteriormente expuesto es que se somete a conside-
ración de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se adicionan los artículos 389 Bis,
389 Bis 1 y 391 de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 389 Bis y el artículo 389 Bis 1, y se adiciona un tercer
párrafo al artículo 389 Bis y un segundo párrafo al artículo
391, de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 389 Bis. …

El certificado de nacimiento será expedido por profesiona-
les de la medicina, parteras tradicionales y personas autori-
zadas para ello por la autoridad sanitaria competente, quie-
nes estarán obligados a digitalizarlo en el sistema
electrónico que disponga la Secretaría.

El certificado de nacimiento en todo caso será gratuito.
Cuando sea expedido por particulares autorizados, el Sis-
tema Nacional de Salud deberá cubrir los costos, de con-
formidad a los lineamientos que para el efecto emita.

Artículo 389 Bis 1. El certificado de nacimiento será re-
querido por las autoridades del Registro Civil a quienes
pretendan declarar el nacimiento de una persona, con las
excepciones que establezcan las disposiciones generales
aplicables. Dicho certificado estará en formato digital
para la consulta y cotejo de la información.

Artículo 391. …

El certificado de defunción y de muerte fetal en todo ca-
so serán gratuitos. Cuando sea expedido por particula-
res autorizados, el Sistema Nacional de Salud deberá
cubrir los costos, de conformidad a los lineamientos que
para el efecto emita.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Véase: 

https://www.ohchr.org/es/children/birth-registrationConsultado el
12 de diciembre de 2025.

2 Véase: 

https://www.gob.mx/segob%7Crenapo/acciones-y-programas/de-
recho-a-la-identidad-la-puerta-de-acceso-a-tus-derechosConsulta-
do el 12 de diciembre de 2025.

3 Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de la ONU, Direc-
trices sobre el marco legislativo para el registro civil, las estadísticas
vitales y la gestión de la identidad. Nueva York, EEUU, 2023.

4 Véase: 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/civil-registra-
tion-and-vital-statistics#:~:text=Registro%20civil%20y%20es-
tad%C3%ADsticas%20vitales.Consultado el 12 de diciembre de
2025.

5 Departamento de Asuntos Económicos y Sociales de la ONU, Direc-
trices sobre el marco legislativo para el registro civil, las estadísticas
vitales y la gestión de la identidad. Nueva York, EEUU, 2023.
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6 Véase: 

https://www.ffomc.org/noticias/la-importancia-del-certificado-de-
defuncionConsultado el 15 de diciembre de 2025.

7 Véase: 

https://www.gob.mx/salud/documentos/certificados-de-defuncion-
y-de-muerte-fetal?state=draftConsultado el 15 de diciembre de
2025.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Paulina Rubio Fernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Coordinación Fiscal, en materia de distribución del fondo
general de participaciones, suscrita por la diputada Carmen
Rocío González Alonso y las y los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (La
iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los Deba-
tes de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión de Federalismo y Desa-
rrollo Municipal, para opinión.

LEY GENERAL DE TURISMO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Turismo, en materia de igualdad sustan-
tiva, interseccionalidad, accesibilidad y derecho a una vida
libre de violencias, suscrita por la diputada Tania Palacios
Kuri, y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (La iniciativa podrá
ser consultada en el Diario de los Debates de esta fecha,
en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Turismo, en materia del Sistema Nacio-

nal de Información Estadística del Sector Turismo de Mé-
xico, igualdad sustantiva y derechos humanos, suscrita por
la diputada Tania Palacios Kuri, y las y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal. (La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los
Debates de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Asistencia Social, en materia de armonización legislativa,
a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del
Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea, iniciativa con proyecto de decreto con
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como propósito actualizar di-
versas disposiciones de la Ley de Asistencia Social, a efec-
to de armonizar su contenido con la denominación consti-
tucional vigente de la entidad federativa que anteriormente
era identificada como Distrito Federal y que actualmente se
denomina Ciudad de México.

El 29 de enero de 2016 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el Decreto por el que se declararon reforma-
das y derogadas diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de la
Reforma Política de la Ciudad de México. A partir de dicha
reforma, la Ciudad de México fue reconocida constitucio-
nalmente como una entidad federativa, sustituyendo al Dis-
trito Federal. Asimismo, el artículo 43 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce actual-
mente a Ciudad de México como parte integrante de la Fe-
deración.

De manera específica, el artículo décimo cuarto transitorio
del decreto de reforma constitucional estableció que, a par-
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tir de su entrada en vigor, todas las referencias que en la
Constitución y en los demás ordenamientos jurídicos se hi-
cieran al Distrito Federal debían entenderse realizadas a la
Ciudad de México. 

Esta disposición permitió la continuidad jurídica de las
normas existentes; sin embargo, resulta conveniente que
los ordenamientos legales sean actualizados expresamente
para mantener coherencia y certeza en su contenido. (Cá-
mara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2016).

A pesar de esta modificación constitucional, la Ley de
Asistencia Social conserva en diversas disposiciones la de-
nominación de “Distrito Federal”. Esta situación se obser-
va, entre otros, en los artículos 1, 14, 17, 18, 19, 21, 22, 25
y 66, en los que se hace referencia a la participación del
Distrito Federal en materia de asistencia social, coordina-
ción institucional, integración del Sistema Nacional de
Asistencia Social Pública y Privada y supervisión de los
servicios de asistencia social.

La permanencia de esta denominación no genera por sí
misma una afectación a la aplicación de la Ley, debido a la
disposición transitoria constitucional antes señalada. 

No obstante, mantener expresiones que ya no corresponden a
la denominación constitucional vigente puede generar falta
de uniformidad entre los distintos ordenamientos jurídicos y
dificulta la actualización y consulta de las disposiciones que
regulan la actuación de las instituciones públicas.

La armonización legislativa constituye, por ello, una herra-
mienta necesaria para mantener actualizado el marco jurí-
dico y garantizar que las leyes reflejen las modificaciones
constitucionales que han transformado la organización po-
lítica y administrativa del Estado mexicano. 

En este caso, la modificación propuesta no altera las facul-
tades, obligaciones o competencias previstas en la Ley de
Asistencia Social, sino que actualiza exclusivamente la de-
nominación de la entidad federativa a la que hacen refe-
rencia sus disposiciones.

En consecuencia, la presente iniciativa propone sustituir en
los artículos 1, 14, 17, 18, 19, 21, 22, 25 y 66 de la Ley de
Asistencia Social las referencias al “Distrito Federal” por
“Ciudad de México”, con el propósito de armonizar dichas
disposiciones con el texto vigente de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Con esta modificación se contribuye a mantener la con-
gruencia del marco jurídico nacional, otorgar mayor clari-
dad a las disposiciones que regulan la asistencia social y
evitar que una ley federal conserve denominaciones que
dejaron de corresponder a la organización constitucional
vigente de nuestro país.

Los cambios propuestos quedarían como sigue:

Ley de Asistencia Social
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Por lo anteriormente fundado y motivado, someto a consi-
deración del pleno de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 1, 14, 17,18,
19, 21, 22 25 y 66 de la Ley de Asistencia Social, en ma-
teria de armonización legislativa

Único. Se reforman los artículos 1, 14, 17,18, 19, 21, 22 25
y 66 de la Ley de Asistencia Social, para quedar como 
sigue:

Artículo 1. La presente Ley se fundamenta en las disposi-
ciones que en materia de Asistencia Social contiene la Ley
General de Salud, para el cumplimiento de la misma, ga-
rantizando la concurrencia y colaboración de la Federa-
ción, las Entidades Federativas, la Ciudad de México y los
sectores social y privado.

Artículo 14. Son facultades de la Federación en materia de
asistencia social:

I. a VI. …

VII. La instrumentación de mecanismos de coordina-
ción para la operación, control y evaluación de los pro-
gramas de asistencia social que las entidades federati-
vas, la Ciudad de México y los municipios realicen
apoyados total o parcialmente con recursos federales;

…

Artículo 17. Las atribuciones que en materia de asistencia
social correspondan a las Entidades Federativas, a la Ciu-

dad de México y a los Municipios, se regirán de acuerdo
con lo estipulado por el artículo 7 de esta Ley.

Artículo 18. Las Entidades Federativas, la Ciudad de Mé-
xico y los Municipios asumirán el ejercicio de las funcio-
nes que, en materia de asistencia social, les transfiera la Fe-
deración a través de los convenios respectivos y conforme
a lo dispuesto en este ordenamiento.

Artículo 19. La Secretaría de Salud a través del Organis-
mo, y en su caso, con la intervención de otras dependencias
y entidades, podrá celebrar acuerdos de coordinación en
materia de asistencia social con los gobiernos de las Enti-
dades Federativas y de la Ciudad de México.

Artículo 21. Los gobiernos Federal, de las Entidades Fe-
derativas, de la Ciudad de México, y de los Municipios,
en sus respectivas competencias, podrán promover la par-
ticipación correspondiente de la sociedad en la planeación,
ejecución y evaluación de la política nacional de asistencia
social. Para tal efecto, podrán concertar acciones y estable-
cer acuerdos y convenios de colaboración con los sectores
social y privado y con instituciones académicas, grupos y
demás personas físicas y morales interesadas en la presta-
ción de servicios de asistencia social.

Artículo 22. Son integrantes del Sistema Nacional de Asis-
tencia Social Pública y Privada:

a) a d) …

e) Los Sistemas Estatales y de la Ciudad de México-
para el Desarrollo Integral de la Familia;

f) a t) …

Artículo 25. El Sistema contará, para su funcionamiento y
coordinación, con un Consejo Nacional, que emitirá opi-
niones, recomendaciones y líneas de acción para la presta-
ción de servicios de asistencia social.

Este Consejo Nacional se integrará por:

a) a b) …

c) Un representante por cada una de las Juntas de Asis-
tencia Privada de los Estados de la República y de la
Ciudad de México;

d) a e) …
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Artículo 66. Serán coadyuvantes del Organismo en la su-
pervisión, los Sistemas Estatales y de la Ciudad de Méxi-
co para el Desarrollo Integral de la Familia y las Juntas de
Asistencia Privada u órganos similares.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUS-
TICIA PENAL PARA ADOLESCENTES

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Ado-
lescentes, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Val-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (La iniciativa podrá ser consultada en el
Diario de los Debates de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 69 del Código Fiscal de
la Federación, en materia de armonización legislativa, a
cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta honorable
asamblea, iniciativa con proyecto de decreto con base en la
siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto armonizar el texto de
la legislación vigente con la nueva estructura institucional
establecida por el Congreso de la Unión en materia de te-
lecomunicaciones, radiodifusión y competencia económi-
ca, a partir de las reformas constitucionales y legales apro-
badas durante 2025.

El 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reformaron di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en materia de simplificación or-
gánica1.

Como consecuencia de dicha reforma, se determinó la ex-
tinción de dos órganos constitucionales autónomos: el Ins-
tituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) y la Comisión
Federal de Competencia Económica (Cofece). El régimen
transitorio estableció que ambos organismos se extinguirí-
an con la entrada en vigor de la legislación secundaria co-
rrespondiente.

En cumplimiento de esta reforma constitucional, el 16 de
julio de 2025 se publicaron los ordenamientos legales que
dieron forma al nuevo diseño institucional2.

En materia de telecomunicaciones y radiodifusión se esta-
bleció la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
mientras que en materia de competencia económica se creó
la Comisión Nacional Antimonopolio, sustituyendo institu-
cionalmente a los organismos que anteriormente ejercían
dichas funciones.

De esta manera, el nuevo marco jurídico sustituyó tanto al
Instituto Federal de Telecomunicaciones como a la Comi-
sión Federal de Competencia Económica, dando paso a dos
nuevas autoridades con ámbitos de competencia diferen-
ciados: la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
responsable de las funciones regulatorias en materia de te-
lecomunicaciones y radiodifusión, y la Comisión Nacional
Antimonopolio, responsable de las funciones correspon-
dientes en materia de competencia económica.

Si bien los decretos respectivos establecieron disposiciones
transitorias para garantizar la continuidad de los procedi-
mientos, actos, derechos y obligaciones derivados del régi-
men anterior, diversas leyes federales todavía contienen refe-
rencias expresas al Instituto Federal de Telecomunicaciones y
a la Comisión Federal de Competencia Económica. Estas re-
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ferencias corresponden a un diseño institucional que jurídica-
mente ha sido sustituido.

Por ello, resulta necesario actualizar las disposiciones de la
ley objeto de la presente iniciativa, a efecto de que su con-
tenido sea congruente con las instituciones que actualmen-
te integran el nuevo modelo regulatorio. La permanencia
de las denominaciones del IFT y de la Cofece dentro de le-
yes vigentes puede generar confusión respecto de la auto-
ridad competente para ejercer determinadas atribuciones.

La reforma propuesta tiene un carácter estrictamente armo-
nizador. No pretende modificar las facultades sustantivas,
procedimientos o competencias establecidos por el nuevo
marco jurídico, sino únicamente adecuar las referencias
institucionales contenidas en la legislación secundaria. En
consecuencia, cuando una disposición se refiera a funcio-
nes que actualmente corresponden a la Comisión Regula-
dora de Telecomunicaciones, deberá emplearse dicha de-
nominación; y cuando se trate de atribuciones en materia
de competencia económica, deberá hacerse referencia a la
Comisión Nacional Antimonopolio.

Esta actualización es necesaria para preservar los princi-
pios de certeza y seguridad jurídica, así como para garanti-
zar que el texto de las leyes mantenga correspondencia con
la organización institucional vigente. Una legislación téc-
nicamente adecuada no debe conservar de manera perma-
nente denominaciones de autoridades que han sido extin-
guidas cuando sus funciones han sido asumidas por nuevos
organismos.

En consecuencia, la presente iniciativa propone reformar
las disposiciones correspondientes de la ley para sustituir
las referencias al Instituto Federal de Telecomunicaciones
y a la Comisión Federal de Competencia Económica, se-
gún corresponda, por las denominaciones de las autorida-
des que actualmente ejercen las atribuciones respectivas: la
Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y la Comi-
sión Nacional Antimonopolio.

Con esta modificación se concluye el proceso de armoniza-
ción legislativa derivado de la reforma constitucional y legal
de 2024 y 2025, procurando que el ordenamiento jurídico re-
fleje de manera clara, precisa y congruente el nuevo diseño
institucional del Estado mexicano en materia de telecomuni-
caciones, radiodifusión y competencia económica.

A continuación, presento un cuadro comparativo de los
cambios propuestos:

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable
asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 69 del Código
Fiscal de la Federación, en materia de armonización le-
gislativa.

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 69 del
Código Fiscal de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 69. …

La reserva a que se refiere el párrafo anterior no será apli-
cable tratándose de las investigaciones sobre conductas
previstas en el artículo 400 Bis del Código Penal Federal,
que realice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público ni
cuando, para los efectos del artículo 26 de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, la autoridad
requiera intercambiar información con la Comisión Fede-
ral para la Protección contra Riesgos Sanitarios de la Se-
cretaría de Salud. Tampoco será aplicable dicha reserva
respecto a los requerimientos que realice la Comisión Na-
cional Antimonopolio o la Comisión Reguladora de Te-
lecomunicaciones para efecto de calcular el monto de las
sanciones relativas a ingresos acumulables en términos del
impuesto sobre la renta, a que se refiere el artículo 128 de
la Ley Federal de Competencia Económica, cuando el
agente económico no haya proporcionado información so-
bre sus ingresos a dichos órganos, o bien, éstos consideren
que se presentó en forma incompleta o inexacta.

…
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…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/
12/2024#gsc.tab=0

2 https://dof.gob.mx/index_113.php?year=2025&month=07&day=16
#gsc.tab=0

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que reforma el artículo 303 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, en materia de armonización
legislativa, a cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira
Valdez, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea, iniciativa con proyecto de decreto con
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto armonizar el texto de
la legislación vigente con la nueva estructura institucional
establecida por el Congreso de la Unión en materia de te-
lecomunicaciones, radiodifusión y competencia económi-
ca, a partir de las reformas constitucionales y legales apro-
badas durante 2025.

El 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reformaron di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos en materia de simplificación or-
gánica1.

Como consecuencia de dicha reforma, se determinó la ex-
tinción de dos órganos constitucionales autónomos: el Ins-
tituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) y la Comisión
Federal de Competencia Económica (Cofece). El régimen
transitorio estableció que ambos organismos se extinguirí-
an con la entrada en vigor de la legislación secundaria co-
rrespondiente.

En cumplimiento de esta reforma constitucional, el 16 de
julio de 2025 se publicaron los ordenamientos legales que
dieron forma al nuevo diseño institucional2.

En materia de telecomunicaciones y radiodifusión se esta-
bleció la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
mientras que en materia de competencia económica se creó
la Comisión Nacional Antimonopolio, sustituyendo institu-
cionalmente a los organismos que anteriormente ejercían
dichas funciones.

De esta manera, el nuevo marco jurídico sustituyó tanto al
Instituto Federal de Telecomunicaciones como a la Comi-
sión Federal de Competencia Económica, dando paso a dos
nuevas autoridades con ámbitos de competencia diferen-
ciados: la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
responsable de las funciones regulatorias en materia de te-
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lecomunicaciones y radiodifusión, y la Comisión Nacional
Antimonopolio, responsable de las funciones correspon-
dientes en materia de competencia económica.

Si bien los decretos respectivos establecieron disposiciones
transitorias para garantizar la continuidad de los procedi-
mientos, actos, derechos y obligaciones derivados del régi-
men anterior, diversas leyes federales todavía contienen refe-
rencias expresas al Instituto Federal de Telecomunicaciones y
a la Comisión Federal de Competencia Económica. Estas re-
ferencias corresponden a un diseño institucional que jurídica-
mente ha sido sustituido.

Por ello, resulta necesario actualizar las disposiciones de la
ley objeto de la presente iniciativa, a efecto de que su con-
tenido sea congruente con las instituciones que actualmen-
te integran el nuevo modelo regulatorio. La permanencia
de las denominaciones del IFT y de la Cofece dentro de le-
yes vigentes puede generar confusión respecto de la auto-
ridad competente para ejercer determinadas atribuciones.

La reforma propuesta tiene un carácter estrictamente armo-
nizador. No pretende modificar las facultades sustantivas,
procedimientos o competencias establecidos por el nuevo
marco jurídico, sino únicamente adecuar las referencias
institucionales contenidas en la legislación secundaria. En
consecuencia, cuando una disposición se refiera a funcio-
nes que actualmente corresponden a la Comisión Regula-
dora de Telecomunicaciones, deberá emplearse dicha de-
nominación; y cuando se trate de atribuciones en materia
de competencia económica, deberá hacerse referencia a la
Comisión Nacional Antimonopolio.

Esta actualización es necesaria para preservar los princi-
pios de certeza y seguridad jurídica, así como para garanti-
zar que el texto de las leyes mantenga correspondencia con
la organización institucional vigente. Una legislación téc-
nicamente adecuada no debe conservar de manera perma-
nente denominaciones de autoridades que han sido extin-
guidas cuando sus funciones han sido asumidas por nuevos
organismos.

En consecuencia, la presente iniciativa propone reformar
las disposiciones correspondientes de la ley para sustituir
las referencias al Instituto Federal de Telecomunicaciones
y a la Comisión Federal de Competencia Económica, se-
gún corresponda, por las denominaciones de las autorida-
des que actualmente ejercen las atribuciones respectivas: la
Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y la Comi-
sión Nacional Antimonopolio.

Con esta modificación se concluye el proceso de armoniza-
ción legislativa derivado de la reforma constitucional y legal
de 2024 y 2025, procurando que el ordenamiento jurídico re-
fleje de manera clara, precisa y congruente el nuevo diseño
institucional del Estado mexicano en materia de telecomuni-
caciones, radiodifusión y competencia económica.

A continuación, presento un cuadro comparativo de los
cambios propuestos:

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable
asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 303 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se reforma el párrafo octavo del artículo 303 del
Código Nacional de Procedimientos Penales, para quedar
como sigue:

Artículo 303. Localización geográfica en tiempo real y
solicitud de entrega de datos conservados

…

…

…

…

…
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…

…

Asimismo el Procurador, o el servidor público en quien se
delegue la facultad podrá requerir a los sujetos obligados
que establece la Ley en Materia de Telecomunicaciones y
Radiodifusión, la conservación inmediata de datos conteni-
dos en redes, sistemas o equipos de informática, hasta por
un tiempo máximo de noventa días, lo cual deberá reali-
zarse de forma inmediata. La solicitud y entrega de los da-
tos contenidos en redes, sistemas o equipos de informática
se llevará a cabo de conformidad por lo previsto por este
artículo. Lo anterior sin menoscabo de las obligaciones
previstas en materia de conservación de información para
las concesionarias y autorizados de telecomunicaciones en
términos del artículo 183, fracción II de la Ley en Materia
de Telecomunicaciones y Radiodifusión.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/
12/2024#gsc.tab=0

2. https://dof.gob.mx/index_113.php?year=2025&month=07&day
=16#gsc.tab=0

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica.)»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
en materia de armonización legislativa, a cargo del dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Quien suscribe, diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez,
coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-

cionario Institucional en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta ho-
norable asamblea, iniciativa con proyecto de decreto con
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto armonizar el texto de
la legislación vigente con la nueva estructura institucional
establecida por el Congreso de la Unión en materia de te-
lecomunicaciones, radiodifusión y competencia económi-
ca, a partir de las reformas constitucionales y legales apro-
badas durante 2025.

El 20 de diciembre de 2024 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el Decreto por el que se reformaron diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en materia de simplificación orgánica1.

Como consecuencia de dicha reforma, se determinó la
extinción de dos órganos constitucionales autónomos: el
Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT) y la Co-
misión Federal de Competencia Económica (Cofece). El
régimen transitorio estableció que ambos organismos se
extinguirían con la entrada en vigor de la legislación se-
cundaria correspondiente.

En cumplimiento de esta reforma constitucional, el 16 de
julio de 2025 se publicaron los ordenamientos legales que
dieron forma al nuevo diseño institucional2.

En materia de telecomunicaciones y radiodifusión se esta-
bleció la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
mientras que en materia de competencia económica se creó
la Comisión Nacional Antimonopolio, sustituyendo institu-
cionalmente a los organismos que anteriormente ejercían
dichas funciones.

De esta manera, el nuevo marco jurídico sustituyó tanto al
Instituto Federal de Telecomunicaciones como a la Comi-
sión Federal de Competencia Económica, dando paso a dos
nuevas autoridades con ámbitos de competencia diferen-
ciados: la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones,
responsable de las funciones regulatorias en materia de te-
lecomunicaciones y radiodifusión, y la Comisión Nacional
Antimonopolio, responsable de las funciones correspon-
dientes en materia de competencia económica.
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Si bien los decretos respectivos establecieron disposiciones
transitorias para garantizar la continuidad de los procedi-
mientos, actos, derechos y obligaciones derivados del régi-
men anterior, diversas leyes federales todavía contienen refe-
rencias expresas al Instituto Federal de Telecomunicaciones y
a la Comisión Federal de Competencia Económica. Estas re-
ferencias corresponden a un diseño institucional que jurídica-
mente ha sido sustituido.

Por ello, resulta necesario actualizar las disposiciones de la
ley objeto de la presente iniciativa, a efecto de que su con-
tenido sea congruente con las instituciones que actualmen-
te integran el nuevo modelo regulatorio. La permanencia
de las denominaciones del IFT y de la Cofece dentro de le-
yes vigentes puede generar confusión respecto de la auto-
ridad competente para ejercer determinadas atribuciones.

La reforma propuesta tiene un carácter estrictamente armo-
nizador. No pretende modificar las facultades sustantivas,
procedimientos o competencias establecidos por el nuevo
marco jurídico, sino únicamente adecuar las referencias
institucionales contenidas en la legislación secundaria. En
consecuencia, cuando una disposición se refiera a funcio-
nes que actualmente corresponden a la Comisión Regula-
dora de Telecomunicaciones, deberá emplearse dicha de-
nominación; y cuando se trate de atribuciones en materia
de competencia económica, deberá hacerse referencia a la
Comisión Nacional Antimonopolio.

Esta actualización es necesaria para preservar los princi-
pios de certeza y seguridad jurídica, así como para garanti-
zar que el texto de las leyes mantenga correspondencia con
la organización institucional vigente. Una legislación téc-
nicamente adecuada no debe conservar de manera perma-
nente denominaciones de autoridades que han sido extin-
guidas cuando sus funciones han sido asumidas por nuevos
organismos.

En consecuencia, la presente iniciativa propone reformar
las disposiciones correspondientes de la ley para sustituir
las referencias al Instituto Federal de Telecomunicaciones
y a la Comisión Federal de Competencia Económica, se-
gún corresponda, por las denominaciones de las autorida-
des que actualmente ejercen las atribuciones respectivas: la
Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y la Comi-
sión Nacional Antimonopolio.

Con esta modificación se concluye el proceso de armoniza-
ción legislativa derivado de la reforma constitucional y legal
de 2024 y 2025, procurando que el ordenamiento jurídico re-

fleje de manera clara, precisa y congruente el nuevo diseño
institucional del Estado mexicano en materia de telecomuni-
caciones, radiodifusión y competencia económica.

A continuación, presento un cuadro comparativo de los
cambios propuestos:

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable
asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, en materia de armonizacion legislativa.

Único. Se reforman los artículos 68, 69 y 101 Bis y la frac-
ción III del apartado C del artículo 127 de la Ley General
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de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para que-
dar como siguen:

Artículo 68. De conformidad con lo establecido en la Ley
en Materia de Telecomunicaciones y Radiodifusión res-
pecto a la programación dirigida a niñas, niños y adoles-
centes, así como los criterios de clasificación emitidos de
conformidad con la misma, las concesiones que se otorguen
en materia de radiodifusión y telecomunicaciones deberán
contemplar la obligación de los concesionarios de abstener-
se de difundir o transmitir información, imágenes o audios
que afecten o impidan objetivamente el desarrollo integral
de niñas, niños y adolescentes, o que hagan apología del de-
lito, en contravención al principio de interés superior de la
niñez.

Artículo 69. Las autoridades competentes vigilarán que se
clasifiquen las películas, programas de radio y televisión
en términos de lo dispuesto en la Ley en Materia de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión, así como videos, video-
juegos y los impresos.

Artículo 101 Bis. Niñas, niños y adolescentes gozan del
derecho de acceso universal a las Tecnologías de la Infor-
mación y Comunicación, así como a los servicios de radio-
difusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha
e Internet establecidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en la Ley en Materia de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión.

Artículo 127. …

A. y B. …

C. …

I. y II. …

III. La Comisionada o el Comisionado Presidente de
la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5745905&fecha=20/
12/2024#gsc.tab=0

2 https://dof.gob.mx/index_113.php?year=2025&month=07&day=16#
gsc.tab=0

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Iniciativa que reforma el artículo 27 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de pro-
hibición de la fracturación hidráulica, a cargo de la dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (La iniciativa
podrá ser consultada en el Diario de los Debates de esta
fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL SECTOR HIDROCARBUROS

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Sector Hidrocarburos, en materia de prohibición de
la fracturación hidráulica, a cargo de la diputada Laura Irais
Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano. (La iniciativa podrá ser consultada en el
Diario de los Debates de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 25 de la Ley
General de Partidos Políticos, en materia de transparencia
en el uso de inteligencia artificial generativa en la propa-
ganda política y electoral, a cargo de la diputada Laura
Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano
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La suscrita diputada, Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71 fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 25 de la Ley General de Par-
tidos Políticos, en materia de transparencia en el uso de in-
teligencia artificial generativa en la propaganda política y
electoral, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial ha tenido múltiples aplicaciones
desde su desarrollo y posterior popularización, al incorpo-
rarse progresivamente en actividades productivas, acadé-
micas, creativas y de comunicación. Sin embargo, los
avances de esta tecnología en los últimos años han impul-
sado particularmente el uso de la inteligencia artificial ge-
nerativa, la cual tiene la capacidad de producir y modificar
contenidos como textos, imágenes, audios y videos a partir
de instrucciones proporcionadas por las personas usua-
rias1.

La evolución de estas herramientas ha permitido que la ge-
neración de contenido “artificial” sea cada vez más accesi-
ble2, rápida y difícil de distinguir de aquel producido de
manera convencional. Actualmente, es posible crear imá-
genes de personas y acontecimientos inexistentes, modifi-
car fotografías, generar voces artificiales e incluso produ-
cir videos en los que una persona aparenta realizar
declaraciones o acciones que jamás ocurrieron.

Estas herramientas nos otorgan nuevas posibilidades para
la creación y difusión de contenidos, sin embargo, también
plantean posibles problemas o retos cuando son utilizadas
dentro de la comunicación política y electoral. La posibili-
dad de generar o alterar materiales con un grado de realis-
mo cada vez mayor puede dificultar que la ciudadanía pue-
da diferenciar entre contenido auténtico o generado
artificialmente. Esto no es tan solo una hipótesis, un me-
taanálisis por investigadores de la Universidad de Duis-
burg-Essen y la Universidad de Indiana, y publicado en
Computers in Human Behavior Reports, revista académica
de Elsevier, analizó 56 estudios con 86 mil 155 participan-
tes y encontró que la precisión promedio para identificar
videos deepfake fue de 57.31 por ciento; para imágenes fue
de 53.16 por ciento; y para audio, de 62.08 por ciento,
siendo esta última la modalidad en la que se registró una

mayor precisión de identificación. En términos generales,
los autores concluyeron que la capacidad humana para de-
tectar contenidos deepfake no fue significativamente supe-
rior al azar.3

Lo expuesto en este metaanálisis adquiere especial rele-
vancia dentro de un panorama político en el que una parte
importante de la ciudadanía se informa a través de redes
sociales y otros medios no tradicionales (Aproximadamen-
te 66 por ciento de los mexicanos consumen noticias a tra-
vés de redes sociales cada semana).4 La información que
circula en estos espacios contribuye a la formación de opi-
niones y posturas, así como a la evaluación de candidatu-
ras, propuestas y partidos políticos, elementos que poste-
riormente pueden influir en el ejercicio del voto. En este
contexto, el uso de contenidos generados o alterados me-
diante inteligencia artificial sin una advertencia expresa so-
bre su origen puede provocar que las personas formen per-
cepciones distorsionadas sobre hechos, declaraciones o
acontecimientos que en realidad no ocurrieron de la mane-
ra en que fueron presentados.5

Dentro de una democracia, en la cual la victoria de una
candidatura, partido o grupo político depende del voto po-
pular, la información que se presenta sobre éstos constitu-
ye un eje central para la formación de la opinión pública y
la toma de decisiones de la ciudadanía. La manera en la que
cada ciudadano percibe a los participantes dentro de una
contienda electoral puede verse influenciada por los men-
sajes, imágenes, audios, videos, etc. que circulan durante el
proceso político y electoral. Es decir, la percepción que la
ciudadanía moldea sobre una candidatura puede incidir di-
rectamente en la decisión de otorgarle o no su voto. Es por
ello, que la posibilidad de generar o alterar contenidos me-
diante el uso de inteligencia artificial permite modificar los
elementos a partir de los cuales la ciudadanía forma dicha
percepción y consecuente decisión.

En este contexto, la incorporación de herramientas de inte-
ligencia artificial generativa dentro de la comunicación po-
lítica, pública y electoral adquiere especial relevancia, al
considerar que mediante estas tecnologías es posible crear
o modificar contenidos que simulen declaraciones, accio-
nes o acontecimientos que nunca ocurrieron, o que presen-
ten de manera artificial situaciones que la ciudadanía pue-
de percibir como auténticas.

Cuando esta clase de contenidos se divulgan sin una ad-
vertencia expresa sobre su origen, existe la posibilidad de
que las personas les atribuyan el mismo grado de autentici-
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dad, seriedad y valor a comparación de material producido
de manera convencional. Esto crea el riesgo de afectar la
manera en la que la ciudadanía interpreta hechos, declara-
ciones o conductas atribuidas a candidatos, partidos políti-
cos o cualquier otro actor involucrado en la vida pública.

Es por ello que, el problema de la inteligencia artificial no
nace en su uso como una herramienta de comunicación, si-
no la intención detrás de la persona que la utiliza, qué men-
saje intenta comunicar, y la transparencia con la que se usa.
La ciudadanía debe de contar con las herramientas y me-
dios para conocer cuándo un contenido es generado o mo-
dificado por inteligencia artificial, y a partir de ello valorar
la información que reciben.

A causa de esto, se debe de poder garantizar la transparen-
cia en el uso de estas tecnologías dentro de la comunica-
ción política y electoral, sin necesariamente prohibirlas. La
transparencia respecto a esta clase de contenido permite
garantizar que la ciudadanía esté consciente de las condi-
ciones que llevaron a la creación de ese material, y así ase-
gura que las personas valoren de manera crítica los mensa-
jes que influyen en su opinión a la hora de votar.

La obligación de transparencia se sustenta a través del de-
recho a la información reconocido por el artículo 6o de
nuestra carta magna, la cuál establece que el “derecho a la
información será garantizado por el Estado” al igual que
“toda persona tiene derecho al libre acceso a información
plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir in-
formación e ideas de toda índole por cualquier medio de
expresión”.6

Por otro lado, la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, en relación con el ejercicio democráti-
co y el acceso a la información, ha establecido que la li-
bertad de expresión y la libre circulación de ideas
contribuyen a la formación de la opinión pública y a la
consolidación de “un electorado debidamente informa-
do”. Permitiendo que la ciudadanía participe efectiva-
mente en las decisiones de interés público.7

Asimismo, la Suprema Corte sostiene la libertad de expre-
sión y el derecho a la información como condiciones nece-
sarias para el ejercicio pleno de otros derechos fundamen-
tales, como lo es el derecho a votar y ser votado.8

La necesidad de transparencia en el uso de IA en la gene-
ración y modificación de contenidos ya ha sido reconocida
en otros marcos regulatorios internacionales. El Reglamen-

to de Inteligencia Artificial de la Unión Europea establece
obligaciones de transparencia delineadas para contenidos
generados o manipulados mediante esta herramienta. El ar-
tículo 50 del Reglamento (UE) 2024/1689 establece que:

“Los responsables del despliegue de sistemas de inteli-
gencia artificial generativa deberán etiquetar claramen-
te los textos generados o manipulados mediante inteli-
gencia artificial que sean publicados con el propósito de
informar al público sobre asuntos de interés público.

Para que un texto quede sujeto a esta obligación, debe-
rá cumplir con los siguientes tres criterios:

• Ser publicado.

• Tener como finalidad informar al público.

• Referirse a asuntos de interés público, tales como:

- Política y procesos democráticos;

- Administración y servicios públicos;

- Administración de justicia y aplicación de la ley;

- Derechos fundamentales;

- Seguridad pública;

- Salud pública;

- Protección del medio ambiente;

- Seguridad de las personas consumidoras; y

- Acontecimientos económicos, financieros, políticos,
científicos o culturales que puedan constituir temas re-
levantes de debate público”.9

Este modelo de regulación parte de una lógica de transpa-
rencia frente a las personas que usan estas herramientas.
No busca la prohibición por sí misma, sino que establece la
obligación de informar cuando determinados contenidos
han sido producidos o alterados mediante esta tecnología.
De esta manera, la persona receptora cuenta con un ele-
mento adicional para valorar su origen y contenido.

Sin embargo, en México la Ley General de Partidos Políti-
cos no establece actualmente una obligación expresa que
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permita a la ciudadanía identificar cuando la propaganda
política o electoral es difundida por un partido, candidato,
particular afiliado, etc. ha sido generada o modificada me-
diante IA. El artículo 25o del ordenamiento mencionado
establece las obligaciones generales de los partidos políti-
cos, pero no contempla actualmente una disposición espe-
cífica en la materia.10

Por estas razones, la presente iniciativa propone reformar
el artículo 25 de la Ley General de Partidos Políticos, con
el objetivo de establecer la obligación de identificar de ma-
nera clara y expresa aquellos contenidos de propaganda po-
lítica o electoral que hayan sido generados o modificados
mediante inteligencia artificial generativa.

La remisión a los lineamientos que emita el Instituto Na-
cional Electoral permitirá establecer los parámetros técni-
cos necesarios para que la advertencia sea perceptible,
atendiendo a las características del medio en que se difun-
da el contenido, tales como su visibilidad, ubicación, dura-
ción o audibilidad.11

Asimismo, la incorporación de esta obligación no requiere
la creación de un régimen de sanción nuevo, pues su in-
cumplimiento quedará sujeto al régimen general de infrac-
ciones y sanciones previsto en la legislación electoral. Co-
rresponderá al INE vigilar el cumplimiento de esta nueva
obligación, en ejercicio de sus atribuciones ordinarias de
vigilancia sobre los partidos políticos, así como conocer de
las infracciones e imponer, en su caso, las sanciones co-
rrespondientes.

Con base en lo anterior, se presenta el siguiente cuadro
comparativo para una mejor comprensión de la reforma
propuesta:

Por lo expuesto, me permito someter a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma el artículo 25 de la Ley General de
Partidos Políticos, en materia de transparencia en el
uso de inteligencia artificial generativa en la propagan-
da política y electoral

Único. Se reforma el inciso x), se adiciona un inciso y), y
se recorre el actual inciso y) para pasar a ser el inciso z),
todos del numeral 1 del artículo 25 de la Ley General de
Partidos Políticos, para quedar como sigue:

Artículo 25.

1. Son obligaciones de los partidos políticos:

a) a w) …

x) Cumplir con las obligaciones que la legislación
en materia de transparencia y acceso a su informa-
ción les impone;

y) Incluir, de manera clara, visible o audible, se-
gún corresponda, una advertencia que identifi-
que como tal todo contenido generado o manipu-
lado mediante sistemas de inteligencia artificial
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que sea utilizado en su propaganda política o
electoral, incluyendo imágenes, audios, videos y
textos, conforme a los lineamientos que para tal
efecto emita el Instituto Nacional Electoral, y

z) Las demás que establezcan las leyes federales o
locales aplicables.

…

2. Suprimido

3. Suprimido

4. Suprimido

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Consejo General del Instituto Nacional Elec-
toral dispondrá de un plazo no mayor a noventa días natu-
rales, contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, para emitir o adecuar los lineamientos y demás
disposiciones reglamentarias necesarias para el cumpli-
miento de lo dispuesto en la presente reforma.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Reforma Política-Electoral,
para dictamen.

LEY DE MIGRACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 97 de la Ley de Migra-
ción, en materia de revisión migratoria, a cargo de la dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 97 de la Ley de Mi-
gración, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

La movilidad humana constituye un fenómeno que exige al
Estado mexicano contar con mecanismos que permitan re-
gular el ingreso, tránsito y permanencia de personas ex-
tranjeras en el territorio nacional. Sin embargo, el ejercicio
de las atribuciones en materia migratoria debe realizarse
dentro de los límites establecidos por la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados inter-
nacionales de los que el Estado mexicano es parte, en lo re-
lativo a los derechos de libertad de tránsito, igualdad, no
discriminación y respeto a la dignidad humana.1

La Ley de Migración, en su artículo 97, faculta al Instituto
Nacional de Migración (INM) para llevar a cabo revisiones
de carácter migratorio dentro del territorio nacional, con el

objeto de comprobar la situación migratoria de las personas
extranjeras. No obstante, la disposición no establece con
suficiente precisión los criterios objetivos que deben justi-
ficar la realización de dichas revisiones ni delimita las cir-
cunstancias bajo las cuales una persona puede ser someti-
da a ellas.2

Esta generalidad normativa crea un problema relevante
desde la perspectiva de los derechos humanos, pues la fa-
cultad de revisión puede afectar no solamente a personas
extranjeras, sino también a personas mexicanas que transi-
tan libremente por el territorio nacional en su derecho esta-
blecido en el Artículo 11 de la Constitución.3

Particularmente, la ausencia de parámetros objetivos pue-
de propiciar que la autoridad recurra a apreciaciones subje-
tivas relacionadas con el origen étnico o nacional, color de
piel, idioma, apariencia física u otras características perso-
nales para presumir que una persona es extranjera o que se
encuentra en situación migratoria irregular.

La Ley de Migración tiene precisamente como objeto re-
gular el ingreso y salida de personas mexicanas y extranje-
ras, así como el tránsito y estancia de estas últimas, bajo un
marco de respeto, protección y salvaguarda de los derechos
humanos. No obstante, el artículo 97 conserva una regula-
ción que permite al Instituto Nacional de Migración reali-
zar revisiones migratorias dentro del territorio nacional sin
establecer de manera suficientemente precisa los paráme-
tros objetivos que deben justificar su realización.4

Esta problemática fue evidenciada en el Amparo en Revi-
sión 275/2019, resuelto por la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación el 18 de mayo de 2022.5 Los
hechos se remontan al 4 de septiembre de 2015, cuando
tres hermanos uno de ellos menor de edad pertenecientes a
la comunidad indígena maya tzeltal del municipio de Oco-
singo, Chiapas, viajaban en autobús desde su lugar de ori-
gen hacia Guaymas, Sonora, con la finalidad de emplearse
como jornaleros. Durante el trayecto, cerca de la ciudad de
Querétaro, agentes del Instituto Nacional de Migración re-
alizaron una revisión migratoria y solicitaron documentos
de identificación a los pasajeros. A pesar de que los her-
manos presentaron documentación mexicana credenciales
para votar en el caso de los adultos y copia del acta de na-
cimiento respecto del menor, los agentes consideraron que
dichos documentos eran falsos y presumieron que las per-
sonas eran de nacionalidad guatemalteca, por lo que fueron
detenidas y trasladadas a una estación migratoria.
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El caso puso de manifiesto las consecuencias que puede
generar una revisión migratoria cuando la norma que fa-
culta su realización no establece parámetros suficiente-
mente objetivos para determinar a quién y bajo qué cir-
cunstancias puede practicarse. En este sentido, el problema
no radica en que el Estado mexicano cuente con facultades
para verificar la situación migratoria de personas extranje-
ras, sino en que dichas facultades puedan ejercerse con un
margen excesivamente amplio de discrecionalidad.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción identificó que la amplitud de las revisiones migrato-
rias puede generar una afectación a la libertad de tránsito,
pues permite que personas que simplemente se desplazan
por el territorio nacional sean sometidas a una interven-
ción de la autoridad migratoria. Asimismo, advirtió que la
falta de parámetros objetivos puede generar efectos dis-
criminatorios, particularmente respecto de personas indí-
genas y afromexicanas, cuando determinadas característi-
cas personales son asociadas con una supuesta condición
de extranjería.6

En consecuencia, el problema presenta dos dimensiones
constitucionales estrechamente relacionadas. Por una par-
te, se encuentra la protección de la libertad de tránsito, que
impide que una persona sea sometida injustificadamente a
restricciones por el solo hecho de desplazarse dentro del te-
rritorio nacional. Por otra, se encuentran los principios de
igualdad y no discriminación, que impiden que el origen
étnico o nacional, color de piel, idioma, apariencia física u
otras características personales sean utilizadas para esta-
blecer presunciones sobre la nacionalidad o situación mi-
gratoria de una persona.

Asimismo, debe considerarse que el ejercicio de la libertad
de tránsito dentro del territorio nacional no se encuentra
condicionado a una obligación general para las personas
mexicanas de portar permanentemente documentos que
acrediten su nacionalidad. Por ello, una revisión migratoria
no debe convertir, en los hechos, el ejercicio de este dere-
cho en una obligación permanente de demostrar ante la au-
toridad migratoria la condición de persona mexicana.

Lo anterior evidencia la necesidad de establecer límites
materiales claros a la facultad de revisión migratoria, de
manera que su ejercicio no dependa exclusivamente del lu-
gar donde se encuentre una persona ni de apreciaciones
subjetivas relacionadas con su apariencia o pertenencia a
determinado grupo. Resulta necesario que la ley determine
que las revisiones migratorias deben encontrarse justifica-

das mediante elementos objetivos, previos, concretos y ve-
rificables; que no pueden realizarse de manera general, ale-
atoria o indiscriminada; que la sola presencia o tránsito de
una persona por determinada zona no constituye motivo
suficiente para someterla a revisión; y que características
como el origen étnico o nacional, color de piel, idioma,
acento, vestimenta o apariencia física no pueden emplear-
se para presumir su nacionalidad o situación migratoria.

De esta manera, la problemática consiste en encontrar un
equilibrio entre la facultad del Estado mexicano de ejercer
el control migratorio y la obligación constitucional de pro-
teger los derechos humanos de todas las personas que tran-
sitan por el territorio nacional, evitando que una atribución
legítima pueda traducirse en actos arbitrarios o discrimina-
torios.

El análisis del artículo 97 de la Ley de Migración debe par-
tir de el reconocimiento de los derechos a la igualdad y no
discriminación, la libertad de tránsito, la seguridad jurídica
y el respeto a la dignidad humana. Estos derechos consti-
tuyen límites al ejercicio de las facultades de la autoridad
migratoria y obligan al Estado mexicano a establecer me-
canismos de control que, además de cumplir con los obje-
tivos de la política migratoria, sean compatibles con la pro-
tección de los derechos humanos.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en la propia
Constitución y en los tratados internacionales de los que el
Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para
su protección. Asimismo, dispone que toda autoridad, en el
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos huma-
nos conforme a los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. El mismo
artículo prohíbe la discriminación motivada por el origen
étnico o nacional, así como cualquier otra que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos de las personas, estas disposiciones re-
sultan relevantes en materia de revision migratoria, ya que
impide que las actuaciones de la autoridad se sustenten en
distinciones relacionadas con características personales o
con la pertenencia real o aparente a un determinado grupo
étnico o nacional.7

El artículo 11 constitucional reconoce el derecho de toda
persona a entrar, salir, viajar y mudar de residencia dentro
del territorio nacional sin necesidad de documentos que lo
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acrediten, salvo las limitaciones expresamente previstas
por la ley.8

En el ámbito convencional, el artículo 1.1 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos establece la
obligación de los Estados Parte de respetar los derechos y
libertades reconocidos en dicho instrumento y garantizar
su libre y pleno ejercicio sin discriminación, a su vez, el ar-
tículo 22 reconoce el derecho de circulación, mientras que
el artículo 24 establece que todas las personas son iguales
ante la ley y tienen derecho, sin discriminación, a igual
protección de ésta.9 En el mismo sentido, el artículo 12 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos esta-
blece que toda persona que se halle legalmente en el terri-
torio de un estado tendrá derecho a circular libremente por
él. Su artículo 26 establece además que todas las personas
son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección
sin discriminación.10

En este sentido, el Protocolo para Juzgar Casos que invo-
lucren Personas Migrantes y Sujetas de Protección Interna-
cional señala que el principio de igualdad y no discrimina-
ción vincula a todas las autoridades del Estado y prohíbe
tanto las distinciones directas injustificadas como aquellas
prácticas aparentemente neutrales que produzcan efectos
desproporcionados sobre determinados grupos. En materia
migratoria, esta obligación adquiere especial relevancia,
pues las autoridades deben abstenerse de realizar actuacio-
nes sustentadas en perfiles raciales o en estereotipos rela-
cionados con la raza, color, origen étnico, idioma o nacio-
nalidad. Asimismo, el Protocolo precisa que la revisión
migratoria tiene por objeto comprobar, fuera de los lugares
destinados al tránsito internacional, la regularidad de la si-
tuación migratoria de las personas extranjeras que se en-
cuentran en territorio nacional y que generalmente se des-
arrolla en puntos estratégicos, como carreteras o terminales
de autobuses. Por ello, el ejercicio de esta facultad debe ob-
servar los principios de igualdad y no discriminación, evi-
tando que la selección de las personas sujetas a revisión se
sustente en características personales que puedan traducir-
se en un trato discriminatorio.11

Por su parte, el Comité de Derechos Humanos de la Orga-
nización de las Naciones Unidas ha sostenido que, si bien
es legítimo realizar controles de identidad con fines migra-
torios, las características físicas o étnicas de las personas
no deben tomarse como indicio de su situación migratoria
irregular, pues ello vulnera su dignidad y fomenta actitudes
discriminatorias.12

La facultad del Estado para realizar acciones de control mi-
gratorio constituye una finalidad válida; sin embargo, la
acción sobre este ejercicio debe encontrarse previsto en la
ley y sujeto a condiciones que regulen y permitan evitar in-
tervenciones arbitrarias o desproporcionadas.

En este sentido, los artículos 14 y 16 constitucionales consti-
tuyen referentes esenciales en materia de legalidad y seguri-
dad jurídica. Particularmente, el artículo 16 dispone que na-
die puede ser molestado en su persona, familia, domicilio,
papeles o posesiones sino en virtud de mandamiento escrito
de autoridad competente que funde y motive la causa legal
del procedimiento. Este mandato exige que los actos de auto-
ridad encuentren sustento en una norma jurídica y que exis-
tan razones concretas que justifiquen su aplicación al caso co-
rrespondiente.13

Estos parámetros constitucionales y convencionales ad-
quieren particular relevancia a partir de la interpretación
realizada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en el Amparo en Revisión 275/2019, re-
suelto el 18 de mayo de 2022. En dicha resolución, la Su-
prema Corte examinó la constitucionalidad del régimen de
revisión migratoria y desarrolló criterios directamente rela-
cionados con los límites que deben observar las autorida-
des al ejercer este tipo de facultades. Uno de los aspectos
centrales del razonamiento de la Primera Sala fue la afec-
tación a la libertad de circulación.

La Corte consideró que una revisión migratoria realizada
dentro del territorio nacional constituye una interferencia en
ese derecho, pues la persona debe interrumpir su desplaza-
miento y someterse temporalmente a la actuación de la au-
toridad. Advirtió la Primera Sala que una regulación exce-
sivamente amplia permite que la revisión alcance a toda
persona que se encuentre en el lugar donde el operativo es-
té funcionando, aun cuando no existan los elementos que
permitan justificar razonablemente la intervención. Esta ca-
racterística fue identificada como uno de los problemas gra-
ves de sobre inclusión, debido a que esta medida puede al-
canzar a personas extranjeras como mexicanas por el hecho
de transitar por determinado punto del territorio nacional.

También parece relevante que la Constitución no establece
una obligación general para las personas mexicanas de por-
tar documentos de identificación para transitar dentro del
territorio nacional, como resultado el ejercicio de la libertad
de tránsito no puede condicionarse a que una persona mexi-
cana se encuentre permanentemente en posibilidad de acre-
ditar su nacionalidad documentalmente ante la autoridad
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migratoria. Otro aspecto fundamental del criterio desarro-
llado se relaciona con los derechos de igualdad y no discri-
minación, en la ausencia de parámetros objetivos para de-
terminar qué personas serán sometidas a revisión puede
propiciar que la autoridad recurra a características como el
origen étnico, color de piel o idioma para inferir una deter-
minada nacionalidad o situación migratoria, asi como forta-
lecer que una orden de revisión migratoria deba encontrar-
se fundada y motivada y precisar aspectos como su
duración, personal responsable y zona geográfica no resul-
ta suficiente, por sí mismo.14

Por tanto, del marco constitucional, convencional y juris-
prudencial expuesto pueden desprenderse las reglas jurídi-
cas que deben orientar el análisis del artículo 97 de la Ley
de Migración: la facultad estatal de control migratorio es le-
gítima, pero su ejercicio debe encontrarse sujeto a paráme-
tros legales claros y objetivos; toda restricción a la libertad
de tránsito debe estar debidamente justificada; las revisio-
nes no pueden sustentarse únicamente en la presencia de
una persona en determinada zona; las características étni-
cas, físicas o lingüísticas no pueden utilizarse como criterio
para presumir nacionalidad o situación migratoria; y las
personas mexicanas no están sujetas a una obligación gene-
ral de portar documentos de identificación para ejercer su
derecho a transitar por el territorio nacional.15

Con este contraste entre el marco jurídico expuesto y el
contenido vigente del artículo 97 de la Ley de Migración se
advierte que la facultad del Instituto Nacional de Migración
para realizar revisiones dentro del territorio nacional re-
quiere una delimitación más precisa, la cual actualmente, el
precepto establece que la orden de revisión debe estar fun-
dada y motivada, así como precisar al responsable de la di-
ligencia, el personal asignado, su duración y la zona geo-
gráfica o lugar en que se efectuará. Sin embargo, no
establece parámetros materiales suficientes que determinen
las circunstancias que justifican la realización de la revi-
sión, lo que genera un margen amplio de actuación para la
autoridad.

La sola presencia o tránsito de una persona por determina-
da zona no permite establecer su nacionalidad o situación
migratoria y, por tanto, no debe constituir por sí misma una
razón suficiente para someterla a revisión, tampoco la au-
sencia de criterios objetivos puede propiciar que caracte-
rísticas como el origen étnico o nacional, color de piel,
idioma, acento, apariencia física o vestimenta sean utiliza-
das como indicios para presumir que una persona es ex-
tranjera. Esta situación es relevante respecto de personas

indígenas y afromexicanas, debido al riesgo de que sean
sometidas a revisiones a partir de criterios asociados con su
apariencia o pertenencia étnica.

Por ello, la reforma propuesta plantea que las revisiones
migratorias se sustentan en elementos objetivos, previos,
concretos y verificables, con el propósito de que la actua-
ción de la autoridad responda a circunstancias previamen-
te justificadas y no a apreciaciones subjetivas, establecer
expresamente que las revisiones no podrán realizarse de
manera general, aleatoria o indiscriminada, ni sustentarse
exclusivamente en la presencia de una persona en determi-
nada zona del territorio nacional, Incorporar la prohibición
de utilizar características étnicas, físicas o lingüísticas para
presumir su nacionalidad o situación migratoria.

Por otra parte, considerando que el ejercicio de la libertad
de tránsito no implica para las personas mexicanas una
obligación general de portar permanentemente documentos
de identificación, se propone establecer que no estarán
obligadas a exhibirlos por el solo hecho de transitar dentro
del territorio nacional, sin perjuicio de aquellos supuestos
expresamente previstos en otras disposiciones legales.

La reforma busca alcanzar un equilibrio entre la facultad
del Estado mexicano de ejercer el control migratorio y la
obligación de garantizar los derechos humanos, mediante
una regulación más precisa que reduzca espacios de dis-
crecionalidad y prevenga actuaciones arbitrarias o discri-
minatorias.

En cumplimiento del mandato derivado del amparo en re-
visión 275/2019 y con el propósito de armonizar el marco
normativo migratorio con los estándares constitucionales y
convencionales de libertad de tránsito, igualdad y no dis-
criminación, resulta necesario reformar el artículo 97 de la
Ley de Migración para precisar que las revisiones migrato-
rias se dirigen a comprobar la situación migratoria de per-
sonas extranjeras, y no de la población en general, exigir
que toda orden de revisión esté fundada y motivada, con
párámetros objetivos y verificables sobre el lugar, la dura-
ción y las razones de la diligencia así como incorporara de
manera expresa el interés superior de la niñez, previendo el
aviso inmediato a la Procuraduría de Protección de Niñas,
Niños y Adolescentes cuando la revisión involucre a una
persona menor de edad, y la prohibición de que ésta derive
en su privación de la libertad.16
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Por lo expuesto, me permito someter a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 97
de La Ley de Migración

Único. Se reforma el artículo 97 de la Ley de Migración,
para quedar como sigue:

Artículo 97. Además de los lugares destinados al tránsito
internacional de personas establecidos, el Instituto podrá
llevar a cabo revisiones de carácter migratorio dentro del
territorio nacional para comprobar la situación migrato-
ria de las personas extranjeras, exclusivamente cuando

existan elementos objetivos, previos, concretos y verifi-
cables que justifiquen razonablemente su realización,
garantizando en todo momento el respeto a los derechos
humanos reconocidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado mexicano sea parte, así como
los principios de igualdad y no discriminación.

La orden por la que se disponga la revisión migratoria
deberá estar debidamente fundada y motivada; ser
expedida por el Instituto y precisar la persona respon-
sable de la diligencia, el personal asignado para su re-
alización, su duración, la zona geográfica o lugar en
que se efectuará, así como los elementos objetivos,
previos, concretos y verificables que justifiquen la re-
alización de la revisión.

Las revisiones migratorias no podrán realizarse de ma-
nera general, aleatoria o indiscriminada. La sola pre-
sencia o tránsito de una persona en determinada zona
del territorio nacional no constituirá motivo suficiente
para someterla a revisión migratoria.

En ningún caso podrán utilizarse el origen étnico o na-
cional, color de piel, idioma, acento, características físi-
cas, vestimenta, apariencia o cualquier otra caracterís-
tica vinculada con una categoría protegida por el
derecho a la igualdad y no discriminación como ele-
mentos para presumir la nacionalidad o situación mi-
gratoria de una persona.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Gobernación deberá emitir o, en
su caso, adecuar los protocolos a que se refiere el artículo 97
de la Ley de Migración, dentro de los noventa días naturales
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Las revisiones migratorias que se encuentren en
trámite al momento de la entrada en vigor del presente de-
creto se sujetarán a lo dispuesto en éste en cuanto benefi-
cie a las personas sujetas al procedimiento.
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Palacio Legislativo de San Lázarto, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Migratorios, para
dictamen.
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LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona los artículos 51 Bis 1 y 51 Bis 4 a
la Ley General de Salud, en materia de conciliación de la
medicación y alta segura, a cargo de la diputada Mariana
Guadalupe Jiménez Zamora, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Mariana Guadalupe Jiménez Zamora,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

Una transición de atención ocurre cuando una persona in-
gresa a un establecimiento, cambia de servicio, es traslada-
da o vuelve a su domicilio. En cada uno de esos momentos
puede modificarse el equipo que la atiende, la información
disponible y el tratamiento indicado. Si no existe una revi-
sión ordenada, un medicamento puede omitirse, duplicarse,
mantenerse sin necesidad o reanudarse en una dosis distin-
ta a la prescrita.

La Organización Mundial de la Salud advierte que las dis-
crepancias en la medicación afectan a personas que atra-
viesan transiciones asistenciales y que la admisión y el al-
ta hospitalaria son puntos especialmente vulnerables.1 Por
ello, ha recomendado procesos estructurados, mejor cali-
dad de la información y participación activa de pacientes y
familias. Su informe de política de 2024 identifica las tran-
siciones de atención, la polifarmacia y las situaciones de
alto riesgo como áreas prioritarias para reducir el daño evi-
table relacionado con medicamentos.2

El problema no se limita a una receta ilegible. Una persona
puede tomar medicamentos prescritos por distintos especia-
listas, productos de venta libre, suplementos o remedios
herbolarios; puede desconocer el nombre de una tableta o
confundir la concentración. Al egresar, frases como conti-
nuar tratamiento habitual o tomar conforme a indicación

previa no aclaran qué se suspendió, qué cambió, durante
cuánto tiempo debe usarse un fármaco ni qué signos ameri-
tan solicitar ayuda.

La conciliación de la medicación ofrece una respuesta con-
creta. Consiste en obtener la lista más completa posible de
lo que la persona usa, compararla con las nuevas indica-
ciones, aclarar las diferencias y documentar el resultado.
No sustituye el juicio clínico ni garantiza por sí sola que no
ocurran errores, pero crea una pausa verificable en los mo-
mentos en que la información puede perderse.

II. Marco constitucional, legal y técnico

El artículo 4o. de la Constitución reconoce el derecho de
toda persona a la protección de la salud. Este derecho com-
prende no sólo el acceso formal a un servicio, sino condi-
ciones de calidad y seguridad acordes con la dignidad de la
persona. La prevención de daños evitables durante un tra-
tamiento es, por tanto, parte de la obligación de organizar
servicios adecuados.3

La Ley General de Salud establece que las personas usua-
rias tienen derecho a prestaciones oportunas y de calidad
idónea, así como a recibir información suficiente, clara,
oportuna y veraz sobre su salud, los riesgos y las alternati-
vas de los procedimientos y tratamientos. Esos derechos
abarcan a quienes utilizan servicios de los sectores público,
social y privado. La ley, sin embargo, no reconoce expre-
samente la conciliación de la medicación en los cambios de
nivel, servicio o establecimiento.4

La NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico, exige
documentar aspectos relevantes de la atención y prevé no-
tas de referencia, traslado y egreso. Ese piso documental
resulta indispensable, pero no describe un proceso general
para comparar de manera activa los medicamentos previos
con los nuevos ni garantiza que, al alta, la persona reciba
una relación sencilla de continuaciones, suspensiones y
cambios.5

La reforma legal complementa, y no reemplaza, la regula-
ción técnica. La Ley definirá el derecho y los elementos mí-
nimos; la Secretaría de Salud podrá precisar los procedi-
mientos conforme al nivel de atención, la complejidad del
servicio y las atribuciones de cada profesional. Así se evita
congelar en la ley un formato clínico y se mantiene un es-
tándar nacional comprensible.
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III. Contenido y alcance de la propuesta

Se adiciona un tercer párrafo al artículo 51 Bis 1 para re-
conocer el derecho de las personas usuarias a la concilia-
ción de su medicación durante el ingreso, el traslado y el
egreso, así como a recibir información comprensible sobre
cualquier cambio. La ubicación dentro del capítulo de de-
rechos de las personas usuarias permite aplicarlo a todas
las modalidades de prestación previstas en la propia ley.

El nuevo artículo 51 Bis 4 define la conciliación como un
proceso realizado por el personal de salud responsable,
dentro de sus atribuciones. Deberá obtenerse la lista más
completa posible de medicamentos prescritos y no prescri-
tos, suplementos y productos herbolarios, con dosis, vía y
frecuencia cuando se conozcan, además de alergias y reac-
ciones adversas relevantes. Esa información se comparará
con las nuevas indicaciones para identificar, aclarar y do-
cumentar discrepancias.

Al egreso, la persona usuaria recibirá un documento im-
preso o electrónico accesible que indique, al menos, el
nombre genérico y la presentación de cada medicamento;
dosis, vía, frecuencia y duración; cuáles tratamientos con-
tinúan, cambian o se suspenden; advertencias relevantes; y
el seguimiento recomendado. No se exige una aplicación,
un expediente nuevo ni una firma electrónica determinada:
cada institución podrá utilizar sus formatos y sistemas vi-
gentes.

La información deberá explicarse en lenguaje claro y,
cuando proceda, con apoyos de comunicación. El personal
responsable procurará verificar la comprensión y ofrecer
oportunidad para formular preguntas. La medida no trasla-
da a la persona paciente la responsabilidad clínica; recono-
ce que una explicación útil reduce la distancia entre la in-
dicación asentada en el expediente y el tratamiento que
efectivamente se sigue en casa.

En urgencias, la conciliación nunca retrasará una interven-
ción necesaria para preservar la vida o evitar un daño gra-
ve. Se efectuará tan pronto como la condición clínica y la
información disponible lo permitan. Esta salvaguarda con-
serva la prioridad asistencial y evita convertir un proceso
de seguridad en una barrera de acceso.

IV. Impacto operativo y presupuestario

La reforma ordena información que los servicios ya reca-
ban y generan para diagnosticar, prescribir, referir y dar de
alta. Su implementación requiere ajustes de formatos, ca-
pacitación y organización del trabajo, pero no crea un re-
gistro nacional, una plataforma única ni nuevas unidades
administrativas.

Se concede un plazo de ciento ochenta días para adecuar dis-
posiciones y procedimientos. Las instituciones podrán priori-
zar herramientas según sus riesgos y capacidades, siempre
que respeten el contenido mínimo. Las acciones se realizarán
con cargo a los presupuestos aprobados y podrán apoyarse en
expedientes impresos o electrónicos existentes.

Por lo expuesto, se presenta el siguiente cuadro comparativo:

Cuadro comparativo
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Por lo expuesto, se somete a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan un párrafo tercero al
artículo 51 Bis 1 y un artículo 51 Bis 4 a la Ley General
de Salud

Artículo Único. Se adicionan un párrafo tercero al artícu-
lo 51 Bis 1 y un artículo 51 Bis 4 a la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:

Artículo 51 Bis 1. ...

...

En los procesos de ingreso, traslado entre servicios o es-
tablecimientos y egreso, las personas usuarias tendrán
derecho a la conciliación de su medicación y a recibir
información comprensible sobre cualquier continua-
ción, modificación o suspensión de su tratamiento far-
macológico.

…

Artículo 51 Bis 4. Para efectos del artículo 51 Bis 1, la
conciliación de la medicación es el proceso por el cual el
personal de salud responsable, conforme a sus atribu-
ciones:

I. Obtiene la lista más completa posible de los medi-
camentos prescritos y no prescritos, suplementos ali-
menticios y productos herbolarios que utiliza la per-
sona usuaria, incluida, cuando se conozca, su dosis,
vía y frecuencia, así como las alergias y reacciones
adversas relevantes;

II. Compara dicha información con las indicaciones
emitidas durante el ingreso, el traslado entre servi-
cios o establecimientos y el egreso;

III. Identifica y aclara las omisiones, duplicidades,
diferencias de dosis, vía o frecuencia y las demás dis-
crepancias que resulten clínicamente relevantes, y

IV. Documenta el resultado en el expediente clínico y
lo comunica al personal que continuará la atención y
a la persona usuaria o a quien legalmente correspon-
da.

Al egreso, el prestador de servicios de salud entregará a
la persona usuaria, en formato impreso o electrónico
accesible, una relación que contenga, al menos:

a) El nombre genérico y la presentación de cada me-
dicamento;

b) La dosis, vía, frecuencia y duración indicada;

c) La identificación de los medicamentos que conti-
núan, se modifican o se suspenden y, cuando sea clí-
nicamente procedente, la razón del cambio;

d) Las advertencias relevantes, los signos de alarma
y la conducta a seguir ante una reacción adversa, y

e) Las indicaciones de seguimiento y los medios ins-
titucionales para solicitar orientación.

La información deberá explicarse en lenguaje claro y
con los apoyos de comunicación que resulten necesa-
rios. El personal responsable procurará verificar su
comprensión y permitirá que la persona usuaria for-
mule preguntas.

En situaciones de urgencia, la conciliación de la medi-
cación no retrasará la atención necesaria para preser-
var la vida, la salud o la integridad de la persona y se
realizará tan pronto como su condición clínica y la in-
formación disponible lo permitan.
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Los prestadores de servicios de salud podrán utilizar
los formatos y sistemas de información existentes. Lo
dispuesto en este artículo no implicará la creación de un
registro distinto del expediente clínico.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud realizará, dentro de los
ciento ochenta días naturales siguientes a la publicación del
presente decreto, las adecuaciones normativas y adminis-
trativas necesarias para su aplicación, atendiendo los dis-
tintos niveles y modalidades de atención.

Tercero. Las instituciones que integran el Sistema Nacio-
nal de Salud adecuarán sus formatos y procedimientos uti-
lizando su infraestructura y sistemas de información dispo-
nibles.

Cuarto. Las acciones derivadas del presente decreto se
atenderán con cargo a los recursos aprobados a las institu-
ciones competentes, por lo que no se autorizarán amplia-
ciones presupuestarias para el ejercicio fiscal correspon-
diente.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud, Medication without harm: Policy
brief, 7 de marzo de 2024, ISBN 978-92-4-006276-4. Disponible en: 

https://www.who.int/publications/i/item/9789240062764/

2 Organización Mundial de la Salud, Medication Safety in Transitions
of Care, documento técnico WHO/UHC/SDS/2019.9, 20 de junio de
2019. Disponible en: 

https://www.who.int/publications/i/item/WHO-UHC-SDS-2019.9

3 Cámara de Diputados, Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, artículo 4o., últimas reformas publicadas en el DOF el 2 de
junio de 2026. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

4 Cámara de Diputados, Ley General de Salud, artículos 50, 51 y 51
Bis 1, últimas reformas publicadas en el DOF el 15 de enero de 2026.
Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGS.pdf

5 Secretaría de Salud, NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de octubre de
2012. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5272787&fe-
cha=15/10/2012

Palacio Legislativo de San Lázarto, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Mariana Guadalupe Jiménez Zamora (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL PARA
INVESTIGAR LA POSIBLE INJERENCIA DIGITAL

EXTRANJERA EN MÉXICO Y EL CASO CERIMEDO

«Proposición con punto de acuerdo, de urgente u obvia re-
solución, por el que se propone crear una Comisión Espe-
cial para Investigar la Posible Injerencia Digital Extranjera
en México y el Caso Cerimedo, a cargo de la diputada Ma-
ría de los Dolores Padierna Luna, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, diputada María de los Dolores Padierna Luna,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracciones I y III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, de urgente u obvia resolución, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Una amenaza que ya dañó democracias

Las granjas de bots y las campañas coordinadas de desin-
formación dejaron de ser una advertencia de especialistas
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para convertirse en una amenaza probada contra la demo-
cracia. Ya vimos cómo una mentira sembrada durante me-
ses en redes sociales convenció a miles de personas de que
una elección había sido robada y terminó con el asalto a las
sedes de los tres poderes (Brasil). Ya vimos a un tribunal
constitucional obligado a anular la primera vuelta de una
elección presidencial porque cuentas coordinadas y propa-
ganda pagada, vinculadas con injerencia extranjera, torcie-
ron la voluntad de los votantes (Rumania). Y ya vimos a
una organización extranjera operar miles de perfiles falsos,
haciéndose pasar por ciudadanos, para dividir a una socie-
dad e influir en su elección presidencial (Estados Unidos).

La lección es la misma en todas partes: cuando la conver-
sación pública se falsifica, primero se pierde la confianza,
después se desconocen los resultados y, al final, se ataca a
las instituciones. México no puede darse el lujo de apren-
der esa lección demasiado tarde

La advertencia de la presidenta Claudia Sheinbaum
Pardo

La presidenta Claudia Sheinbaum lo advirtió a tiempo y
con valentía. Desde noviembre de 2025, el gobierno de
México exhibió ante la nación redes de cuentas sincroniza-
das, muchas creadas en cuestión de semanas y administra-
das desde el extranjero, que empujaban movilizaciones
contra la titular del Ejecutivo. Cuando era más cómodo no
ver el problema, puso sobre la mesa lo que muchos prefe-
rían ignorar: que en México opera una maquinaria digital
que simula indignación y fabrica opinión.

Los hechos confirmaron la pertinencia de esa advertencia.
El 18 de agosto de 2026 fue detenido en Bolivia Fernando
Cerimedo, operador político argentino y cofundador de La
Derecha Diario, medio con edición en México. En la in-
vestigación, que sigue en curso, la fiscalía boliviana asegu-
ró una granja de bots. No se trata de un desconocido: él
mismo reconoció haber manejado decenas de miles de
cuentas artificiales en la campaña presidencial argentina de
2023, y en Brasil fue señalado dentro de la red que difun-
dió desinformación contra las urnas electrónicas.

Un día después, la presidenta habló con claridad: La Dere-
cha Diario opera con robots pagados que potencian noticias
para fabricar una opinión que no existe. El 8 de septiembre
del 2026 fue más lejos y planteó que el Congreso analice si
esa red influyó en la vida pública del país. Es una postura
de Estado, responsable y democrática. La presidenta

Sheinbaum no pidió censura ni castigos sumarios; pidió
que la representación nacional haga su trabajo y que se se-
pa la verdad.

Lo que está en juego

México tiene derecho a decidir su rumbo sin que intereses
extranjeros manipulen la conversación pública desde las
sombras. La Constitución Mexicana lo dice con toda clari-
dad: la soberanía reside en el pueblo y los extranjeros no
pueden inmiscuirse en los asuntos políticos del país. Ese
mandato enfrenta hoy una amenaza nueva: estructuras ca-
paces de simular miles de voces, fabricar indignación y
desgastar a un gobierno legítimamente electo sin que nadie
sepa quién las opera ni quién las paga.

Lo que está en juego es la autenticidad de nuestra demo-
cracia: que las opiniones que circulan en el espacio públi-
co sean de ciudadanos reales, que las tendencias reflejen
preocupaciones genuinas y que las elecciones se decidan
por la voluntad de los votantes, y no por la capacidad de al-
guien, dentro o fuera del país, de pagar ejércitos de cuentas
falsas.

El caso no es sólo mexicano. La misma red ha sido señala-
da en Argentina, Brasil, Chile y Bolivia, y en Chile la Cá-
mara de Diputadas y Diputados ya aprobó una comisión in-
vestigadora a raíz de este caso. América Latina enfrenta un
modelo de intervención política digital que se exporta de
un país a otro. México no puede ser el último en reaccio-
nar.

La Cámara de Diputados tiene el deber de actuar

La representación nacional cuenta con el fundamento y las
herramientas. El artículo 33 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos prohíbe a las personas ex-
tranjeras intervenir en la política nacional y, desde junio de
2026, la injerencia extranjera puede incluso anular una
elección. La Ley Orgánica del Congreso General y el Re-
glamento de la Cámara permiten crear una Comisión Es-
pecial, y el artículo 93 Constitucional faculta a la Cámara
para convocar a los titulares de las dependencias y de los
Órganos Autónomos para que informen bajo protesta de
decir verdad. El constituyente ya dio el mensaje; ahora le
toca a la Cámara ejercer su función de control político.

No es un camino inédito. Esta misma Cámara creó una co-
misión especial para acompañar las investigaciones del ca-

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados94



so Ayotzinapa, exigiendo resultados y dando voz a las fa-
milias, sin sustituir a las fiscalías. Hoy lo que está en ries-
go es la deliberación democrática de todo el país.

La comisión propuesta tendrá una tarea clara:

a) Esclarecer si existen operaciones digitales extran-
jeras para influir en la política mexicana y quién las
financia.

b) Convocar a las autoridades.

c) Hacer público un diagnóstico de riesgos rumbo a la
elección federal de 2027.

d) Dar vista a las autoridades competentes para que, con
plena autonomía, investiguen y sancionen lo que corres-
ponda.

No perseguirá opiniones ni silenciará voces. Defenderá el
derecho de los mexicanos a saber quién les habla y quién
paga por hacerlo.

Un peligro que México no puede subestimar

Más de 104 millones de mexicanas y mexicanos usan in-
ternet y ocho de cada diez están en redes sociales, donde
hoy se libra buena parte del debate político. El país conoce
la manipulación digital desde hace más de una década: se
documentó en la campaña presidencial de 2012, en diver-
sas elecciones estatales y en la de 2018. Hoy, a meses de la
elección federal de 2027, una granja de bots puede:

a) Fabricar un rechazo que no existe y presentarlo como
crisis de legitimidad.

b) Sembrar narrativas de fraude y minar la confianza en
las instituciones y en las elecciones.

c) Imponer la agenda de los medios y desplazar los te-
mas que importan a la gente.

d) Abrir la puerta a que intereses extranjeros interven-
gan en la vida política nacional.

e) Provocar pánico y desinformación en sismos, huraca-
nes o emergencias.

Lo más grave es que su daño es difundir mentiras y que
ocultan quién habla, cuántos hablan y quién paga.

La responsabilidad histórica de la comisión

Cada generación de mexicanos ha tenido que defender la
soberanía frente a la forma de intervención propia de su
tiempo. Hubo quienes la defendieron en el campo de bata-
lla, quienes la defendieron en la mesa de negociación y
quienes la defendieron recuperando para la nación sus re-
cursos. A esta generación le toca defenderla en un territo-
rio que no aparece en los mapas, pero donde hoy se forma
la voluntad de los pueblos: el espacio digital.

La comisión que hoy se propone tiene ante sí una respon-
sabilidad histórica. Le toca encarar de frente, desde la re-
presentación nacional, la injerencia extranjera en la era de
los algoritmos. Lo que haga, o lo que deje de hacer, mar-
cará la manera en que México proteja sus elecciones y su
vida pública durante los próximos años. Las legisladoras y
los legisladores que la integren serán recordados por haber
estado a la altura de ese desafío o por haberlo dejado pasar.

La historia no juzga con indulgencia a quienes, pudiendo
actuar, eligieron mirar hacia otro lado. Hoy existen los in-
dicios, existe el fundamento y existe la voluntad expresada
por la presidenta de la República. Lo que falta es que la Cá-
mara de Diputados asuma su parte.

Conclusión

Se debe respaldar la advertencia de la presidenta Claudia
Sheinbaum y su llamado a que el Congreso investigue. La
Cámara de Diputados tiene el fundamento, las facultades y
los precedentes para hacerlo, con respeto a la autonomía de
cada institución. Crear esta comisión especial es un acto de
defensa de la soberanía nacional y de la voluntad popular.

Hacerlo antes de la elección de 2027 es una obligación con
el país. Los mexicanos merecen un debate público donde
las voces sean reales, y una democracia donde ninguna de-
cisión se tome bajo la presión de quienes, desde fuera y en
la sombra, pretenden decidir por ellos.

Justificación de la urgente u obvia resolución

El asunto requiere una resolución inmediata porque, a me-
ses de la elección federal de 2027, una granja de bots pue-
de fabricar un rechazo que no existe y presentarlo como
crisis de legitimidad; sembrar narrativas de fraude y minar
la confianza en las instituciones y en las elecciones; impo-
ner la agenda de los medios y desplazar los temas que im-
portan a la gente; abrir la puerta a que intereses extranjeros
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intervengan en la vida política nacional; y provocar pánico
y desinformación en sismos, huracanes o emergencias. Mé-
xico no puede darse el lujo de reaccionar demasiado tarde.
Hacerlo antes de la elección de 2027 es una obligación con
el país.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados solicita a la Junta de
Coordinación Política crear la comisión especial para in-
vestigar la posible injerencia digital extranjera en Mé-
xico y el caso Cerimedo.

Segundo. La comisión especial tendrá por objeto: a) escla-
recer si existen operaciones digitales extranjeras para in-
fluir en la política mexicana y quién las financia; b) con-
vocar a las autoridades; c) hacer público un diagnóstico de
riesgos rumbo a la elección federal de 2027; y d) dar vista
a las autoridades competentes para que, con plena autono-
mía, investiguen y sancionen lo que corresponda.

Tercero. La Comisión Especial no perseguirá opiniones ni
silenciará voces; defenderá el derecho de los mexicanos a
saber quién les habla y quién paga por hacerlo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada María de los Dolores Padierna Luna (rúbrica).»

Se yurna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención.

ver notas con original

SE GARANTICE EL ABASTO DE AGUA
POTABLE Y SE ASEGURE LA CONTINUIDAD 

DEL SUMINISTRO ELÉCTRICO EN SALTILLO, 
COAHUILA DE ZARAGOZA

«Proposición con punto de acuerdo, de urgente u obvia re-
solución, para exhortar al ayuntamiento de Saltillo, Coa-
huila de Zaragoza y a Aguas de Saltillo, SA de CV, a ga-
rantizar el abasto de agua potable mediante sistemas de
respaldo energético en sus pozos y una flota suficiente de
pipas, y a la Comisión Federal de Electricidad a restablecer
y asegurar la continuidad del suministro eléctrico a la in-
fraestructura hidráulica de la ciudad, a cargo del diputado
Antonio Lorenzo Castro Villarreal, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

Quien suscribe, el diputado Antonio Lorenzo Castro Vi-
llarreal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 2, fracciones II y
III, y demás disposiciones aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
honorable asamblea, con carácter de urgente u obvia reso-
lución, la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

I. Los hechos: veinte meses de apagones y una ciudad
sin agua

Desde el sábado 5 de septiembre de 2026, una sucesión de
apagones e intermitencias en el suministro de la Comisión
Federal de Electricidad (CFE) dejó fuera de operación los
pozos del Acuífero Sur (Captación Sur) de Aguas de Salti-
llo, S.A. de C.V. (Agsal), con lo que alrededor de 200 co-
lonias y 300 mil habitantes del sur, centro y poniente de la
capital de Coahuila quedaron sin agua o con baja presión.1

Los pozos permanecieron prácticamente detenidos hasta la
tarde-noche del miércoles 9 de septiembre, cuando comen-
zaron a ser energizados de forma parcial, y el propio alcal-
de, Javier Díaz González, advirtió que la normalización del
servicio podría tardar hasta una semana.2

El problema no fue únicamente la ausencia de energía, si-
no su calidad: de acuerdo con el alcalde, cada pozo requie-
re entre 450 y 470 kVA para operar sus bombas y, en algu-
nos casos, la energía recibida apenas alcanzaba 250 kVA,
condición en la que encender los equipos habría dañado los
motores.2 Se trata de un fenómeno recurrente: durante
2025 se registraron 39 apagones o afectaciones de más de
una hora en los pozos de la ciudad y, al 10 de septiembre
de 2026, ya sumaban 38, es decir, 77 interrupciones pro-
longadas en menos de veinte meses.2, 3

La respuesta de emergencia ha sido insuficiente. El 12 de
septiembre el Ayuntamiento y Agsal iniciaron un operativo
de pipas gratuitas en colonias como Ignacio Allende, Valle
de San Antonio, Obrera, María Luisa, Josefa Ortiz de Do-
mínguez, Balcones, Saltillo 2000, Portal de Agaves e Inde-
pendencia, y al 13 de septiembre la flota alcanzaba 37 uni-
dades.1, 4 El comunicado de Agsal del 10 de septiembre
anunció el apoyo con pipas, pero sin listado de colonias,
horarios ni puntos de entrega, y remitió a las personas afec-
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tadas a los teléfonos 073 y 844 438 0199.5 El viernes 11,
vecinos de sectores como Panteones y Valle de las Torres
bloquearon las oficinas de la CFE y después acudieron a
las de Agsal para exigir el servicio; denunciaron que las pi-
pas llegan con agua de color café, que sólo la usan para el
sanitario y que gastan entre 15 y 45 pesos diarios en garra-
fones para bañarse.6

Las afectaciones no se limitan a los hogares. Organismos
empresariales de la Región Sureste reportaron paros de lí-
nea en la industria de Derramadero y Ramos Arizpe, y pér-
didas en el sector restaurantero; la Secretaría de Economía
del Estado anunció una mesa de trabajo con la CFE, en la
que se informó que la planeación de la Comisión a 2030
contempla diez subestaciones adicionales para la región.7,
8 El fenómeno es estatal: en junio de 2026 los apagones sa-
caron de operación diez pozos del Sistema Municipal de
Aguas y Saneamiento de Torreón, y en 2025 un apagón de-
jó sin agua a 35 mil personas en Monclova.9, 10

La CFE, por su parte, ha sostenido que entre enero y agos-
to de 2026 las interrupciones en los circuitos que alimentan
los pozos estratégicos de Saltillo disminuyeron 12 por
ciento respecto del mismo periodo de 2025, y anunció
atención prioritaria y asesoría técnica para que el organis-
mo operador instale o refuerce arranques temporizados,
arrancadores suaves, variadores de frecuencia, relevadores
de baja tensión y protecciones contra sobretensiones.9 El
30 de agosto de 2026 entró en operación la subestación
Parque Industrial Angostura banco 1, en Saltillo, con una
inversión de 90 millones de pesos y 40 MVA adicionales
para la red de distribución;11 desde 2025 la Comisión tenía
en ejecución la subestación Santa María II en Ramos Ariz-
pe y la adecuación del tablero de la subestación Saltillo,
con 100 MVA adicionales.12 Pese a ello, el alcalde ha pe-
dido conocer el avance real de las dos subestaciones anun-
ciadas para el sur y el oriente de la ciudad, que son preci-
samente las zonas donde se ubican los pozos afectados.2

II. La responsabilidad del municipio y de su empresa
mixta

El artículo 115, fracción III, inciso a), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los
municipios tienen a su cargo el servicio público de agua
potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición
de aguas residuales, y el artículo 4, párrafo sexto, recono-
ce el derecho humano de toda persona al acceso, disposi-
ción y saneamiento de agua para consumo personal y do-

méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble.13 El artículo 45 de la Ley de Aguas Nacionales confir-
ma que la explotación de las aguas asignadas para el abas-
tecimiento público es competencia de las autoridades
municipales,14 y la Ley de Aguas para los Municipios del
estado de Coahuila de Zaragoza regula la prestación del
servicio por conducto de organismos operadores.15

En Saltillo, ese servicio se presta a través de una empresa
mixta: Aguas de Saltillo, S.A. de C.V., constituida en 2001,
en la que el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento
(Simas) posee 55 por ciento de las acciones y el socio pri-
vado, hoy del grupo Veolia, 45 por ciento; en 2023 el con-
trato de asociación fue ampliado hasta 2034.16 La partici-
pación de un socio privado no traslada la responsabilidad
constitucional: el Ayuntamiento es el titular del servicio, el
accionista mayoritario, quien aprueba el presupuesto y el
plan de trabajo anual de la empresa en su Consejo de Ad-
ministración, y quien debe responder ante la ciudadanía
cuando el agua no llega.

Esa previsión es, además, un mandato legal. La Ley Gene-
ral de Protección Civil obliga a las autoridades de los tres
órdenes de gobierno a garantizar la continuidad de opera-
ciones de la infraestructura estratégica y los servicios vita-
les ante fenómenos perturbadores, e incorpora los planes
de continuidad de operaciones como instrumento de ges-
tión integral de riesgos.17 Los sistemas de agua potable
son, por definición, infraestructura estratégica. Y la expe-
riencia regional demuestra que un respaldo no probado
equivale a no tener respaldo: durante el mega apagón de fe-
brero de 2021, que dejó sin electricidad a 791 mil 645
usuarios en Coahuila, la planta de emergencia del Hospital
General de Saltillo no se activó mientras 25 pacientes de-
pendían de equipos médicos.18

El ayuntamiento y Agsal han anunciado inversiones rele-
vantes —siete pozos nuevos incorporados desde 2025, con
aportaciones de 8 a 20 litros por segundo cada uno, y una
nueva línea de conducción desde el sur de la ciudad para
abastecer al poniente y surponiente—,19 pero ninguna de
esas obras resuelve la vulnerabilidad de fondo: sin ener-
gía, los pozos nuevos y viejos dejan de bombear por igual.
La resiliencia energética de la captación debe incorporar-
se al presupuesto 2027 de la empresa mixta y al contrato
de asociación, financiándose prioritariamente con las uti-
lidades del organismo antes de su distribución a los socios.
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III. La solución técnica: respaldo energético para la in-
fraestructura crítica del agua

La solución técnica es conocida, está normada y es finan-
cieramente proporcionada al daño que evita. Consiste en
dotar a la infraestructura crítica de agua de sistemas de res-
paldo energético con transferencia automática, comple-
mentados con protecciones eléctricas, almacenamiento de
agua y telemetría. La Norma Oficial Mexicana NOM-001-
SEDE-2012 regula en sus artículos 700, 701 y 702 los sis-
temas de emergencia, los sistemas de reserva legalmente
requeridos y los sistemas de reserva opcionales, incluidos
sus requisitos de transferencia, señalización, pruebas y
mantenimiento.21 Las medidas concretas que se proponen
son las siguientes:

a) Dimensionamiento. Con la demanda declarada por
el alcalde —entre 450 y 470 kVA por pozo—, cada po-
zo de la Captación Sur requiere un grupo electrógeno de
aproximadamente 500 kVA (400 kW) en régimen de
emergencia, con interruptor de transferencia automática
(ATS). Los motores sumergibles con arranque directo
demandan corrientes de arranque de hasta seis veces la
nominal; la instalación de arrancadores suaves o varia-
dores de frecuencia —que la propia CFE ha recomen-
dado— reduce esa corriente a menos de tres veces la no-
minal, lo que permite dimensionar generadores más
pequeños, proteger los motores ante bajo voltaje y evi-
tar los daños que hoy obligan a mantener las bombas
apagadas cuando la tensión es insuficiente.9

b) Esquema mixto fijo-móvil. No es indispensable un
generador fijo por cada pozo. Un esquema eficiente
combina plantas fijas en los pozos y rebombeos de ma-
yor caudal y en la planta potabilizadora, con una flota de
grupos electrógenos móviles remolcables de 500 kVA
que puedan desplazarse en menos de una hora al pozo
afectado, siempre que cada sitio cuente previamente con
un tablero de conexión rápida (conectores tipo cam-
lock) y su interruptor de transferencia. El tablero de co-
nexión rápida cuesta una fracción del generador y con-
vierte a cada pozo en un punto “listo para respaldo”.

c) Autonomía y combustible. Un generador de 400 kW
operando al 75 por ciento de su capacidad consume del
orden de 80 a 100 litros de diésel por hora; un tanque de
2 mil litros proporciona entre 20 y 24 horas de autono-
mía, suficiente para cubrir la duración típica de las inte-
rrupciones registradas en Saltillo y para reabastecer sin

interrumpir el bombeo. Deben preverse contratos de su-
ministro de combustible con entrega en sitio y una re-
serva estratégica mínima de 48 horas para los pozos
prioritarios.

d) Pruebas y mantenimiento. El respaldo sólo es real
si se prueba. La norma internacional de referencia para
sistemas de emergencia (NFPA 110) exige ejercitar los
generadores mensualmente bajo carga y realizar una
prueba anual prolongada, además de mantenimiento
preventivo documentado;22 el caso del Hospital Gene-
ral de Saltillo en 2021 muestra las consecuencias de
omitirlo.

e) Almacenamiento y sectorización. La capacidad de
los tanques de regulación debe permitir al menos 24 ho-
ras de autonomía hidráulica en los sectores que depen-
den de la Captación Sur, y la red debe contar con inter-
conexiones que permitan redistribuir caudal desde otras
fuentes mientras se restablece la energía; la nueva línea
de conducción desde el sur, ya anunciada, debe diseñar-
se con ese criterio de redundancia.

f) Telemetría y protocolo. Un sistema de monitoreo re-
moto (SCADA) que detecte en tiempo real la pérdida o
degradación de tensión en cada pozo, active el respaldo
y alerte a los operadores, junto con un protocolo escrito
que fije en menos de una hora el tiempo máximo entre
la falla y el arranque del respaldo, y en menos de dos ho-
ras el despliegue de pipas en las colonias que dependen
del pozo afectado.

g) Costo y financiamiento. El costo de referencia de un
grupo electrógeno de 500 kVA instalado, con transfe-
rencia automática y obra civil, es del orden de 2 a 4 mi-
llones de pesos por unidad, según cotizaciones de mer-
cado sujetas a licitación; el arrendamiento de plantas es
una alternativa inmediata mientras se adquieren los
equipos. Frente a ello, cada episodio como el actual im-
plica el reparto gratuito de miles de metros cúbicos en
pipas, el gasto de las familias en garrafones, paros de lí-
nea en la industria y el riesgo sanitario de una ciudad sin
agua. En el mediano plazo, la Ley del Sector Eléctrico
permite proyectos de autoconsumo, aislados o interco-
nectados, con procedimiento simplificado de permiso
entre 0.7 y 20 MW, lo que abre la puerta a esquemas fo-
tovoltaicos con almacenamiento en baterías para los po-
zos, con apoyo de los programas federales de infraes-
tructura hidráulica.20
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IV. Pipas suficientes: cuántas, con qué agua y para
quién

Mientras el respaldo no exista, la única garantía del dere-
cho al agua es la distribución en pipas, y ésta debe dimen-
sionarse con criterios técnicos, no con la flota disponible.
La Organización Mundial de la Salud establece que en
emergencias se requieren 7.5 litros por persona al día como
mínimo de supervivencia y de 15 a 20 litros para cubrir hi-
giene básica y alimentación; el Manual Esfera fija 15 litros
por persona al día como estándar mínimo humanitario, y la
Observación General 15 del Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales de la ONU considera que en-
tre 50 y 100 litros diarios son necesarios para satisfacer las
necesidades básicas.23, 24

Con esos parámetros, atender a 300 mil personas con el es-
tándar básico de 20 litros exige 6 mil metros cúbicos dia-
rios. Una pipa de 10 mil litros que realice cinco viajes al
día entrega 50 metros cúbicos; se necesitarían, por tanto,
120 pipas para alcanzar ese estándar y 90 para el mínimo
de Esfera. Las 37 pipas del operativo actual, aun trabajan-
do a plena capacidad, entregan unos mil 850 metros cúbi-
cos diarios, equivalentes a poco más de 6 litros por perso-
na, por debajo incluso del mínimo de supervivencia de la
OMS. Aunque no toda la población afectada carece por
completo del servicio, la estimación muestra que la flota
debe planearse por escenarios y que el municipio requiere
convenios previos con el gobierno del Estado, con otros
municipios y con transportistas privados para escalar en
horas, no en días.

La cantidad no basta sin calidad. El agua distribuida en pi-
pas debe cumplir la NOM-127-SSA1-2021, que fija entre
0.2 y 1.5 miligramos por litro el cloro residual libre en el
agua para uso y consumo humano, y los requisitos sanita-
rios de la NOM-230-SSA1-2002 para el manejo y trans-
porte del agua, incluida la limpieza y desinfección de los
carros tanque;25, 26 las denuncias de vecinos sobre agua
de color café son incompatibles con esas normas y deben
atenderse con muestreo público. El plan debe publicar dia-
riamente rutas, horarios y puntos de entrega por colonia,
priorizar hospitales, escuelas, asilos, estancias infantiles y
viviendas con personas adultas mayores, con discapacidad
o enfermas, y contemplar la bonificación automática en el
recibo por los días sin servicio, sin que las familias tengan
que reclamar.

Por lo anterior, esta soberanía debe pronunciarse con clari-
dad: la CFE tiene que garantizar un suministro continuo y

de calidad a la infraestructura hidráulica de Saltillo, pero el
Ayuntamiento y su empresa mixta no pueden seguir admi-
nistrando la emergencia con comunicados y pipas insufi-
cientes. El agua es una responsabilidad municipal por man-
dato constitucional, y la resiliencia energética de los pozos
es una inversión obligada, técnicamente definida y econó-
micamente razonable que debió hacerse hace años. En con-
secuencia, se somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al ayuntamiento
de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, en su calidad de titular
del servicio público de agua potable conforme al artículo
115, fracción III, inciso a), constitucional y de accionista
mayoritario de Aguas de Saltillo, S.A. de C.V., para que,
por conducto del Sistema Municipal de Aguas y Sanea-
miento y de la propia empresa mixta:

a) Elabore y publique, en un plazo no mayor a 30 días
naturales, un Plan de Continuidad de Operaciones ante
interrupciones del suministro eléctrico, que identifique
cada pozo, rebombeo y planta potabilizadora críticos, su
demanda eléctrica, la población y colonias que depen-
den de cada uno, su autonomía de almacenamiento y las
medidas de respaldo, con tiempos máximos de respues-
ta de una hora para el arranque del respaldo y de dos ho-
ras para el despliegue de pipas;

b) Instale, en un plazo no mayor a 180 días naturales,
sistemas de respaldo energético en los pozos y rebom-
beos de la Captación Sur que abastecen a las colonias
afectadas —grupos electrógenos fijos o móviles de ca-
pacidad suficiente, interruptores de transferencia auto-
mática, tableros de conexión rápida, arrancadores sua-
ves o variadores de frecuencia y relevadores de baja
tensión, conforme a la NOM-001-SEDE-2012— con
capacidad para sostener al menos la mitad del caudal de
la captación durante 24 horas continuas, y en un plazo
no mayor a doce meses en el resto de la infraestructura
crítica del sistema, incluyendo un programa de pruebas
mensuales bajo carga y mantenimiento preventivo do-
cumentado;

c) Garantice, durante la contingencia actual y en las fu-
turas, una flota de pipas suficiente para entregar cuando
menos 20 litros por persona al día a la población sin ser-
vicio, conforme al estándar básico de la Organización
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Mundial de la Salud, mediante convenios previos con el
gobierno del Estado, otros municipios y transportistas;
publique diariamente las rutas, horarios y puntos de en-
trega por colonia; priorice hospitales, escuelas, asilos,
estancias infantiles y viviendas con personas adultas
mayores, con discapacidad o enfermas, y asegure que el
agua distribuida cumpla la NOM-127-SSA1-2021 y la
NOM-230-SSA1-2002, publicando los resultados del
muestreo de cloro residual y calidad;

d) Aplique de oficio, sin necesidad de reclamación, la
bonificación proporcional en la facturación de las per-
sonas usuarias que no recibieron el servicio, y suspenda
cortes por falta de pago en las colonias afectadas mien-
tras dure la contingencia;

e) Haga público el registro de las 77 interrupciones eléc-
tricas prolongadas ocurridas en 2025 y 2026, con fecha,
duración, pozos afectados, volumen no suministrado y
colonias impactadas, así como el estado del sistema de
telemetría y las medidas correctivas adoptadas en cada
caso, y

f) Someta al Consejo de Administración de Aguas de
Saltillo, S.A. de C.V., para su aprobación, la inclusión
en el presupuesto y plan de trabajo 2027 de un progra-
ma plurianual de resiliencia energética e hidráulica, fi-
nanciado prioritariamente con las utilidades de la em-
presa antes de su distribución a los socios.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al gobierno del
estado de Coahuila de Zaragoza para que, a través de la Co-
misión Estatal de Aguas y Saneamiento, la Coordinación
Estatal de Protección Civil y la Secretaría de Economía,
apoye de inmediato al municipio de Saltillo con pipas, per-
sonal y recursos para alcanzar el estándar mínimo de dis-
tribución; incorpore la continuidad del suministro eléctrico
a la infraestructura hidráulica en la mesa de trabajo instala-
da con la Comisión Federal de Electricidad, y promueva
ante el Congreso del Estado las reformas a la Ley de Aguas
para los Municipios del estado de Coahuila de Zaragoza
necesarias para que todos los organismos operadores, pú-
blicos o mixtos, cuenten obligatoriamente con sistemas de
respaldo energético y planes de continuidad de operaciones
para su infraestructura crítica.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión solicita, respetuosamente, a la Comisión Na-

cional del Agua para que brinde asistencia técnica al orga-
nismo operador de Saltillo en el diseño de los sistemas de
respaldo energético y de almacenamiento, considere dentro
de los programas federales de apoyo a la infraestructura de
agua potable el financiamiento de sistemas de respaldo y
eficiencia energética para los organismos operadores de la
Región Sureste de Coahuila, y verifique el cumplimiento
de las condiciones de los títulos de asignación de aguas na-
cionales de dicho organismo.

Notas
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ded in emergencies. Organización Mundial de la Salud / Water, Engi-
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24 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU.
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26 Norma Oficial Mexicana NOM-230-SSA1-2002, Salud ambiental.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputado Antonio Lorenzo Castro Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

SE SOLICITA A LA SHCP, VALORE LA PERTINEN-
CIA DE AMPLIAR LA VIGENCIA DEL DECRETO DE

ESTÍMULOS FISCALES REGIÓN FRONTERIZA
NORTE Y SUS MODIFICACIONES, HASTA EL 30 DE

SEPTIEMBRE DE 2030

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la SHCP, a que, en el ámbito de su com-
petencia y considerando los resultados obtenidos a través
del Decreto de Estímulos Fiscales Región Fronteriza Nor-
te y sus posteriores modificaciones, publicado el 31 de di-
ciembre de 2018, se valore la pertinencia de ampliar la vi-
gencia del decreto hasta el 30 de septiembre del 2030, con
el propósito de seguir impulsando el desarrollo económi-
co de la zona fronteriza norte del país, tomando en cuenta
el impacto positivo que ha generado en el consumo, la in-
versión, la competitividad y la generación de empleo en es-
ta región tan relevante de México, a cargo del diputado
Daniel Murguía Lardizábal, del Grupo Parlamentario de
Morena

El suscrito, diputado federal Daniel Murguía Lardizábal,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta ho-
norable asamblea, proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

Con la creación del primer parque industrial en Ciudad
Juárez, Chihuahua, en la década de los años sesenta, inició
de manera gradual y consolidada, la instalación de empre-
sas manufactureras por diversos puntos de los estados que
comprenden la región de la frontera norte del país.

Desde aquel momento, se consolidó esta importante región
“que se extiende a lo largo de 3,145 kilómetros”1 a nivel
económico por su posición estratégica para atraer inversio-
nes hacia sectores de manufactura específicos y con ello, la
generación de empleos, lo que inherentemente fue impac-
tando de manera positiva en el desarrollo económico, la
competitividad y productividad de la frontera.

“La maquila no solo redefinió la dinámica económica
del norte del país, sino que también sentó las bases para
una estructura productiva más integrada, competitiva y
tecnológicamente avanzada. Al generar empleos, forta-
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lecer la balanza comercial y fomentar la transferencia de
conocimiento técnico, esta industria se convirtió en un
eje clave del crecimiento industrial en México”2.

Los estados de Baja California, Sonora, Chihuahua, Coa-
huila, Nuevo León y Tamaulipas al paso de los años, se
consolidaron estratégicamente como centros de integración
a cadenas regionales o globales, las cuales son esenciales
tanto para la transformación productiva mediante la cual,
se reduce la desigualdad a partir de la generación de em-
pleos.

Al paso de los años, la región norte del país se fue conso-
lidando por sus características demográficas, sociales, eco-
nómicas y geopolíticas.

El dinamismo económico de la frontera entre México y Es-
tados Unidos, impacta de manera directa e indirecta a los
26 millones de personas que habitan entre ambas regiones
y que, con base al Banco de Desarrollo de América del
Norte, alcanzó en el 2023 una cifra de 1.5 billones de dó-
lares3.

*Datos de Banco de Desarrollo de América del Norte

*Datos del Banco de Desarrollo de América del Norte sobre el PIB re-
al de Frontera México-EE.UU por estado.

Asimismo, cabe mencionar que, en su conjunto, las entida-
des federativas que integran la frontera norte de México
“aportan una cuarta parte al Producto Interno Bruto (PIB)
y concentran el 58 por ciento del valor exportado”4.

No obstante, la frontera norte enfrenta una presión multi-
factorial en el ámbito de manufactura, inversión y opera-

ción empresarial5, lo anterior, ha incidido en la pérdida de
empleo formal generalizado en menor o mayor proporción
en los estados de la frontera norte. Algunas estimaciones
señalan que ha sido una pérdida de 100 mil empleos acu-
mulados en la región.

En cada entidad que comprende la frontera norte del país,
la dinámica de presión multifactorial cuenta con diferentes
aristas. En el caso de Nuevo León, al cierre del 2025 se es-
tima que cerca de un mil micro y pequeñas empresas tu-
vieron que cerrar operaciones, contrayendo de igual mane-
ra la generación de empleos.

En Tamaulipas de igual manera la presión estuvo en la pér-
dida de empleos con periodos consecutivos. En el caso de
Coahuila, se estimó una pérdida de cerca de 11 mil emple-
os en el sector maquilador6. Sonora y Baja California y
Durango compartieron de igual, manera presiones en los
empleos del sector manufacturero perdiendo entre un mil
800 y 30 mil y empleos respectivamente7.

En Chihuahua, caso particular de Ciudad Juárez, la estima-
ción refiere que “el número promedio de trabajadores asegu-
rados alcanzó su máximo en 2023 (509,840) y ha caído en ca-
da uno de los años siguientes, hasta 478,101 en el primer
semestre de 2026. L a tasa de crecimiento de la aportación to-
tal se desacelera de forma sostenida, de +18.3 por ciento en
2022 a +3.1 por ciento en el primer semestre de 2026”8.

Y aún, cuando existe gran optimismo sobre las estimacio-
nes respecto de una progresiva recuperación en las diferen-
tes vertientes, lo descrito con antelación comparte los fun-
damentos de la literatura que se han compartido sobre la
dinámica en la frontera norte, la cual, seguirá “con su cre-
cimiento y dinamismo, envuelta en contrastes […]. Su eco-
nomía, población y ventajas locacionales seguramente se
preservarán y continuarán siendo base para la atracción de
más población e inversiones, privadas y públicas. Pero es
igualmente cierto que su crecimiento no puede seguir con
un continuo desfase social en aspectos básicos y no básicos
de la calidad de vida. El crecimiento fronterizo requiere
convertirse en un desarrollo con mayor eficiencia y equi-
dad social”9.

Es en este sentido que, adquiere relevancia el impulso y
consolidación de estrategias para fortalecer el crecimiento
económico local de la frontera norte, lo que inherentemen-
te coadyuvará en el mejoramiento de las dinámicas de las
estructuras sociales y productivas de cada entidad que
comprende esta importante región fronteriza.
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En esta tesitura, la competitividad contribuye al bienestar
social de las y los mexicanos, pilar de la política de la an-
terior administración del gobierno y de la presente admi-
nistración.

Sobre este último apartado se consolida la tesis que susten-
tó la publicación del decreto de estímulos fiscales región
fronteriza norte publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración con fecha del 31 de diciembre del 2018, los cua-
les, consideran la reducción de la tasa de ISR de 30 a 20
por ciento, y del IVA de 16 a 8 por ciento para apoyar la
economía de la región y se establecieron bajo los siguien-
tes criterios:

“Que es política del gobierno federal establecer meca-
nismos que fortalezcan el crecimiento de los contribu-
yentes de la región fronteriza norte de nuestro país, con
el fin de evitar la desigualdad con los habitantes del res-
to del país, y con la firme convicción de acrecentar la in-
versión y la productividad y con ello crear fuentes de
empleo”10.

En el mismo decreto, se detalla que:

“Que los beneficios establecidos en el presente decreto,
buscan mejorar la competitividad frente al mercado de
los Estados Unidos de América y así retener al consu-
midor en el comercio mexicano; reactivar la economía
doméstica regional y de esta manera, elevar los ingresos
por mayor actividad, generando empleos, mayor bienes-
tar general de la población y por ende, mayor recauda-
ción fiscal, además de atraer al turismo al ofrecer mayor
diversidad de atractivos y mejores productos; crear con-
diciones y medios efectivos para atraer la inversión y
con ello generar riqueza y bienestar para la población;
dar respuesta a la alta inmigración a la región fronteriza
norte desarrollando una nueva política económica para
la frontera y el resto del país, con visión de futuro basa-
da en lograr una economía con fundamento en el cono-
cimiento”11.

El decreto considera como región fronteriza norte a los mu-
nicipios de Ensenada, Playas de Rosarito, San Quintín, San
Felipe, Tijuana, Tecate y Mexicali, del estado de Baja Cali-
fornia; San Luis Río Colorado, Puerto Peñasco, General
Plutarco Elías Calles, Caborca, Altar, Sáric, Nogales, Santa
Cruz, Cananea, Naco y Agua Prieta, del estado de Sonora;
Janos, Ascensión, Juárez, Praxedis G. Guerrero, Guadalupe,
Coyame del Sotol, Ojinaga y Manuel Benavides, del estado
de Chihuahua; Ocampo, Acuña, Zaragoza, Jiménez, Piedras

Negras, Nava, Guerrero e Hidalgo, del estado de Coahuila
de Zaragoza; Anáhuac, del estado de Nuevo León, y Nuevo
Laredo, Guerrero, Mier, Miguel Alemán, Camargo, Gusta-
vo Díaz Ordaz, Reynosa, Río Bravo, Valle Hermoso y Ma-
tamoros, del estado de Tamaulipas.

El decreto del 31 de diciembre del 2018, inicialmente, ten-
dría vigencia durante el 2019 y 2020; posteriormente, en la
edición del 30 de diciembre del 2020, se modificó el di-
verso ampliando su vigencia hasta el 31 de diciembre del
2024.

Posteriormente, el decreto tuvo ampliaciones durante los
ejercicios 2025 y 2026, no obstante, en la publicación del
diverso del 31 de diciembre del 2025, la vigencia de éste,
concluirá el próximo 31 de diciembre del 2026.

La renovación del citado decreto desde la primera publica-
ción pasando por las diversas modificaciones en su vigen-
cia, han ratificado el compromiso del gobierno federal des-
de el 2018 por atender la gran disparidad que ha
prevalecido históricamente en la frontera norte y que, ha
demostrado ser una de las decisiones más humanas y a la
vez de prolongada proyección futura para la consolidación
de la frontera norte “Para fortalecer el proyecto histórico de
los mexicanos, de ser un país soberano, independiente y
democrático se requiere fortalecer la economía nacional,
impulsar una política industrial integral que ayude a dismi-
nuir nuestra dependencia del exterior, que incentive la in-
versión nacional y extranjera responsable, y que además
permita a las empresas nacionales participar de las cadenas
globales de producción y de valor” (Plan Nacional de De-
sarrollo 2025-2030).12

En este contexto que, con pleno conocimiento de la sensi-
bilidad social y visión estratégica del gobierno federal es
que, a días de que concluya la vigencia del decreto multi-
citado y resaltando los importantes resultados que ha re-
presentado en la región fronteriza norte, es que se conside-
ra oportuno que se amplíe la vigencia del mismo hasta el
30 de septiembre del 2030.

Lo anterior en consonancia con las diversas acciones del
gobierno federal encaminadas al fortalecimiento de la fron-
tera norte, permitirá proteger la inversión, el empleo, la
formalidad, el bienestar de las familias y se continuará for-
taleciendo la competitividad regional.

Por las consideraciones expuestas, someto al pleno de esta
asamblea la siguiente proposición con
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados solicita, respetuosamente,
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a que, en el
ámbito de su competencia y considerando los resultados
obtenidos a través del decreto de estímulos fiscales región
fronteriza norte y sus posteriores modificaciones publicado
el 31 de diciembre del 2018, se valore la pertinencia de am-
pliar la vigencia del decreto hasta el 30 de septiembre del
2030, con el propósito de seguir impulsando el desarrollo
económico de la zona fronteriza norte del país, tomando en
cuenta el impacto positivo que ha generado en el consumo,
la inversión, la competitividad y la generación de empleo
en esta región tan relevante de México.

Notas

1. Crecimiento económico en la frontera México Estados Unidos. 
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https://tribunaeconomica.com.mx/publicaciones/seccion/opinion/c
recimiento-economico-en-la-frontera-mexico-estados-unidos/

2. La región que produce más que Alemania y Japón: La tercera eco-
nomía del mundo está en la frontera México-EE. UU. México Industry,
05 de agosto de 2025. [en línea]. [consultado el 9 de septiembre 2026].
Disponible: 

https://mexicoindustry.com/noticia/la-region-que-produce-mas-
que-alemania-y-japon-la-tercera-economia-del-mundo-esta-en-la-
frontera-mexico-ee-uu

3. Panorama de la frontera. La región fronteriza México-EE.UU. en
números. Banco de Desarrollo de América del Norte. [en línea]. [con-
sultado el 9 de septiembre 2026]. Disponible: 

https://nadbank.org/es/conocimientos/panorama-de-la-frontera

4. Advierten presión sobre inversión y empleo en la frontera norte. For-
bes. 15 de abril 2026. [en línea]. [consultado el 9 de septiembre 2026].
Disponible: 

https://forbes.com.mx/advierten-presion-sobre-inversion-y-em-
pleo-en-la-frontera-norte/

5. Concanaco Servytur advierte presión sobre inversión y empleo en la
frontera norte. Mundo Ejecutivo. 15 de abril 2026. [en línea]. [consul-
tado el 9 de septiembre 2026]. Disponible: 

https://mundoejecutivo.com.mx/actualidad/concanaco-servytur-ad-
vierte-presion-sobre-inversion-y-empleo-en-la-frontera-norte/

6. Frontera norte pierde empleos y maquiladoras por crisis arancelaria.
Buzos de la Noticia. 28 de marzo de 2026. [en línea]. [consultado el 11
de septiembre 2026]. Disponible en: 

https://buzos.com.mx/noticia/frontera-norte-pierde-empleos-y-ma-
quiladoras-por-crisis-arancelaria

7. Ibídem.

8. Información de Coparmex sobre el comportamiento de la industria
de la manufactura. Pág. 12.

9. Guillén López Tonatiuh. Frontera norte: los contrastes de la calidad
de vida. Revista Mexicana de Política Exterior. Pág. 30-31.

10. DOF: 31/12/2018. Decreto de estímulos fiscales región fronteriza
norte. [en línea]. [consultado el 11 de septiembre 2026]. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5547485&fe-
cha=31/12/2018#gsc.tab=0

11. Ibídem.

12. Información referida en la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a que, en
el ámbito de su competencia, valore la pertinencia de ampliar la vi-
gencia del DECRETO de estímulos fiscales región fronteriza norte y
sus posteriores modificaciones publicado el 31 de diciembre del 2018,
hasta septiembre del 2030, a fin de continuar incentivando el creci-
miento económico de la región fronteriza norte de México, para que
resulte integral y sustentable en aras de fortalecer la soberanía nacio-
nal y económica como instrumento de crecimiento y desarrollo del pa-
ís publicado en la Gaceta Parlamentaria, año XXVII, número 6632-III-
1. Articulación en los 100 compromisos para el segundo piso de la
transformación, particularmente posicionado en la fracción XI, nume-
ral 74 correspondiente a continúan incentivos económicos en franjas
fronterizas. Dicho compromiso está considerado en el Eje General 3,
sobre economía moral y trabajo, mismo que detalla en su descripción
lo siguiente: Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 22 días del mes de
septiembre de 2026.— Diputado Daniel Murguía Lardizábal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE IMPLEMENTE UN PROGRAMA DE
VIVIENDA PARA PERSONAS DEPORTADAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la titular del Ejecutivo federal por con-
ducto de la Sedatu y Conavi, para que implemente un pro-
grama de vivienda exclusivamente para personas deporta-
das, a cargo de la diputada Olga Leticia Chávez Rojas, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Olga Leticia Chávez Rojas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción
I; y artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción de la asamblea la siguiente proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita, respetuosamente, a la titular
del Ejecutivo federal por conducto de la Secretaría de De-
sarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) y a la Co-
misión Nacional de Vivienda (Conavi), implemente un
Programa de Vivienda exclusivamente para personas de-
portadas.

Exposición de Motivos

La actual administración de la doctora Claudia Sheinbaum
Pardo, presidenta de México, con el propósito de contribuir
a garantizar el derecho humano a una vivienda adecuada y
sustentable, ha implementado acciones orientadas a mejo-
rar el acceso y la seguridad en materia de vivienda.

Entre ellas, se encuentran las modificaciones de las condi-
ciones de los créditos hipotecarios mediante el congela-
miento, liquidaciones y reestructuras de créditos conside-
rados impagables.

Igualmente, ha implementado Programas de Vivienda para
el Bienestar, constituyendo una de las principales estrate-
gias del gobierno de México para garantizar el acceso a una
vivienda adecuada y contribuir a la reducción de las bre-

chas de acceso a la vivienda, preferentemente a la pobla-
ción más vulnerable.

El Programa de Vivienda para el Bienestar tiene como me-
ta sexenal construir 1.8 millones de viviendas en todo el
país para la población de menores ingresos. Esta meta se
compone de 1.2 millones de viviendas a cargo del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res (Infonavit) dirigidas a población derechohabiente; 500
mil viviendas a cargo de la Comisión Nacional de Vivien-
da (Conavi) destinadas a población no derechohabiente; y
100 mil viviendas a cargo del Fondo de la Vivienda del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado (Fovissste) para personas trabajadoras al ser-
vicio del Estado.

Por otra parte, se han creado Programas para la Adquisi-
ción, Autoproducción y Mejora de Viviendas. Los progra-
mas de crédito y garantías promueven, a través de interme-
diarios financieros y desarrolladores de vivienda, el acceso
al crédito hipotecario bajo condiciones adecuadas para que
las familias mexicanas de zonas urbanas o rurales puedan
adquirir una vivienda o remodelar, ampliar o mejorar su vi-
vienda actual, considerando las nuevas tendencias urbanas,
sociales y tecnológicas.

Por su parte, la Comisión Nacional de Vivienda (Conavi),
a través del Programa de Vivienda Social (PVS) ha fortale-
cido el compromiso para garantizar el derecho a una vi-
vienda adecuada con los grupos históricamente vulnerables
y discriminados, como mujeres jefas de familia, madres
solteras, comunidades indígenas y afromexicanas, perso-
nas con discapacidad, personas adultas mayores y jóvenes.

El gobierno federal como consecuencia de las políticas mi-
gratorias efectuadas por el vecino país del norte, puso en
marcha el Programa “México te Abraza” que consiste esen-
cialmente en recibir con humanismo e integrar a connacio-
nales retornados de los Estados Unidos, bajo este programa
las personas deportadas pueden acceder a diversos servi-
cios como alimentación, alojamiento, atención médica y
psicológica de primer contacto, así como traslados a sus
comunidades de origen, bajo este programa se ofrecen tam-
bién servicios, emisión de documentos de identidad, vin-
culación laboral, acceso a programas sociales del bienestar.

Justo en este punto de programas sociales es donde radica
el problema para las personas retornadas porque no existe
un programa diseñado especialmente para las personas de-
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portadas en materia de vivienda, es necesario una acción de
tal magnitud ya que tan solo del 20 de enero de 2025 al 31
de julio 2026, se recibieron a 262,595 connacionales repa-
triados, 170,505 vía terrestre y 92,090 vía aérea.

Muchos de ellos, por no decir todos, llegaron sin nada por
la forma en como fueron deportados, dejando familia y
sueños en Estados Unidos, al llegar a México su tierra, se
dan cuenta de la realidad del no tener en donde vivir, en
efecto, como ya se dijo, el gobierno les está ayudando pa-
ra sacar documentos, acta de nacimiento, a encontrar em-
pleo, incluso hay financiamiento para la adquisición de vi-
vienda, pero la gran mayoría no puede acceder
precisamente por los requisitos, sobre todo el económico,
por eso surge la necesidad de que el Ejecutivo federal im-
plante un programa de vivienda enfocado directamente pa-
ra las personas retornadas y accesible para ellos.

Con un programa de esa naturaleza se estará dando cum-
plimiento a los artículos 1 y 4 constitucionales, recono-
ciendo y garantizando el derecho humano a una vivienda
digna.

Por eso y ante la necesidad de que verdaderamente existan
acciones, políticas públicas encaminadas a la protección y
ayuda en vivienda para con los connacionales retornados,
es que se presenta el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados solicita, respetuosamente,
a la titular del Ejecutivo federal por conducto de la Secre-
taría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) y
Comisión Nacional de Vivienda (Conavi), para que imple-
mente un Programa de Vivienda exclusivamente para per-
sonas deportadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Olga Leticia Chávez Rojas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

SE SOLICITA A LA STPS Y A LA PROFECO, 
VERIFICAR QUE LAS EMPRESAS DE PLATAFOR-

MAS DIGITALES CUMPLAN CON LAS 
DISPOSICIONES LABORALES VIGENTES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente a la STPS y a la Profeco, para que verifi-
quen que las empresas de plataformas digitales cumplan
con las disposiciones laborales vigentes, a cargo del dipu-
tado Fernando Mendoza Arce, del Grupo Parlamentario de
Morena

El que suscribe, diputado Fernando Mendoza Arce, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 6,
numeral 1, fracción I; y artículo 79, numeral 1, fracción II
y numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración de esta honorable soberanía, la si-
guiente “proposición con punto de acuerdo por el que se
solicita, respetuosamente, a la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social y a la Procuraduría Federal del Con-
sumidor para que verifiquen que las empresas de pla-
taformas digitales cumplan con las disposiciones labo-
rales vigentes”, conforme a las siguientes

Consideraciones

Antecedentes normativos.

1.- La economía de plataformas es una característica fun-
damental en el mundo del trabajo y representa una de las
“manifestaciones más significativas de los cambios induci-
dos por la transformación digital.”1

La transición de la economía de plataformas hacia una eco-
nomía formal se reconoce como un fin esencial en los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible 8 (ODS 8) referente al tra-
bajo decente y crecimiento económico que tiene como
finalidad “promover el crecimiento económico inclusivo y
sostenible, el empleo y el trabajo decente para todas y to-
dos”.2 También, es importante para progresar en el logro de
otros objetivos de desarrollo sostenibles, como el ODS 1
(Fin de la pobreza), ODS 10 (Reducción de las desigualda-
des), ODS 16 (Paz, justicia e instituciones sólidas) y el
ODS 17 (Alianzas para lograr los objetivos).

2.- En ese contexto, en marzo de 2023, la Organización In-
ternacional del Trabajo (OIT) decidió incluir en el orden
del día de las 113 y 114 reuniones de la Conferencia Inter-
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nacional del Trabajo un punto sobre la elaboración de nor-
mas sobre el trabajo decente en la economía de platafor-
mas.3 Lo anterior con la finalidad de seguir avanzando con
las disposiciones legales vigentes para mejorar las oportu-
nidades de empleo, reducir el empleo informal y la des-
igualdad en el mercado laboral; así como, garantizar y pro-
mover entornos de trabajo seguros y protegidos.

Por tal motivo, elaborar normas sobre el trabajo decente en
la economía de plataformas, significa crear oportunidades
para que todas y todos puedan conseguir un trabajo pro-
ductivo que proporcione4:

• Ingresos dignos.

• Seguridad en el lugar de trabajo.

• Protección social para las familias.

• Mejoras en las perspectivas de desarrollo personal e
integración social.

3.- Las plataformas digitales son un conjunto de sistemas
informáticos que facilitan la interacción entre múltiples
grupos de personas5, principalmente caracterizándolos
como usuarios y personas trabajadoras en plataformas di-
gitales.

La Ley Federal del Trabajo, en su artículo 291-B, define a
las plataformas digitales como el “conjunto de mecanis-
mos, aplicaciones informáticas, sistemas y dispositivos que
asignan tareas, servicios, obras, trabajos o similares a per-
sonas trabajadoras en favor de terceros, considerando el
uso de las tecnologías de la información y la comunicación
definidas en el artículo 330-A de esta ley.”

4.- Con la reforma publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de diciembre de 2024 en materia de trabajo
en plataformas digitales6, se reguló, por primera vez, para
todas las personas trabajadoras de plataformas digitales, la
protección por parte del Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (IMSS) en cada viaje que realicen durante su jornada
laboral, otorgándoles el derecho para acceder a todos los
seguros de régimen obligatorio7 que ofrece el IMSS com-
prendidos en el artículo 11 de la Ley del Seguro Social que
a la letra señala:

“Artículo 11. El régimen obligatorio comprende los se-
guros de:

I. Riesgos de trabajo;

II. Enfermedades y maternidad;

III. Invalidez y vida;

IV. Retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y

V. Guarderías y prestaciones sociales.”8

Esta reforma adapta el marco normativo a la realidad digi-
tal, significando el acceso a seguridad social, a la protec-
ción de las y los trabajadores contra despidos injustificados
y protegiendo a cerca de 700 mil personas trabajadoras9

que generan un ingreso mediante plataformas digitales y
que desempeñan labores físicas bajo una supervisión tec-
nológica.

5.- El 1 de julio de 2025 inició el aseguramiento obligado
para personas trabajadoras de plataformas digitales en el
IMSS y se implementó una “prueba piloto” para afinar el
sistema de registro, pago de cuotas y aseguramiento al
IMSS bajo el régimen obligatorio y para verificar que las
reglas funcionen de manera correcta y que, de ser necesa-
rio, se realicen los ajustes operativos correspondientes.10

Esta “prueba piloto” no solo busca cumplir con las nuevas
disposiciones laborales, sino también es una estrategia fun-
damental para proteger a los trabajadores de plataformas
digitales y orientar y apoyar a las empresas del sector a
cumplir con una serie de requisitos específicos para su afi-
liación y la de sus trabajadores ante el IMSS.11

Problemática planteada.

1.- Durante los últimos años, el trabajo en plataformas di-
gitales ha crecido de manera significativa en el país. Este
modelo de empleo ha transformado el mundo laboral
abriendo nuevas oportunidades para miles de personas en
México, sin embargo, ha planteado diversos desafíos res-
pecto al acceso efectivo a la seguridad social para todas las
personas trabajadoras de dichas plataformas.

Si bien es cierto que, en la actualidad se reconoce la exis-
tencia de una relación laboral entre las plataformas digita-
les y las personas que prestan el servicio, también lo es
que, en la práctica persisten omisiones por parte de las em-
presas que impiden que se cumplan con las obligaciones de
seguridad social que les corresponden como patrones.
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2.- Bajo esa tesitura, es relevante mencionar que, las em-
presas operadoras de las plataformas digitales son las res-
ponsables de inscribir a las personas trabajadoras al IMSS
bajo el régimen obligatorio y, en su caso, determinar, re-
tener y enterar el pago de cuotas obrero-patronales. De
conformidad con los artículos 291-B párrafo segundo,
291-C párrafo segundo y 291-K fracción V de la Ley Fe-
deral del Trabajo, que señala:

“Artículo 291-B …

…

Los usuarios, consumidores o beneficiarios de tareas,
servicios, obras o trabajos que se oferten a través de
aplicaciones informáticas, no serán considerados pa-
trones, ni responsables solidarios de personas traba-
jadoras en plataformas digitales o similares, ya que
dicho carácter lo tendrá la persona física o moral
que gestione o administre los servicios a través de la
misma.12

Artículo 291-C …

…

Las personas trabajadoras que presten servicios a través
de plataformas digitales serán consideradas trabajadoras
independientes, si al final de cada mes no alcanzan a ge-
nerar la percepción mencionada. Sin embargo, en dicho
periodo y durante el tiempo efectivamente trabajado, se
les extenderán los derechos estipulados en este capítulo,
con la excepción de lo dispuesto en las fracciones V re-
lativa a la retención y entero de cuotas de seguridad so-
cial y VI del artículo 291-K. En todos los casos, las
personas físicas y morales que administren platafor-
mas digitales serán responsables del pago del asegu-
ramiento en el régimen del seguro social cuando ocu-
rra un riesgo de trabajo durante el tiempo de trabajo
efectivamente laborado.13

Artículo 291-K. En cualquier caso, las personas físicas
y morales que administren o gestionen servicios a través
de plataformas digitales, en su carácter de patrón, ten-
drán las obligaciones especiales siguientes:

…

V. Inscribir a las personas trabajadoras en plataformas
digitales ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y,

en su caso, determinar, retener y enterar el pago de cuo-
tas obrero-patronales en los términos que establezcan
las disposiciones en la materia.”14

Esta reforma no solo garantiza el acceso a la seguridad so-
cial para las personas trabajadoras de plataformas digitales,
también, establece obligaciones para los empleadores, en-
tre las que figuran:

• Seguro de desempleo;

• Emitir recibos de pago;

• Inscribir a las personas trabajadoras ante el IMSS;

• Incapacidades;

• Informar sobre las medidas de seguridad y salud en el
trabajo;

• Realizar las aportaciones correspondientes al Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores;

• Realizar las aportaciones correspondientes a la Admi-
nistradora de Fondos para el Retiro; entre otras.

Esto representa un paso fundamental en la garantía de los
derechos laborales de miles de mexicanas y mexicanos que
generan ingresos a través de plataformas digitales como
Didi, Uber, Rappi, Indrive, entre otras.

3.- Con la entrada en vigor de la reforma laboral en mate-
ria de plataformas digitales, durante el mes de julio de
2025, Uber anunció un aumento de hasta el 7 por ciento en
las tarifas de sus servicios, dependiendo del producto y ciu-
dad15.

Al respecto, algunos usuarios-consumidores reportaron in-
consistencias en el servicio de transporte y entregas de pro-
ductos solicitados a través de la aplicación, mediante un
cobro inusual realizado por concepto de “Ajuste al usuario
por la ley laboral”, como se aprecia a continuación:
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Derivado de lo anterior, la presidenta Claudia Sheinbaum
Pardo instruyó a la Profeco a revisar estos posibles cobros
indebidos a usuarios de plataformas digitales y resaltó que
“el acuerdo alcanzado con las empresas de este sector esta-
blecía que el costo de incorporación de los trabajadores de
plataformas digitales al IMSS debía ser realizado por las
propias empresas, no por los usuarios ni conductores”.18,
19

4.- La Profeco como instancia encargada de proteger los
derechos de los consumidores y vigilar el debido cumpli-
miento de la seguridad jurídica en las relaciones entre pro-
veedores y consumidores20, debe garantizar y proteger a
los usuarios de cobros indebidos.

Al respecto, es atendible el artículo 10 párrafo segundo de
la Ley Federal de Protección al Consumidor que estable-
cen:

“Artículo 10.- …

…

Los proveedores no podrán aplicar métodos o prác-
ticas comerciales coercitivas y desleales, ni cláusulas
o condiciones abusivas o impuestas en el abastecimien-
to de productos o servicios. Asimismo, tampoco podrán
prestar servicios adicionales a los originalmente contra-

tados que no hubieren sido solicitados o aceptados ex-
presamente, por escrito o por vía electrónica, por el con-
sumidor, ni podrán aplicar cargos sin previo consen-
timiento del consumidor o que no se deriven del
contrato correspondiente.”21

Por tal motivo, resulta urgente que la Profeco interven-
ga en la protección de los derechos de los consumidores
y defienda a todas y todos los ciudadanos que han sido
víctimas de prácticas comerciales abusivas de algunas
plataformas digitales que han realizado cobros injusti-
ficados por concepto de “Ajuste al usuario por la ley la-
boral”, toda vez que, a la fecha estas aplicaciones continú-
an realizando dichos cobros a los consumidores.

5.- Por otra parte, la ley obliga a las plataformas a cum-
plir con el pago de cuotas de seguridad social y a garan-
tizar la transparencia en sus operaciones. Por tal motivo,
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, es la en-
cargada de vigilar el cumplimiento de la ley, median-
te inspecciones, revisiones y mecanismos específicos
de control y denuncia.

Recordemos que, la STPS tiene la facultad de emitir dis-
posiciones de carácter general para dar operatividad a lo
establecido en la Ley Federal del Trabajo.22 Por tal moti-
vo, la STPS debe asegurarse de que las condiciones esta-
blecidas en los contratos de los trabajadores de plataformas
digitales y en las políticas de servicio se respeten las dis-
posiciones legales vigentes.

Conclusiones

Considerando lo anterior, resulta imperante que la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social en coordinación con la
Procuraduría Federal del Consumidor, realicen operativos
para vigilar y verificar el cumplimiento de la ley, y en su
caso, sancionar a las plataformas digitales que omitan cu-
brir las cuotas de seguridad social correspondientes a sus
trabajadores.

La verificación y supervisión de las plataformas digitales
es fundamental para evitar prácticas comerciales abusivas
y proteger los derechos digitales de los consumidores.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente proposición
con

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados110



Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión solicita, respetuosamente, a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, continúe verificando el cumplimiento que dan las
personas físicas o morales que administren o gestionen ser-
vicios a través de plataformas digitales a la Ley Federal del
Trabajo en materia de aportaciones de seguridad social.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión solicita, respetuosamente, a la Procuraduría
Federal del Consumidor que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, continúe verificando que no se realicen cobros in-
debidos a los usuarios o consumidores de los servicios que
se prestan a través de plataformas digitales, por concepto
de pago de cuotas de seguridad social a favor de las perso-
nas trabajadoras de dichas plataformas.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Fernando Mendoza Arce (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

SE SOLICITA A DIVERSAS AUTORIDADES 
DE MORELOS, IMPLEMENTAR PROTOCOLOS 

ESPECIALIZADOS Y DIVISIÓN POR TIPO 
DE LLAMADO EN LA OPERACIÓN DEL

NÚMERO DE EMERGENCIA 911

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita
respetuosamente al gobierno del estado de Morelos, a la
SSPC del estado y a la Coordinación Estatal del Centro de
Coordinación, Comando, Control, Comunicaciones y
Cómputo (C5), a implementar protocolos especializados y
división por tipo de llamado en la operación del número de
emergencia 911, a cargo de la diputada Magda Érika Sal-
gado Ponce, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Magda Erika Salgado Ponce, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; y artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente: propo-
sición con punto de acuerdo por el que se solicita, res-
petuosamente, al gobierno del estado de Morelos, a la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del
Estado y a la Coordinación Estatal del Centro de Coor-
dinación, Comando, Control, Comunicaciones y Cóm-
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puto  (C5), a implementar protocolos especializados y
división por tipo de llamado en la operación del núme-
ro de emergencia 911.

Exposición de Motivos

El 12 de septiembre de 2026, en la Ciudad de Cuautla, es-
tado de Morelos, Claudia Tacoronte Aguilera, joven mu-
jer de nacionalidad española, de 21 años, originaria de Is-
las Canarias, estudiante de la Universidad de Granada y
alumna de intercambio en la Universidad Autónoma del es-
tado de Morelos desde el 17 de agosto, fue asesinada con
arma punzocortante en las inmediaciones de la Casa de la
Cultura de Cuautla, Morelos, durante la 42 Fiesta Nacional
de la Planta Medicinal.

De acuerdo con videos y testimonios difundidos en redes
sociales y medios de comunicación, respecto a la agresión
que sufrió la joven española Claudia Tacoronte Aguilera,
existen versiones que señalan que una vez que ella, logró
evadir a su atacante y refugiarse herida dentro del recinto
cultural, al menos 10 personas que estaban en el lugar de
los hechos intentaron pedir ayuda, intentaron auxiliar a la
joven herida y solicitar el apoyo de las autoridades y uni-
dades de emergencias, agregando a esos testimonios que:

“Se tardaron más de media hora en dar respuesta, le
estuvimos marcando a los números de emergencia,
estuvimos marcando, marcando y no contestaban,
nos mandaban a buzón, nos desviaban la llamada,
nos dejaban en lista de espera”

“Por favor, tenemos una persona herida. Urge, urge
una ambulancia... ya llevamos rato comunicándonos
con seguridad pública y nada que contestan. ¿Dónde
están las autoridades cuando se les necesita?

Estos señalamientos recabados de las redes sociales, seña-
lan además testigos que denuncian que la ambulancia tardó
cerca de 30 minutos en arribar, así como los fuertes seña-
lamientos a las deficiencias recurrentes en la zona de Cuau-
tla para lograr establecer contacto en el 911, así como has-
ta demoras en la respuesta y arribo de los agentes, según
publicó La Jornada.

Este lamentable hecho, se suma al de cuatro estudiantes
más, vinculadas a la UAEM y asesinadas en el año 2026,
lo que ha provocado por ahora y en el caso particular, la
cancelación de intercambios por parte de la Universidad de

Granada y el foco de la prensa internacional y el gobierno
Español en el estado de Morelos.

Sin embargo, aun cuando existen diversas preguntas nos
queda una que duele, ¿qué habría pasado si los servicios
de emergencia hubieran acudido de manera inmediata
al lugar del siniestro?Esta pregunta nos hacemos, porque,
además, existe la versión de que al marcar al 911 las lla-
madas eran desviadas o no fueron atendidas de inmediato,
y aun cuando existan diversas hipótesis, respuestas o sim-
ples justificaciones como que se saturó con el mismo even-
to la línea de emergencia, ninguna es causa para una auto-
ridad que debe estar preparada para proteger a la gente.

Junto con ella, en Morelos tenemos una situación preocu-
pante de víctimas y personas que a diario salen a la calle
con el temor de ser atacadas o violentadas por la alta inse-
guridad e impunidad con que la que cuentan los delincuen-
tes; No podemos normalizar la violencia ni debemos resig-
narnos a perder la libertad de transitar en las calles;
ninguna mujer, ningún hombre ni nuestros menores debe-
rían sentir miedo, al contrario, deberían ser todos protegi-
dos por una autoridad eficiente, preparada y lista para aten-
der los llamados de emergencia cuando se requiera. Lo
contrario sería aceptar que el Estado no ha sido capaz en
dos años de implementar los protocolos de seguridad, de
ampliar la capacidad de respuesta y mejorar las condicio-
nes para vivir en paz.

El gobierno federal ha otorgado todo el apoyo y respaldo al
gobierno del estado de Morelos, las mesas de seguridad, la
coordinación de fuerzas federales y el reciente llamado
Plan Cuautla son prueba de ello, sin embargo, precisamen-
te ese respaldo público es lo que nos permite señalar ahora
que existe en las autoridades de seguridad en Morelos, una
discordancia que nos mantiene en una severa crisis de in-
seguridad y violencia.

Los números del Secretariado Ejecutivo a nivel nacional,
que aunque marcan una tendencia a la baja señalan que en
Morelos el promedio diario de víctimas de homicidio dolo-
so pasó de 3.5 en septiembre de 2024 a 1.6 en junio de
2026 y tras activarse el Plan Morelos como estrategia fe-
deral y estatal, el promedio diario descendió de 3.7 homi-
cidios en abril de 2026 a 1.6 en junio, convirtiéndose en el
junio con menor incidencia de este delito desde 2019, No
obstante, pese a los números que señala la encuesta del se-
cretariado, la percepción social con que se vive a diario es
Morelos es muy distinta, quizá sea porque se menciona por

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II113



otra parte, que Morelos ocupa Primer Lugar Nacional en
los delitos de extorsión y robo de motocicletas, Segundo
Lugar Nacional en homicidio doloso (por tasa general
acumulada), lesiones culposas y violación lo que implica
entonces, que debemos redoblar esfuerzos.

La Norma Técnica para la Estandarización de los Servicios
de Llamadas de Emergencia Versión 2.0 del Secretariado
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNP) establece que el tiempo para notificar y designar
el evento no debe ser mayor de 120 segundos, es decir, dos
minutos tiene el centro de control para atender la emer-
gencia y turnar a la autoridad que resulte, y, además, es-
ta misma norma establece que tiempo para la atención in-
mediata no debe ser mayor a nueve minutos.

Pero la realidad es distinta, en Morelos, el propio C5 ha in-
formado que, el número de llamadas recibidas en un se-
mestre, el 77.90 por ciento son falsas, y a nivel nacional
hasta el 85-90 por ciento son improcedentes, lo que satura
troncales; Sin embargo, la saturación no debe ser excu-
sa para la falta de especialización. El Catálogo Nacional
de Incidentes contempla 242 tipos de incidentes que van
desde paro cardíaco hasta violencia familiar y robo con
violencia. Hoy un mismo operador atiende a todos, con una
capacitación inicial y sin mayores protocolos que permitan
derivar de manera inmediata los servicios de emergencia
que requiere la llamada de auxilio.

Por lo que, resulta profundamente lamentable y doloroso
que una persona pierda la vida a causa de la mala atención,
la indolencia y la falta de profesionalismo de quienes por
mandato constitucional y por deber humano deberían estar
atentos las 24 horas del día, los 365 días del año, para cum-
plir cabalmente con los protocolos de las líneas de emer-
gencia. No hablamos solo de un error administrativo; ha-
blamos de una cadena de omisiones donde el buzón, la lista
de espera y la desviación de llamada se convirtieron en la
diferencia entre la vida y la muerte. Cuando el Estado fa-
lla en contestar un teléfono, falla en su obligación más
elemental: salvaguardar la vida.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
artículo 1 y 21 señala que, la seguridad pública es una fun-
ción del Estado a cargo de la Federación, entidades y mu-
nicipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las liberta-
des, la integridad y el patrimonio, a su vez, la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, artículos 109
Bis, 111 Bis y 130, establece que el Centro Nacional de In-

formación regulará el Servicio Nacional de Atención de
Llamadas de Emergencia bajo el número único 911 y que
dicho servicio es el único reconocido por ley.

Atento a lo anterior, es evidente que tenemos normas es-
tandarizadas, generales y obligatorias para su observación
y ajuste Técnico, no hacerlo es Omisión, así tenemos que
las llamadas de Emergencia 911 obliga en atender la ope-
ración de los CALL, mediante troncales digitales exclusi-
vas contestadas solo por operadores con capacitación espe-
cífica y al despacho de los 4 servicios básicos: seguridad
pública, bomberos, ambulancias y protección civil.

Aunado a esto, la norma que dicta la organización mundial
de la salud, señala que, se recomienda que por cada 25,000
habitantes debe existir una ambulancia a disposición para
atender emergencias, siendo que, en Morelos, según el úl-
timo censo del Inegi, tenemos 1,971,520 habitante de las
cuales corresponde por género, a mujeres: 1,020,673 (51.8
por ciento de la población) y hombres: 950,847 (48.2 por
ciento de la población), lo que implica que Morelos debe-
ría tener al menos 82 ambulancias operativas en una distri-
bución ideal donde las tres ciudades con mayor población,
entre ellas Cuautla, debería contar con 8 ambulancias apro-
ximadamente, sin embargo, como se ha dicho, la realidad
es muy distinta.

Y, ante la evidente suma de realidades, tenemos también
que la Ley del Sistema de Seguridad Pública del estado de
Morelos, señala que se pondrá a disposición de la pobla-
ción el servicio telefónico de emergencias y el C5 tendrá a
su cargo la administración y operación del 911 y 089, re-
sultando el 911 como número único armonizado y al 089
exclusivo para denuncia anónima, operados por el
SESNSP, por lo que se propone transitar de un modelo ge-
neralista a un modelo especializado, en donde las víctimas
cuenten con un sistema de emergencia profesional y capa-
citado para atender el llamado y derivar el auxilio sin in-
terferencia ni demora.

Es por esto que se presenta:

Punto de Acuerdo

Único: La Cámara de Diputados solicita, respetuosa-
mente, al gobierno del estado de Morelos, a la Secreta-
ría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado y
a la Coordinación Estatal del Centro de Coordinación,
Comando, Control, Comunicaciones y Cómputo (C5), a
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implementar protocolos especializados y división por ti-
po de llamado en la operación del número de emergen-
cia 911, conforme a lo siguiente;

1. La Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana
del estado de Morelos y la Coordinación del C5 More-
los, deberán trabajar de manera coordinada para imple-
mentar el protocolo según lo siguiente:

a) Célula Médica: operadores certificados en prime-
ros auxilios telefónicos, con capacidad para dar
atención y respaldo en temas de RCP, contención de
hemorragias y triage.

b) Célula de Seguridad y Alto Impacto: para delitos
en flagrancia, con despacho inmediato a policía mu-
nicipal y estatal.

c) Célula de Violencia de Género, Feminicidio y
Grupos Vulnerables: con perspectiva de género, en
coordinación con Inmujeres y Fiscalía Especializada
en Feminicidio.

d) Célula de Protección Civil y Bomberos.

2. Al C5 Morelos a encontrar como área de oportunidad
hacer uso de la Norma Técnica para llegar al tiempo de
respuesta telefónica de 120 segundos, tiempo de arribo
no mayor a 9 minutos en zonas urbanas, contestación
antes del tercer timbrado, y publicación mensual de in-
dicadores de efectividad, llamadas contestadas, tiempo
promedio de respuesta y llamadas enviadas a buzón, por
municipio.

3. Al gobierno de Morelos a establecer un canal directo
y prioritario para casos de violencia contra mujeres es-
tudiantes y visitantes, y a promover las líneas de emer-
gencia con enlace directo al C5 en recintos universita-
rios y culturales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Magda Erika Salgado Ponce (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

SE FORTALEZCA EL SEGUIMIENTO, 
EVALUACIÓN Y TRANSPARENCIA DE 

LOS PROGRAMAS DE VIVIENDA SOCIAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
datu, Conavi, Infonavit y Fovissste a fortalecer el segui-
miento, la evaluación y la transparencia de los programas
de vivienda social, a cargo del diputado Armando Tejeda
Cid, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Armando Tejeda Cid, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, nu-
merales 1, fracción II; y 2, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a la consideración de esta soberanía la
presente proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano, a la Comisión Nacional de Vivienda, al Infonavit
y al Fovissste a fortalecer el seguimiento, la evaluación y
la transparencia de los programas de vivienda social, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

I. Una casa es mucho más que cuatro paredes

Para una familia mexicana, tener casa propia significa
algo muy concreto: un lugar seguro donde dormir, don-
de los hijos puedan hacer la tarea, donde se cuida a los
padres cuando envejecen y donde se construye, poco a
poco, un patrimonio que se hereda. Por eso la Constitu-
ción reconoce que toda persona tiene derecho a una vi-
vienda adecuada,1 y la Ley de Vivienda precisa que esa
vivienda debe ofrecer seguridad jurídica, servicios, ha-
bitabilidad, una ubicación apropiada y un costo que las
familias puedan pagar.2

Sin embargo, para millones de hogares ese derecho sigue
lejos. El propio Programa Nacional de Vivienda 2026-2030
reconoce que 8 millones 856 mil hogares, el 22.8 por cien-
to del país, viven con algún déficit de vivienda; que uno de
cada cinco hogares que rentan o pagan una hipoteca desti-
na más del 30 por ciento de su ingreso a ese gasto, y que el
precio medio de una vivienda ya se estima en 1.86 millo-
nes de pesos.3 Los ingresos no alcanzan, los requisitos pa-
ra obtener un crédito son difíciles de cumplir y muchas
personas jóvenes ya ni siquiera se plantean comprar una
casa porque saben que hoy no podrían pagarla.
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Lo que este exhorto busca es que el dinero público desti-
nado a vivienda pueda seguirse con claridad, desde que se
programa una acción hasta que una familia recibe las llaves
de su casa.

II. Un sector que dejó de crecer

De acuerdo con la Cuenta Satélite de Vivienda del Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), el Producto
Interno Bruto (PIB) de la vivienda pasó de 1 billón 235 mil
753 millones de pesos en 2018 a 1 billón 239 mil 196 mi-
llones en 2024, a precios constantes de 2018.4 En seis años
el crecimiento real acumulado fue de apenas 0.3 por cien-
to, prácticamente nulo, cuando entre 2003 y 2024 la activi-
dad había registrado una tasa media de crecimiento anual
de 1.7 por ciento.5

Es justo reconocer que en 2024 el sector repuntó 3.1 por
ciento, representó 5.4 por ciento del PIB nacional y dio em-
pleo a 2 millones 252 mil personas.6 Pero ese repunte ape-
nas compensó la caída de los años previos. La vivienda es
un motor de empleo y de bienestar, y durante el sexenio pa-
sado ese motor se mantuvo prácticamente detenido.

III. El crédito se alejó de quienes menos ganan

El resultado más delicado proviene de los propios ins-
trumentos de planeación del gobierno federal. El Pro-
grama Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Ur-
bano 2020-2024 se propuso, aumentar el porcentaje de
la población con ingresos de hasta cinco veces el salario
mínimo que accede a un crédito hipotecario de los orga-
nismos nacionales de vivienda, de 1.9 por ciento en
2018 a una meta de 3.0 por ciento en 2024.7 El indica-
dor avanzó en sentido contrario:

Tabla 1. Población con ingresos de hasta 5 salarios mí-
nimos que accedió a crédito hipotecario de los organis-
mos nacionales de vivienda

Fuente: Sedatu, Informes de Avances y Resultados 2022 y 2023 del
Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-
2024.8, 9

La propia Sedatu explicó la caída por “el constante incre-
mento de las tasas de interés, que resulta en un encareci-
miento del mercado inmobiliario y un comportamiento a la
baja en las solicitudes de financiamiento para adquisición
de vivienda”.10 Entre 2018 y 2023 el acceso al crédito pa-
ra las familias de menores ingresos cayó 63.7 por ciento, y
el dato de 2023 equivale apenas al 23 por ciento de la me-
ta sexenal. Dicho de otra forma, la población con menores
ingresos tuvo cada vez menos acceso al crédito hipotecario
durante el periodo.

IV. Menos acciones y menos recursos para las familias

La pérdida de capacidad se confirma al comparar distintos
periodos de referencia. Con base en los datos abiertos del
Sistema Nacional de Información e Indicadores de Vivien-
da (SNIIV), el sistema de financiamiento registró 10.059
millones de acciones en 2007-2012 y 7.835 millones en
2013-2018. Para 2019-2026, aun cuando el periodo abarca
más años y 2026 todavía es parcial, se contabilizan 5.749
millones.11

Tabla 2. Acciones de financiamiento para vivienda por
periodo (millones de acciones)

* Incluye 2026 parcial. Fuente: elaboración propia con datos abiertos
del SNIIV.12

Tabla 3. Recursos reales de financiamiento para vivien-
da por periodo (pesos de 2026)

Fuente: elaboración propia con datos abiertos del SNIIV, montos de-
flactados a pesos de 2026.13

Frente a 2007-2012 hay 4.310 millones de acciones menos
(-42.8 por ciento), y frente a 2013-2018, 2.086 millones me-
nos (-26.6 por ciento). En recursos, el periodo 2019-2024
movilizó 49.7 por ciento menos que 2007-2012 y 45.3 por
ciento menos que 2013-2018. El Infonavit aumentó sus ac-
ciones, lo cual es positivo, pero ese esfuerzo no alcanzó pa-
ra compensar la caída del resto del sistema. Debe precisar-
se que una acción de financiamiento no equivale
necesariamente a una vivienda o a una familia distinta; las
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cifras permiten comparar la escala operativa del sistema en-
tre periodos.

En promedio, entre 2019 y 2024 se generaron alrededor de
713 mil acciones y 290 mil millones de pesos de financia-
miento real por año. Tan sólo recuperar la escala de 2013-
2018 exigiría cerca de 1.3 millones de acciones y 530 mil
millones de pesos anuales.

V. Lo público perdió fuerza justo donde más se necesi-
taba

A precios constantes de 2018, el financiamiento total para
vivienda pasó de 525 mil 720 millones de pesos en 2018 a
534 mil 302 millones en 2024, un aumento real de apenas
1.6 por ciento. Pero detrás de ese promedio hay un deterio-
ro en el segmento que permite ampliar la oferta de casas: la
vivienda nueva.14

Tabla 4. Variación real 2018-2024 del financiamiento
para vivienda, por instrumento

Fuente: elaboración propia con datos abiertos del SNIIV, precios cons-
tantes de 2018.15

El problema no fue que desapareciera el financiamiento, si-
no que varios instrumentos públicos perdieron capacidad
en el segmento que atiende a las familias con menos recur-
sos, mientras el crédito privado, que suele llegar a hogares
con mayores ingresos, fue el que creció.

VI. Una meta ambiciosa que debe medirse con preci-
sión

La actual administración fijó la meta de 1.8 millones de vi-
viendas hacia 2030: 1.2 millones a cargo del Infonavit, 500
mil de la Conavi y 100 mil del Fovissste.16 Es una meta que,
de cumplirse con calidad, cambiaría la vida de millones de
personas. Precisamente por eso importa cómo se mide.

Los principales indicadores estratégicos utilizados para
reportar el avance de la política habitacional no permiten
distinguir con suficiente claridad una vivienda efectiva-
mente concluida y entregada de aquella que todavía se en-

cuentra en proceso de construcción. El indicador 1.1 del
Programa Nacional de Vivienda 2026-2030 contabiliza las
“viviendas nuevas producidas o en proceso”,17 mientras
que el indicador 3.2 del Programa Sectorial 2025-2030 re-
porta las “viviendas construidas o en proceso de construc-
ción”. Con ese criterio, la Conavi registró en 2025 un
avance de 72,302 viviendas, el 14.5 por ciento de su meta
de 500 mil, frente a una meta anual de 17.2 por ciento.18

Los reportes más recientes muestran con claridad por qué
hace falta distinguir cada etapa. En la conferencia de pren-
sa del 14 de septiembre de 2026, el gobierno federal infor-
mó una inversión anual cercana al 1.2 por ciento del PIB y
un avance de 37 por ciento de la meta sexenal. Ese por-
centaje corresponde a viviendas contratadas, es decir, a
proyectos con suelo y contrato firmado, no a casas entre-
gadas:19

Tabla 5. Avance del Programa de Vivienda para el Bien-
estar según la etapa que se mide

Fuente: elaboración propia con la versión estenográfica de la confe-
rencia de prensa del 14 de septiembre de 2026 y el informe Avance y
Resultados 2025-2026 del Psedatu 2025-2030.20, 21

El Segundo Informe de Gobierno confirma la misma esca-
lera, institución por institución, con corte al 31 de julio de
2026:22

Tabla 6. Avance por organismo nacional de vivienda al
31 de julio de 2026

* Derechohabientes que “adquirieron su propia vivienda” mediante
sorteo, es decir, con vivienda asignada dentro de un proyecto en pro-
ceso. ** Personas seleccionadas mediante asambleas y sorteos. Ningu-
na de las dos cifras corresponde a viviendas concluidas y entregadas.
Fuente: Segundo Informe de Gobierno 2025-2026, apartados 2.5.6,
2.5.7 y 2.5.8.23
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Las cifras de las Tablas 5 y 6 no se contradicen: miden eta-
pas distintas. Los 30,439 derechohabientes del Infonavit y
las 51,887 personas seleccionadas por la Conavi corres-
ponden a la etapa de asignación, que, como explicó la pro-
pia Sedatu en la conferencia del 14 de septiembre, se reali-
za por sorteo “una vez que se tiene el proyecto ya en
proceso”; sumadas a las de meses posteriores, integran las
89 mil viviendas “asignadas o colocadas”.24 La entrega es
la etapa final, y ahí la cifra oficial es otra: según la Sedatu,
entre septiembre de 2025 y julio de 2026 se formalizaron
472,095 viviendas, se inició la construcción de 106,644 y
se entregaron 5,305.25 Contratar o asignar una vivienda es
un paso importante, pero no es lo mismo que entregarla. Es
demasiado pronto para juzgar el cumplimiento del sexenio,
pero no para acordar cómo debe evaluarse: el verdadero re-
sultado se medirá en casas terminadas, entregadas, bien
ubicadas y al alcance de la población a la que van dirigidas.

La ubicación no es un detalle menor. El Censo de Pobla-
ción y Vivienda 2020 contó 43 millones 889 mil viviendas
particulares en el país, de las cuales 6 millones 156 mil es-
taban deshabitadas y 2 millones 514 mil eran de uso tem-
poral: una de cada cinco viviendas no tenía residentes.26

Construir lejos de los empleos, de las escuelas y de los ser-
vicios ya produjo casas vacías en el pasado. Por eso el se-
guimiento debe incluir dónde se construye y con qué servi-
cios cuenta cada conjunto.

VII. Más presupuesto, concentrado en un solo programa

El presupuesto del Programa de Vivienda Social, a cargo
de la Conavi, ha crecido de manera significativa, y eso de-
be reconocerse. Al mismo tiempo, se ha concentrado casi
todo el Ramo 15 en ese solo programa. Para 2027, el Pro-
yecto de Presupuesto de Egresos propone 37 mil 873.6 mi-
llones de pesos para el ramo, un aumento real de 1.1 por
ciento, de los cuales 34 mil 353.9 millones corresponden a
Vivienda Social.27

Tabla 7. Programa de Vivienda Social dentro del Ramo
15 (millones de pesos corrientes)

Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación 2024, 2025 y 2026;
Criterios Generales de Política Económica 2027 y Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2027.28, 29, 30

Alrededor de nueve de cada diez pesos del ramo se con-
centran en un solo programa, mientras los instrumentos de
mejoramiento urbano y atención territorial pierden espacio.
Con esos recursos, los Criterios Generales de Política Eco-
nómica 2027 prevén otorgar 240 mil apoyos para vivienda
nueva y 56 mil 500 para mejoramiento o ampliación, y re-
ducir el déficit de vivienda de 22.81 a 21.10 por ciento de
los hogares.31

Conviene poner esa cifra en perspectiva. La propia Secre-
taría de Bienestar, en cumplimiento del artículo 61 de la
Ley de Vivienda, estimó que atender las necesidades de vi-
vienda de los 11.35 millones de hogares con ingresos por
debajo de la línea de pobreza requeriría hasta 226 mil 133
millones de pesos: 849 mil hogares necesitan mejorar su
vivienda, 771 mil ampliarla y 36 mil requieren una vivien-
da nueva.32 Como referencia de magnitud, y sin que ambos
montos sean directamente equiparables, el presupuesto
propuesto para vivienda social equivale a alrededor del 15
por ciento de esa estimación. Cuando el dinero es escaso
frente a la necesidad, cada peso debe rendir al máximo y la
sociedad tiene derecho a saber exactamente qué resultados
produce.

VIII. La deuda que compite con el patrimonio de las fa-
milias

A ello se suma la presión del costo de la deuda pública. En
el Presupuesto de Egresos de la Federación 2018 se apro-
baron 473 mil 100 millones de pesos para el Ramo 24,
Deuda Pública;33 para 2027, el proyecto de presupuesto
propone 1 billón 306 mil 35.6 millones de pesos para ese
mismo ramo.34 Son casi 833 mil millones de pesos adicio-
nales, un incremento nominal de 176 por ciento. Conside-
rando a todo el sector público, el costo financiero propues-
to para 2027 asciende a 1 billón 574 mil 950 millones de
pesos, equivalente a 17 de cada 100 pesos de los ingresos
presupuestarios estimados para ese año, mientras el Saldo
Histórico de los Requerimientos Financieros del Sector Pú-
blico, la medida más amplia de la deuda pública, se ubica-
rá en 55 por ciento del PIB.35

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados118



Tabla 8. Costo financiero de la deuda pública, 2018-
2027 (pesos corrientes)

Fuente: elaboración propia con datos de la SHCP.36, 37, 38

No se trata de que esos recursos puedan trasladarse de ma-
nera automática a la vivienda. Se trata de reconocer un cos-
to de oportunidad: el creciente costo financiero reduce el
espacio fiscal disponible para atender prioridades como la
vivienda y la formación de patrimonio familiar. Por eso, los
recursos que sí se destinan a vivienda deben poder vigilar-
se con total claridad.

IX. Por qué es necesario este exhorto

El artículo 134 constitucional ordena que los recursos pú-
blicos se administren con eficiencia, eficacia, economía,
transparencia y honradez, y que sus resultados sean eva-
luados.39 La Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria establece el uso de indicadores de desem-
peño, la entrega de informes trimestrales al Congreso y la
evaluación de los programas mediante el sistema de eva-
luación del desempeño.40 El artículo 65, fracción XIV, de
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública obliga, además, a publicar la información de los
programas de subsidios, estímulos y apoyos, incluido el
padrón de beneficiarios, en formatos accesibles.41

Asimismo, los artículos 43, 44 y 45 de la Ley de Vivienda
establecen las bases del Sistema Nacional de Información
e Indicadores de Vivienda y disponen la integración y di-
fusión de información para el seguimiento de la Política
Nacional de Vivienda. Entre los elementos que deben con-
siderarse se encuentran los beneficiarios por grupos de in-
greso, las modalidades de los programas, la ubicación de
las viviendas, el acceso a servicios y otros indicadores que
permitan evaluar la política habitacional.42 De ahí que es-
te exhorto no pida a las autoridades algo ajeno a sus atri-
buciones, sino que cumplan con mayor claridad y oportu-
nidad una obligación que la ley ya les asigna.

La propia Sedatu reconoce el reto. En su informe más re-
ciente señala que, en materia de vivienda, el principal de-
safío es “consolidar información trazable, sistemas intero-

perables, trámites digitales y mecanismos de seguimiento
que permitan mostrar con claridad la contribución del Ra-
mo 15 al bienestar de la población”, y admite que “algunos
indicadores aún no cuentan con resultado 2026”.43 Hoy la
información existe, pero está dispersa entre informes, con-
ferencias, bases de datos y documentos presupuestarios
que no siempre coinciden en criterios ni en cortes. Una fa-
milia, un investigador o una legisladora no deberían nece-
sitar cruzar cinco fuentes para saber cuántas casas se entre-
garon, dónde, a quién y a qué costo.

Por ello se propone exhortar respetuosamente a las instan-
cias responsables para que: primero, fortalezcan los indica-
dores del Programa de Vivienda Social para el ejercicio fis-
cal 2027, de modo que distingan cada etapa de una acción
de vivienda y la vinculen con el gasto ejercido; segundo,
publiquen trimestralmente un reporte consolidado, claro y
abierto; y tercero, publiquen y mantengan actualizado, con
el mismo nivel de detalle, el avance de la meta de 1.8 mi-
llones de viviendas que comparten la Conavi, el Infonavit
y el Fovissste.

Desde Acción Nacional creemos que una política de vi-
vienda responsable no debe medirse por anuncios, contra-
tos o metas en papel, sino por familias que efectivamente
reciben una vivienda adecuada, bien ubicada y accesible.
Reconstruir la capacidad del sistema exige que cada peso
público se traduzca en resultados verificables: más vivien-
das concluidas, más acceso al crédito para quienes menos
ganan y mejores condiciones para formar patrimonio. Eso
es también prosperidad sostenible: usar los recursos públi-
cos con responsabilidad, fortalecer a las familias y generar
condiciones para que cada persona pueda construir un pro-
yecto de vida con mayor seguridad, libertad y oportunida-
des. La transparencia y la evaluación no son un fin en sí
mismas; son la base para que la política de vivienda vuel-
va a producir resultados reales y duraderos para las fami-
lias mexicanas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano y a la Comisión
Nacional de Vivienda para que, en el ámbito de sus respec-
tivas atribuciones, fortalezcan para el ejercicio fiscal 2027
los mecanismos e indicadores de seguimiento y evaluación
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del Programa de Vivienda Social, a efecto de que permitan
identificar y dar seguimiento, de manera clara y diferen-
ciada, a las acciones de vivienda programadas, contratadas,
iniciadas, en proceso, concluidas y efectivamente entrega-
das a las personas beneficiarias, así como vincular su avan-
ce físico con los recursos públicos ejercidos.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano y a la Comisión
Nacional de Vivienda para que, en el ámbito de sus respec-
tivas atribuciones, integren y publiquen trimestralmente,
dentro de los treinta días naturales siguientes al cierre de
cada trimestre, en su portal institucional y en formato de
datos abiertos, un reporte consolidado, accesible y de fácil
consulta con la información física, presupuestaria y de re-
sultados del Programa de Vivienda Social, que incluya,
cuando menos: el presupuesto aprobado, modificado y
ejercido; el número y la modalidad de las acciones de vi-
vienda; las acciones programadas, contratadas, iniciadas,
en proceso, concluidas y efectivamente entregadas; el cos-
to promedio por acción; su distribución por entidad federa-
tiva y municipio, así como su ubicación y disponibilidad de
servicios básicos; el nivel de ingreso de la población bene-
ficiaria, expresado en veces el salario mínimo, y el avance
respecto de las metas anuales establecidas, con observancia
de la normativa aplicable en materia de protección de da-
tos personales.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Comisión Na-
cional de Vivienda, al Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores y al Fondo de la Vivienda del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado para que, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones, integren, publiquen y mantengan actualizado
trimestralmente, en sus respectivos portales institucionales
y, en su caso, a través del Sistema Nacional de Información
e Indicadores de Vivienda, un reporte sobre el avance de la
meta de 1.8 millones de viviendas establecida para el perio-
do 2025-2030, en el que se distingan las viviendas contra-
tadas, en construcción, concluidas, asignadas y efectiva-
mente entregadas, desagregadas por institución, entidad
federativa y municipio, e incluya la metodología utilizada
para contabilizar dicho avance.
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Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.
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SE GARANTICE EL ABASTO DE MEDICAMENTOS,
MATERIAL MÉDICO E INSUMOS EN EL HOSPITAL

DE ALTA ESPECIALIDAD DE VERACRUZ, Y
SE GARANTICE LA PROTECCIÓN DE LAS 
MÉDICAS Y LOS MÉDICOS RESIDENTES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al IMSS-
Bienestar y a las autoridades competentes a garantizar el
abasto de medicamentos, material médico e insumos en el
Hospital de Alta Especialidad de Veracruz, así como a es-
clarecer los señalamientos sobre presuntas acciones de in-
timidación y a garantizar la protección de las médicas y los
médicos residentes, a cargo de la diputada Claudia Quiño-
nes Garrido, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Claudia Quiñones Garrido, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 79, numerales
1, fracción II, y 2 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de
las siguientes

Consideraciones

Primera. El derecho a la protección de la salud es un
derecho humano.

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos reconoce que toda persona tiene derecho a
la protección de la salud y establece que corresponde a la
legislación definir las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud, así como la concurrencia entre la Fe-
deración y las entidades federativas en materia de salubri-
dad general.

Por su parte, el artículo 1 constitucional establece la obli-
gación de todas las autoridades, en el ámbito de sus com-
petencias, de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos.

En consecuencia, la prestación de servicios públicos de salud
no puede limitarse a la existencia física de una unidad hospi-
talaria. Debe comprender las condiciones materiales necesa-
rias para que médicos, enfermeras, residentes y demás perso-
nal puedan brindar atención adecuada, oportuna y segura.

Segunda. El Hospital de Alta Especialidad de Veracruz
cumple una función fundamental para la población.

El Hospital de Alta Especialidad de Veracruz constituye
una unidad hospitalaria de referencia para la atención de
pacientes que requieren servicios especializados y procedi-
mientos de mayor complejidad.

Por ello, cualquier deficiencia que limite su capacidad de
atención representa un asunto de interés público y, particu-
larmente, una situación que puede afectar a personas que
acuden a dicha institución buscando una solución a proble-
mas de salud que no pueden ser atendidos en unidades de
menor capacidad resolutiva.

En días recientes, médicos residentes de diversas especia-
lidades han denunciado públicamente la falta de medica-
mentos, material de curación, material quirúrgico y otros
insumos necesarios para realizar sus actividades y atender
adecuadamente a los pacientes.

Entre los faltantes señalados públicamente se encuentran
gasas, compresas, suturas, jabón quirúrgico, guantes, batas,
medicamentos, analgésicos y otros materiales. Asimismo,
se han realizado señalamientos respecto de la suspensión o
reprogramación de procedimientos quirúrgicos debido a la
falta de insumos.

Tercera. La problemática no puede considerarse un he-
cho aislado.

Las denuncias públicas realizadas por los médicos residen-
tes han ocurrido de manera reiterada.

El 3 de septiembre de 2026 se documentó una manifesta-
ción de residentes de pediatría, cirugía, ginecología y trau-
matología, quienes señalaron que el desabasto afectaba di-
ferentes servicios del hospital.

Posteriormente, el 7 de septiembre, médicos residentes
volvieron a manifestarse y señalaron que, pese a la llegada
de un cargamento de IMSS-Bienestar, éste no contenía la
totalidad de los insumos que habían solicitado, persistien-
do faltantes de guantes, gasas, jabón quirúrgico, suturas y
otros materiales.

Asimismo, diversos medios han reportado que, ante la fal-
ta de determinados insumos, algunos médicos residentes
han tenido que recurrir a otras unidades hospitalarias o in-
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cluso adquirir por cuenta propia materiales básicos para
poder continuar con la atención de los pacientes.

Lo anterior requiere una explicación puntual de las autori-
dades responsables.

No basta con afirmar que los insumos están llegando. Es
necesario conocer qué se solicitó, qué se entregó, qué fal-
ta, por qué falta y cuándo estará disponible.

Cuarta. La propia autoridad informó que se adoptarí-
an medidas para atender el desabasto.

El 2 de septiembre de 2026, el gobierno del estado de Ve-
racruz informó que, después de una reunión de evaluación
con autoridades del sector salud, se había instruido garan-
tizar el abasto mediante la redistribución inmediata de in-
sumos disponibles, el envío de materiales por parte del
IMSS-Bienestar y la adquisición directa de las claves fal-
tantes.

Sin embargo, los días posteriores persistieron las denuncias
públicas de los médicos residentes respecto de la falta de
materiales e insumos indispensables.

Esta circunstancia hace necesario que las autoridades res-
ponsables informen a esta soberanía, con precisión y trans-
parencia, sobre el cumplimiento de las medidas anunciadas
y sobre la situación actual del hospital.

La ciudadanía merece conocer si los compromisos asumi-
dos fueron cumplidos y, en caso contrario, cuáles son las
razones por las que persisten las deficiencias.

Quinta. Los médicos residentes desempeñan una fun-
ción indispensable.

La Ley Federal del Trabajo contempla un régimen especial
para las médicas y los médicos residentes.

El artículo 353-A El profesional de la medicina con título
legalmente expedido y registrado ante las autoridades com-
petentes, que ingrese a una Unidad Médica Receptora de
Residentes, para cumplir con una residencia, mientras que
el artículo 353-C reconoce como derechos especiales dis-
frutar de las prestaciones necesarias para el cumplimiento
de la residencia y ejercerla hasta concluir su especialidad,
siempre que se cumplan los requisitos establecidos en la
ley.

Por su propia naturaleza, las residencias médicas implican
simultáneamente procesos de formación académica, adies-
tramiento profesional y participación en la atención de pa-
cientes.

Por ello, las condiciones en las que desarrollan sus activi-
dades deben permitirles cumplir adecuadamente tanto con
sus obligaciones académicas como con las responsabilida-
des inherentes a la atención médica.

Sexta. Ningún proceso de evaluación debe utilizarse co-
mo mecanismo de intimidación.

El 9 de septiembre de 2026 diversos medios de comunica-
ción difundieron declaraciones atribuidas al coordinador
estatal del IMSS-Bienestar en Veracruz, Roberto Ramos
Alor, realizadas durante una reunión con médicos residen-
tes que previamente se habían manifestado por la falta de
insumos.

En la información difundida se señala que el funcionario
habría expresado a los residentes que su evaluación depen-
día de la institución y de la Dirección de Enseñanza e In-
vestigación, en el contexto de las inconformidades relacio-
nadas con el desabasto.

De manera particular, se ha difundido la expresión:

“Nada más hay una condición, doctora. Usted es re-
sidente y depende de la institución, de la Dirección
de Enseñanza e Insvestigación, y su evaluación de us-
ted depende de nosotros, y lo tengo que decir muy
claro, ese es nuestro trabajo”.

También se reportó que durante la reunión se habría seña-
lado a los residentes que, si no querían participar en deter-
minadas actividades quirúrgicas, simplemente no lo hicie-
ran.

Esta soberanía debe ser cuidadosa y no prejuzgar sobre res-
ponsabilidades individuales.

Sin embargo, tampoco puede ignorar señalamientos de es-
ta naturaleza.

La evaluación académica y profesional de un médico re-
sidente debe sujetarse a criterios objetivos, transparentes
y previamente establecidos, y no debe convertirse en un
mecanismo de presión para inhibir la expresión de in-
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conformidades relacionadas con posibles deficiencias
institucionales.

Séptima. La protección de los residentes es inseparable
de la protección de los pacientes.

Existe una relación directa entre las condiciones en que
trabajan los médicos residentes y la calidad y seguridad de
la atención que reciben los pacientes.

Cuando un residente denuncia que no existen gasas, sutu-
ras, medicamentos o materiales necesarios para realizar un
procedimiento, la respuesta institucional debe consistir en
resolver la carencia, no en generar temor respecto de
las consecuencias académicas o laborales de haberla de-
nunciado.

La denuncia responsable de una deficiencia que pudiera
afectar la atención médica constituye un elemento indis-
pensable para que las instituciones puedan detectar y co-
rregir problemas.

Por ello, es necesario garantizar que ningún médico re-
sidente sea objeto de represalias, hostigamiento, intimi-
dación, discriminación o consecuencias académicas o
laborales indebidas por expresar, de manera pacífica y
responsable, preocupaciones relacionadas con la aten-
ción de los pacientes o con las condiciones en que des-
arrolla su residencia.

Octava. La Cámara de Diputados debe exigir informa-
ción y resultados.

El Reglamento de la Cámara de Diputados establece que los
puntos de acuerdo representan la posición de la Cámara res-
pecto de asuntos específicos de interés nacional o de sus re-
laciones con los poderes de la Federación, organismos públi-
cos, entidades federativas y municipios. Asimismo, dispone
que las proposiciones deben presentarse mediante escrito
fundado y con una propuesta clara de resolutivo.

En consecuencia, el presente punto de acuerdo busca que
las autoridades competentes proporcionen información ve-
rificable y adopten medidas concretas para atender la pro-
blemática denunciada.

No se trata de politizar la salud.

Se trata de garantizar que un hospital de alta especialidad ten-
ga los medicamentos y materiales necesarios para atender a

sus pacientes y que quienes ahí trabajan puedan cumplir con
su responsabilidad sin temor a represalias.

Por lo anterior, someto a consideración de esta soberanía la
presente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a Servicios de Salud
del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienes-
tar (IMSS-Bienestar) para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones, garantice y regularice de manera inmediata el abasto
suficiente, oportuno y continuo de medicamentos, material
médico, material quirúrgico, insumos y demás recursos nece-
sarios para la adecuada prestación de los servicios de salud en
el Hospital de Alta Especialidad de Veracruz.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, al IMSS-Bienestar para que, en el ámbito de sus
atribuciones, haga del conocimiento de la opinión pú-
blica un informe detallado sobre la situación actual del
abasto de medicamentos, material médico, material quirúr-
gico, insumos y demás recursos necesarios para la adecua-
da prestación de los servicios de salud en el Hospital de Al-
ta Especialidad de Veracruz, en el que se precise:

a) Los medicamentos e insumos que presentan faltantes;

b) Las cantidades requeridas y disponibles;

c) Las causas que han originado los faltantes;

d) Las adquisiciones, redistribuciones o entregas reali-
zadas durante el periodo comprendido de enero a sep-
tiembre de 2026;

e) Los insumos pendientes de entrega; y

f) La fecha estimada para la normalización del abasto.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, al IMSS-Bienestar para que haga del conoci-
miento de la opinión pública los procedimientos médi-
cos y quirúrgicos que, en su caso, hayan sido suspendidos,
cancelados, diferidos o reprogramados en el Hospital de
Alta Especialidad de Veracruz como consecuencia de la
falta de medicamentos, material médico o insumos, así co-
mo las medidas implementadas para garantizar que los pa-
cientes afectados reciban atención oportuna.
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Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosamen-
te, al IMSS-Bienestar y a las autoridades competentes para
que investiguen y esclarezcan los señalamientos públi-
cos relacionados con presuntas expresiones de intimi-
dación, presión o amenaza dirigidas a médicas y médi-
cos residentes del Hospital de Alta Especialidad de
Veracruz, con motivo de las manifestaciones y denuncias
realizadas respecto de la falta de medicamentos e insumos.

Quinto. Punto específico de protección a médicas y mé-
dicos residentes. La Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente al IMSS-Bienestar y a las autoridades compe-
tentes para que garanticen de manera inmediata la
protección de las médicas y los médicos residentes del
Hospital de Alta Especialidad de Veracruz, evitando
cualquier forma de represalia, intimidación, hostigamiento,
discriminación, condicionamiento o afectación académica,
laboral o administrativa derivada de la expresión pacífica y
responsable de inconformidades relacionadas con la aten-
ción de los pacientes, las condiciones de trabajo o la falta
de insumos.

Asimismo, se exhorta a que cualquier proceso de eva-
luación académica o profesional de las médicas y los
médicos residentes se lleve a cabo exclusivamente con-
forme a criterios objetivos, transparentes, previamente
establecidos y ajenos a cualquier acto de presión o re-
presalia.

Sexto. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosamente,
al IMSS-Bienestar para que fortalezca los mecanismos ins-
titucionales de recepción, atención, investigación y segui-
miento de quejas presentadas por médicas y médicos resi-
dentes respecto de posibles actos de hostigamiento,
intimidación, presión indebida o represalias, garantizando
la confidencialidad de las personas denunciantes y el se-
guimiento imparcial de cada caso.

Séptimo. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, al IMSS-Bienestar y a las autoridades competentes
a garantizar que las médicas y los médicos residentes del
Hospital de Alta Especialidad de Veracruz cuenten con los
medicamentos, insumos, equipo, material médico y condi-
ciones necesarias para desarrollar adecuadamente sus acti-
vidades de formación y atención de pacientes.

Octavo. La Cámara de Diputados exhorta, respetuosa-
mente, a las autoridades competentes para que hagan del
conocimiento de la opinión pública las acciones imple-
mentadas para garantizar la continuidad y calidad de los

servicios médicos en el Hospital de Alta Especialidad de
Veracruz, así como los mecanismos establecidos para evi-
tar que las deficiencias de suministro vuelvan a afectar la
atención de los pacientes.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la honorable Cá-
mara de Diputados, a 17 de septiembre de 2026.— Diputada Claudia
Quiñones Garrido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE HAGA PÚBLICO UN INFORME SOBRE LOS RE-
SULTADOS DE MÉXICO EN PISA 2025 Y ACCIONES

PARA REVERTIR EL REZAGO EDUCATIVO

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la titular del Poder Ejecutivo federal y al titular de la SEP,
a hacer público un informe sobre los resultados de México
en PISA 2025 y las acciones para revertir el rezago educa-
tivo, a cargo de la diputada Laura Cristina Márquez Alca-
lá, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(La proposición podrá ser consultada en el Diario de los
Debates de esta fecha, en el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

SE IMPLEMENTEN MEDIDAS CORRECTIVAS, SE
FORTALEZCA LA SUPERVISIÓN REGULATORIA, SE

ATIENDAN LAS SANCIONES Y SE AUDITE 
EL FUNCIONAMIENTO DEL BANCO 

DEL BIENESTAR S.N.C.

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a implementar medidas correctivas, forta-
lecer la supervisión regulatoria, atender las sanciones y au-
ditar el funcionamiento financiero y operativo del Banco
del Bienestar, SNC, a cargo del diputado Héctor Saúl Té-
llez Hernández, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Héctor Saúl Téllez Hernández, diputado fede-
ral a la LXVI Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
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fracción I; 79, numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Banco del Bienestar, S.N.C., nació con la promesa gu-
bernamental de ser la evolución del antiguo Banco del
Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Bansefi) y con-
vertirse en el principal dispersor de los Programas para el
Bienestar. Este diseño institucional se promovió bajo la
bandera ideológica de eliminar a los intermediarios finan-
cieros privados en la entrega de los apoyos sociales.

Sin embargo, a mediados de 2026, la realidad operativa
desmiente el discurso oficial. La transición de la banca de
desarrollo hacia un monopolio financiero estatal no se ha
traducido en una verdadera emancipación o inclusión fi-
nanciera del ciudadano, sino en el diseño de un mecanismo
de rentabilidad política y control clientelar que subordina
la eficiencia técnica del Estado a las necesidades electora-
les del partido en el poder.

La estrategia de construcción masiva de infraestructura im-
pulsada entre 2018 y 2024, que consolidó una red de 3,149
sucursales operativas, de las cuales aproximadamente
2,750 son de reciente creación a partir de 2019, que evi-
dencia graves deficiencias de planeación y un alarmante
desvío de sus fines institucionales, toda vez que auditorías
practicadas por la Auditoría Superior de la Federación han
detectado severas irregularidades, sobrecostos en la edifi-
cación de sucursales y preocupantes anomalías en la im-
plementación de software, incluyendo el pago de servicios
tecnológicos para la gestión y plataformas de datos que
simplemente nunca fueron instalados o que operaban de
forma incorrecta, lo que constituye un claro menoscabo al
patrimonio público.1

Resulta técnicamente inadmisible que una institución que
funge como el nodo central del sistema de pagos del go-
bierno mexicano, operando un presupuesto acumulado de
2.7 billones de pesos destinados a la política social duran-
te el periodo 2019-20242 y manejando una cifra cercana al
1 billón de pesos para el presente ejercicio fiscal 2026,
muestre tanta vulnerabilidad en sus controles bancarios.3

El hecho de que a mediados de 2026 el banco haya tenido
que ajustar drásticamente sus límites de retiro en cajeros
automáticos hasta los 12,000 pesos por operación no es un

indicador de modernización, sino un reflejo de la incapaci-
dad del sistema para garantizar la fluidez de las entregas y
la seguridad de los fondos que pertenecen a los sectores
más vulnerables de la población, como adultos mayores,
estudiantes y personas con discapacidad.

La ineficacia de la institución financiera queda plenamen-
te demostrada al analizar los datos emitidos por la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores al cierre del sexenio
anterior y durante el presente año, los cuales confirman un
incremento sostenido en las reclamaciones ciudadanas por
cajeros automáticos que no entregan el efectivo solicitado,
retiros no reconocidos y deficiencias crónicas en el servi-
cio de ventanilla, ante lo cual el banco apenas ha logrado
recuperar una fracción menor de los montos reclamados,
dejando en la total indefensión a los usuarios y fracturando
la confianza en el sistema bancario de desarrollo.

El sustento de la presente proposición radica en la opacidad
institucional y el sistemático incumplimiento normativo del
Banco del Bienestar S.NC., el cual acumuló, entre enero de
2025 y el 15 de junio de 2026, más de 25 multas impuestas
por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores debido a se-
veras irregularidades operativas y de control interno, suman-
do un monto superior a los 8.8 millones de pesos.4

Es de especial gravedad que la infracción más recurrente,
por un importe de 311,220 pesos, sea consecuencia directa
de violar la Ley de Instituciones de Crédito en lo relativo
al régimen regulatorio y las disposiciones prudenciales,
con multas que oscilan entre los 26,886 pesos y el
1,443,300 pesos, descubriendo una crisis estructural de
cumplimiento legal.5

El dolo y la resistencia a la rendición de cuentas por parte de
los directivos del Banco del Bienestar S.N.C. se hicieron pa-
tentes tras la notificación, el 16 de abril de 2026, de cinco
sanciones por un total de 4.1 millones de pesos derivadas de
registros contables incorrectos, deficiencias en la administra-
ción integral de riesgos y la flagrante omisión de controles
para prevenir que las operaciones de retiro de efectivo fueran
utilizadas para la comisión de actos ilícitos.6

Ante esta grave difusión pública, la institución lejos de
asumir su responsabilidad optó por promover un juicio de
amparo alegando un supuesto e inexistente daño reputacio-
nal irreversible, intentando utilizar el Poder Judicial (con-
trolado por el gobierno en el poder) como un escudo pro-
tector para ocultar que únicamente en lo que va del año
2026 las multas ya superan los 5.5 millones de pesos, in-
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cluyendo las penalizaciones del 10 de abril de 2026 que as-
cienden a 4.14 millones de pesos.7, 8

Esta soberanía no puede convalidar el argumento simplista
de que las sanciones corresponden a ejercicios anteriores,
ni que estas fallas no comprometen la solvencia de la insti-
tución. La recurrencia y acumulación de las multas de-
muestra un problema de persistencia institucional que po-
ne en riesgo latente la integridad operativa del banco y la
seguridad de los recursos públicos.

Por otro lado, la centralización y monopolización de la dis-
persión de fondos, sincronizada sistemáticamente con los
calendarios electorales, representa una coacción pasiva del
voto y un incentivo perverso. Esta situación ha sido de-
nunciada por organismos como el Instituto Mexicano para
la Competitividad (Imco) y análisis de la Universidad Au-
tónoma Metropolitana, confirmando que el incremento
presupuestal masivo inyectado en años de comicios no es
una coincidencia, sino una estrategia de movilización par-
tidista disfrazada de justicia social.

Por todo lo anterior, el Banco del Bienestar ha fracasado
rotundamente en su misión declarada como banca de desa-
rrollo, al ser incapaz de ofrecer servicios reales de ahorro o
crédito competitivos. Asimismo, la institución opera con
un desabasto crónico de efectivo en las zonas rurales, pre-
cisamente donde la dependencia económica de la pobla-
ción es absoluta.

En este sentido, resulta urgente y obligatorio que el Poder
Legislativo ejerza sus facultades de control político, fisca-
lización y exigencia de máxima publicidad. Es imperativo
obligar a los titulares de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores y del Banco del Bienestar, S.N.C., a comparecer
y responder por las irregularidades que amenazan la esta-
bilidad y la transparencia de las finanzas públicas del país.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a la
consideración de esta honorable asamblea, la siguiente pro-
posición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a los titulares del
Banco del Bienestar, S.N.C., y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores a implementar las medidas necesa-
rias para resolver las deficiencias financieras y operativas

de dicha institución bancaria y, en un ejercicio de transpa-
rencia y rendición de cuentas, informar a la opinión públi-
ca el estado que guardan sus indicadores de capitalización,
liquidez y riesgo operativo, así como el origen, motivación,
montos y estado procesal de las sanciones e infracciones
impuestas a la entidad por el órgano regulador.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al director gene-
ral del Banco del Bienestar S.N.C. a implementar, de ma-
nera inmediata, las medidas correctivas e institucionales
necesarias para subsanar las observaciones y sanciones
emitidas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
fortaleciendo sus sistemas de control interno, administra-
ción de riesgos y mecanismos de supervisión, a fin de sal-
vaguardar la continuidad operativa en la dispersión de los
programas sociales. Asimismo, se le exhorta a publicar y
mantener permanentemente actualizada en su portal elec-
trónico oficial, bajo el principio de máxima publicidad y
con transparencia, la información relativa al estado que
guardan dichas sanciones, las acciones de mitigación adop-
tadas y los montos correspondientes.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para que, en el ám-
bito de sus atribuciones como coordinadora del sector, eva-
lúe la suficiencia de los controles prudenciales aplicables al
Banco del Bienestar S.N.C.; asimismo, para que en coordi-
nación con la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
fortalezca el marco normativo y los sistemas de prevención
de operaciones con recursos de procedencia ilícita, garan-
tizando la rigurosa supervisión del cumplimiento regulato-
rio de dicha institución bancaria de desarrollo.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Auditoría Supe-
rior de la Federación para que, en el ámbito de sus faculta-
des constitucionales de fiscalización y de estimar lo proce-
dente, modifique o amplíe el alcance de las revisiones
programadas al Banco del Bienestar S.N.C., transitando de
un esquema de auditorías de cumplimiento a forense en su
Programa Anual de Auditorías para la Fiscalización de la
Cuenta Pública 2025. Lo anterior, con la finalidad de es-
clarecer la asimetría institucional observada entre las eva-
luaciones previas de dicho órgano fiscalizador superior y
las recurrentes sanciones administrativas y operativas im-
puestas a la citada institución bancaria por el órgano regu-
lador.
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Notas

1. https://www.gob.mx/bancodelbienestar/prensa/comunicado-005-
banco-del-bienestar-concluye-con-exito-su-plan-de-expansion-ya-
opera-con-3-149-sucursales-358744?idiom=es

2. https://programasparaelbienestar.gob.mx/se-destinan-2-7-billones-
de-pesos-en-programas-para-el-bienestar-en-todo-el-sexenio-se-bene-
ficia-a-28-millones-de-personas/.

3. https://www.instagram.com/reel/DZA4xNvE1yM/.

4. https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2026/06/16/banco-del-
bienestar-acumula-mas-de-25-multas-por-un-monto-de-88-mdp-de-la-
cnbv/

5. Ibidem.

6. https://www.infobae.com/mexico/2026/06/16/multan-al-banco-del-
bienestar-por-irregularidades-peligra-tu-dinero/

7. https://www.facebook.com/AztecaNoticias/posts/el-banco-del-bien-
estar-se-ampara-ante-la-cnbv-busca-ocultar-10-multas-por-fa-
llas/1378203041175137/.

8. https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2026/06/16/banco-del-
bienestar-acumula-mas-de-25-multas-por-un-monto-de-88-mdp-de-la-
cnbv/.

Dado en el salón de sesiones del honorable Congreso de la Unión, a 21
de septiembre de 2026.— Diputado Héctor Saúl Téllez Hernández (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

EXHORTO A LA SECIHTI Y AL DIRECTOR 
GENERAL DEL PROYECTO OLINIA, A

INFORMAR SOBRE LA ESTRUCTURA DE DICHO
PROYECTO, EL EJERCICIO DE SUS RECURSOS,
LOS CONVENIOS Y CONTRATOS ADQUIRIDOS, 

Y EL PLAN DE PRODUCCIÓN Y
COMERCIALIZACIÓN DE LOS VEHÍCULOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SE-
CIHTI, y al director general del proyecto Olinia a informar
a la opinión pública sobre la estructura financiera, econó-
mica y operativa de dicho proyecto, el ejercicio de los re-

cursos presupuestales ejercidos, los convenios y contratos
adquiridos y el plan de producción y comercialización de
los vehículos, a cargo del diputado Héctor Saúl Téllez Her-
nández, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Héctor Saúl Téllez Hernández, diputado fede-
ral a la LXVI Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 79, numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El manejo de los recursos públicos destinados al proyecto
automotriz “Olinia” presenta serias inconsistencias que
vulneran el principio de transparencia y eficiencia exigido
por el artículo 134 constitucional. Originalmente, el go-
bierno federal justificó la asignación de un capital semilla
de 25 millones de pesos bajo el amparo de fondos para la
investigación científica y el desarrollo tecnológico a través
de la Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e In-
novación (Secihti).1

Esta clasificación administrativa permitió que el proyecto
eludiera temporalmente los rigurosos filtros de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), eximiéndolo de
presentar las evaluaciones socioeconómicas indispensables
para obtener un registro formal en la Cartera de Programas
y Proyectos de Inversión, por lo que es determinante que el
titular de la Secretaría de Hacienda informe al respecto.

Con la reciente presentación del prototipo “Olinia 1” y el
anuncio presidencial de iniciar su producción masiva para el
verano de 2027, la naturaleza jurídica del proyecto ha cam-
biado radicalmente.2 Ya no nos encontramos ante un ejerci-
cio de exploración académica o un modelo conceptual de la-
boratorio, sino ante una política pública de manufactura a
gran escala que, según estimaciones de analistas del sector,
requerirá una inversión superior a los 3,700 millones de pe-
sos. Mantener un proyecto de esta magnitud financiera bajo
las reglas laxas del gasto en investigación científica constitu-
ye una simulación administrativa alarmante.

Hasta el día de hoy, el Poder Legislativo y los ciudadanos
desconocen el estudio de costo-beneficio social, el análisis
de factibilidad económica y la planeación financiera mul-
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tianual que exige la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria para cualquier obra o proyecto de in-
fraestructura del Estado. Financiar una industria automo-
triz estatal sin un modelo de negocio dictaminado por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público compromete las
finanzas de la hacienda pública y abre la puerta al desvío
de recursos que urgentemente se necesitan en sectores prio-
ritarios como la salud, la seguridad y el mantenimiento de
la red vial nacional.

A esta falta de planeación se suman las denuncias periodís-
ticas sobre la adjudicación de contratos millonarios vincu-
lados al desarrollo del vehículo a favor de empresas que ca-
recen de experiencia comprobada en el ramo o que se
encuentran registradas en domicilios particulares. Esta
opacidad en los procesos de contratación genera dudas le-
gítimas sobre la transparencia en el ejercicio del gasto, ha-
ciendo indispensable la intervención de la Auditoría Supe-
rior de la Federación y de la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno para deslindar responsabilidades.

Una de las inconsistencias más graves y técnicamente in-
defendibles del Proyecto Olinia es la decisión explícita de
sus coordinadores de diseñar el vehículo al margen de la
Norma Oficial Mexicana NOM-194-SE-2021. Esta regula-
ción es de observancia obligatoria para todos los automó-
viles ligeros nuevos que se comercializan en México y es-
tablece los dispositivos de seguridad mínimos para
proteger la vida de los ocupantes, tales como frenos con
sistema antibloqueo (ABS), control de estabilidad, bolsas
de aire frontales y laterales, así como la superación de
pruebas de impacto estructural (crash tests).3

Las declaraciones del coordinador del proyecto, en el sen-
tido de que Olinia no pretende ajustarse a la NOM-194-SE-
2021 porque se busca crear una “nueva categoría regulato-
ria” para vehículos urbanos de baja velocidad, configuran
un preocupante intento de fraude a la ley.4 El Estado mexi-
cano no puede utilizar su estructura y recursos para fabri-
car un vehículo que deliberadamente reduzca los estánda-
res de seguridad que él mismo le exige a la industria
privada.

El hecho de catalogar un automóvil con capacidad para seis
pasajeros y un motor de 13.5 kW como un simple trans-
porte de barrio para omitir las bolsas de aire y las zonas de
deformación programada es un acto de negligencia técnica
que pone en riesgo la vida de los futuros usuarios al querer
transitar en vías primarias en las ciudades o en la red de au-
topistas del país.

La justificación de que el diseño se centra exclusivamente
en el aspecto utilitario y funcional para mantener un costo
accesible no es argumento válido para sacrificar la robus-
tez estructural. Un vehículo que circulará por las calles del
país sin haber certificado sus pruebas de resistencia en co-
lisiones, comportamiento de frenado y estabilidad en con-
diciones reales es un peligro latente de seguridad vial para
las personas que lo compren.

El discurso oficialista ha promovido al Olinia como el es-
tandarte de la soberanía científica y el desarrollo tecnoló-
gico nacional, catalogándolo como el “auto eléctrico 100
por ciento mexicano”. No obstante, la realidad técnica del
prototipo desmiente de forma contundente la narrativa de
propaganda política. Durante la propia presentación de la
unidad, se admitió que el vehículo cuenta apenas con un 50
por ciento de componentes nacionales, dependiendo el res-
to de la importación de insumos clave provenientes de
China, India, Estados Unidos y Alemania.5

La manufactura de un vehículo eléctrico moderno depende
críticamente de componentes de alta especialización que
México actualmente no produce a escala comercial, como
las celdas de las baterías de litio, los inversores de poten-
cia, la microelectrónica y los sistemas de gestión térmica.
En este contexto, la promesa de alcanzar un 75 por ciento
de integración nacional para el año 2030 carece de una ru-
ta técnica o industrial creíble, presentándose como una me-
ta voluntariosa y triunfalista que carece de contratos de
proveeduría nacional o desarrollo de patentes locales que la
sustenten.6

Asimismo, la naturaleza jurídica de la sociedad mixta
anunciada para la fabricación del auto permanece oculta.
Las autoridades no han transparentado los términos de los
convenios de colaboración celebrados con las corporacio-
nes extranjeras ni los mecanismos de transferencia tecno-
lógica. No hay certeza sobre si los recursos del erario fe-
deral se están utilizando para financiar el desarrollo de
tecnología cuyas patentes y beneficios comerciales termi-
narán en manos de socios privados internacionales, desvir-
tuando el concepto de soberanía nacional y violando el
principio de máxima publicidad que debe regir toda coin-
versión pública.

La viabilidad operativa de una flota masiva de vehículos
eléctricos urbanos es inseparable de la capacidad de la in-
fraestructura energética que la soportará. El Proyecto Oli-
nia plantea un modelo basado principalmente en la recarga
doméstica, ignorando deliberadamente el estado de vulne-
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rabilidad crítica en el que se encuentra el Sistema Eléctri-
co Nacional, caracterizado por alertas de emergencia recu-
rrentes y la incapacidad de la Comisión Federal de Electri-
cidad (CFE) para garantizar el suministro básico en
diversas regiones del país.

Conectar miles de estos vehículos diariamente a las redes
domésticas de baja tensión provocará una sobrecarga seve-
ra en los transformadores locales de las zonas urbanas de
alta densidad. Este impacto en la red de distribución no
cuenta con dictámenes técnicos públicos de la CFE ni de la
Secretaría de Energía, lo que representa un riesgo alto de
apagones locales y fallas de infraestructura en las comuni-
dades donde se comercialice el auto. Esto sin duda se tiene
que considerar con estudios que avalen que el país está pre-
parado para las altas cargas de energía que representa la
producción y comercialización de los vehículos eléctricos.

Lejos de representar un beneficio económico para las fa-
milias de menores ingresos que es la población objetivo
de este vehículo de bajo costo, la recarga en casa puede
convertirse en una trampa económica. El consumo adi-
cional de energía eléctrica necesario para abastecer dia-
riamente las baterías del auto incrementará el millaje de
kilowatt-hora en los hogares, provocando que los usua-
rios rebasen los límites de los subsidios gubernamentales
y sean reclasificados en la Tarifa Doméstica de Alto Con-
sumo. Este incremento desproporcionado en los recibos
de luz anulará cualquier ahorro proyectado por concepto
de combustible fósil, transfiriendo el costo de la defi-
ciente planeación energética del Estado directamente a
los bolsillos de los ciudadanos.

La viabilidad comercial del Olinia se encuentra compro-
metida por la falta de un modelo de negocio sólido y rea-
lista. La promesa de vender el automóvil en un precio base
de 150,000 pesos resulta inviable frente a los costos actua-
les del mercado internacional de componentes electrónicos
y de litio.7 Esto sugiere que el costo anunciado es una tari-
fa política artificial que solo podrá sostenerse mediante la
inyección permanente de subsidios federales directos e in-
directos destinados a absorber las pérdidas de producción,
la sustitución de baterías y el financiamiento de enganches.

Ante la imposibilidad de competir en un mercado abierto
bajo criterios de eficiencia, el gobierno federal ha comen-
zado a recurrir a la simulación de compras gubernamenta-
les para asegurar la supervivencia financiera del proyecto.
Un ejemplo alarmante de esta práctica es el anuncio del go-
bierno del estado de Puebla, el cual ha comprometido la

adquisición anticipada de 8,000 vehículos Olinia con un
costo de 150 mil pesos nos arroja una inversión de 1,200
millones de pesos para las arcas estatales, presentando co-
mo un hecho consumado la compra de un producto que aún
está en fase de prototipo y que carece de certificaciones de
seguridad vial.8

Utilizar el presupuesto de los estados y municipios como
un fondo de rescate financiero anticipado para un startup
estatal es una grave irresponsabilidad administrativa. Estas
decisiones desvían recursos públicos esenciales destinados
a la seguridad local, el agua potable y la infraestructura
municipal para financiar una agenda de proselitismo políti-
co, engañando a la ciudadanía con fines partidistas al hacer
creer que el proyecto se encuentra en una etapa de produc-
ción masiva consolidada.

La historia económica reciente de la administración públi-
ca federal demuestra de forma contundente que la incur-
sión del Estado como empresario en sectores tecnológicos
y comerciales altamente competitivos, sin estudios de ren-
tabilidad previos, deriva invariablemente en el fracaso fi-
nanciero. Proyectos de creación reciente como Mexicana
de Aviación, el Tren Maya y Gas Bienestar operan hoy co-
mo sumideros presupuestarios que subsisten exclusiva-
mente gracias a subsidios permanentes del gobierno fede-
ral, recursos que han sido retirados del sistema nacional de
salud, el abasto de medicamentos y la seguridad pública.

El Proyecto Olinia reproduce exactamente los mismos vi-
cios de origen de los fracasos mencionados: opacidad en
las asignaciones contractuales, elusión de las normas de se-
guridad técnica, dependencia encubierta de componentes
importados y una necesidad urgente de capitalización que
el propio coordinador del proyecto cifra en la búsqueda de
200 millones de dólares de capital privado para poder ini-
ciar operaciones.

Es una facultad y una obligación constitucional de este Po-
der Legislativo ejercer el control parlamentario sobre el
gasto público antes de que se ejerzan recursos que impli-
quen subsidios permanentes que terminemos de pagar los
ciudadanos con los impuestos. El Congreso de la Unión no
puede permanecer omiso ante la pretensión de ampliar los
recursos económicos a un proyecto que carece de dictáme-
nes técnicos, energéticos, financieros y de seguridad vial.
Exigir la comparecencia de los funcionarios responsables y
transparentar de forma absoluta el estado del proyecto es el
único mecanismo legal para salvaguardar los recursos de la
nación y la integridad de los mexicanos.
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Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a la
consideración de esta honorable asamblea, la siguiente pro-
posición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la titular de la
Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e Innova-
ción doctora Rosaura Ruiz Gutiérrez y al director general
del Proyecto Olinia, maestro Roberto Capuano Tripp, para
que se coordinen e informen a la opinión pública a través
de su página electrónica oficial sobre la estructura finan-
ciera, económica, presupuestaria, técnica y operativa del
Proyecto Olinia, así como también sobre el ejercicio de los
recursos públicos asignados, los convenios celebrados, los
contratos adquiridos, el modelo de participación público-
privada y el plan de producción y comercialización de ve-
hículos eléctricos.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, maestro Edgar
Amador Zamora, para que informen a la opinión pública si
el Proyecto Olinia cuenta con registro, evaluación, dicta-
men o análisis en la cartera de programas y proyectos de
inversión de la Secretaría; y, en su caso, emitan la evalua-
ción costo-beneficio, los dictámenes de factibilidad técni-
ca, económica y ambiental, así como la opinión presupues-
taria correspondiente y el impacto presupuestario
multianual de los recursos adicionales, subsidios, garantías
públicas o esquemas de asociación mixta o asociaciones
público-privada proyectados.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Economía, a la Secretaría de Infraestructura, Comunicacio-
nes y Transportes y a las autoridades competentes en mate-
ria de seguridad vial, para que informen a la opinión públi-
ca, si los automóviles Olinia podrán transitar en vías
públicas, carreteras, autopistas o únicamente en zonas ur-
banas de baja velocidad; y para que, antes de su comercia-
lización, definan las normas mínimas de seguridad aplica-
bles a este tipo de vehículos, con el objeto de garantizar los
derechos de protección y seguridad vial.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Auditoría Supe-
rior de la Federación para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones y con pleno respeto a su autonomía, considere la in-

clusión de las auditorías correspondientes al ejercicio de
los recursos públicos federales asignados al Proyecto Oli-
nia dentro del Programa Anual de Auditorías para la Fisca-
lización Superior correspondiente al año 2025.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría Anti-
corrupción y Buen Gobierno, para que revise los procedi-
mientos de contratación y convenios vinculados al Proyec-
to Olinia, a fin de verificar que cumplan con los principios
de legalidad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, economía,
transparencia y honradez previstos en el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Notas

1. https://secihti.mx/sala-de-prensa/presidenta-claudia-sheinbaum-pre-
senta-olinia-primera-armadora-mexicana-de-mini-vehiculos-electri-
cos-desarrollados-en-mexico/.

2. https://imagendelgolfo.mx/nacional/olinia-tendra-norma-propia-y-
busca-producirse-en-2027-proyecto-avanza-con-aliados-industriales-
20260609-0046.html.

3. https://www.motorpasion.com.mx/industria/hay-problema-auto-
electrico-barato-que-creo-gobierno-mexico-su-propia-ley-le-prohibe-
venderlo

4. Ibidem.

5. https://www.tyt.com.mx/nota/presentan-prototipo-de-olinia-1-vehi-
culo-electrico-con-50-de-contenido-nacional

6. https://www.gob.mx/presidencia/prensa/olinia-es-transformacion-y-
mexico-esta-en-transformacion-presidenta-claudia-sheinbaum-presen-
ta-el-vehiculo-electrico-olinia-1

7. https://www.gob.mx/presidencia/prensa/olinia-es-transformacion-y-
mexico-esta-en-transformacion-presidenta-claudia-sheinbaum-presen-
ta-el-vehiculo-electrico-olinia-1

8. https://www.eleconomista.com.mx/estados/gobierno-puebla-planea-
adquirir-8-000-vehiculos-olinia-20260608-817465.html

Dado en el salón de sesiones del honorable Congreso de la Unión, a 21
de septiembre de 2026.— Diputado Héctor Saúl Téllez Hernández (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Ciencia, Tecnología e Inno-
vación, para dictamen.
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EXHORTO A LA SE, A INFORMAR A SOBRE 
LA ESTRATEGIA DE PROTECCIÓN AL SECTOR

PRODUCTIVO FRENTE A LAS REVISIONES 
DEL T-MEC, IMPLEMENTAR UN MECANISMO

DE RESPUESTA TEMPRANA Y DEFENDER
LA TRILATERALIDAD DEL ACUERDO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SE
a informar a la opinión pública sobre la estrategia nacional
de protección al sector productivo frente a las revisiones
anuales del T-MEC, implementar un mecanismo de res-
puesta temprana y defender la trilateralidad del acuerdo
frente a medidas unilaterales y presiones extra comerciales,
a cargo del diputado Héctor Saúl Téllez Hernández, del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Héctor Saúl Téllez Hernández, diputado fede-
ral a la LXVI Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 79, numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-
MEC) entró en vigor el 1 de julio de 2020. En su artículo
34.7 se estableció una vigencia inicial de 16 años y se dis-
puso una revisión conjunta al cumplir su sexto aniversario,
la cual estará a cargo de la Comisión de Libre Comercio,
integrada por representantes de las tres partes. Dicha revi-
sión no constituye una renegociación automática ni faculta
a una de las partes para modificar unilateralmente los com-
promisos pactados.1

El 1 de julio de 2026 se celebró la primera revisión con-
junta entre México, Estados Unidos y Canadá. Durante el
encuentro, el gobierno estadounidense comunicó su nega-
tiva a prorrogar la vigencia del T-MEC en sus términos ac-
tuales. No obstante, dicha determinación no extingue el tra-
tado: el instrumento legal se mantiene plenamente vigente
y, de conformidad con el artículo 34.7, las partes deberán
realizar revisiones conjuntas anuales hasta alcanzar un
acuerdo de extensión o hasta la conclusión de su periodo
inicial en 2036.2

A partir de establecer esta decisión, se inició un periodo de
incertidumbre prolongada. Bajo este esquema, cada revi-
sión anual corre el riesgo de convertirse en un foco cons-
tante de presión sobre la inversión, la generación de em-
pleo, las decisiones de relocalización, la integración de
cadenas de proveeduría y el cierre de contratos a largo pla-
zo. El costo principal no radica únicamente en una eventual
terminación del tratado, sino en el efecto diferido y pre-
ventivo que la falta de certeza jurídica genera sobre los
proyectos de inversión desde el presente.

En este contexto, la Secretaría de Economía ha desahoga-
do tres rondas bilaterales con autoridades estadounidenses
y anunció una cuarta reunión para septiembre de 2026. Si
bien el diálogo bilateral permite abordar controversias es-
pecíficas, este no debe desplazar el formato trilateral del T-
MEC ni sustituir el papel de la Comisión de Libre Comer-
cio, foro en el que Canadá participa con igualdad de
derechos y obligaciones. La revisión anual estipulada en el
acuerdo es de carácter conjunto; por ello, las rondas bilate-
rales constituyen mecanismos complementarios de nego-
ciación articulados a dicho proceso, no su reemplazo.3

El titular de la Secretaría de Economía ha señalado que el
83.3 por ciento de las exportaciones mexicanas tiene como
destino Estados Unidos, mercado donde el país enfrenta un
arancel efectivo promedio del 3.4 por ciento. Asimismo,
reconoció que la expansión sostenida del comercio exterior
y del superávit comercial de México podría incentivar nue-
vas presiones proteccionistas por parte de Estados Unidos.
Frente a este panorama, resulta indispensable transitar de
un enfoque defensivo y coyuntural ante cada amenaza ha-
cia una estrategia de política pública formal, preventiva y
medible.4

La continuidad formal del T-MEC no ha logrado contener
las afectaciones a nivel sectorial. Los aranceles y las medi-
das restrictivas impuestas por Estados Unidos en rubros es-
tratégicos, como el sector automotriz, autopartes, acero y
aluminio, se mantienen como focos persistentes de fric-
ción, a pesar de la profunda integración de las cadenas pro-
ductivas en América del Norte. En este contexto, el 2 de
septiembre de 2026, el secretario de Economía, Marcelo
Ebrard, se reunió con el secretario de Comercio de Estados
Unidos, Howard Lutnick, con el objetivo de encauzar la
agenda comercial bilateral, impulsar el desarrollo tecnoló-
gico regional y avanzar en la resolución de dichas restric-
ciones tributarias.5, 6
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La defensa del sector productivo nacional debe trascender
la mera solicitud de exenciones arancelarias. Se requiere
una estrategia integral que despliegue mecanismos de de-
fensa comercial compatibles con el T-MEC y la Organiza-
ción Mundial del Comercio (OMC), el uso efectivo de los
sistemas de solución de controversias, la atracción y reten-
ción de inversiones, el desarrollo de proveedores naciona-
les y la asistencia financiera a pequeñas y medianas em-
presas. Asimismo, resulta indispensable garantizar
infraestructura, energía y logística competitivas, promover
la diversificación de mercados y diseñar planes de contin-
gencia para las ramas industriales con mayor exposición.

En este marco, sectores como el automotriz, el siderúrgico
y el del aluminio exigen un programa de acción específico,
dado su peso estratégico en la manufactura, el empleo y las
cadenas regionales de valor. De manera paralela, deben
identificarse y acompañarse otras industrias vulnerables,
en particular aquellas con elevada dependencia del merca-
do estadounidense, reducida capacidad financiera para
amortiguar impactos arancelarios o regulatorios, y escasa
flexibilidad para reorientar sus proveedurías o destinos de
exportación.

Finalmente, resulta decisivo institucionalizar la separación
entre la agenda comercial y los temas de seguridad o mi-
gración, consolidándola como una posición de Estado per-
manente y no como un arreglo coyuntural. Las revisiones
anuales del T-MEC no deben instrumentarse como meca-
nismos de presión para condicionar la prórroga del tratado,
el acceso al mercado o el trato arancelario a exigencias aje-
nas a las obligaciones expresamente pactadas en el texto
del acuerdo.7

Defender la soberanía no implica cerrar la cooperación le-
gítima con Estados Unidos y Canadá en temas de migra-
ción, seguridad pública, combate al narcotráfico, energía o
regulación. Implica que cada materia se atienda en su mar-
co constitucional, legal y diplomático, sin admitir que una
negociación comercial funcione como mecanismo de pre-
sión unilateral sobre decisiones internas que no constituyan
una obligación del tratado o lo condicione.

El sector productivo requiere conocer los objetivos, instru-
mentos, responsables, plazos y mecanismos de evaluación
de la estrategia mexicana en la negociación del tratado. La
transparencia puede conciliarse con la reserva de informa-
ción sensible de la negociación mediante una versión pú-
blica que permita al Congreso de la Unión, las empresas y

los trabajadores evaluar si existe una política suficiente pa-
ra proteger inversión, producción y empleo de cada sector.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a la
consideración de esta honorable asamblea, la siguiente pro-
posición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular
de la Secretaría de Economía a informar a la opinión
pública sobre la Estrategia Nacional de Protección al
Sector Productivo frente a las revisiones del T-MEC.
Dicho informe deberá precisar la evaluación de riesgos
sectoriales; las acciones de defensa e impulso a indus-
trias estratégicas (automotriz, autopartes, acero, alumi-
nio y PyMEs); las prioridades y avances derivados de
las rondas bilaterales con Estados Unidos, así como las
metas, plazos e indicadores de desempeño previstos,
con excepción de la información sujeta a reserva legal.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, al titular
de la Secretaría de Economía para que estudie la viabi-
lidad de constituir un Mecanismo Permanente de Res-
puesta Temprana con la participación de los tres órde-
nes de gobierno, las cámaras empresariales, el sector
laboral y la academia. Dicho instrumento tendrá como
objetivo mitigar de forma anticipada posibles arance-
les, cupos o barreras unilaterales a la producción na-
cional, mediante planes de contingencia sectoriales, un
esquema de acompañamiento a empresas vulnerables e
informes públicos de seguimiento.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta a la Secretaría de Economía
a defender con firmeza la naturaleza trilateral del T-
MEC, y se solicita a rechazar categóricamente que el
concepto de seguridad económica sea utilizado como
argumento para imponer barreras arancelarias, cupos
o exclusiones discriminatorias, así como a impedir que
la vigencia del tratado se subordine o condicione a exi-
gencias ajenas al acuerdo en materia de migración, se-
guridad o política interna. Toda medida en esta materia
debe basarse en riesgos técnicos comprobables y aline-
arse estrictamente a los compromisos expresamente
pactados en el tratado.
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Notas

1. https://www.gob.mx/t-mec/acciones-y-programas/textos-finales-
del-tratado-entre-mexico-estados-unidos-y-canada-t-mec-202730.

2. https://ustr.gov/about/policy-offices/press-office/press-releases/
2026/july/ambassador-greer-issues-statement-usmca-joint-review.

3. https://www.excelsior.com.mx/nacional/mexico-resiste-presion-
trump-y-llegara-fortalecido-cuarta-ronda-revision-t-mec-ebrard

4. Ibidem.

5. https://www.reuters.com/world/americas/mexico-presses-us-auto-
steel-tariffs-meeting-with-lutnick-2026-09-02/.

6. https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2026/08/31/ebrard-des-
carta-que-eu-condicione-temas-de-comercio-a-seguridad/.

7. Ibidem.

Dado en el salón de sesiones del honorable Congreso de la Unión, a 21
de septiembre de 2026.— Diputado Héctor Saúl Téllez Hernández (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE HAGA PÚBLICO UN INFORME SOBRE LA SI-
TUACIÓN ACTUAL DE LA EDUCACIÓN EN EL PAÍS

Y LOS RESULTADOS DE LA PRUEBA PISA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SEP
para que haga público un informe sobre la situación actual
de la educación en el país y los resultados de la prueba Pro-
grama para la Evaluación Internacional de los Estudiantes,
a cargo de la diputada Noemí Berenice Luna Ayala, del
Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Noemí Berenice Luna Ayala, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con punto de

acuerdo por el que la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a compa-
recer a la persona titular de la Secretaría de Educación Pú-
blica para que haga público un informe detallado sobre la
situación actual de la educación en el país y los resultados
de la prueba Programa para la Evaluación Internacional de
los Estudiantes, al tenor lo siguiente

Consideraciones

En pasadas fechas se dieron a conocer los resultados de la
prueba PISA para evaluar el desempeño de los menores
mexicanos en educación. El resultado fue desastroso pues
4 de cada 10 estudiantes mexicanos de 15 años quedaron
por debajo del nivel básico en ciencias, lectura y matemá-
ticas.

El resultado es un revés para la educación mexicana, pues
deja ver una crisis de aprendizaje en el país, conforme el
informe de la Organización para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económicos (OCDE). El 41.8 por ciento1 de los
alumnos está por debajo del nivel 2 en tres materias, más
del doble del 19.7 por ciento promedio internacional.

La presidenta de la República, al ser cuestionada por los re-
sultados de esta prueba, señaló que los resultados presen-
tan sesgos al no considerar contextos específicos de cada
nación, por lo que no se definía de esta forma la calidad
educativa en el país.

La prueba en cuestión es el primer examen constitucional
que evaluó los conocimientos de los estudiantes bajo el
marco pedagógico del llamado modelo educativo de la
“Nueva Escuela Mexicana”, el cual puso en relieve las de-
ficiencias claras que son en detrimento de la niñez, adoles-
cencia y desarrollo del país.
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México obtuvo 414 puntos en ciencias, cuando el prome-
dio de la OCDE, es de 482, 408 puntos en lectura frente
461, 388 en matemáticas contra 463, solo el 50 por ciento
de estudiantes alcanzó el nivel básico, cuando en la OCDE
es del 74 por ciento.

Las alarmas se encienden cuando comparamos los resulta-
dos con el archivo histórico, respecto a 2022 matemáticas
cayó 7 puntos, al igual que lectura. Pero no es un caso ais-
lado, en temas como matemáticas se ve una caída constan-
te desde 2018, al igual que en lectura2. La puntuación en
matemáticas es la más baja desde 2006, este rubro junto
con lectura está por debajo de los resultados obtenidos en-
tre 2009 y 20183.

La presidenta de la República, al ser cuestionada por los
resultados de esta prueba, señaló que los resultados pre-
sentan sesgos al no considerar contextos específicos de ca-
da nación, por lo que no se definía de esta forma la calidad
educativa en el país.

La prueba en cuestión es el primer examen constitucional
que evaluó los conocimientos de los estudiantes bajo el
marco pedagógico del llamado modelo educativo de la
“Nueva Escuela Mexicana”, el cual puso en relieve las de-
ficiencias claras que son en detrimento de la niñez, adoles-
cencia y desarrollo del país.

La “Nueva Escuela Mexicana” es el modelo educativo ac-
tual en el país, que fue introducido mediante una reforma
constitucional, que intenta romper paradigmas de materias

tradicionales aisladas y busca sustituir con aprendizaje si-
tuado en campos formativos y ejes articuladores4.

Aunado a los resultados de la prueba PISA, la Organización
de las Naciones Unidas (ONU), advirtió en marzo del pre-
sente año la prevalencia de analfabetismo en el país, esto a
pesar de los avances en cobertura educativa pues persiste una
prevalencia de analfabetismo y deficiencias graves de lecto-
escritura, afectando de manera desproporcionada a adultos
mayores y a comunidades rurales e indígenas5.

La ONU señala que el país no solo enfrenta el reto de en-
señar a leer y escribir a su población rezagada, sino la ur-
gencia de profundizar en los aprendizajes fundamentales,
una problemática que se encadena directamente con los ba-
jos resultados de desempeño escolar en evaluaciones inter-
nacionales.

La prevalencia de estas brechas educativas evidencia que
las políticas públicas actuales han sido insuficientes para
garantizar el piso mínimo de competencias básicas, perpe-
tuando círculos de desigualdad que el Estado está obligado
a combatir mediante estrategias presupuestales y pedagó-
gicas efectivas.

En la actualidad, más de 27 millones6 de personas enfren-
tan algún grado de rezago educativo con estados muy afec-
tados como lo son Chiapas (con un 44.9 por ciento7 de su
población en esta condición), Michoacán (40 por ciento) y
Guerrero (39.3 por ciento) registran las proporciones más
altas de rezago.

Más de 3.7 millones8 de niños y adolescentes en el país si-
guen sin asistir al sistema escolar, datos de Educación con
Rumbo; 7 de cada 10 escuelas carecen de internet o com-
putadoras9, y existen planteles en zonas rurales donde los
alumnos toman clases sentados en piedras por falta de in-
mobiliario

Con los datos se da evidencia de que la educación en
México atraviesa una crisis estructural profunda que no
puede seguir siendo ignorada ni minimizada bajo argu-
mentos ideológicos. Los recientes resultados de la prue-
ba PISA no son un accidente estadístico, sino el síntoma
de un sistema pedagógico extraviado que ha profundiza-
do el rezago en competencias esenciales como la lectu-
ra y las matemáticas, ubicándonos en los niveles más
bajos de las últimas dos décadas.
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Esta falla en el núcleo de las aulas no ocurre de manera ais-
lada; se encadena directamente con una profunda desigual-
dad material y social. Por un lado, el país arrastra una cri-
sis de analfabetismo y rezago, castigando severamente a
estados del sur-sureste.

Por el otro, la infraestructura escolar sobrevive en condi-
ciones de extrema precariedad: millones de niñas, niños y
adolescentes están fuera de las aulas, mientras que las es-
cuelas en funciones carecen de conectividad, herramientas
tecnológicas básicas e incluso de mobiliario digno.

Pretender que la política educativa actual responde a las
exigencias del desarrollo nacional es una simulación insos-
tenible. El Estado ha renunciado a su obligación de garan-
tizar una educación de calidad basada en el mérito, la cien-
cia y la competitividad, limitándose a un asistencialismo
que no se traduce en mejores aprendizajes. Ante el riesgo
inminente, resulta indispensable que el Poder Legislativo
ejerza su facultad de control político, llamando a compare-
cer a la persona titular de la Secretaría de Educación Pú-
blica para que asuma su responsabilidad y presente un plan
de rescate educativo real y transparente.

El artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos establece que la educación es un derecho funda-
mental orientado al pleno desarrollo de la persona y a su
preparación efectiva para la vida en sociedad. Bajo este es-
tándar internacional, el Estado mexicano tiene la obliga-
ción ineludible de garantizar no sólo el acceso formal a los
planteles, sino una instrucción de calidad que dote a la ni-
ñez y a la juventud de competencias reales y competitivas.

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educa-
ción debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la
instrucción elemental y fundamental. La instrucción ele-
mental será obligatoria. La instrucción técnica y profe-
sional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios
superiores será igual para todos, en función de los méri-
tos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de
la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto
a los derechos humanos y a las libertades fundamenta-
les; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amis-
tad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o

religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades
de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

El grave rezago evidenciado en la prueba PISA, la per-
sistencia del analfabetismo y las profundas carencias en
la infraestructura escolar configuran un incumplimiento
de estos compromisos internacionales que vulnera el fu-
turo de las nuevas generaciones.

El artículo 26 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos establece el principio de desarrollo pro-
gresivo, obligando a los Estados Parte a adoptar provi-
dencias internas y de cooperación para lograr la plena
efectividad de los derechos económicos, sociales, de
educación, ciencia y cultura.

Convención Americana sobre Derechos Humanos

Capítulo III
Derechos económicos, sociales y culturales

Artículo 26

Desarrollo progresivo

Los Estados Parte se comprometen a adoptar providen-
cias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación
internacional, especialmente económica y técnica para
lograr progresivamente la plena efectividad de los dere-
chos que se derivan de las normas económicas, sociales
y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la
Carta de la Organización de los Estados Americanos, re-
formada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medi-
da de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros
medios apropiados.

El estancamiento y retroceso educativo evidenciado en
las evaluaciones internacionales, la crisis de analfabetis-
mo y la falta de inversión infraestructura escolar repre-
sentan una violación al deber de progresividad, justifi-
cando plenamente la exigencia de rendición de cuentas
a la Secretaría de Educación Pública.

El artículo 3 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene de-
recho a la educación, imponiendo a la Federación, esta-
dos y municipios la obligación indelegable de impartir y
garantizar los niveles de educación básica y media su-
perior con carácter obligatorio.
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 3. Toda persona tiene derecho a la educación. El
Estado -Federación, estados, Ciudad de México y muni-
cipios- impartirá y garantizará la educación inicial, pre-
escolar, primaria, secundaria, media superior y superior.
La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria,
conforman la educación básica; ésta y la media superior
serán obligatorias, la educación superior lo será en tér-
minos de la fracción X del presente artículo. La educa-
ción inicial es un derecho de la niñez y será responsabi-
lidad del Estado concientizar sobre su importancia.

El Estado no solo debe asegurar el acceso a las aulas, si-
no garantizar una formación de calidad que responda al
interés superior de la niñez.

El Estado tiene la obligación inexcusable de garantizar
el derecho humano a la educación, priorizando el inte-
rés superior de la niñez y asegurando que los educandos
adquieran las capacidades, habilidades y conocimientos
necesarios para su desarrollo integral.

Ley General de Educación

Artículo 1. La presente Ley garantiza el derecho a la
educación reconocido en el artículo 3 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tra-
tados Internacionales de los que el Estado mexicano sea
parte, cuyo ejercicio es necesario para alcanzar el bien-
estar de todas las personas. Sus disposiciones son de or-
den público, interés social y de observancia general en
toda la República.

Artículo 2. El Estado priorizará el interés superior de ni-
ñas, niños, adolescentes y jóvenes en el ejercicio de su
derecho a la educación. Para tal efecto, garantizará el
desarrollo de programas y políticas públicas que hagan
efectivo ese principio constitucional

Artículo 5. Toda persona tiene derecho a la educación,
el cual es un medio para adquirir, actualizar, completar
y ampliar sus conocimientos, capacidades, habilidades y
aptitudes que le permitan alcanzar su desarrollo perso-
nal y profesional; como consecuencia de ello, contribuir
a su bienestar, a la transformación y el mejoramiento de
la sociedad de la que forma parte.

Con el ejercicio de este derecho, inicia un proceso per-
manente centrado en el aprendizaje del educando, que

contribuye a su desarrollo humano integral y a la trans-
formación de la sociedad; es factor determinante para la
adquisición de conocimientos significativos y la forma-
ción integral para la vida de las personas con un sentido
de pertenencia social basado en el respeto de la diversi-
dad, y es medio fundamental para la construcción de
una sociedad equitativa y solidaria.

El Estado ofrecerá a las personas las mismas oportuni-
dades de aprendizaje, así como de acceso, tránsito, per-
manencia, avance académico y, en su caso, egreso opor-
tuno en el Sistema Educativo Nacional, con sólo
satisfacer los requisitos que establezcan las instituciones
educativas con base en las disposiciones aplicables.

Toda persona gozará del derecho fundamental a la edu-
cación bajo el principio de la intangibilidad de la digni-
dad humana.

Bajo este marco legal, el grave rezago evidenciado en la
prueba PISA, la persistencia del analfabetismo y las pro-
fundas carencias en la infraestructura escolar demuestran
que no se están ofreciendo las mismas oportunidades de
aprendizaje ni cumpliendo con el propósito formativo
que la ley mandata, justificando plenamente la compare-
cencia y la rendición de cuentas de la Secretaría de Edu-
cación Pública.

La Secretaría de Educación Pública tiene la competencia
directa para organizar, vigilar y regir el sistema educativo
nacional, conducir la política educativa, garantizar el cum-
plimiento del artículo 3 constitucional y establecer meca-
nismos para conocer las mejores prácticas internacionales.

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo 38. A la Secretaría de Educación Pública le co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I.- Organizar, vigilar y desarrollar en las escuelas ofi-
ciales, incorporadas o reconocidas;

II a la IV. …

V.- Vigilar que se observen y cumplan las disposiciones
relacionadas con la educación preescolar, primaria, se-
cundaria, técnica y normal, establecidas en la Constitu-
ción y prescribir las normas a que debe ajustarse la in-
corporación de las escuelas particulares al sistema
educativo nacional;
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VI.- Ejercer la supervisión y vigilancia que proceda en
los planteles que impartan educación en la República,
conforme a lo prescrito por el artículo 3 constitucional;

VII a la XIII. …

XIV. Regir el sistema educativo nacional; formular, re-
gular, coordinar y conducir la política educativa que
competa al Ejecutivo y contribuir al fortalecimiento de
las instituciones educativas públicas;

XV a la XXX Bis. …

XXXI. Conducir, en el ámbito de su competencia, las
relaciones del Poder Ejecutivo con las autoridades edu-
cativas de las entidades federativas y de los municipios,
con el magisterio nacional, con instituciones especiali-
zadas en educación, con agrupaciones ciudadanas, or-
ganizaciones sociales y demás actores sociales en la
materia;

XXXII. Establecer mecanismos para conocer las mejo-
res prácticas educativas a nivel internacional;

XXXIII a la XXXV. …

El grave retroceso en la prueba PISA, la crisis de anal-
fabetismo y las deficiencias materiales en los planteles
evidencian un incumplimiento en la rectoría y supervi-
sión que la dependencia está obligada a ejercer.

La finalidad de nuestro punto de acuerdo es que comparez-
ca ante este órgano colegiado el Secretario de Educación
Pública sobre la situación actual de la educación en el 
país, dado por la grave crisis sistémica que enfrenta el sis-
tema educativo nacional, demostrando que el problema va
mucho más allá de un mal resultado internacional.

Es por ello que se pone a consideración la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la persona titular de
la Secretaría de Educación Pública para que, haga público un
informe detallado sobre la situación actual de la educación
en el país y explique el desempeño de los estudiantes mexi-
canos en comprensión lectora, matemáticas y ciencias de la
prueba PISA 2025.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta de manera respetuosa a la persona
titular de la Secretaría de Educación Pública para que, en
coordinación con la Comisión Nacional para la Mejora
Continua de la Educación y las autoridades educativas es-
tatales, diseñe e implemente una estrategia nacional para
reforzar el aprendizaje en matemáticas, lectura y ciencias,
con el objetivo de subsanar las deficiencias estructurales
identificadas por los resultados de la prueba PISA 2025.

Notas

1. El Financiero, 

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2026/09/08/mexico-re-
prueba-lectura-y-matematicas-en-prueba-pisa-4-de-cada-10-estan-
por-debajo-del-nivel-basico/

2. Política Expansión, 

https://politica.expansion.mx/mexico/2026/09/08/prueba-pisa-
2025-mexico-reprueba-matematicas-y-lectura

3. La Jornada, 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/09/08/politica/en-mexi-
co-los-alumnos-de-15-anos-mantienen-puntajes-bajos-en-ciencia-
matematicas-y-lectura-revela-pisa-2025

4. Cfr. Educación, La Nueva Escuela Mexicana, 

https://desarrolloprofesionaldocente.sems.gob.mx/convocato-
rias%202025/docs/La%20NEM/NEM%20Orientaciones%20pa-
dres%20y%20comunidad.pdf

5. Cfr, La Jornada, 

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/03/31/sociedad/onu-ad-
vierte-prevalencia-de-analfabetismo-en-mexico

6. El Economista, 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/enfrentan-27-millones-
mexicanos-rezago-educativo-20260511-812869.html

7. El Economista, 

https://www.eleconomista.com.mx/politica/rezago-educativo-me-
xico-niveles-registrados-entidad-federat iva-20260517-
813913.html
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8. El Universal, 

https://www.eluniversal.com.mx/nacion/mas-de-37-millones-de-
ninas-ninos-y-adolescentes-se-encuentran-fuera-de-las-aulas-ase-
gura-educacion-con-rumbo/

9. Mexicanos primero, 

https://www.mexicanosprimero.org/comunicado.php?url=mexica-
nos-primero-muestra-a-las-y-los-diputados-las-carencias-de-equi-
pamiento-tecnologico-e-internet-en-las-escuelas-211024

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de septiembre de
2026.— Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

EXHORTO A LA SSPC Y A LA GUARDIA
NACIONAL, A IMPLEMENTAR UNA ESTRATEGIA

INTEGRAL DE SEGURIDAD EN LA
RED CARRETERA DE ZACATECAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SSPC
y a la GN a implementar una estrategia integral de seguridad
en la red carretera del estado de Zacatecas, ante la creciente
incidencia delictiva, a cargo de la diputada Noemí Berenice
Luna Ayala, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Noemí Berenice Luna Ayala, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, fracción
I; y 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción I, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo por el que la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la
Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana y a la
Guardia Nacional, a implementar una estrategia integral de
seguridad en la red carretera del estado de Zacatecas, ante
la creciente incidencia delictiva, al tenor lo siguiente

Consideraciones

En 2023 Zacatecas es identificada por el Censo Nacional
de Seguridad del Instituto Nacionales de Estadística y 

Geografía (Inegi) como la segunda entidad federativa con
mayor número de robos y asaltos en carreteras. Se regis-
traron 1,885 delitos en un solo año, 991 reportes de regis-
tros de atentados a carros particulares, 335 a camiones de
carga y 270 a autobuses.

En 2025 Zacatecas registró 157 robos y asaltos probables
en carreteras y puentes, afectando al 85 por ciento a ve-
hículos particulares y 13.2 por ciento a camiones de car-
ga, lo que alerta es que colectivos de seguridad señalan
que la mayoría de los robos de vehículos fue con uso de
violencia.

Hoy la inseguridad en carreteras del estado, como en zonas
cercanas a Aguascalientes, genera una preocupación laten-
te al sector de transportistas, como lo señaló Roberto Díaz
Ruiz, presidente de la Cámara Nacional del Autotransporte
de Carga (Canacar) pues hay un repunte de robo de tráile-
res y mercancías, quema de unidades y agresiones graves a
operadores. Las aseguradoras han incrementado el costo de
pólizas para camiones de carga que cruzan nuestro estado,
impactando directamente al costo final de las mercancías,
esto como consecuencia del robo o quema de unidades.

Los tramos viales con mayor número de incidencias son:

•  Autopista Zacatecas - Aguascalientes

•  Carretera Federal 45

•  Carretera Federal 54 y 57

•  Carretera Zacatecas - Durango y rutas hacia Jerez y
Guadalajara.

Las carreteras del estado son un nudo de comunicaciones
obligatorio para conectar el centro del país con los estados
fronterizos con Estados Unidos, el Pacífico y Golfo, es así
que se vuelve de prioridad la seguridad de estas vías.

El gobierno de Estados Unidos, a través del Departamento
de Estado, mantiene a Zacatecas en su máximo nivel de
restricción (nivel 4), prohibiendo a su personal transitar en
el estado, por los índices de delincuencia que se viven.

La grave crisis de inseguridad que padecen las carreteras
del estado de Zacatecas no solo representa una amenaza
constante contra la vida, la integridad y el patrimonio de
quienes transitan por sus rutas, sino que estrangula profun-
damente el desarrollo económico, logístico y social de la
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entidad. Las consecuencias de esta problemática se reflejan
de manera directa en los siguientes rubros:

• Afectación directa a la integridad y el patrimonio fa-
miliar: La alta incidencia de robos y asaltos con violen-
cia en las carreteras del estado vulnere de manera grave
la seguridad física, la vida y el patrimonio de las ciuda-
danas y ciudadanos que transitan por las rutas de la en-
tidad, generando un clima de temor constante en la mo-
vilidad cotidiana.

• Impacto inflacionario y encarecimiento de mercancías:
El incremento desmedido en el costo de las pólizas de
seguros para el transporte de carga, derivado del cons-
tante robo, quema de unidades y agresiones a operado-
res en tramos críticos como la Carretera Federal 45 y la
autopista Zacatecas-Aguascalientes, repercute de forma
directa en el encarecimiento del costo final de las mer-
cancías y productos básicos que afectan la economía de
las familias.

• Aislamiento económico y logístico regional: Al cons-
tituir el territorio zacatecano un nudo de comunicacio-
nes obligatorio que conecta el centro del país con los es-
tados fronterizos, el Pacífico y el Golfo, la inseguridad
vial entorpece severamente las cadenas de suministro,
frenando la competitividad comercial y el flujo eficien-
te de la economía nacional.

• Deterioro del turismo y la movilidad regional: La per-
sistencia de la violencia en los tramos carreteros inhibe
de manera drástica el flujo de visitantes, turistas y pai-
sanos, limitando la integración social, el intercambio
comercial y el desarrollo de las actividades económicas
locales que dependen directamente de la conectividad
vial.

• Afectación a la reputación internacional y competitivi-
dad: La permanencia de restricciones severas en las
alertas de viaje emitidas por gobiernos extranjeros limi-
ta severamente la llegada de inversiones extranjeras,
restringe la atracción turística y daña la proyección in-
ternacional del estado como un destino seguro para el
desarrollo y el tránsito.

Resulta imperante reconocer que la red carretera de Zaca-
tecas ha dejado de ser un espacio seguro para convertirse
en una zona de alta vulnerabilidad que fractura la paz so-
cial y lastima la economía regional. La magnitud de esta

crisis exige asumir la seguridad vial como una prioridad
nacional de urgente atención, de cuya solución depende la
viabilidad logística, comercial y turística del estado.

Ante este panorama adverso, la falta de garantías en rutas
estratégicas no solo afecta la movilidad de las familias y
del sector transportista, sino que aísla a la entidad y perpe-
túa restricciones severas que dañan la percepción interna-
cional. Urge una intervención institucional firme para blin-
dar estas vías de comunicación y devolver la tranquilidad a
quienes transitan por territorio zacatecano.

El problema central radica en la vulnerabilidad crítica y el
déficit operativo que sufren las vías de comunicación fede-
rales y estatales en el estado de Zacatecas, que son zonas
de alta incidencia de asaltos, robo de transporte con vio-
lencia y bloqueos carreteros.

La crisis de inseguridad vial evidencia las limitaciones de
los esquemas de vigilancia y la insuficiencia de la respues-
ta institucional, lo que exige respuesta y auxilio del go-
bierno federal, activar las atribuciones de la Secretaría de
Seguridad y Protección Ciudadana y de la Guardia Nacio-
nal para garantizar el orden, y salvaguardar la cadena de
suministro comercial y la seguridad para las familias.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM) consagra el derecho humano de toda persona pa-
ra viajar por el territorio nacional sin más limitaciones que
las establecidas por la ley.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 11. Toda persona tiene derecho para entrar en
la República, salir de ella, viajar por su territorio y mu-
dar de residencia, sin necesidad de carta de seguridad,
pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes.
El ejercicio de este derecho estará subordinado a las fa-
cultades de la autoridad judicial, en los casos de respon-
sabilidad criminal o civil, y a las de la autoridad admi-
nistrativa, por lo que toca a las limitaciones que
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y sa-
lubridad general de la República, o sobre extranjeros
perniciosos residentes en el país.

La actual crisis de violencia, asaltos y bloqueos en las
carreteras vulnera gravemente el derecho de tránsito,
impidiendo que los ciudadanos, transportistas y visitan-
tes ejerzan su libertad de circulación con seguridad.
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La existencia de este derecho impone al Estado la obli-
gación ineludible de garantizar las condiciones materia-
les y de seguridad necesarias para su ejercicio efectivo,
por lo que, ante la insuficiencia de la vigilancia ordina-
ria para contener la incidencia delictiva en las rutas fe-
derales y estatales, se justifica plenamente la interven-
ción subsidiaria y coordinada de la Federación para
restablecer el orden, proteger las vías de comunicación
y salvaguardar la integridad de quienes transitan por la
entidad.

La CPEUM establece el marco general de obligaciones
para todas las autoridades del Estado en materia de de-
rechos humanos. Su relación con el problema de la in-
seguridad en las carreteras de Zacatecas es directa y
fundamental para el sustento legal del punto de acuerdo,
ya que impone al Estado el deber ineludible de prevenir,
investigar, sancionar y reparar las violaciones a estos
derechos.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley. (Artículo 1 CPEUM)

Las autoridades no solo enfrentan un problema de orden
público, sino una vulneración sistemática de derechos
fundamentales como la vida, la integridad personal, la
seguridad jurídica y el libre tránsito. En virtud del prin-
cipio de competencia y del mandato de garantizar y pro-
teger, este precepto constitucional justifica y exige la in-
tervención urgente y coordinada de la Federación y del
Estado.

Conforme la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, corresponde a la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana formular la Estrategia Nacional de Se-
guridad Pública, coordinar la prevención del delito, prote-
ger a la población ante amenazas y riesgos, y salvaguardar
la integridad y los derechos de las personas.

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo 30 Bis. A la Secretaría de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana le corresponde el despacho de los asun-
tos siguientes

I. Formular la Estrategia Nacional de Seguridad Pública
y la propuesta de Programa Nacional de Seguridad Pú-
blica, dirigir la política de prevención social de las vio-
lencias y ejecutar, en el marco de sus atribuciones, las
políticas, programas y acciones, así como el programa
sectorial correspondiente, con el fin de coordinar la pre-
vención del delito; proteger a la población ante todo ti-
po de amenazas y riesgos, con plena sujeción a los de-
rechos humanos y libertades fundamentales;
salvaguardar la integridad y los derechos de las perso-
nas, así como preservar las libertades, el orden y la paz
públicos.

En este sentido, la grave crisis de inseguridad que azota
las carreteras de Zacatecas activa de manera directa las
atribuciones de esta dependencia federal, exigiéndole la
ejecución de acciones operativas y de coordinación in-
terinstitucional eficaces que garanticen el orden, la paz
pública y el derecho a la libre circulación de quienes
transitan por la entidad.

La Guardia Nacional tiene facultad para la intervención
en esta problemática, pues se fundamenta de manera di-
recta en sus atribuciones de seguridad pública y protec-
ción ciudadana. La ley señala como objeto de esta insti-
tución realizar la función de seguridad pública a cargo
de la Federación, con la finalidad de preservar la paz so-
cial y proteger los derechos de la población.

Tiene atribución específica de salvaguardar la integri-
dad y el patrimonio de las personas, mantener el orden
y prevenir delitos de manera directa en las carreteras fe-
derales y los medios de transporte que operen en las ví-
as generales de comunicación, zonas que hoy concen-
tran la crisis de violencia y bloqueos en Zacatecas.

La gravedad de la incidencia delictiva en estas rutas fa-
culta el uso de herramientas de investigación y preven-
ción especializadas en relación con el delito de asalto en
carreteras o caminos previsto en el Código Penal Fede-
ral, dotando así de plena justificación operativa y legal
los exhortos dirigidos a esta corporación para blindar las
vías de comunicación del estado.

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados142



Ley de la Guardia Nacional

Artículo 5. El objeto de la Guardia Nacional es realizar
la función de seguridad pública a cargo de la Federación
y, en su caso, conforme a los convenios que para tal
efecto se celebren, colaborar temporalmente en las tare-
as de seguridad pública que corresponden a las entida-
des federativas o municipios, con la finalidad de preser-
var la paz social y proteger los derechos de la población.

Artículo 9. La Guardia Nacional tendrá las atribuciones
y obligaciones siguientes:

I. …

II. Salvaguardar la integridad de las personas y de su pa-
trimonio; garantizar, mantener y restablecer el orden y la
paz social, así como prevenir la comisión de delitos en:

a) Las zonas fronterizas y en la tierra firme de los lito-
rales, la parte perteneciente al país de los pasos y puen-
tes limítrofes, aduanas, recintos fiscales, con excepción
de los marítimos, secciones aduaneras, garitas, puntos
de revisión aduaneros, los centros de supervisión y con-
trol migratorio, las carreteras federales, las vías férreas,
los aeropuertos, el espacio aéreo y los medios de trans-
porte que operen en las vías generales de comunicación,
así como sus servicios auxiliares;

Artículo 93. La intervención preventiva de comunica-
ciones a que se refiere esta Ley, se autorizará única-
mente en relación con los delitos previstos en los orde-
namientos legales que a continuación se enlistan:

I. En el Código Penal Federal:

a) al g) …

h) El de asalto en carreteras o caminos …

La crisis de inseguridad que estrangula las carreteras de
Zacatecas ha rebasado los límites de la afectación patrimo-
nial para convertirse en un problema de seguridad nacional
que vulnera derechos humanos fundamentales, fractura el
tejido social y paraliza la economía regional.

El Estado mexicano no puede mantenerse omiso ni confiar
únicamente en esquemas de vigilancia ordinarios que han
demostrado ser insuficientes. La gravedad del problema
exige una respuesta institucional firme por parte de la Fe-

deración que, mediante la acción coordinada de la Secreta-
ría de Seguridad y Protección Ciudadana y la Guardia Na-
cional, devuelva la paz, y la certidumbre a las vías genera-
les de comunicación, garantizando que transitar por
Zacatecas deje de ser un riesgo y vuelva a ser un derecho
plenamente seguro para todas y todos.

Con esta proposición con punto de acuerdo se solicita a
SSPC y a la Guardia Nacional que diseñen e implementen
una estrategia de seguridad integral, y acciones de inteli-
gencia en los tramos carreteros críticos de Zacatecas para
combatir los asaltos, el robo con violencia a transporte de
carga y los bloqueos, lo que se pretende es:

•  Frenar la crisis de inseguridad: Porque Zacatecas se
ubica entre las entidades con mayor incidencia de asal-
tos y robos violentos en carreteras, afectando grave-
mente a automovilistas, transportistas y pasajeros.

•  Proteger la economía y el empleo: Debido a que la
violencia y el incremento en los costos de seguros por el
robo de unidades encarecen los productos básicos, es-
trangulan la cadena de suministro nacional y dañan la
competitividad y el turismo de la región.

•  Restituir el ejercicio de los derechos humanos: La si-
tuación actual vulnera el libre y transgrede el mandato
de todas las autoridades de prevenir, proteger y garanti-
zar la seguridad, la vida y el patrimonio de la población,
ante la omisión del actuar.

Es por ello que se pone a consideración la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la persona titu-
lar de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana
para que, en el ámbito de sus atribuciones, diseñe, coordi-
ne e instrumente una estrategia integral de seguridad desti-
nada a prevenir, investigar y combatir los delitos que afec-
tan las vías generales de comunicación del estado de
Zacatecas.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente, a la persona
titular de la Guardia Nacional para que, en el ámbito de
sus atribuciones, despliegue y fortalezca de manera per-
manente operativos de seguridad, inspección y vigilancia
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en los tramos carreteros de mayor incidencia delictiva de
la entidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Noemí Berenice Luna Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

EXHORTO A LA REPDA, DEPENDIENTE
DE LA CONAGUA, A RESOLVER LAS SOLICITU-

DES DE INSCRIPCIÓN DE DOS TÍTULOS DE
CONCESIÓN DE PRODUCTORES DE VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Rep-
da, dependientes de la Conagua, a resolver de manera in-
mediata las solicitudes de inscripción de dos títulos de con-
cesión presentados por dos grupos de productores del
estado de Veracruz, cuya falta de registro ha generado afec-
taciones económicas, productivas y jurídicas, a cargo de la
diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Blanca Estela Hernández Ro-
dríguez, del Partido Verde Ecologista de México, inte-
grante de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79,
numeral 2 y demás relativos y aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo, por el que se exhorta respetuosamente a la Ge-
rencia del Registro Público de Derechos de Agua (REP-
DA), dependiente de la Comisión Nacional del Agua (Co-
nagua), para que atienda y resuelva de manera inmediata
las solicitudes de inscripción de dos títulos de concesión
presentados por dos grupos de productores del estado de
Veracruz, cuya falta de registro ha generado afectaciones
económicas, productivas y jurídicas, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El agua es un recurso estratégico para el desarrollo nacional,
la seguridad alimentaria y el bienestar de las comunidades ru-
rales. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos establece que las aguas nacionales son propiedad de la
Nación y que su explotación, uso o aprovechamiento se rea-
lizará mediante los mecanismos previstos en la ley. Asimis-
mo, corresponde al Estado garantizar una administración efi-
ciente y transparente de los derechos relacionados con este
recurso.

La Ley de Aguas Nacionales dispone que la administración
de las aguas nacionales corresponde al Ejecutivo federal
por conducto de la Comisión Nacional del Agua (Cona-
gua), institución responsable de otorgar, regular y registrar
los títulos de concesión para el uso y aprovechamiento de
las aguas nacionales.

Dentro de esta estructura administrativa destaca el Regis-
tro Público de Derechos de Agua (Repda), cuya función
es otorgar certeza jurídica a los usuarios mediante la ins-
cripción de concesiones, asignaciones y demás actos rela-
cionados con los derechos de agua, así como generar in-
formación confiable para la gestión del recurso hídrico. La
propia Conagua reconoce que la inscripción oportuna de
los títulos en el REPDA constituye un mecanismo funda-
mental de seguridad jurídica para los particulares.

No obstante, productores integrantes de dos agrupaciones
agrícolas han manifestado que, a pesar de haber cumpli-
do con los requisitos legales y administrativos exigidos
por la autoridad competente, las solicitudes de inscrip-
ción de los títulos de concesión, que se describen en la
presente proposición, permanecen sin resolución por par-
te de la Gerencia del REPDA.

Estas dos solicitudes han sido aprobadas por el Organismo
de Cuenca Golfo Centro y desde hace tres años, y hasta es-
ta fecha no ha sido posible su registro en el REPDA para
emisión de los títulos de concesión solicitados, solo con
tramite de cambio de titular, es de destacar que el OCGC
manifiestan que ya se enviaron al REPDA para que en ca-
so de tener observaciones se subsanen o si no las hay se
proceda a su inscripción, estas solicitudes son:

a) Agropecuaria Santa Guadalupe SPR de RL

La cual cuenta con Acuse de Recibo de Tramite: no. De
folio: BZNA/16497/2022

De fecha: 22 de noviembre del 2022.

Tramite: Transmisión de derechos de Título.
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b) Ingenio San José de Abajo SA de CV.

Cuyo tramite se formalizo mediante oficio presentado
ante el Organismo de Cuenca el pasado 26 de junio del
2024.

Tramite: Transmisión de Derechos de Título

A favor de la Unidad de Riego Productores Cañeros
Unidos Ingenio Rodolfo Perdomo AC.

Donde cade destacar que en el Organismo de Cuenca Gol-
fo Centro han manifestado desde el año pasado que dichos
tramites ya se encuentran en la Gerencia del Registro Pú-
blico de Derechos de Agua (Repda), por lo que al recibir
observaciones a atender, se considera que solo falta su ins-
cripción en el referido Registro.

Dicha situación ha ocasionado severas afectaciones a los
productores involucrados, quienes dependen del reconoci-
miento formal de sus derechos de agua para el desarrollo
de sus actividades agropecuarias. La falta de inscripción li-
mita su capacidad para acreditar la legalidad de sus apro-
vechamientos, realizar trámites administrativos relaciona-
dos con la gestión hídrica, acceder a programas de apoyo
gubernamental, gestionar financiamientos y brindar certe-
za a las inversiones realizadas en infraestructura producti-
va.

La omisión administrativa en la atención de estos expe-
dientes ha provocado un estado de incertidumbre jurídica
que impacta directamente en la producción agrícola y en el
sustento económico de numerosas familias que dependen
de esta actividad. Resulta preocupante que el retraso no de-
rive de un incumplimiento atribuible a los solicitantes, si-
no de la falta de atención oportuna por parte de la autori-
dad responsable.

La eficiencia administrativa constituye un principio funda-
mental de la función pública. Las dependencias guberna-
mentales están obligadas a resolver los trámites sometidos
a su competencia dentro de los plazos razonables y confor-
me a los principios de legalidad, eficacia, transparencia y
servicio a la ciudadanía.

La seguridad jurídica de los usuarios del agua constituye
un elemento indispensable para fortalecer la productividad
agropecuaria, incrementar la confianza en las instituciones
y garantizar una adecuada gobernanza hídrica. En conse-
cuencia, resulta procedente que esta Cámara de Diputados

formule un respetuoso exhorto a la Gerencia del Registro
Público de Derechos de Agua para que atienda con carác-
ter prioritario los expedientes materia de la presente propo-
sición y emita las determinaciones que conforme a derecho
correspondan.

Adicionalmente, es necesario que la Comisión Nacional
del Agua implemente mecanismos de seguimiento y con-
trol que permitan evitar rezagos administrativos que afec-
ten los derechos de concesionarios y usuarios de aguas na-
cionales.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Gerencia del
Registro Público de Derechos de Agua (REPDA), de-
pendiente de la Comisión Nacional del Agua (Conagua)
para que atienda, analice y resuelva de manera inmediata
las solicitudes de inscripción de los dos títulos de conce-
sión del Estado de Veracruz, que se acompañan como ane-
xos a la presente proposición, a fin de garantizar los dere-
chos de los productores involucrados y evitar mayores
perjuicios económicos y productivos.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso exhorta respetuosamente a la Comisión Nacional
del Agua para que implemente medidas administrativas
que permitan abatir el rezago existente en los procedi-
mientos de inscripción ante el REPDA y garantizar la
atención oportuna de los trámites relacionados con títulos
de concesión de aguas nacionales con base y atención a la
Ley de Aguas Nacionales.

Referencias

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 27.

Ley de Aguas Nacionales, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 1 de diciembre de 1992 y sus reformas vigentes.

Comisión Nacional del Agua (Conagua). Registro Público de Derechos
de Agua (REPDA).

Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. “Registro Público de De-
rechos de Agua (REPDA)”. Documento institucional sobre la función
y operación del registro.
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Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Ley de Aguas Na-
cionales. México, texto vigente.

Comisión Nacional del Agua. Consulta al Registro Público de Dere-
chos de Agua (REPDA). Gobierno de México.

Instituto Mexicano de Tecnología del Agua. Registro Público de Dere-
chos de Agua (REPDA). Gobierno de México.
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cultura (FAO). Gobernanza del agua para la agricultura y el desarrollo
rural.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA, A INSTALAR
O REINSTALAR LOS CONSEJOS DE CUENCA, 

CON BASE EN LO DISPUESTO EN
LA LEY DE AGUAS NACIONALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
nagua a proceder a la instalación o reinstalación de los
Consejos de Cuenca, con base en lo dispuesto en la Ley de
Aguas Nacionales, cuyas últimas modificaciones fueron
publicadas el 11 de diciembre de 2025 en el DOF, a cargo
de la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del
Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Blanca Estela Hernández Ro-
dríguez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 79 y demás relativos y aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional del Agua para que proceda a la Instalación o

Reinstalación de los Consejos de Cuenca, con base en lo
dispuesto en la Ley de Aguas Nacionales, cuyas últimas
modificaciones fueron publicadas el 11 de diciembre de
2025 en el Diario Oficial de la Federación, en razón de la
siguiente

Exposición de Motivos

El agua constituye un recurso estratégico para el desarrollo
nacional, la preservación de los ecosistemas, la seguridad
alimentaria y el bienestar de la población. Asimismo, el ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos reconoce el derecho humano al acceso, disposi-
ción y saneamiento del agua para consumo personal y do-
méstico.

La gestión integral de los recursos hídricos exige mecanis-
mos de coordinación entre los distintos órdenes de gobier-
no, los usuarios del agua, los sectores productivos, las ins-
tituciones académicas y la sociedad civil. En este contexto,
los Consejos de Cuenca han sido concebidos como órga-
nos colegiados de integración mixta para promover la par-
ticipación social, la concertación y la corresponsabilidad
en la administración sustentable de las aguas nacionales.

El 11 de diciembre de 2025 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Decreto por el que se expide la
Ley General de Aguas y se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley de Aguas Naciona-
les, fortaleciendo el marco jurídico nacional en materia hí-
drica y consolidando los principios de participación social,
gobernanza del agua y sustentabilidad de las cuencas hi-
drológicas.

De acuerdo con el nuevo marco normativo, la gestión de
los recursos hídricos debe sustentarse en una visión inte-
gral de cuenca, privilegiando la coordinación institucional,
la participación ciudadana y la intervención activa de los
usuarios en los procesos de planeación, seguimiento y eva-
luación de las políticas públicas relacionadas con el agua.

No obstante, en diversas regiones del país se han identifi-
cado periodos prolongados sin la debida integración, reno-
vación o funcionamiento de los Consejos de Cuenca, situa-
ción que limita la participación de los sectores sociales y
productivos en la toma de decisiones relativas al manejo de
los recursos hídricos, así como el seguimiento de los pro-
gramas para la conservación, distribución y aprovecha-
miento sustentable del agua.

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados146



La creciente presión sobre las fuentes de abastecimiento, la
sobreexplotación de acuíferos, los efectos del cambio cli-
mático, las sequías recurrentes y los conflictos por el uso
del agua hacen indispensable fortalecer los espacios institu-
cionales de concertación y diálogo. En este sentido, la pro-
pia Comisión Nacional del Agua ha señalado que las refor-
mas publicadas el 11 de diciembre de 2025 tienen como
finalidad mejorar la gestión hídrica, prevenir la sobreexplo-
tación de acuíferos y fortalecer la gobernanza del agua en el
país.

Los Consejos de Cuenca constituyen una herramienta fun-
damental para lograr dichos objetivos, toda vez que permi-
ten la participación organizada de los diversos actores in-
volucrados, contribuyen a la resolución de conflictos,
promueven la transparencia en la toma de decisiones y for-
talecen la corresponsabilidad social en la protección de los
recursos hídricos.

Tal es el caso y lo destaco como ejemplo el que no se en-
cuentra instalado y operando el Consejo de Cuenca del Río
Cuaguayana, esta zona comprende a las entidades federati-
vas de Nayarit, Colima, Jalisco y Michoacán, donde entre
su región de influencia están las presas El Carrizo y la Pre-
sa Vista Hermosa, ambas pertenecientes al municipio de
Tamazula de Gordiano, Jalisco, donde desde el año 2010 la
Conagua ha mantenido una declaratoria de Zona de Veda,
razón por la cual hasta esta fecha no se han logrado obte-
ner los títulos de concesión correspondientes, por lo que pi-
do se ponga especial atención a este caso que afecta y be-
neficiaria a más de 11 mil hectáreas de riego y a 6 mil
productores de caña de azúcar, cítricos, maíz, hortalizas y
granos, de toda la región, destacando que por las circuns-
tancias actuales de veda no se han logrado desarrollar los
proyectos de tecnificación de riego por goteo y ser así más
eficientes en el consumo de agua y en la productividad del
campo, actualmente se esta ya en pláticas con el Organis-
mo de Cuenca correspondiente y con funcionarios de la
Conagua a nivel nacional, quienes han manifestado que el
Consejo de Cuenca correspondiente puede levantar la Ve-
da impuesta y así lograr obtener los títulos de concesión
respectivos.

Por ello, resulta pertinente exhortar respetuosamente a la
Comisión Nacional del Agua (Conagua) para que, en
ejercicio de sus atribuciones legales, lleve a cabo las ac-
ciones necesarias para la instalación, reinstalación, actuali-
zación e integración de los Consejos de Cuenca que se en-
cuentren pendientes o que no estén operando de manera
regular, garantizando la representación equilibrada de los

sectores gubernamental, social, académico, ambiental y
productivo.

La reactivación efectiva de estos órganos de participación
contribuirá a fortalecer la gobernanza hídrica, mejorar la
planeación de las políticas públicas en materia de agua y
asegurar una gestión sustentable de los recursos hídricos en
beneficio de las generaciones presentes y futuras.

Lo anteriormente expuesto permite definir los siguientes

Considerandos

Primero. Que el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho huma-
no al agua y establece la obligación del Estado de garanti-
zar dicho derecho.

Segundo. Que la Ley de Aguas Nacionales contempla a los
Consejos de Cuenca como instancias de coordinación, con-
sulta, apoyo, concertación y participación social para la
gestión integrada de los recursos hídricos.

Tercero. Que el Decreto publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 11 de diciembre de 2025 fortaleció el mar-
co jurídico nacional en materia hídrica mediante la expedi-
ción de la Ley General de Aguas y la reforma de diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales.

Cuarto. Que la instalación y funcionamiento efectivo de
los Consejos de Cuenca resulta indispensable para garanti-
zar la participación de los usuarios y de la sociedad en la
gestión sustentable del agua.

Por lo expuesto, fundado y motivado, la suscrita somete a
la consideración de esta asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional del Agua (Conagua) para que, en el ámbito de sus
atribuciones y de conformidad con lo dispuesto en la Ley
de Aguas Nacionales, cuyas últimas modificaciones fueron
publicadas el 11 de diciembre de 2025 en el Diario Oficial
de la Federación, proceda a la instalación, reinstalación,
actualización e integración de los Consejos de Cuenca
del país que se encuentren pendientes de constituirse,
renovarse o de sesionar regularmente, garantizando la
participación representativa de los distintos órdenes de go-
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bierno, usuarios, sectores productivos, instituciones acadé-
micas, organizaciones sociales y ambientales. Asimismo,
se exhorta a la Conagua para que informe a la ciudadanía
sobre el estado que guarda la integración y funcionamien-
to de los Consejos de Cuenca, así como el programa y ca-
lendario previsto para su instalación o reinstalación.

Referencias Normativas:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4o.

Ley de Aguas Nacionales.

Ley General de Aguas, publicada en el Diario Oficial de la Federación
el 11 de diciembre de 2025.

Decreto por el que se expide la Ley General de Aguas y se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacio-
nales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciem-
bre de 2025.

Bibliografía:

Diario Oficial de la Federación. Decreto por el que se expide la Ley
General de Aguas y se reforman, adicionan y derogan diversas dispo-
siciones de la Ley de Aguas Nacionales, 11 de diciembre de 2025.

Cámara de Diputados. Ley General de Aguas. Texto vigente.

Cámara de Diputados. Comunicado sobre la publicación de la Ley Ge-
neral de Aguas y reformas a la Ley de Aguas Nacionales.

Comisión Nacional del Agua (Conagua). Comunicado de prensa 144-
25: Hoy se publicaron en el DOF las reformas legales en materia hí-
drica.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA Y A LA CONAFOR, A
IMPLEMENTAR UN PROGRAMA DE RESCATE IN-

TEGRAL DEL GLACIAR Y RÍO JAMAPA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
nagua y a la Conafor a implementar un programa de resca-
te integral del Glaciar y Río Jamapa, a cargo de la diputada
Blanca Estela Hernández Rodríguez, del Grupo Parlamen-
tario del PVEM

La que suscribe, diputada Blanca Estela Hernández Ro-
dríguez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 79 y demás relativos y aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta respetuosa-
mente a la Comisión Nacional del Agua y a la Comisión
Nacional Forestal para que implementen un programa de
rescate integral del Glaciar y Río Jamapa, en el estado de
Veracruz de Ignacio de la Llave, en razón de la siguiente

Exposición de Motivos

México enfrenta actualmente los efectos cada vez más vi-
sibles del cambio climático, reflejados en el incremento de
las temperaturas, la alteración de los ciclos hidrológicos, la
pérdida de biodiversidad y el deterioro de ecosistemas es-
tratégicos para la seguridad hídrica nacional. Uno de los
casos más preocupantes es el del Glaciar Jamapa, locali-
zado en el Pico de Orizaba o Citlaltépetl, considerado el úl-
timo glaciar de gran importancia en territorio mexicano y
fuente de alimentación de la cuenca del Río Jamapa.

El Río Jamapa nace en el estado de Veracruz, específica-
mente en las laderas del volcán Pico de Orizaba (Citlalté-
petl). Su origen exacto proviene del deshielo del Glaciar
Jamapa, a unos 5,000 metros sobre el nivel del mar.

Diversos estudios científicos y reportes especializados han
documentado que el Glaciar Jamapa experimenta un acele-
rado proceso de reducción de superficie, espesor y volu-
men como consecuencia del aumento de la temperatura
global, la disminución de la precipitación en forma de nie-
ve y la degradación ambiental de las zonas forestales que
integran su área de influencia. Investigadores de la Univer-
sidad Veracruzana han señalado que el glaciar perdió apro-
ximadamente 100 metros de su perímetro entre 2019 y
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2024, observándose además una disminución sustancial de
su capacidad de regeneración natural.

La situación resulta especialmente alarmante porque el Río
Jamapa nace en las inmediaciones del Glaciar Jamapa y
constituye un sistema hidrológico fundamental para numero-
sas comunidades de Veracruz. Su cuenca abastece de agua a
poblaciones rurales y urbanas, sostiene actividades agrícolas,
ganaderas, industriales y turísticas, además de desempeñar
una función estratégica para la conservación de ecosistemas
terrestres y costeros.

Asimismo, la degradación de la cobertura forestal en las
partes altas de la cuenca ha contribuido al incremento de
los procesos erosivos, la pérdida de infiltración de agua en
el suelo, la disminución de la recarga de acuíferos y el au-
mento de riesgos por inundaciones y deslaves. Las propias
autoridades forestales reconocen que la restauración de
cuencas hidrográficas constituye una herramienta indis-
pensable para recuperar los servicios ecosistémicos asocia-
dos al agua, los bosques y los suelos.

La CONAFOR ha impulsado históricamente programas de
restauración forestal y recuperación de cuencas prioritarias
con el objetivo de restablecer las condiciones ecológicas
necesarias para la conservación del suelo y del recurso hí-
drico. Dichos programas contemplan acciones de refores-
tación, conservación de suelos, recuperación de micro-
cuencas y fortalecimiento de la participación comunitaria.

Por su parte, la Comisión Nacional del Agua tiene entre sus
atribuciones la gestión integrada de los recursos hídricos,
el monitoreo hidrológico y la protección de las cuencas del
país, por lo que su participación resulta indispensable para
diseñar e implementar estrategias de adaptación ante la
disminución de los aportes hídricos derivados del retroce-
so glaciar.

Resulta evidente que la problemática del Glaciar y Río Ja-
mapa requiere una atención integral que vincule acciones
de restauración forestal, conservación de suelos, protec-
ción hídrica, monitoreo científico, educación ambiental y
participación comunitaria. No se trata únicamente de pre-
servar un ecosistema emblemático, sino de proteger una
fuente estratégica de agua cuya degradación podría afectar
a millones de habitantes y a importantes actividades pro-
ductivas de la región centro de Veracruz.

Por ello, es necesario que la Conagua y la Conafor esta-
blezcan un Programa de Rescate Integral del Glaciar y

Río Jamapa,que permita coordinar esfuerzos instituciona-
les, científicos, comunitarios y presupuestales orientados a:

Restaurar y ampliar la cobertura forestal en la cuenca al-
ta del Río Jamapa.

Implementar obras de conservación y restauración de
suelos.

Fortalecer el monitoreo hidrológico y glaciológico per-
manente.

Promover mecanismos de recarga hídrica y captación de
agua.

Combatir la tala ilegal y prevenir incendios forestales.

Fomentar la educación ambiental y la participación de
ejidos, comunidades y organizaciones sociales.

Diseñar medidas de adaptación al cambio climático pa-
ra las poblaciones de la región.

La protección del Glaciar y Río Jamapa representa una ac-
ción estratégica de política ambiental, hídrica y de seguri-
dad climática que contribuirá a preservar los servicios eco-
sistémicos y garantizar el derecho humano al agua para las
generaciones presentes y futuras.

Por lo expuesto, fundado y motivado, la suscrita somete a
la consideración de esta asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional del Agua (Conagua) y a la Comisión Nacional Fo-
restal (Conafor) para que, en el ámbito de sus respectivas
atribuciones y en coordinación con la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales y el gobierno del estado de
Veracruz, diseñen e implementen un Programa de Resca-
te Integral del Glaciar y Río Jamapa, que contemple ac-
ciones de restauración forestal, conservación de suelos,
protección de la cuenca, monitoreo científico permanente,
recuperación de ecosistemas de montaña, manejo sustenta-
ble del agua y adaptación al cambio climático.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA, A ACTUALIZAR LAS
DECLARATORIAS DE ZONAS DE VEDA ESPECÍFI-

CAS DE LAS REGIONES HIDROLÓGICAS, CUEN-
CAS HIDROLÓGICAS O ACUÍFEROS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
nagua a proceder a la actualización de las declaratorias vi-
gentes de zonas de veda específicas de las regiones hidro-
lógicas, cuencas hidrológicas o acuíferos del país, a cargo
de la diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez, del
Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Blanca Estela Hernández Ro-
dríguez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 79 y demás relativos y aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente proposición
con punto de acuerdo por el que se exhorta respetuosa-
mente a la Comisión Nacional del Agua para que proceda
a la Actualización de las Declaratorias vigentes de Zonas
de Veda específicas de las regiones hidrológicas, cuencas
hidrológicas o acuíferos del país, con base en lo dispuesto
en la Ley de Aguas Nacionales, cuyas últimas modifica-
ciones fueron publicadas el 11 de diciembre de 2025 en el
Diario Oficial de la Federación, con la finalidad de fortale-
cer la producción agropecuaria y garantizar el aprovecha-
miento sustentable del recurso hídrico, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El agua constituye un elemento estratégico para el desarro-
llo económico, la seguridad alimentaria y el bienestar so-
cial de la nación. Su disponibilidad, distribución y aprove-
chamiento sustentable resultan indispensables para
garantizar la producción de alimentos, la conservación de
los ecosistemas y el cumplimiento del derecho humano al
agua reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

La actividad agropecuaria representa uno de los pilares
fundamentales de la economía nacional y constituye una
fuente esencial de empleo e ingresos para millones de fa-
milias mexicanas. Sin embargo, el desarrollo de esta acti-
vidad depende en gran medida de la disponibilidad de re-
cursos hídricos suficientes y de un marco regulatorio que
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responda a las condiciones reales de cada región hidrológi-
ca del país.

En México subsisten diversas declaratorias de zonas de
veda decretadas desde hace varias décadas para proteger
acuíferos, cuencas o regiones hidrológicas que presentaban
condiciones de sobreexplotación, abatimiento o riesgo am-
biental. Dichas disposiciones respondieron a contextos hi-
drogeológicos, demográficos y productivos específicos de
su época, por lo que resulta necesario revisar su vigencia y
pertinencia a la luz de las condiciones actuales.

El 11 de diciembre de 2025 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Decreto por el que se expide la
Ley General de Aguas y se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley de Aguas Naciona-
les, fortaleciendo la rectoría del Estado en materia hídrica
y consolidando un modelo de gestión integral sustentado
en el conocimiento científico, la planeación por cuencas y
la participación de los diversos sectores sociales y produc-
tivos.

La nueva legislación reconoce la necesidad de fortalecer la
gestión sustentable de los recursos hídricos mediante ins-
trumentos actualizados, información técnica confiable y
mecanismos que permitan una administración eficiente del
agua, garantizando el equilibrio entre la conservación am-
biental y el desarrollo productivo.

En este contexto, resulta indispensable que la Comisión
Nacional del Agua realice una evaluación integral de las
declaratorias vigentes de zonas de veda, considerando as-
pectos tales como:

La disponibilidad actual de las aguas nacionales super-
ficiales y subterráneas.

Los estudios técnicos más recientes sobre recarga y ex-
tracción de acuíferos.

Los efectos del cambio climático en las regiones hidro-
lógicas.

Las necesidades de abastecimiento de agua para consu-
mo humano.

Los requerimientos presentes y futuros de los sectores
agrícola y pecuario.

El desarrollo regional y la seguridad alimentaria nacional.

La actualización de estas declaratorias no implica eliminar
los mecanismos de protección de los recursos hídricos ni
promover su explotación indiscriminada. Por el contrario,
busca que las decisiones administrativas se sustenten en in-
formación científica actualizada, permitiendo identificar
aquellos casos en los que las condiciones hidrológicas ha-
yan cambiado y sea posible establecer esquemas más efi-
cientes para el aprovechamiento sustentable del agua.

La agricultura mexicana enfrenta desafíos crecientes deri-
vados de las sequías recurrentes, la variabilidad climática y
el incremento en los costos de producción. En muchas re-
giones del país, productores agropecuarios han señalado la
necesidad de revisar instrumentos regulatorios que fueron
emitidos bajo condiciones distintas a las que actualmente
prevalecen, a fin de armonizar la protección ambiental con
la productividad del campo mexicano.

Tal es el caso y lo destaco como ejemplo la Zona de Veda
del Río Cuaguayana, esta zona comprende a las entidades
federativas de Nayarit, Colima, Jalisco y Michoacán, donde
entre su región de influencia están las presas El Carrizo y la
Presa Vista Hermosa, ambas pertenecientes al municipio de
Tamazula de Gordiano, Jalisco, donde desde el año 2010 la
Conagua ha mantenido una declaratoria de Zona de Veda,
razón por la cual hasta esta fecha no se han logrado obtener
los títulos de concesión correspondientes, por lo que pido se
ponga especial atención a este caso que afecta y beneficia-
ria a más de 11 mil hectáreas de riego y a 6 mil productores
de caña de azúcar, cítricos, maíz, hortalizas y granos, de to-
da la región, destacando que por las circunstancias actuales
de veda no se han logrado desarrollar los proyectos de tec-
nificación de riego por goteo y ser así más eficientes en el
consumo de agua y en la productividad del campo, actual-
mente se está ya en pláticas con el Organismo de Cuenca
correspondiente y con funcionarios de la Conagua a nivel
nacional.

Asimismo, la actualización de las zonas de veda permitiría
fortalecer la certeza jurídica de los usuarios, optimizar los
procesos de administración del agua y promover inversio-
nes productivas sustentables en el sector agropecuario,
siempre bajo criterios técnicos, ambientales y de sustenta-
bilidad.

Por ello, resulta oportuno exhortar respetuosamente a la
Comisión Nacional del Agua para que, en ejercicio de sus
facultades legales y reglamentarias, emprenda la revisión y
actualización de las declaratorias vigentes de zonas de ve-
da específicas en regiones hidrológicas, cuencas y acuífe-
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ros del país, con el propósito de fortalecer la producción
agropecuaria, contribuir a la seguridad alimentaria nacio-
nal y garantizar la conservación de los recursos hídricos
para las futuras generaciones.

Así mismo destaco los siguientes

Considerandos

Primero. Que el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho hu-
mano al agua y obliga al Estado a garantizar su acceso y
uso sustentable.

Segundo. Que la Ley de Aguas Nacionales establece las
bases para la administración, regulación, control y preser-
vación de las aguas nacionales y sus bienes públicos inhe-
rentes.

Tercero. Que la Comisión Nacional del Agua cuenta con
atribuciones para realizar estudios técnicos, evaluar la dis-
ponibilidad de los recursos hídricos y proponer las medidas
necesarias para su adecuada administración.

Cuarto. Que el 11 de diciembre de 2025 fue publicado
en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el
que se expide la Ley General de Aguas y se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales, fortaleciendo los instrumentos de
gestión integral del agua en México.

Quinto. Que la actualización técnica y jurídica de las de-
claratorias vigentes de zonas de veda puede contribuir al
fortalecimiento de la producción agropecuaria, la seguri-
dad alimentaria y la sustentabilidad hídrica del país.

Por lo expuesto, fundado y motivado, la suscrita somete a
la consideración de esta asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional del Agua (Conagua) para que, en el ámbito de sus
atribuciones y con base en las disposiciones de la Ley de
Aguas Nacionales cuyas últimas modificaciones fueron
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 11 de di-
ciembre de 2025, realice la revisión, evaluación y actua-
lización de las declaratorias vigentes de zonas de veda
específicas de las regiones hidrológicas, cuencas hidro-

lógicas y acuíferos del país, sustentándose en estudios
técnicos, científicos e hidrogeológicos actualizados, con el
objeto de fortalecer la producción agropecuaria, promover
el aprovechamiento sustentable del agua, otorgar certeza
jurídica a los usuarios y garantizar la preservación de los
recursos hídricos nacionales. Asimismo, se solicita a la Co-
misión Nacional del Agua que informe a la ciudadanía so-
bre el diagnóstico actual de las zonas de veda vigentes, los
criterios técnicos empleados para su evaluación y el pro-
grama previsto para su actualización.

Referencias

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4o.

Ley de Aguas Nacionales.
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Decreto por el que se expide la Ley General de Aguas y se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacio-
nales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciem-
bre de 2025.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Blanca Estela Hernández Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.
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EXHORTO A LA SEMARNAT, A FORTALECER AC-
CIONES PARA LAS GESTIÓN INTEGRAL Y APRO-

VECHAMIENTO DE LOS RESIDUOS TEXTILES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
marnat a fortalecer las acciones para la gestión integral y el
aprovechamiento de los residuos textiles, a cargo del dipu-
tado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

Quien suscribe, diputado Héctor Alfonso de la Garza Vi-
llarreal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I y 79
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración del pleno de esta asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos reconoce que toda per-
sona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar, y establece que el Estado garantizará el
respeto a este derecho.

La Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos establece las bases para la prevención de la
generación, valorización y gestión integral de los residuos;
asimismo, dispone que los planes de manejo tienen entre
sus fines promover la prevención de la generación y valo-
rización de los residuos, establecer modalidades de mane-
jo acordes con sus particularidades y fomentar esquemas
de responsabilidad compartida, correspondiendo a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales la expe-
dición de las normas oficiales mexicanas aplicables.

La Norma Oficial Mexicana NOM-161-SEMARNAT-
2011 establece los criterios para clasificar los residuos de
manejo especial, determinar aquellos sujetos a planes de
manejo y regular los elementos y procedimientos para su
formulación; asimismo, incluye en su Anexo Normativo
la ropa, recorte y trapo de algodón, así como la ropa, re-
corte y trapo de fibras sintéticas, dentro de los residuos
sujetos a plan de manejo en los supuestos previstos por
la propia Norma.

Exposición de Motivos

La adecuada gestión de los residuos no debe limitarse a
disponer de manera segura aquello que ha perdido su utili-
dad, sino que debe procurar que los productos y materiales
permanezcan durante el mayor tiempo posible dentro de
los ciclos de aprovechamiento. Bajo esta premisa, los resi-
duos textiles representan un desafío particular, pues mu-
chas prendas y materiales que son desechados conservan
posibilidades de reúso, reciclaje o transformación que per-
mitirían reducir su disposición final y aprovechar los re-
cursos empleados en su producción.

La magnitud del problema de los residuos en México per-
mite dimensionar la necesidad de fortalecer este tipo de ac-
ciones. Según la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, en el país se generan diariamente cerca de 120 mil
toneladas de residuos sólidos urbanos, cantidad que conti-
núa aumentando como consecuencia, entre otros factores,
del crecimiento demográfico y del desarrollo económico.
Al respecto, Jorge Vázquez Ramos, titular de la Coordina-
ción de Vinculación y Transferencia Tecnológica de esa
institución, señaló que la generación per cápita es elevada
y supera en 27 % el promedio mundial.1

A esta creciente generación se suma la capacidad limitada
para recuperar y procesar los materiales desechados. La
UNAM advierte que la infraestructura para la separación y
reciclaje de residuos es limitada y fragmentada y que me-
nos del 35 % de los sitios de disposición final cumplen con
los requisitos básicos de infraestructura ambiental.2 Asi-
mismo, refiere que la red de plantas de tratamiento y reci-
claje es escasa y se concentra en determinados estados y
municipios, lo que limita las posibilidades de aprovechar
materiales que todavía poseen valor.

Entre las distintas actividades productivas, la industria tex-
til merece especial atención por la cantidad de recursos que
requiere y los impactos asociados a la producción y des-
echo de prendas. De acuerdo con información del Gobier-
no de México referida por la UNAM, la producción de ro-
pa y calzado produce el 8 % de los gases de efecto
invernadero en el mundo.3 Este impacto adquiere mayor
relevancia ante modelos de producción y consumo caracte-
rizados por ciclos cada vez más rápidos de adquisición,
sustitución y desecho de prendas.

El problema no concluye cuando una prenda deja de ser
utilizada. Una parte de los textiles puede encontrar un se-
gundo uso, mientras que otra puede ser aprovechada me-
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diante la recuperación de sus fibras y materiales. Sin em-
bargo, una cantidad considerable termina mezclada con
otros residuos y es enviada a disposición final. En México,
se ha estimado que entre 400 mil y 800 mil toneladas de ro-
pa son desechadas anualmente, y se ha señalado que hasta
el 76% de las prendas que no pueden reutilizarse mediante
los esquemas tradicionales pueden terminar en la basura.4

Frente a este panorama, existen experiencias que muestran
que el destino final de los textiles puede modificarse me-
diante esquemas adecuados de recuperación. Los sistemas
de acopio permiten separar las prendas que todavía pueden
reutilizarse de aquellas que requieren procesos de recicla-
je. En este último supuesto, las fibras recuperadas pueden
utilizarse para elaborar nuevos materiales y productos, pro-
longando su aprovechamiento y reduciendo la cantidad de
residuos que llegan a los sitios de disposición final.

El marco jurídico mexicano ya reconoce la necesidad de
prevenir la generación de residuos y aprovechar aquellos
que se producen. El artículo 25 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos establece
que el Programa Nacional para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos se basará en los principios de reduc-
ción, reutilización y reciclado de los residuos y, a partir de
la reforma publicada el 19 de enero de 2026, dispone que
también deberá considerar los principios de circularidad,
jerarquización y trazabilidad, previstos en la Ley General
de Economía Circular.

Asimismo, el artículo 27 de la misma Ley establece entre
los fines y objetivos de los planes de manejo promover la
prevención de la generación y la valorización de los resi-
duos así como su manejo integral y establecer modalidades
de manejo que respondan a las particularidades de los resi-
duos y de los materiales que los constituyan. Estas disposi-
ciones permiten orientar la gestión de los residuos hacia es-
quemas que favorezcan su aprovechamiento y reduzcan su
disposición final.

En materia textil existe, además, una regulación específica.
La Norma Oficial Mexicana NOM-161-SEMARNAT-2011
incluye dentro de su listado de residuos de manejo especial
sujetos a plan de manejo a la “ropa, recorte y trapo de al-
godón” y a la “ropa, recorte y trapo de fibras sintéticas”, en
los supuestos establecidos por la propia Norma.

No obstante, la existencia de este marco normativo no ha
sido suficiente para lograr que una proporción significativa
de los textiles desechados sea recuperada y aprovechada.

La persistencia de prendas y fibras textiles entre los mate-
riales que llegan a los sitios de disposición final hace nece-
sario complementar las disposiciones existentes con accio-
nes que faciliten su separación, acopio y canalización hacia
alternativas de reúso o reciclaje.

Esta necesidad resulta congruente con la propia finalidad
de los planes de manejo prevista en el artículo 27 de la Ley,
que contempla establecer esquemas de manejo en los que
aplique el principio de responsabilidad compartida de los
distintos sectores involucrados. La atención de los residuos
textiles requiere precisamente la participación coordinada
de autoridades, productores y comercializadores, organiza-
ciones sociales y consumidores, pues su recuperación de-
pende de contar con mecanismos accesibles para separar-
los del flujo ordinario de residuos y dirigirlos hacia
alternativas de aprovechamiento.

Por ello, resulta pertinente fortalecer las acciones que per-
mitan recuperar los textiles una vez concluido su uso origi-
nal, privilegiando, según sus condiciones, su reutilización,
reciclaje y transformación. Ello permitiría disminuir la
cantidad de materiales enviados a disposición final y favo-
recer que las fibras y demás componentes susceptibles de
aprovechamiento permanezcan dentro de los ciclos pro-
ductivos.

En consecuencia, el presente punto de acuerdo tiene por
objeto exhortar respetuosamente a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales para que, en el ámbito de
sus atribuciones y en coordinación con las autoridades lo-
cales y los sectores social y privado, fortalezca las acciones
y mecanismos para la separación, acopio, reutilización, re-
ciclaje y aprovechamiento de los residuos textiles, con la
finalidad de reducir su disposición final y favorecer su
reincorporación a los ciclos productivos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente, a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales para que, en el ám-
bito de sus atribuciones, promueva una estrategia para la
recuperación y aprovechamiento de residuos textiles, me-
diante acciones de separación, acopio, reutilización y reci-
claje, así como mecanismos de colaboración con las enti-
dades federativas, municipios y los sectores social y
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privado, con el objeto de reducir su disposición final y fo-
mentar su reincorporación a las cadenas productivas.

Notas

1. Patricia López Suárez, Impulsan alianzas para tratar residuos, Gace-
ta UNAM, 04 de septiembre de 2025, [en línea], 

https://www.gaceta.unam.mx/impulsan-alianzas-para-tratar-resi-
duos/[consulta: 15 de agosto de 2026].

2. Ibidem.

3. Ibidem.

4. Mónica Fuentes, Reciclaje textil: retos y próximos pasos en la
CDMX, El Economista, 13 de septiembre de 2025, [en línea], 

https://www.eleconomista.com.mx/arteseideas/reciclaje-textil-re-
tos-proximos-pasos-cdmx-20250913-777042.html[consulta: 15 de
agosto de 2026].

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

EXHORTO A LA SEP, A INCORPORAR LA ENSE-
ÑANZA DE LA INTELIGENCIA ARTIFICIAL EN LOS

PLANES Y PROGRAMAS DE ESTUDIO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SEP
a incorporar la enseñanza de la inteligencia artificial en los
planes y programas de estudio, a cargo del diputado Héc-
tor Alfonso de la Garza Villarreal, del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

Quien suscribe, diputado Héctor Alfonso de la Garza Vi-
llarreal, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 6 numeral 1,
fracción I y 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. Que el artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene
derecho a la educación. El Estado —Federación, Estados,
Ciudad de México y Municipios— impartirá y garantizará
la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, me-
dia superior y superior.

Además, señala que la educación se basará en el respeto
irrestricto de la dignidad de las personas, con un enfoque
de derechos humanos y de igualdad sustantiva. Tenderá a
desarrollar armónicamente todas las facultades del ser hu-
mano y que los planes y programas de estudio tendrán
perspectiva de género y una orientación integral, por lo que
se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades:
la enseñanza de las matemáticas, la lecto-escritura, la lite-
racidad, la historia, la geografía, el civismo, la filosofía, la
tecnología, la innovación.

2. El artículo 12, fracción II, de la Ley General de Educa-
ción dispone que en los servicios educativos se propiciará
un diálogo continuo entre las humanidades, las artes, la
ciencia, la tecnología y la innovación como factores del
bienestar y la transformación social.

3. El artículo 18, fracción III, de la Ley General de Educa-
ción establece que la orientación integral, en la formación
de la mexicana y el mexicano dentro del Sistema Educati-
vo Nacional, considerará el conocimiento tecnológico, con
el empleo de tecnologías de la información, comunicación,
conocimiento y aprendizaje digital.

4. El artículo 52 de la Ley General de Educación dispone
que el Estado garantizará el derecho de toda persona a go-
zar de los beneficios del desarrollo científico, humanístico,
tecnológico y de la innovación, considerados como ele-
mentos fundamentales de la educación y la cultura. Pro-
moverá el desarrollo, la vinculación y divulgación de la in-
vestigación científica para el beneficio social.

El desarrollo tecnológico y la innovación asociados a la ac-
tualización, a la excelencia educativa y a la expansión de
las fronteras del conocimiento se apoyará en las nuevas
tecnologías de la información, comunicación, conocimien-
to y aprendizaje digital, mediante el uso de plataformas de
acceso abierto.

5. El desarrollo acelerado de la inteligencia artificial ha
transformado la manera en que las personas acceden a la

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II155



información, generan contenidos, resuelven problemas y
desarrollan actividades académicas, profesionales y coti-
dianas. Su incorporación creciente en distintos ámbitos ha-
ce necesario que las niñas, niños, adolescentes y jóvenes
cuenten con conocimientos y herramientas que les permi-
tan comprender su funcionamiento, alcances y limitaciones,
así como identificar los riesgos asociados con su utilización.
En este contexto, resulta necesario incorporar la enseñanza
de la inteligencia artificial en el ámbito educativo.

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial forma parte de una transformación
tecnológica que está modificando las formas de acceder a
la información, generar conocimiento, aprender y comuni-
carse. Su incorporación a la vida cotidiana y profesional
hace necesario que el sistema educativo proporcione a ni-
ñas, niños, adolescentes y jóvenes las herramientas necesa-
rias no sólo para utilizar las nuevas tecnologías, sino para
comprenderlas, analizarlas y emplearlas de manera ética,
crítica, responsable y con propósito. En este contexto, la
educación debe acompañar los cambios tecnológicos y
contribuir a que el estudiantado desarrolle capacidades que
le permitan aprovechar sus beneficios, reconocer sus limi-
taciones y enfrentar los retos derivados de su utilización.

La presencia de la inteligencia artificial en los procesos
educativos ya constituye una realidad. La Encuesta Nacio-
nal sobre Usos y Percepciones de la Inteligencia Artificial
Generativa en la comunidad del sector de educación supe-
rior en México (ENIAG 2025) contó con la participación
de más de 1.5 millones de estudiantes y más de 163 mil do-
centes pertenecientes a 2,900 instituciones de educación
superior. A partir de sus resultados, la Secretaría de Educa-
ción Pública asegura que la IA generativa ya es parte de la
vida académica cotidiana en México.1

Según los datos arrojados por dicha encuesta, el 93% de las
y los estudiantes y el 95% de las y los docentes manifiestan
conocer la inteligencia artificial generativa, mientras que más
del 60% de ambos grupos declara utilizarla de manera coti-
diana. Estos datos permiten dimensionar el grado de incorpo-
ración que estas herramientas han alcanzado en las activida-
des académicas y evidencian la necesidad de que su
utilización se encuentre acompañada de conocimientos y cri-
terios que permitan hacerlo de forma adecuada.

Asimismo, el 79% de las y los estudiantes señaló haber uti-
lizado herramientas de inteligencia artificial generativa pa-
ra producir textos durante los tres meses anteriores a la en-

cuesta. Sin embargo, únicamente el 8.2% manifestó confiar
plenamente en la información que éstas generan, mientras
que el 48.2% declaró confiar de manera parcial y revisar
siempre sus respuestas. Esta información muestra que el ac-
ceso y uso de una herramienta tecnológica no supone, por sí
mismo, contar con los conocimientos necesarios para com-
prender sus resultados, verificar la información que propor-
ciona o identificar sus posibles errores y limitaciones.

Ante este escenario, la Secretaría de Educación Pública
presentó los Principios de acción para un uso ético y críti-
co de la IAG en la educación superior mexicana, como un
marco orientador para que autoridades educativas, institu-
ciones, docentes y estudiantes aborden la incorporación de
estas tecnologías con un sentido ético, pedagógico e inclu-
yente. Entre dichos principios se encuentran establecer li-
neamientos para un uso “ético, crítico y con propósito”,
impulsar la formación docente y la literacidad digital,
transformar los planes y programas de estudio para la era
de la inteligencia artificial y garantizar la literacidad en IA
para las y los estudiantes.

Los principios de acción dados a conocer por la Secretaría
de Educación Pública señalan que integrar la inteligencia
artificial en los planes de estudio comprende dos dimen-
siones complementarias: incorporarla como objeto de estu-
dio, mediante el desarrollo de competencias relacionadas
con la literacidad digital, el pensamiento algorítmico, la
ética tecnológica y la comprensión crítica de los sistemas
de inteligencia artificial; y aprovecharla como una herra-
mienta pedagógica para enriquecer los procesos de apren-
dizaje.

De igual manera, la Secretaría sostiene que el uso frecuente
de estas herramientas no resulta suficiente, pues es necesario
saber interpretar, cuestionar, verificar y contextualizar sus
resultados. En ese sentido, la formación debe favorecer el
desarrollo de un juicio crítico frente a los sesgos, límites y
errores que pueden presentar los sistemas de inteligencia ar-
tificial. Así, su incorporación a la educación no debe enten-
derse únicamente como la enseñanza del funcionamiento de
determinadas plataformas, sino como una oportunidad para
desarrollar conocimientos y capacidades que permitan al es-
tudiantado decidir cuándo, cómo y para qué utilizarlas.

Si bien la ENIAG 2025 y los principios formulados por la
Secretaría de Educación Pública se centran en la educación
superior, la problemática que identifican resulta cercana a
la educación básica y media superior, pues niñas, niños y
adolescentes se desarrollan actualmente en un entorno ca-
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racterizado por el uso cotidiano de dispositivos, platafor-
mas digitales y herramientas de inteligencia artificial. Por
ello, resulta pertinente que la formación para su compren-
sión y uso responsable comience desde etapas educativas
previas y se desarrolle progresivamente de acuerdo con
la edad, grado de desarrollo y nivel educativo del estu-
diantado.

Esta necesidad coincide con la posición que la propia Se-
cretaría de Educación Pública ha expresado respecto del
uso de las tecnologías en las escuelas. En agosto de 2026,
el secretario de Educación Pública, Mario Delgado, señaló
la necesidad de fomentar una cultura y ciudadanía digital
en la que la inteligencia artificial no sustituya el pensa-
miento crítico y las herramientas tecnológicas se encuen-
tren al servicio de las personas. Asimismo, reconoció los
beneficios que los recursos tecnológicos y la inteligencia
artificial pueden representar para generar y distribuir cono-
cimiento, al tiempo que planteó la necesidad de encontrar
un equilibrio entre su aprovechamiento y la protección del
bienestar de las nuevas generaciones.2

La incorporación de estos conocimientos adquiere especial
relevancia porque la inteligencia artificial puede contribuir
al desarrollo de capacidades vinculadas con el razonamien-
to, la reflexión, la imaginación y la creatividad. De acuer-
do con la ENIAG 2025, el 79% de las y los docentes y el
82% de las y los estudiantes consideran que la inteligencia
artificial generativa constituye una herramienta útil para
procesos complejos del pensamiento. Su potencial educati-
vo, por tanto, puede aprovecharse siempre que su empleo
se encuentre acompañado por capacidades que permitan
valorar críticamente sus resultados y preservar la interven-
ción humana en los procesos de aprendizaje.

La enseñanza de la inteligencia artificial tampoco debe susti-
tuir otras áreas del conocimiento ni reducirse al desarrollo de
habilidades técnicas. Los propios principios de la Secretaría
de Educación Pública reconocen la importancia de fortalecer
las humanidades y las ciencias sociales ante la expansión de
estas tecnologías, al considerar que capacidades como el jui-
cio ético, el pensamiento crítico y la comprensión de los con-
textos adquieren especial relevancia frente a la automatiza-
ción de determinadas tareas cognitivas. En palabras del
documento, no basta con saber usar herramientas; es indis-
pensable comprenderlas, cuestionarlas y orientarlas al bien
común.3

La inteligencia artificial plantea nuevos retos para la edu-
cación, pero también representa una oportunidad para for-

talecer capacidades que históricamente han formado parte
de sus fines: aprender, investigar, razonar, cuestionar y cre-
ar. Por ello, frente a una tecnología que ya se encuentra
presente en la vida académica y cotidiana, resulta necesa-
rio que el Sistema Educativo Nacional contribuya a formar
personas capaces no sólo de utilizarla, sino de compren-
derla y tomar decisiones informadas respecto de ella, pri-
vilegiando en todo momento el pensamiento crítico, la éti-
ca, la responsabilidad y el propósito educativo.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Educación Pública para que, en el ámbito de sus atribucio-
nes, incorpore en los planes y programas de estudio conte-
nidos orientados a la enseñanza y comprensión de las nue-
vas tecnologías, particularmente de la inteligencia
artificial, con la finalidad de que las niñas, niños, adoles-
centes y jóvenes desarrollen conocimientos y habilidades
para su uso ético, crítico, responsable y con propósito.

Notas

1. Secretaría de Educación Pública, los Principios de Acción de la En-
cuesta Nacional sobre Usos y Percepciones de la Inteligencia Artificial
Generativa (ENIAG 2025), 15 de abril de 2026, [en línea], 

https://crss.anuies.mx/encuesta-nacional-usos-y-percepciones-so-
bre-inteligencia-artificial-generativa-en-la-educacion-superior-en-
mexico/,[consulta: 30 de agosto de 2026].

2. María Cabadas, SEP analiza regulación de celulares y plataformas
digitales en escuelas; “no se trata de imponer nada”: Delgado), El Uni-
versal, 19 de agosto de 2026, [en línea], 

https://www.eluniversal.com.mx/nacion/sep-analiza-regulacion-
de-celulares-y-plataformas-digitales-en-escuelas-no-se-trata-de-
imponer-nada-delgado/,[consulta: 30 de agosto de 2026].

3. Secretaría de Educación Pública, los Principios de Acción de la En-
cuesta Nacional sobre Usos y Percepciones de la Inteligencia Artificial
Generativa (ENIAG 2025), 15 de abril de 2026, [en línea], 

https://crss.anuies.mx/encuesta-nacional-usos-y-percepciones-so-
bre-inteligencia-artificial-generativa-en-la-educacion-superior-en-
mexico/,[consulta: 30 de agosto de 2026].

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II157



Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 22 de septiembre de
2026.— Diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

EXHORTO A LA SICT Y A LA AFAC, A IMPLEMEN-
TAR MECANISMOS QUE PERMITAN LA MOVILI-

DAD TERRESTRE AEROPORTUARIA SEGURA, OR-
DENADA, COMPETITIVA Y NO DISCRIMINATORIA,

INCLUYENDO A LAS PLATAFORMAS DIGITALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SICT y a la AFAC a implementar mecanismos que permi-
tan una movilidad terrestre aeroportuaria segura, ordenada,
competitiva y no discriminatoria, incluyendo la prestación
de servicios contratados mediante plataformas digitales, a
cargo del diputado Héctor Alfonso de la Garza Villarreal,
del Grupo Parlamentario del PVEM

El suscrito, diputado federal Héctor de la Garza Villarreal,
integrante de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79 y demás dis-
posiciones aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. La movilidad constituye un elemento fundamen-
tal para garantizar el acceso efectivo de las personas a los
centros de trabajo, servicios, infraestructura y vías genera-
les de comunicación. Los aeropuertos del país representan
puntos estratégicos para la conectividad nacional e interna-
cional y, por tanto, requieren alternativas de transporte te-
rrestre suficientes, seguras, accesibles y eficientes.

Segunda. Durante los últimos años, las plataformas digita-
les de transporte han transformado la movilidad urbana al
permitir que las personas usuarias contraten servicios des-
de dispositivos electrónicos, conozcan anticipadamente in-
formación del conductor y vehículo, cuenten con trazabili-
dad del recorrido y tengan distintas alternativas de precio y
servicio.

Tercera. Sin embargo, persiste incertidumbre respecto de
la posibilidad de que los vehículos contratados mediante
plataformas digitales realicen el ascenso de pasajeros den-
tro de diversas terminales aeroportuarias del país, debido a
la naturaleza federal de dichas instalaciones y al régimen
jurídico aplicable al autotransporte federal. Esta situación
provoca que, en determinados aeropuertos, los pasajeros
deban utilizar exclusivamente determinados servicios auto-
rizados o desplazarse fuera de las instalaciones aeroportua-
rias para abordar un vehículo solicitado mediante una apli-
cación digital.

Cuarta. Esta problemática puede observarse, entre otros
casos, en el Aeropuerto Internacional de Monterrey, una de
las terminales aéreas de mayor relevancia para la actividad
económica, industrial y turística del norte del país. Los
usuarios deben contar con alternativas suficientes de movi-
lidad terrestre, sin que ello implique disminuir los estánda-
res de seguridad, supervisión y control que corresponden a
una instalación aeroportuaria.

Quinta. La incorporación de plataformas digitales a la mo-
vilidad terrestre aeroportuaria no debe significar ausencia
de regulación. Por el contrario, resulta necesario avanzar
hacia un modelo que permita su participación bajo reglas
claras, mediante requisitos relacionados con identificación
de conductores, características y condiciones de los vehí-
culos, seguros, registro de operaciones, trazabilidad de los
viajes y demás medidas necesarias para garantizar la segu-
ridad de los pasajeros.

Sexta. Asimismo, resulta viable establecer en las termina-
les aeroportuarias zonas específicas y debidamente señali-
zadas para el ascenso y descenso de pasajeros que contra-
ten servicios mediante plataformas digitales, evitando
afectaciones a la circulación, operación y seguridad aero-
portuaria. La tecnología permite además implementar me-
canismos de control de acceso, geolocalización y registro
de viajes que faciliten la supervisión de dichos servicios.

Séptima. La política pública en materia de movilidad ae-
roportuaria debe procurar condiciones objetivas, transpa-
rentes, equitativas y no discriminatorias entre los distintos
prestadores de servicios de transporte autorizados, privile-
giando en todo momento la seguridad y el derecho de las
personas usuarias a contar con diferentes alternativas. El
objetivo no debe ser sustituir a los servicios de taxi autori-
zados, sino generar condiciones para que puedan coexistir
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distintas modalidades de transporte bajo reglas claras y es-
tándares equivalentes de seguridad.

Octava. Actualmente existen esfuerzos legislativos enca-
minados a actualizar el marco jurídico federal para recono-
cer expresamente los servicios de transporte de pasajeros
contratados mediante plataformas digitales con origen en
terminales aeroportuarias. En consecuencia, resulta perti-
nente que las autoridades federales competentes analicen y
desarrollen mecanismos regulatorios que permitan avanzar
hacia un modelo moderno de movilidad aeroportuaria, to-
mando como principios rectores la seguridad, la competen-
cia, la innovación, la transparencia y la libertad de elección
de las personas usuarias.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes para que,
en el ámbito de sus atribuciones, analice y establezca me-
canismos regulatorios que permitan la prestación ordenada,
segura y supervisada de servicios de transporte de pasaje-
ros contratados mediante plataformas digitales en los aero-
puertos de jurisdicción federal.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes y a la Agencia
Federal de Aviación Civil, para que, en coordinación con los
concesionarios, asignatarios y administradores aeroportua-
rios, analicen la viabilidad de establecer zonas específicas de
ascenso y descenso para vehículos contratados mediante pla-
taformas digitales, garantizando que su operación no afecte
la seguridad ni el funcionamiento de las terminales aéreas.

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades
competentes para que cualquier mecanismo de autoriza-
ción aplicable a la movilidad terrestre aeroportuaria con-
temple requisitos de seguridad, identificación de conducto-
res y vehículos, seguros, trazabilidad de los viajes y
mecanismos de supervisión, con el propósito de proteger a
las personas usuarias.

Cuarto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de In-

fraestructura, Comunicaciones y Transportes para que pro-
mueva condiciones objetivas, transparentes, equitativas y
no discriminatorias entre los distintos prestadores autoriza-
dos de servicios de transporte terrestre en los aeropuertos
del país, privilegiando la seguridad, calidad del servicio y
libertad de elección de los usuarios.

Quinto. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes y a la Agen-
cia Federal de Aviación Civil para que, en el ámbito de sus
atribuciones, establezcan mesas de trabajo con administra-
dores aeroportuarios, prestadores de servicios de transpor-
te, empresas de plataformas digitales, especialistas y repre-
sentantes de usuarios, a efecto de construir un modelo
nacional de movilidad terrestre aeroportuaria moderno, se-
guro y competitivo.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputado Héctor de la Garza Villarreal (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

EXHORTO A LA SHCP Y A LA SADER, 
A REVISAR EL ESQUEMA DE COBRO DE 

DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 199-A
DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
SHCP y a la Sader a revisar el esquema de cobro de dere-
chos previsto en el artículo 199-A de la Ley Federal de De-
rechos, a fin de evitar afectaciones desproporcionadas a los
pescadores ribereños, a cargo de la diputada María del Car-
men Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, Ma del Carmen Cabrera Lagunas dipu-
tada federal integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 79 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta soberanía la
siguiente proposición con punto de acuerdo, al tenor de la
siguiente
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Exposición de Motivos

La pesca ribereña constituye una de las principales activida-
des económicas y sociales de numerosas comunidades cos-
teras del país, particularmente en los estados de Baja Cali-
fornia, Baja California Sur, Sonora, Sinaloa, Oaxaca,
Veracruz, Campeche y Yucatán. Además de generar empleo
directo e indirecto, esta actividad representa una fuente esen-
cial de alimentos y de desarrollo regional, siendo realizada
principalmente por pequeños productores que operan em-
barcaciones menores.

De conformidad con el artículo 199-A de la Ley Federal de
Derechos, quienes realizan actividades de pesca comercial
en aguas de jurisdicción nacional deben cubrir anualmente
un derecho cuyo monto depende, entre otros factores, de la
especie aprovechada, del tonelaje neto registrado de la em-
barcación y, en determinados casos, del pago adicional por
concepto de artes o equipos de pesca.

Sin embargo, organizaciones representativas del sector
pesquero ribereño han manifestado que la aplicación prác-
tica de dicho esquema ha generado cargas económicas que
resultan desproporcionadas para los pequeños productores.
Entre las principales problemáticas expuestas destacan las
siguientes: la diferencia considerable entre los derechos
aplicables a pesquerías explotadas por embarcaciones ma-
yores respecto de diversas pesquerías bentónicas aprove-
chadas exclusivamente por embarcaciones ribereñas, como
erizo de mar, abulón, almejas y algas marinas.

La actualización de certificados de matrícula por parte de
las Capitanías de Puerto, mediante la utilización de tablas
de equivalencia de dimensiones, ha provocado que nume-
rosas embarcaciones menores registren un incremento en
su tonelaje neto, aun cuando no exista modificación sus-
tancial en el casco ni en su capacidad operativa. Como con-
secuencia de ello, embarcaciones que históricamente se en-
contraban registradas con aproximadamente 0.840
toneladas netas aparecen ahora con registros cercanos a
1.900 toneladas netas, ocasionando incrementos significa-
tivos en el monto de los derechos establecidos por la Ley
Federal de Derechos.

Asimismo, diversos productores han señalado la necesidad
de contar con mayor transparencia respecto del cálculo del
derecho correspondiente al uso de artes o equipos de pesca
aplicable a determinadas pesquerías. Si bien el cobro de
derechos constituye una facultad legítima del Estado, pre-
vista en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos, dichos gravámenes
deben observar los principios de proporcionalidad y equi-
dad tributaria.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido
reiteradamente que las contribuciones deben guardar una
relación razonable con la capacidad contributiva del sujeto
obligado y con el hecho imponible previsto por la ley. En
ese contexto, resulta pertinente que las autoridades hacen-
darias y pesqueras revisen los efectos que actualmente pro-
duce la aplicación del artículo 199-A de la Ley Federal de
Derechos sobre la pesca ribereña, particularmente cuando
los incrementos en el tonelaje registrado derivan de crite-
rios administrativos y no necesariamente de modificacio-
nes materiales en las embarcaciones.

Para mayor ilustración, se muestra un cuadro comparativo de
los costos por tonelada neta, donde se refleja la despropor-
ción que existe entre las cantidades por concepto de pago de
pago de derechos de las pesquerías que debe cubrir el sector
ribereño en relación con las embarcaciones mayores.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público y a la Secretaría de Agricultura y De-
sarrollo Rural a revisar el esquema de cobro de derechos
previsto en el artículo 199-A de la Ley Federal de Dere-
chos, a fin de evitar afectaciones desproporcionadas a los
pescadores ribereños.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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SE IMPLEMENTE UN PROGRAMA NACIONAL DE
CIRUGÍA DE ALTA ESPECIALIDAD DE

TRASPLANTE INTESTINAL PARA PACIENTES 
CON SÍNDROME DE INTESTINO CORTO 

Y FALLA INTESTINAL SEVERA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a Ssa y
a la Comisión Coordinadora de Institutos Nacionales de
Salud y Hospitales de Alta Especialidad a implementar un
programa nacional de cirugía de alta especialidad de tras-
plante intestinal para pacientes con síndrome de intestino
corto y falla intestinal severa, a cargo de la diputada María
del Carmen Cabrera Lagunas, del Grupo Parlamentario del
PVEM

La que suscribe, María del Carmen Cabrera Lagunas,
diputada federal integrante del Grupo Parlamentario de
Partido Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I y 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho humano a la protección de la salud se encuen-
tra reconocido en el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que to-
da persona tiene derecho a la protección de la salud y que
el Estado garantizará el acceso a los servicios sanitarios de
manera progresiva, universal y con calidad.

Asimismo, la Ley General de Salud establece la obligación
de las autoridades sanitarias para coordinar y desarrollar
servicios médicos especializados que permitan atender pa-
decimientos de alta complejidad y enfermedades que com-
prometan la vida de las personas.

En México, uno de los vacíos más delicados dentro del sis-
tema nacional de salud corresponde a la atención de pa-
cientes con síndrome de intestino corto y falla intestinal se-
vera, particularmente aquellos casos que requieren cirugía
reconstructiva intestinal avanzada o trasplante intestinal,
procedimientos que representan uno de los mayores nive-
les de complejidad quirúrgica y hospitalaria.

En este orden de ideas, a mi casa de enlace se presentó el
caso de la ciudadana Xóchitl Bibiano Arredondo, paciente

de 47 años, actualmente atendida en el Hospital General
Renacimiento, en Zihuatanejo, Guerrero, perteneciente al
IMSS-Bienestar. Bibiano Arredondo presenta un cuadro
clínico complejo derivado de isquemia mesentérica, com-
plicada con síndrome de intestino corto tipo III (yeyuno-
íleon-colon), posterior a múltiples procedimientos quirúr-
gicos mayores, entre ellos yeyunectomía, yeyunostomía
derivativa e ileectomía amplia por necrosis intestinal ex-
tensa.

Asimismo, el personal médico tratante refiere que la pa-
ciente cursa con evolución clínica delicada, persistiendo al-
teraciones metabólicas y nutricionales severas, anemia,
leucocitosis, hipokalemia, hipoalbuminemia y alto riesgo
de complicaciones infecciosas y de falla intestinal, motivo
por el cual se determinó la necesidad de valoración en una
unidad de tercer nivel con capacidad resolutiva multidisci-
plinaria especializada.

Se procedió a ayudar a la paciente refiriéndola a diferentes
Instituciones como el Instituto de Neurología y Neurociru-
gía, el Instituto Nacional de Rehabilitación, el Instituto Na-
cional de Ciencias Médicas y Nutrición y el Hospital Ge-
neral de México a través de la Comisión Coordinadora de
Instituciones de Salud y Hospitales de Alta Especialidad
(Ccinshae), en todos ellos la respuesta fue la misma: no se
cuenta con programas de alta especialidad para atención de
pacientes con síndrome de intestino corto y eventual tras-
plante de intestino.

El expediente médico señala expresamente que la paciente
requiere valoración y tratamiento por servicios de gastroci-
rugía y atención de alta capacidad resolutiva, debido a la
complejidad extrema del padecimiento. Sin embargo, deri-
vado de la revisión de las respuestas emitidas por diversos
institutos nacionales y hospitales de tercer nivel, se des-
prende que las instituciones consultadas han manifestado
no contar actualmente con programas especializados para
cirugía de reconstrucción intestinal avanzada o trasplante
intestinal, motivo por el cual el caso no pudo ser atendido
dentro de la red hospitalaria nacional de alta especialidad.

Esta situación revela una problemática de salud pública
que trasciende el caso individual de la paciente, pues deja
en estado de vulnerabilidad extrema a personas con falla
intestinal irreversible, quienes requieren acceso a procedi-
mientos altamente especializados que hoy en día son prác-
ticamente inexistentes o insuficientes en el sistema de sa-
lud público mexicano.
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El síndrome de intestino corto constituye una enfermedad
catastrófica que compromete directamente la superviven-
cia del paciente, debido a la incapacidad del organismo pa-
ra absorber nutrientes, líquidos y electrolitos de manera
adecuada. En los casos más graves, el trasplante intestinal
representa la única alternativa terapéutica viable para pro-
longar y mejorar la calidad de vida. No obstante, en Méxi-
co persiste una limitada infraestructura médica, quirúrgica
y escasez presupuestal para atender este tipo de patologías
complejas, lo cual obliga a muchos pacientes y sus familias
a enfrentar largos procesos de referencia institucional sin
acceso efectivo a tratamiento definitivo.

De acuerdo con datos del Centro Nacional de Trasplantes,
procedimientos quirúrgicos de alta especialidad como el
caso que se describe, representan menos del 1% de todos
los trasplantes del país. Inclusive, en varios años no se re-
gistra ninguno. Desafortunadamente no existe una cifra
oficial de casos de intestino corto en edad adulta, la inci-
dencia reportada en países desarrollados es de aproximada-
mente 2 a 5 casos por millón de habitantes por año.

Actualmente, Xóchitl Bibiano Arredondo continúa en el
hospital sin un tratamiento que le permita tener una vida
plena por lo que resulta indispensable que las autoridades
sanitarias federales analicen la viabilidad técnica, médica y
presupuestal de desarrollar un programa nacional especia-
lizado en cirugía intestinal avanzada y trasplante intestinal,
mediante la coordinación entre institutos nacionales, hos-
pitales regionales de alta especialidad y centros médicos
especializados.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud del
Gobierno Federal y a la Comisión Coordinadora de Institu-
tos Nacionales de Salud y Hospitales de Alta Especialidad
(CCINSHAE) para que, en el ámbito de sus atribuciones y
posibilidades presupuestales, analice e impulse la creación
e implementación de un Programa Nacional de Cirugía de
Alta Especialidad y Trasplante Intestinal para la atención
de pacientes con síndrome de intestino corto y falla intesti-
nal severa.

Segundo. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a las autoridades sanitarias

federales para que se valore de manera prioritaria el caso
clínico de la ciudadana Xóchitl Bibiano Arredondo, a efec-
to de explorar alternativas de atención médica especializa-
da, referencia nacional o mecanismos extraordinarios de
apoyo institucional conforme a la normatividad aplicable.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputada María del Carmen Cabrera Lagunas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAPESCA, A IMPLENTAR 
MEDIDAS ADMINISTRATIVAS QUE PERMITAN A

LOS PESCADORES RIBEREÑOS CONTINUAR EJER-
CIENDO SU ACTIVIDAD CUANDO LA RENOVA-

CIÓN DE PERMISOS SE VEA IMPEDIDA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Co-
napesca a implementar medidas administrativas transito-
rias que permitan a los pescadores ribereños continuar ejer-
ciendo su actividad cuando la renovación de sus permisos
se vea impedida por causas atribuibles a la administración
o a fallas de los sistemas informáticos gubernamentales, a
cargo de la diputada María del Carmen Cabrera Lagunas,
del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, Ma del Carmen Cabrera Lagunas diputada
federal integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, y 79 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La pesca ribereña constituye una de las actividades econó-
micas y sociales de mayor importancia para miles de fami-
lias que habitan en las zonas costeras y cuerpos de agua in-
teriores del país. De esta actividad dependen directamente
comunidades enteras cuyo sustento diario está ligado a la
captura legal de especies pesqueras.

Para ejercer esta actividad, los pescadores ribereños deben
contar con permisos vigentes expedidos por la Comisión

Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados162



Nacional de Acuacultura y Pesca, los cuales deben reno-
varse conforme a la legislación aplicable. Sin embargo, en
los últimos meses diversos pescadores han manifestado di-
ficultades para concretar la renovación de dichos permisos
debido a retrasos administrativos, saturación de expedien-
tes, fallas en plataformas digitales, problemas tecnológicos
o demoras en la emisión de dictámenes técnicos necesarios
para concluir el procedimiento.

Tan solo en mi Distrito he atendido la inquietud de varias
cooperativas pesqueras, quienes expresan su genuina preo-
cupación. En numerosos casos, los interesados presentan
oportunamente sus solicitudes y cumplen con los requisitos
establecidos; sin embargo, la resolución no puede emitirse
debido a problemas institucionales.

La consecuencia inmediata es que el permiso pierde vigen-
cia y el pescador queda imposibilitado legalmente para
desarrollar su actividad económica, exponiéndose incluso a
sanciones administrativas, al aseguramiento de sus produc-
tos o embarcaciones y, sobre todo, a la pérdida del ingreso
que sostiene a sus familias. El artículo 1o de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos obliga a to-
das las autoridades a promover, respetar, proteger y garan-
tizar los derechos humanos, mientras que el artículo 25
establece la rectoría del Estado para impulsar el desarrollo
nacional mediante actividades productivas que generen
bienestar.

Por su parte, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables tiene entre sus objetivos fomentar el desarrollo
ordenado de la actividad pesquera, procurando tanto la
conservación de los recursos como el bienestar de quienes
dependen de ellos.

En diversas materias administrativas existen mecanismos
que permiten mantener la eficacia de derechos previamen-
te adquiridos cuando la demora en la resolución no es im-
putable al particular. Bajo esa lógica, resulta viable que la
autoridad pesquera implemente medidas administrativas
temporales que permitan acreditar que un permiso cuya re-
novación fue solicitada en tiempo y forma continúe produ-
ciendo efectos mientras concluye el procedimiento corres-
pondiente.

Ello no implica autorizar nuevas actividades pesqueras ni
modificar los criterios técnicos para el otorgamiento de
permisos; únicamente busca evitar que los pescadores ribe-
reños sean afectados por retrasos derivados de la propia bu-
rocracia.

Una medida de esta naturaleza otorgaría certeza jurídica,
evitaría afectaciones económicas innecesarias y fortalece-
ría la confianza de los productores en las instituciones, sin
menoscabo de las facultades regulatorias de la autoridad ni
de los objetivos de sustentabilidad pesquera.

Por ello, resulta pertinente exhortar a la Comisión Nacio-
nal de Acuacultura y Pesca para que, en el ámbito de sus
atribuciones y en coordinación con la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural y, cuando corresponda, con el
Instituto Mexicano de Investigación en Pesca y Acuacultu-
ra Sustentables, establezca mecanismos administrativos
transitorios que permitan mantener la vigencia operativa de
los permisos cuya renovación se encuentre pendiente por
causas no imputables a los solicitantes.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único.- La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Nacio-
nal de Acuacultura y Pesca (CONAPESCA), en coordina-
ción con la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural
(SADER) para que, en el ámbito de sus respectivas atribu-
ciones, implementen un mecanismo administrativo transi-
torio que permita a las personas titulares de permisos de
pesca comercial ribereña continuar ejerciendo legalmente
su actividad cuando hayan presentado oportunamente la
solicitud de renovación y ésta no pueda resolverse por cau-
sas atribuibles a la autoridad, incluyendo retrasos adminis-
trativos, fallas tecnológicas o indisponibilidad de los siste-
mas institucionales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Ma del Carmen Cabrera Lagunas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.
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EXHORTO A LA SEDENA, A DAR TRÁMITE
Y EMITIR LA DETERMINACIÓN RESPECTIVA A

LAS SOLICITUDES PENDIENTES DE LICENCIAS
PARTICULARES COLECTIVAS PARA LA

PORTACIÓN DE ARMAS DE FUEGO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
dena a dar trámite y emitir la determinación que en derecho
corresponda, respecto de las solicitudes pendientes de li-
cencias particulares colectivas para la portación de armas
de fuego, a cargo de la diputada María del Carmen Cabre-
ra Lagunas, del Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, Ma. del Carmen Cabrera Lagunas,
diputada federal integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México en la LXVI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto con fundamento
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La seguridad privada constituye una actividad lícita de re-
levancia económica y social, reconocida por el orden jurí-
dico mexicano como auxiliar de la función de seguridad
pública. En el desarrollo de determinadas modalidades de
prestación de servicios, particularmente aquellas relaciona-
das con la custodia y traslado de valores, protección de ins-
talaciones y personas, así como otros servicios que requie-
ren la portación de armas de fuego, resulta indispensable
que las empresas cuenten con las autorizaciones y licencias
correspondientes.

En este contexto, diversas empresas prestadoras de servi-
cios de seguridad privada legalmente constituidas y autori-
zadas, así como cámaras y asociaciones representativas del
sector, han hecho del conocimiento de esta Soberanía la
existencia de demoras significativas en la resolución de so-
licitudes de expedición y, en su caso, renovación de Licen-
cias Particulares Colectivas de portación de armas de fue-
go, tramitadas ante la Secretaría de la Defensa Nacional.

De manera particular, se ha señalado la existencia de soli-
citudes presentadas desde mayo de 2025 que, al momento
de formular la presente proposición, permanecen sin reso-
lución expresa, a pesar de haber transcurrido más de cator-
ce meses desde su presentación. La situación descrita ge-

nera incertidumbre jurídica para los particulares y puede
afectar directamente la continuidad de operaciones de em-
presas que cuentan con autorización vigente para prestar
servicios de seguridad privada en modalidades que requie-
ren personal armado debidamente autorizado.

En materia específica de armas de fuego, los artículos 1o.
y 2o. de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos
establecen el ámbito de aplicación de dicho ordenamiento
y las atribuciones de las autoridades competentes, entre
ellas la Secretaría de la Defensa Nacional. Asimismo, los
artículos 24, 25 y 26 del citado ordenamiento establecen
que para portar armas se requiere la licencia respectiva y
contemplan las licencias particulares individuales y colec-
tivas, estas últimas aplicables, entre otros supuestos, a per-
sonas morales que prestan servicios privados de seguridad
y que cumplen con los requisitos establecidos por la legis-
lación y su Reglamento.

Lo anterior implica que, cuando los particulares presentan
una solicitud ante la autoridad competente y cumplen con
los requisitos establecidos en el marco jurídico aplicable, la
Administración Pública por conducto de la Sedena debe
tramitarla y resolverla de manera expresa, fundada y moti-
vada, dentro de los plazos correspondientes.

Por ello, la existencia de solicitudes que permanecen sin
resolución durante periodos considerablemente superio-
res al plazo general previsto en la legislación administra-
tiva constituye un asunto que amerita la atención de esta
Soberanía, particularmente cuando la falta de definición
administrativa puede producir consecuencias económi-
cas y laborales para los particulares que participan en un
sector legalmente regulado.

Asimismo, la Ley Federal de Seguridad Privada reconoce
la seguridad privada como una actividad a cargo de parti-
culares, autorizada por la autoridad competente, destinada
a realizar acciones de protección, vigilancia y custodia de
personas y bienes, traslado de valores y otras actividades
relacionadas, precisamente en su carácter de auxiliar de la
función de seguridad pública.

En consecuencia, cualquier circunstancia administrativa
que obstaculice injustificadamente la operación regular de
las empresas legalmente autorizadas para prestar estos ser-
vicios puede tener efectos que trascienden el ámbito estric-
tamente empresarial, particularmente cuando se trata de ac-
tividades vinculadas con la protección de personas, bienes,
valores e instalaciones.
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La situación también tiene implicaciones en materia eco-
nómica formal, toda vez que, de acuerdo con estimaciones
difundidas por organizaciones representativas del sector, la
industria de la seguridad privada genera cientos de miles de
empleos directos y constituye una actividad con una parti-
cipación relevante en la economía nacional.

De acuerdo con cifras del Censo Nacional de Seguridad
Pública Estatal (CNSPE) 2025 del Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática (INEGI), las empresas
de seguridad privada registradas ante las entidades federa-
tivas tenían 113,987 personas adscritas (la cifra excluye a
la Ciudad de México, que no reportó datos completos). De
ese total, 76.1% eran hombres y 23.9% mujeres; 101,317
(88.9%) desempeñaban funciones operativas, 8,371 (7.3%)
administrativas y 3,397 (3.0%) directivas.

El dato más revelador surge al comparar esa cifra con la
fuerza policial: al cierre de 2025, las corporaciones poli-
ciales estatales sumaban 117,428 elementos (una tasa na-
cional de 1.0 policías por cada 1,000 habitantes; Tabasco la
más alta, con 2.1). Es decir, el personal de seguridad pri-
vada registrado equivale ya a cerca del 97% de la policía
estatal del país.

La finalidad de esta proposición es solicitar a la autoridad
competente que atienda y resuelva las solicitudes que se
encuentren pendientes, particularmente aquellas que hayan
superado el plazo legal aplicable, el impacto negativo en el
mercado de la seguridad privada esta siendo negativo, lo
cual redunda no solo en impacto para familias, empresas;
también para la percepción de seguridad en el país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de la
Defensa Nacional (Sedena) a dar trámite y emitir la deter-
minación que en derecho corresponda, respecto de las soli-
citudes pendientes de licencias particulares colectivas para
la portación de armas de fuego.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Ma. del Carmen Cabrera Lagunas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen.

MECANISMOS DE COORDINACIÓN PARA
DESARROLLAR ACCIONES DE CAPACITACIÓN 

DIRIGIDAS AL PERSONAL DE SALUD, FAMILIA-
RES Y PERSONAS CUIDADORAS DE 

PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa,
en coordinación con las instituciones públicas de salud, IN-
APAM y demás autoridades competentes, a establecer me-
canismos de coordinación para desarrollar acciones de ca-
pacitación dirigidas al personal de salud, familiares y
personas cuidadoras de personas adultas mayores, a cargo
de la diputada María Leonor Noyola Cervantes, del Grupo
Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada Ma. Leonor Noyola Cervantes,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 79 y demás aplicables del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. México transita por un proceso de envejecimien-
to demográfico acelerado e inédito en su historia. De
acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (INEGI), en 2025 el país contaba con 17.1 millones de
personas de 60 años y más, equivalentes al 12.8 por ciento
de la población nacional, cifra que las proyecciones esti-
man llegará a 28 millones para 2040 y a 33.4 millones pa-
ra 2050.

Esta transformación demográfica exige que el Estado me-
xicano fortalezca, desde ahora, la infraestructura institucio-
nal, humana y de capacitación necesaria para atender con
dignidad a este sector de la población, garantizando ade-
más la sostenibilidad social e intergeneracional del sistema
de cuidados.

Segunda. La Encuesta Nacional sobre Cuidados (Enasic
2022) del INEGI reveló que, del total de 20 millones de
personas adultas mayores en el país, 2.9 millones presentan
alguna discapacidad o dependencia, de las cuales casi dos
terceras partes (65.2 por ciento) reciben cuidados en su ho-
gar, generalmente a cargo de un familiar sin formación téc-
nica ni acompañamiento institucional.
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La misma fuente documenta que el trabajo de cuidados es-
tá profundamente feminizado: 75.1 por ciento de las perso-
nas cuidadoras principales son mujeres, quienes dedican en
promedio 38.9 horas semanales a esta labor, frecuentemen-
te sin capacitación, sin remuneración y sin acceso a servi-
cios de salud como prestación laboral.

Tercera. Datos más recientes de la Encuesta Nacional so-
bre Salud y Envejecimiento en México (Enasem 2024)
confirman esta tendencia: 9.3 por ciento de las personas de
50 años y más presenta al menos una limitación para reali-
zar actividades básicas de la vida diaria, y 35 por ciento de
la población de 50 años y más cuida, a su vez, a menores
de edad o a personas enfermas o con discapacidad.

Esta doble carga de cuidados conocida como la “genera-
ción sándwich” evidencia la urgencia de que el Estado
brinde herramientas formativas que reduzcan el desgaste
físico y emocional de quienes cuidan, así como el riesgo
del llamado síndrome del cuidador quemado, ampliamente
documentado por la literatura clínica nacional e internacio-
nal.

Cuarta. El marco jurídico vigente ya reconoce esta nece-
sidad. El artículo 6o. de la Ley de los Derechos de las Per-
sonas Adultas Mayores establece que el Estado garantizará
las condiciones óptimas de salud, educación, desarrollo in-
tegral y seguridad social a las personas adultas mayores.
Por su parte, el artículo 18, fracción X, de la misma Ley
dispone que los cuidados proporcionados por la familia,
por los responsables de su atención y cuidado, o por las ins-
tituciones públicas o privadas a su cargo, deben compren-
der aspectos mínimos de calidad y periodicidad en la aten-
ción médica.

Asimismo, la fracción XII del artículo 28 faculta al Institu-
to Nacional de las Personas Adultas Mayores para brindar
asesoría, orientación y capacitación al personal de institu-
ciones, casas hogar, albergues y centros que brindan servi-
cios y atención a este sector de la población.

Quinta. No obstante este marco normativo, dicha capaci-
tación se ha desarrollado de manera dispersa y sin meca-
nismos formales de coordinación interinstitucional entre la
Secretaría de Salud, el Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores (Inapam) y las demás autoridades com-
petentes en la materia, lo que se traduce en programas de
capacitación heterogéneos, de cobertura limitada y sin con-
tinuidad, particularmente en lo que corresponde a la for-
mación de personal de salud de primer contacto, así como

de familiares y personas cuidadoras no profesionales, quie-
nes son, en la práctica, el principal soporte del cuidado de
las personas adultas mayores en México.

Sexta. La capacitación especializada del personal de salud
en materia de geriatría, gerontología, manejo de enferme-
dades crónico-degenerativas y detección de violencia o
maltrato y de las personas cuidadoras y familiares en ma-
teria de manejo postural, prevención de caídas, administra-
ción segura de medicamentos, nutrición, autocuidado emo-
cional y reconocimiento de signos de alarma constituye
una medida costo-efectiva que reduce hospitalizaciones
evitables, mejora la calidad de vida de las personas adultas
mayores y disminuye la sobrecarga física y emocional de
quienes cuidan.

En este sentido, resulta impostergable que la Secretaría de
Salud, en su calidad de cabeza de sector y como parte del
Consejo Directivo del INAPAM, asuma un papel activo en
el diseño e implementación de mecanismos formales de co-
ordinación interinstitucional orientados a este fin.

Séptima. El Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México reitera su compromiso con una visión de
bienestar integral y sustentabilidad social que reconoce a
las personas adultas mayores como un pilar del tejido co-
munitario y familiar.

Fortalecer la capacitación del personal de salud y de las
personas cuidadoras es congruente con el principio de co-
rresponsabilidad social consagrado en el artículo 4o., frac-
ción IV, de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, y responde a la responsabilidad del Estado de ga-
rantizar entornos de cuidado dignos, seguros y sostenibles
para las generaciones presentes y futuras.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Sa-
lud para que, en el ámbito de sus atribuciones y en coordi-
nación con las instituciones públicas de salud, el Instituto
Nacional de las Personas Adultas Mayores y demás autori-
dades competentes establezca mecanismos formales de co-
ordinación interinstitucional para el diseño, implementa-
ción y evaluación de acciones permanentes de capacitación
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dirigidas al personal de salud, a los familiares y a las per-
sonas cuidadoras de personas adultas mayores, en materia
de atención geriátrica y gerontológica, manejo de enferme-
dades crónicas, prevención de la violencia y el maltrato, así
como autocuidado de la persona cuidadora.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 septiembre de 2026.— Dipu-
tada Ma. Leonor Noyola Cervantes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

ACCIONES PARA VERIFICAR QUE LAS PERSONAS
POLICÍAS MUNICIPALES DE COAHUILA CUENTEN

CON CAPACITACIÓN EN MATERIA DE DETEN-
CIÓN Y MEDIDAS ESPECIALES PARA LA PROTEC-

CIÓN DE LOS DERECHOS DE ADOLESCENTES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Se-
cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública a realizar las acciones conducentes para verificar
que las y los integrantes de las policías municipales del es-
tado de Coahuila de Zaragoza, cuenten con la capacitación
en materia de detención y medidas especiales para la pro-
tección de los derechos de las personas adolescentes, a car-
go del diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja, del Gru-
po Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, así
como demás disposiciones aplicables; someto a considera-
ción de esta asamblea, la siguiente proposición con punto
de acuerdo conforme a las sucesivas

Consideraciones

“El paradigma de los derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes, signado en la aprobación de la Convención sobre
los Derechos del Niño en 1989, concibe a las y los adoles-
centes no solo como titulares y sujetos de derecho con au-
tonomía, sino también como sujetos capaces de compren-
der y ser responsables de sus actos (Cillero, 2022). Este
paradigma dio paso a un enfoque en materia penal que in-
corpora la idea de responsabilidad, en el que la persona

adolescente puede ser considerada como responsable de al-
gún delito, y, por tanto, sujeta a sanción que contemple los
efectos penales y la etapa de desarrollo. A este enfoque se
le conoce como el modelo garantista de la responsabilidad.

El modelo garantista se adoptó en México a partir de la re-
forma, en 2005, al artículo 18 constitucional, con la que se
estableció un sistema integral de justicia para las y los ado-
lescentes con objeto de garantizar tanto los derechos hu-
manos establecidos para todas las personas en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos como los
derechos específicos que han sido reconocidos a las perso-
nas adolescentes (Cillero, 2022). Diez años después, se lle-
vó a cabo una nueva reforma al artículo 18 de la Constitu-
ción con la que se instauró un sistema de justicia penal para
adolescentes de tipo acusatorio y oral; asimismo, se refor-
mó la fracción XXI del artículo 73 de la CPEUM para es-
tablecer una legislación única en el país en materia de jus-
ticia penal para adolescentes (Cillero, 2022). Como parte
de esta necesidad de armonización, se publicó la Ley Na-
cional del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes
(Lnsijpa, 2016).

En principio, la reforma de diciembre de 2005 al artículo
18 constitucional, la cual delimitó el Sistema Integral de
Justicia para Adolescentes, facultó a la federación, a los es-
tados y al Distrito Federal para que, dentro de sus respecti-
vas competencias, elaboraran una ley —código— que ga-
rantizara a las personas adolescentes acusadas de cometer
un delito “los derechos fundamentales reconocidos para to-
do individuo, además de los específicos que por su condi-
ción de personas en desarrollo le han sido reconocidos”1.

Así, la justicia penal para adolescentes es un sistema espe-
cializado y diferenciado del régimen penal aplicable a las
personas adultas. Su existencia parte del reconocimiento de
que las personas adolescentes se encuentran en una etapa
particular de desarrollo físico, psicológico, emocional y so-
cial y, por tanto, requieren de una respuesta institucional
que, sin desconocer las consecuencias jurídicas derivadas
de la comisión de conductas tipificadas como delitos, ga-
rantizando plenamente los derechos específicos que les co-
rresponden por su condición de personas en desarrollo,
sustentado, entre otros, en los principios de interés superior
de la niñez, protección integral de los derechos de la per-
sona adolescente, autonomía progresiva, mínima interven-
ción, justicia restaurativa y especialización.

La especialización representa uno de los elementos esen-
ciales de este sistema. Su alcance no puede limitarse a los
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órganos jurisdiccionales, ministerios públicos o defensorí-
as, sino que debe comprender a todas aquellas autoridades
que, por la naturaleza de sus atribuciones, intervienen di-
rectamente con las personas adolescentes La Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha sostenido que el mandato
constitucional de especialización comprende a policías,
agentes del Ministerio Público, personas juzgadoras, de-
fensoras y, en general, a quienes participan en la procura-
ción e impartición de justicia para adolescentes.

Particularmente relevante resulta la situación de quienes
mantienen contacto directo con las personas adolescentes,
como sucede con los elementos policiales, respecto de los
cuales la especialización constituye un componente indis-
pensable para el adecuado ejercicio de sus funciones.

Esta exigencia encuentra plena justificación si se conside-
ra que el primer contacto de una persona adolescente con
el Sistema Integral de Justicia Penal ocurre, en numerosas
ocasiones, precisamente mediante la intervención de los
cuerpos policiales.

Al respecto es menester comentar que durante el 2024 el
estado de Coahuila2 se ubicó como la tercera entidad del
país con mayor número de adolescentes puestos a disposi-
ción por corporaciones municipales de seguridad pública,
así lo confirman las Estadísticas sobre Personas Adoles-
centes en Conflicto con la Ley (Epacol) 2026.3

La necesidad de fortalecer la capacitación de las corpora-
ciones policiales adquiere mayor relevancia cuando se ana-
liza la dimensión de su intervención en el Sistema Integral
de Justicia Penal para Adolescentes. De acuerdo con las
Estadísticas sobre Personas Adolescentes en Conflicto con
la Ley (Epacol) 2026, elaboradas por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía, durante 2024 se registraron de-

cenas de miles de puestas a disposición de personas ado-
lescentes realizadas por instituciones municipales de segu-
ridad pública.

La detención, el aseguramiento, el traslado y la puesta a
disposición constituyen actuaciones particularmente sensi-
bles, durante las cuales deben observarse garantías reforza-
das atendiendo a la edad, grado de desarrollo y condición
jurídica de la persona adolescente. El Manual de Justicia
Penal para Adolescentes4 de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación recupera los estándares nacionales e interna-
cionales aplicables a estas intervenciones y destaca que las
garantías del debido proceso deben respetarse desde el mo-
mento de la detención. Asimismo, refiere el estándar con-
forme al cual ésta debe ser ejecutada por personal policial
capacitado para el tratamiento de adolescentes, debido a las
particularidades y riesgos que presenta el contacto de las
personas menores de edad con las instituciones de seguri-
dad pública.

Lo anterior resulta fundamental, pues una actuación poli-
cial carente de los conocimientos y herramientas necesa-
rios puede comprometer derechos como la integridad per-
sonal, la libertad, la presunción de inocencia, la privacidad,
el derecho a una defensa adecuada y el derecho de las per-
sonas adolescentes a conocer, mediante un lenguaje senci-
llo y comprensible, las razones de su detención y los dere-
chos que les asisten. Esta realidad obliga a poner especial
atención en la preparación de los elementos de seguridad
pública municipales, pues son precisamente estas autorida-
des quienes pueden intervenir en uno de los primeros mo-
mentos del procedimiento y, consecuentemente, tienen la
responsabilidad de garantizar que su actuación sea compa-
tible con el régimen especializado previsto constitucional y
legalmente.

En este sentido, el artículo 74 de la Ley Nacional del Sistema
Integral de Justicia Penal para Adolescentes5 dispone las
obligaciones generales para las instituciones de Seguridad
Pública estableciendo que el Sistema Nacional de Seguridad
Pública dará seguimiento para que todos los elementos de las
instituciones de seguridad pública reciban capacitación con-
forme a protocolos, que deberá diseñar y aprobar, en materia
de detención y medidas especiales para la protección de los
derechos de las personas adolescentes.

En concordancia el primer párrafo del artículo 86 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública6 esta-
blece que:
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Artículo 86. El Secretariado Ejecutivo es el encargado
de establecer la política nacional en materia de acredita-
ción y certificación para las Instituciones de Seguridad
Pública y de los Centros de Comando y Control de los
tres órdenes de gobierno y la de certificación individual
del personal adscrito a estas. La política nacional será
aplicable a las personas servidoras públicas en Institu-
ciones Policiales, ministeriales, periciales y penitencia-
rias.

Así, la propia Ley establece obligaciones específicas para
los elementos de las instituciones de seguridad pública que
intervengan en la detención de una persona adolescente.
Resulta necesario verificar que los elementos que material-
mente intervienen con personas adolescentes hayan recibi-
do efectivamente la capacitación correspondiente y cuen-
ten con las competencias necesarias para aplicar dichos
protocolos en situaciones reales. Este deber adquiere espe-
cial importancia tratándose de las policías municipales, por
su proximidad con la población y por las funciones pre-
ventivas y de seguridad pública que desarrollan cotidiana-
mente. En municipios con una importante concentración
poblacional y dinámica urbana, como Torreón, Coahuila de
Zaragoza, resulta indispensable asegurar que los elementos
policiales se encuentren preparados para identificar cuándo
se encuentran frente a una persona adolescente y conozcan
las obligaciones reforzadas que deben observar durante su
detención, traslado y puesta a disposición.

La capacitación policial en esta materia no debe entender-
se únicamente como una herramienta de profesionalización
institucional. Constituye una garantía para las personas
adolescentes y, al mismo tiempo, un mecanismo de protec-
ción para las víctimas, para las propias instituciones de se-
guridad pública y para la legalidad del procedimiento, pues
una intervención realizada conforme a protocolos especia-
lizados contribuye a prevenir violaciones a derechos hu-
manos y actuaciones susceptibles de comprometer etapas
posteriores de la investigación.

La capacitación especializada también constituye una he-
rramienta para brindar certeza jurídica a las personas inte-
grantes de las Instituciones de Seguridad Pública. Conocer
las reglas específicas de actuación permite que las interven-
ciones se realicen dentro de los límites constitucionales y
legales, disminuye el margen para prácticas discrecionales
y contribuye a prevenir responsabilidades administrativas,
penales o violaciones a derechos humanos derivadas del
desconocimiento de los protocolos aplicables. Debe seña-

larse que exigir el cumplimiento de estas obligaciones no
significa obstaculizar las funciones de seguridad pública ni
generar espacios de impunidad. Por el contrario, una policía
debidamente capacitada fortalece la eficacia de las institu-
ciones, mejora la calidad de las actuaciones realizadas des-
de el primer contacto y contribuye a que las investigaciones
posteriores cuenten con actuaciones policiales realizadas
conforme a derecho.

La existencia de una legislación especializada sólo alcanza
plenamente sus objetivos cuando las autoridades encarga-
das de aplicarla cuentan con los conocimientos, capacida-
des y herramientas necesarias para hacerlo. Por ello, resul-
ta necesario que el Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, en el ámbito de sus atribu-
ciones y como instancia encargada de apoyar la operación
y funcionamiento del Sistema Nacional, realice las accio-
nes de seguimiento correspondientes para conocer y verifi-
car el grado de cumplimiento de las obligaciones de capa-
citación previstas en la Ley Nacional respecto de los
integrantes de las Policías Municipales del estado de Coa-
huila de Zaragoza.

El propósito del presente exhorto es fortalecer las capaci-
dades institucionales y garantizar que toda intervención
policial relacionada con personas adolescentes se realice
bajo los principios de legalidad, profesionalismo, respeto a
los derechos humanos, interés superior de la niñez y espe-
cialización que exige nuestro orden constitucional.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión exhorta, respetuosamente, al Secre-
tariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica para que, en el ámbito de sus atribuciones, dé segui-
miento y realice las acciones conducentes para verificar
que las y los integrantes de las policías municipales del es-
tado de Coahuila de Zaragoza, cuenten con la capacitación
en materia de detención y medidas especiales para la pro-
tección de los derechos de las personas adolescentes, con-
forme a lo establecido en los artículos 73 y 74 de la Ley
Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Ado-
lescentes y los protocolos aplicables; y, en su caso, pro-
mueva las acciones de capacitación y actualización necesa-
rias para garantizar su debido cumplimiento.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputado Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

FORTALECER ACCIONES INSTITUCIONALES 
PARA LA PREVENCIÓN DEL SUICIDIO Y ATEN-

CIÓN INTEGRAL DE LA SALUD MENTAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a fortalecer las acciones institucionales pa-
ra la prevención del suicidio y la atención integral de la sa-
lud mental, particularmente de adolescentes y jóvenes, a

cargo de la diputada Ana Isabel González González, del
Grupo Parlamentario del PRI 

La que suscribe, diputada Ana Isabel González González, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, de la LXVI Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, y con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 6o., numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, frac-
ciones I y II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta asam-
blea, la siguiente proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a diversas autoridades a fortalecer las accio-
nes institucionales para la prevención del suicidio y la aten-
ción integral de la salud mental, particularmente de adoles-
centes y jóvenes, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

Define el suicidio como el acto deliberado de quitarse la
vida. Actualmente, el suicidio es considerado un problema
de salud pública, que afecta no solo a los individuos, sino
también a las familias y la sociedad en general. Además, de
que aún está rodeado de estigmas, mitos y tabúes. A nivel
mundial, se estima que cada año, una de cada 100 perso-
nas, se quitan la vida tras numerosos intentos de suicidio,
lo que corresponde a una muerte cada 40 segundos.1

El suicidio no es solamente un desafortunado problema por
la pérdida irreparable de vidas humanas que representa, si-
no por las profundas consecuencias que genera en las fa-
milias, comunidades, instituciones y en la sociedad en su
conjunto.

Detrás de cada muerte existe una historia personal atravesa-
da, en muchos casos, por situaciones de sufrimiento emocio-
nal, aislamiento, violencia, pérdidas, problemas familiares,
dificultades económicas, consumo de sustancias, trastornos
de salud mental causadas principalmente por el incumplien-
do de metas o expectativas en el proyecto de vida de estas
personas.2 Por ello, su prevención exige superar una visión
exclusivamente individual y reconocerlo como un fenómeno
multifactorial que requiere respuestas coordinadas desde dis-
tintos ámbitos.

Lo anterior requiere la urgencia de la una respuesta en el
marco del Día Mundial de la Prevención del Suicidio, por-
que de acuerdo con datos del INEGI en 2025 ocurrieron y
se registraron 8 mil 709 suicidios en México, lo que re-
presentó una tasa de 6.7 por cada 100 mil habitantes, 20.1
por ciento mujeres y 79.9 por ciento hombres.3
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El INEGI agregó que en el rango de 15 a 29 años, las mu-
jeres tuvieron la tasa más elevada de suicidio en relación
con otros grupos de edad, con 5.1 por cada 100 mil. Entre
los hombres, la tasa más alta correspondió al grupo de 30 a
44 años, con 17.2 por cada 100 mil.4

Esta realidad demuestra que la prevención no puede des-
cansar únicamente en la atención de una crisis una vez que
ésta se presenta, sino que debe incorporar acciones antici-
padas en un análisis de la situación, la colaboración multi-
sectorial, sensibilización y promoción, desarrollo de las ca-
pacidades, financiación, vigilancia, monitoreo y evaluación
en el marco de las acciones multisectoriales internacionales
que recomienda la Organización Mundial de la Salud.5

La dimensión del problema adquiere especial relevancia
cuando se considera a niñas, niños, adolescentes y jóvenes.
Estas etapas de la vida se encuentran vinculadas con im-
portantes procesos de desarrollo personal, emocional, edu-
cativo y social. Factores como el acoso escolar, la violen-
cia, la discriminación, la ruptura de vínculos familiares, el
aislamiento, el consumo de sustancias o determinadas con-
diciones de salud mental pueden incrementar situaciones
de vulnerabilidad ante el suicido.

En este contexto, la prevención debe comenzar antes de
que se configure una situación de emergencia, las escuelas,
las familias, los servicios de salud y los espacios comuni-
tarios pueden desempeñar una función fundamental para
identificar cambios de comportamiento, manifestaciones
de sufrimiento emocional, autolesiones, aislamiento o
cualquier otra señal que requiera atención especializada.

Por ello, la atención de la salud mental debe versas sobre
estrategias eficaces y viables para promoverla, prevenir
afectaciones y favorecer la recuperación. México cuenta
con instrumentos institucionales que deben fortalecerse y
acercarse de manera efectiva a la población. Entre ellos
destaca la Línea de la Vida, operada por la Comisión Na-
cional de Salud Mental y Adicciones (Conasama), que
brinda orientación y apoyo especializado en materia de sa-
lud mental y adicciones las 24 horas del día, los 365 días
del año, a través del número 800 911 2000.

Este servicio también puede atender situaciones relaciona-
das con comportamientos suicidas y, cuando resulta nece-
sario, canalizar a las personas hacia servicios especializa-
dos. Durante 2025 recibió 405 mil 480 llamadas; el
promedio por día fue de 708 y hubo 50 mil 358 conversa-
ciones por WhatsApp.6

Sin embargo, lo preocupante es que el presupuesto en el sec-
tor salud y en marco de la prevención del suicidio es muy ba-
jo de los estándares de la propia Organización Mundial de la
Salud. Un reporte de Animal Político publicó que con menos
de 30 pesos por persona, México enfrenta la prevención del
suicidio entre hospitales saturados y estigmas médicos. por
lo que especialistas exigen transformar el enfoque asisten-
cial.7

En consecuencia, resulta pertinente fortalecer la coordina-
ción entre la Secretaría de Salud, la Secretaría de Educa-
ción Pública, la Conasama y los gobiernos de las entidades
federativas, particularmente para desarrollar acciones pre-
ventivas en los espacios donde niñas, niños, adolescentes y
jóvenes estudian, conviven y construyen sus relaciones so-
ciales. La intervención temprana permite acercar informa-
ción, orientación y atención antes de que una crisis alcan-
ce niveles de mayor gravedad.

Desde una perspectiva jurídica, la prevención del suicidio
también constituye una responsabilidad de las instituciones
públicas en el cumplimiento de sus obligaciones de protec-
ción de los derechos humanos. El artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece
que todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos, mientras que el artículo
4o. reconoce el derecho de toda persona a la protección de
la salud.

En consecuencia, la atención de los factores que pueden
conducir a una conducta suicida no debe entenderse única-
mente como una acción asistencial, sino como parte de una
política pública orientada a prevenir riesgos, detectar opor-
tunamente situaciones de vulnerabilidad y garantizar el ac-
ceso efectivo a servicios de salud mental, particularmente
respecto de quienes se encuentran en etapas de desarrollo
que requieren una protección reforzada.

Por estas razones, el presente punto de acuerdo busca lla-
mar la atención de las autoridades competentes sobre la
necesidad de redoblar los esfuerzos institucionales en
materia de prevención del suicidio, particularmente entre
adolescentes y jóvenes. No se pretende únicamente reac-
cionar ante los casos consumados, sino consolidar una
política preventiva sustentada en la detección temprana,
la capacitación, la atención accesible, el acompañamien-
to psicológico, la reducción del estigma y la evaluación
permanente.
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Este punto de acuerdo surge desde la convicción de que
prevenir el suicidio es una responsabilidad colectiva y un
compromiso ineludible del Estado mexicano con la digni-
dad, la salud y la vida de todas las personas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud, a la Secre-
taría de Educación Pública, a la Comisión Nacional de Sa-
lud Mental y Adicciones (Conasama) y a los gobiernos de
las entidades federativas, a elevar la responsabilidad social
para redoblar y fortalecer los esfuerzos institucionales
orientados a la prevención del suicidio, la atención oportu-
na de la salud mental y el acompañamiento psicológico de
quienes atraviesan situaciones de vulnerabilidad emocional
y abatir con ello, el incremento de las conductas suicidas
en nuestro país, particularmente de adolescentes y jóvenes.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secreta-
ría de Salud, a la Secretaría de Educación Pública, a la
Comisión Nacional de Salud Mental y Adicciones y a los
gobiernos de las entidades federativas, para que, en el
ámbito de sus atribuciones, impulsen y fortalezcan las
siguientes acciones:

1. Fortalecer el Programa Nacional para la Prevención
del Suicidio, ampliando su alcance en las comunidades
con mayor incidencia de riesgo.

2. Impulsar estrategias permanentes de detección tem-
prana de depresión, ansiedad, autolesiones e ideación
suicida en planteles de educación media superior y su-
perior.

3. Reforzar la capacitación de docentes, orientadores,
madres, padres de familia y personal de salud para iden-
tificar señales de alerta y actuar de manera oportuna.

4. Ampliar la difusión y el fortalecimiento de la Línea
de la Vida, como herramienta de atención inmediata pa-
ra personas que enfrentan crisis emocionales o riesgo
suicida.

5. Promover campañas permanentes que fomenten la sa-
lud mental, la empatía, el acompañamiento emocional y

la eliminación de los estigmas asociados a la búsqueda
de ayuda psicológica.

6. Generar mecanismos de seguimiento y evaluación
que permitan conocer el impacto de las políticas públi-
cas implementadas en la prevención del suicidio.

Notas

1. https://www.conasama.salud.gob.mx/cnps/Img/suicidio.pdf

https://www.unicef.org/argentina/media/1536/file/suicidio.pdf

2. https://lajornadaestadodemexico.com/frustracion-principal-causa-
de-suicidio-en-mexico/

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/suicide 

3. https://www.elfinanciero.com.mx/cdmx/2026/09/10/dia-mundial-
de-la-prevencion-de-suicidio-de-8-mil-en-2025-en-mexico-el-799-
fueron-hombres-inegi/

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/858277/Cuader-
nillo_basico_para_la_prevenci_n_del_suicidio.pdf 

4. https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/09/08/economia/los-jo-
venes-de-15-a-29-anos-en-mexico-presentaron-la-tasa-mas-alta-de-
defunciones-por-suicidioen-2025

https://www.inegi.org.mx/app/tabulados/interactivos/?bd=Sa-
lud&px=Mental_075. 

5. https://iris.who.int/server/api/core/bitstreams/9f58dd11-1663-49c1-
b018-d09b2dc860b8/content

6. https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/09/10/sociedad/ops-68-
de-paises-de-america-cuenta-con-estrategia-para-prevenir-el-suicidio

7. https://www.facebook.com/pajaropolitico/posts/-con-menos-de-30-
pesos-por-persona-m%C3%A9xico-enfrenta-la-prevenci%C3%B3n-
del-suicidio-en/1518912616947127/

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo,el 22 de septiem-
bre de 2026.— Diputada Ana Isabel González González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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ACCIONES PARA EVITAR, PREVENIR Y REPARAR
INTERRUPCIONES AL SERVICIO PÚBLICO DE

TRANSMISIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE ENERGÍA
ELÉCTRICA EN QUERÉTARO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la CFE
a implementar las acciones necesarias para evitar, prevenir y
reparar interrupciones al servicio público de transmisión y
distribución de energía eléctrica en la entidad federativa de
Querétaro, a cargo de la diputada Abigail Arredondo Ramos,
del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Abigail Arredondo Ramos, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 6, numeral
1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II; numeral 2, frac-
ciones I y II y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía proposición con punto de acuerdo, aten-
diendo a las siguientes

Consideraciones

La energía eléctrica constituye una condición material in-
dispensable para el ejercicio efectivo de diversos derechos
humanos reconocidos en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, entre ellos el derecho a una vida
digna, a la salud, a la educación, a la vivienda adecuada, al
acceso al agua y al desarrollo económico y social.

En esa lógica, los artículos 25, 27 y 28 constitucionales es-
tablecen la rectoría del Estado sobre el desarrollo nacional,
la propiedad originaria de la nación sobre los recursos estra-
tégicos y el carácter estratégico de la planeación y control
del Sistema Eléctrico Nacional, así como del servicio públi-
co de transmisión y distribución de energía eléctrica.

Bajo ese marco, el suministro continuo, suficiente, seguro
y asequible de electricidad no debe entenderse como una
prestación ordinaria, sino como un presupuesto básico pa-
ra garantizar condiciones mínimas de bienestar, igualdad y
productividad.

En el ámbito legal, la Ley de la Empresa Pública del Es-
tado, Comisión Federal de Electricidad, reglamentaria de
los artículos 25, 27 y 28 constitucionales, dispone que la
Comisión Federal de Electricidad es una entidad de la
Administración Pública Federal, sectorizada a la Secre-
taría de Energía, con independencia técnica, operativa y

de gestión, personalidad jurídica, régimen especial y pa-
trimonio propio.

Asimismo, establece que dicha empresa pública del Estado
tiene por objeto procurar la justicia energética y desarrollar
actividades de generación, almacenamiento, transmisión, dis-
tribución, comercialización y suministro de electricidad.

Por ello, tratándose del servicio público de transmisión y
distribución de energía eléctrica, la CFE y sus empresas
subsidiarias son las instancias obligadas a operar, mante-
ner, ampliar y atender la infraestructura necesaria para ga-
rantizar la continuidad y calidad del servicio.

La interrupción reiterada del servicio de energía eléctri-
ca genera afectaciones que trascienden la incomodidad
doméstica. En los hogares, la falta de electricidad provo-
ca pérdida de alimentos, daños a aparatos eléctricos, im-
posibilidad de conservar medicamentos que requieren re-
frigeración y riesgos para personas que dependen de
equipos médicos. En la vida comunitaria, los apagones
comprometen el acceso a agua potable cuando los siste-
mas de bombeo dependen de energía eléctrica, reducen la
seguridad pública por falta de alumbrado, interrumpen
comunicaciones y limitan la prestación de servicios
esenciales. En el ámbito económico, las variaciones de
voltaje y cortes prolongados afectan al comercio, a talle-
res, pequeños negocios, centros educativos, hospitales,
oficinas públicas y parques industriales, generando pér-
didas económicas, retrasos productivos y deterioro en la
competitividad regional.

Durante los últimos meses, diversas autoridades estatales y
medios locales han documentado un incremento relevante
de interrupciones, variaciones de voltaje y deficiencias en
el suministro eléctrico en Querétaro. De acuerdo con re-
portes públicos dados a conocer en junio de 2026, el Go-
bierno del Estado identificó al menos 508 reportes por fa-
llas eléctricas en distintos municipios, con la advertencia
de que la cifra real podría ser considerablemente mayor por
los casos no registrados formalmente.1

Asimismo, se han señalado afectaciones en hogares, co-
mercios, comunidades, servicios públicos y sectores pro-
ductivos; también se reportaron 165 eventos con impacto
en la industria, particularmente en parques industriales y
sectores estratégicos como el automotriz, aeroespacial y
manufacturero. En materia hídrica, la Comisión Estatal de
Aguas registró 685 fallas relacionadas con el servicio eléc-
trico durante 2025 y 418 incidentes durante 2026, lo que
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evidencia que las interrupciones eléctricas no sólo afectan
el consumo doméstico, sino también la operación de pozos
y sistemas de abastecimiento de agua potable.2

La problemática se ha presentado en zonas urbanas y rurales
de la entidad, incluyendo la capital queretana, Corregidora,
El Marqués, municipios serranos y comunidades del semide-
sierto. También se ha informado sobre manifestaciones, blo-
queos y amenazas de protesta derivados de la inconformidad
ciudadana por apagones recurrentes y tiempos de respuesta
insuficientes.

Estos elementos muestran que la deficiencia en el servicio
no es un hecho aislado, sino una situación persistente que
requiere atención institucional inmediata, coordinación in-
tergubernamental y acciones correctivas verificables.

Frente a este contexto, resulta indispensable que la Co-
misión Federal de Electricidad fortalezca de manera in-
mediata sus programas de mantenimiento preventivo y
correctivo, incremente la capacidad de respuesta operati-
va, modernice la red de distribución, atienda con oportu-
nidad los reportes ciudadanos y establezca mecanismos
de coordinación permanente con autoridades estatales y
municipales.

La confiabilidad del servicio eléctrico es indispensable pa-
ra proteger derechos, garantizar la continuidad de servicios
públicos, preservar la seguridad de las familias, evitar pér-
didas económicas y sostener el crecimiento industrial de
Querétaro.

Por ello, el exhorto propuesto se justifica en la necesidad
de que la autoridad competente adopte medidas urgentes,
medibles y transparentes para prevenir nuevas interrupcio-
nes, reparar las fallas existentes y asegurar que la pobla-
ción queretana cuente con un servicio eléctrico continuo,
seguro y de calidad.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Comisión Federal de Electricidad
para que, de manera inmediata, implemente las acciones
necesarias para evitar, prevenir y reparar interrupciones al
servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica en la entidad federativa de Querétaro.

Notas

1. Códice Informativo, ‘Querétaro acumula 508 reportes por fallas
eléctricas; Gobierno pide respuesta de la CFE’, 24 de junio de 2026.
Disponible en: https://codiceinformativo.com/2026/06/queretaro-acu-
mula-508-reportes-por-fallas-electricas-gobierno-pide-respuesta-de-
la-cfe/

2. Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputada Abigail Arredondo Ramos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

EXHORTO AL IFDP Y AL PODER JUDICIAL
DE LA FEDERACIÓN, A REVISAR EL

CESE DEL PERSONAL DE TRABAJO SOCIAL
ADSCRITO A DICHO INSTITUTO 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al IFDP
y a las autoridades competentes del Poder Judicial de la Fe-
deración a revisar el cese del personal de trabajo social ads-
crito a dicho instituto, a fin de garantizar sus derechos la-
borales y preservar la atención especializada que brindan a
las personas en situación de vulnerabilidad, a cargo de la
diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

El derecho de acceso a la justicia constituye uno de los pi-
lares del Estado constitucional y democrático de derecho,
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y los instrumentos internacionales en materia de derechos
humanos reconocen la obligación del Estado de garantizar
que todas las personas cuenten con una defensa adecuada y
con los medios necesarios para hacer efectivos sus dere-
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chos, particularmente aquellas que se encuentran en condi-
ciones de vulnerabilidad.

El Instituto Federal de Defensoría Pública desempeña una
función esencial para hacer efectivo este derecho, al brin-
dar servicios de defensa penal y asesoría jurídica gratuita a
personas que carecen de recursos para contratar represen-
tación legal.

Dentro de esta labor, el personal profesional de trabajo so-
cial cumple funciones especializadas que resultan indis-
pensables para la prestación de un servicio integral, a tra-
vés de investigaciones socioeconómicas, dictámenes
técnicos y la identificación de factores de vulnerabilidad,
proporciona elementos que permiten a las personas defen-
soras públicas y asesoras jurídicas comprender el contexto
social, económico y familiar de quienes acuden a solicitar
apoyo.

Su intervención fortalece la protección de los derechos de
mujeres víctimas de violencia, niñas, niños y adolescentes,
personas adultas mayores, personas con discapacidad, inte-
grantes de pueblos y comunidades indígenas, personas mi-
grantes y víctimas de violaciones a derechos humanos, en-
tre otros grupos que enfrentan mayores obstáculos para
acceder a la justicia.

Antecedentes

El pasado 30 de junio trascendió públicamente el cese de
las 43 personas profesionales de trabajo social adscritas al
Instituto Federal de Defensoría Pública.

Esta decisión genera preocupación, no solamente por la
afectación a los derechos laborales de las personas servi-
doras públicas involucradas, sino también por el impacto
que puede tener en la calidad, integralidad y eficacia de los
servicios que presta el Instituto a favor de quienes más re-
quieren del acompañamiento del Estado para acceder a la
justicia.

Resulta especialmente preocupante que, en el contexto de
la implementación de la reforma al Poder Judicial de la Fe-
deración, se continúen registrando decisiones que afec-
tan a personas trabajadoras, pese a que durante el pro-
ceso de discusión de dicha reforma se sostuvo
reiteradamente el compromiso de respetar plenamente sus
derechos laborales.

La estabilidad laboral, el respeto a la seguridad social y la
protección de los derechos adquiridos constituyen princi-
pios que deben observarse en cualquier proceso de reorga-
nización institucional, particularmente cuando éste involu-
cra a personal cuya labor resulta esencial para garantizar
derechos fundamentales.

Asimismo, la desaparición de personal especializado en
trabajo social puede traducirse en una disminución de las
capacidades institucionales para brindar una atención con
enfoque de derechos humanos y perspectiva de vulnerabi-
lidad, debilitando el acceso efectivo a la justicia de miles
de personas usuarias del servicio de defensoría pública.

Por ello, resulta indispensable que las autoridades compe-
tentes privilegien la protección de los derechos laborales de
las personas afectadas y adopten las medidas necesarias pa-
ra preservar los servicios especializados de trabajo social
dentro del Instituto Federal de Defensoría Pública, en be-
neficio de la población que depende de esta institución pa-
ra ejercer su derecho de acceso a la justicia.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Instituto Fede-
ral de Defensoría Pública y a las autoridades competentes
del Poder Judicial de la Federación a revisar la decisión
mediante la cual fueron cesadas las 43 personas profesio-
nales de trabajo social adscritas a dicho instituto, privile-
giando la continuidad de un servicio especializado indis-
pensable para garantizar el acceso efectivo a la justicia.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Instituto Fede-
ral de Defensoría Pública y a las autoridades competentes
del Poder Judicial de la Federación a garantizar el pleno
respeto de los derechos laborales de las personas trabaja-
doras afectadas, conforme a la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la legislación aplicable y los
principios de protección al trabajo, incluyendo el acceso a
la seguridad social y demás prestaciones que legalmente
correspondan.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Instituto Federal de
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Defensoría Pública y a las autoridades competentes del Po-
der Judicial de la Federación a adoptar las medidas necesa-
rias para preservar la atención especializada en trabajo so-
cial dentro de los servicios de defensoría pública, a fin de
garantizar una defensa integral y con enfoque de derechos
humanos para las personas en situación de vulnerabilidad.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

SE FORTALEZCA, COORDINE Y REDOBLE LA BÚS-
QUEDA, LOCALIZACIÓN E INVESTIGACIÓN DE

PERSONAS DESAPARECIDAS EN MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diversas
autoridades, a fortalecer, coordinar y redoblar las acciones
de búsqueda, localización e investigación de personas desa-
parecidas en México, en materia de derechos humanos, pers-
pectiva de víctimas y atención prioritaria a las familias bus-
cadoras, a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

La crisis de personas desaparecidas en México constituye
una de las violaciones más graves, masivas y continuadas a
los derechos humanos en el país, y ha sido reconocida en di-
versos foros nacionales e internacionales como una crisis
humanitaria de carácter estructural, con más de 130,000
personas no localizadas, este fenómeno no puede ser enten-
dido como una suma de casos aislados, sino como la expre-
sión de un patrón sistemático de fallas estatales que com-
prometen la vigencia misma del Estado de derecho.

Esta crisis implica violaciones múltiples y continuadas a de-
rechos fundamentales reconocidos en la Constitución Políti-

ca de los Estados Unidos Mexicanos y en tratados interna-
cionales vinculantes para el Estado mexicano, particularmen-
te la Convención Internacional para la Protección de Todas
las Personas contra las Desapariciones Forzadas, la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia
constante de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
que ha establecido que la desaparición de personas constitu-
ye una violación múltiple y continuada de derechos humanos
mientras no se determine el paradero de la víctima.

En este contexto, el Estado mexicano tiene obligaciones re-
forzadas de prevención, investigación, búsqueda, sanción y
reparación, bajo el estándar de debida diligencia estricta e
inmediata, sin embargo, la evidencia institucional demues-
tra una brecha persistente entre estas obligaciones jurídicas
y la actuación real de las autoridades encargadas de la pro-
curación de justicia, la búsqueda de personas y la identifi-
cación forense.

Uno de los problemas estructurales más graves es la inefi-
cacia del sistema de investigación ministerial, a pesar de la
existencia de la Ley General en Materia de Desaparición de
Personas, la implementación ha sido fragmentada, desigual
y en muchos casos contraria al espíritu de la norma, per-
sisten prácticas institucionales que violan el principio de
búsqueda inmediata, tales como la dilación en la apertura
de carpetas de investigación, la exigencia de requisitos no
previstos en la ley, la reclasificación indebida de los hechos
como ausencias voluntarias y la minimización de los re-
portes iniciales.

Estas prácticas no son meras irregularidades administrati-
vas, sino formas de incumplimiento estructural de obliga-
ciones legales y convencionales, que generan responsabili-
dad del Estado por omisión y derivan en revictimización
institucionalizada de las familias.

En este escenario, las madres buscadoras han asumido un
papel que evidencia tanto la dimensión humana de la crisis
como el colapso funcional de las instituciones públicas, su
labor de búsqueda en campo, localización de fosas clan-
destinas, recopilación de indicios y acompañamiento a
otras familias constituye una respuesta social frente a la in-
acción estatal, sin embargo, jurídicamente, esta situación
representa una transferencia indebida de obligaciones esta-
tales a particulares, contraria al principio de exclusividad
del Estado en la investigación de delitos graves y a los es-
tándares internacionales de protección.
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Estas mujeres no solo enfrentan la desaparición de sus fa-
miliares, sino también un contexto de riesgo extremo, au-
sencia de garantías de seguridad y, en muchos casos, falta
de reconocimiento institucional pleno, lo que agrava su
condición de víctimas indirectas y vulnera su derecho a la
integridad personal y a la seguridad.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha se-
ñalado que los Estados tienen la obligación de garantizar
condiciones efectivas para la búsqueda de personas desa-
parecidas y de proteger a quienes participan en estas labo-
res, especialmente familiares, el incumplimiento de estas
obligaciones puede constituir responsabilidad internacio-
nal del Estado por falta de debida diligencia.

De igual forma, la persistencia de altos niveles de impuni-
dad evidencia una falla estructural del sistema de justicia
penal, la brecha entre el número de personas desaparecidas
y las investigaciones formalmente iniciadas revela no solo
incapacidad operativa, sino una posible tolerancia institu-
cional a la impunidad, contraria a los estándares estableci-
dos por la Corte Interamericana, que ha reiterado que la
impunidad prolongada en casos de desaparición constituye
en sí misma una forma de trato cruel, inhumano y degra-
dante hacia los familiares.

A ello se suma el problema del subregistro y la opacidad en
la información pública. Diversas organizaciones de la socie-
dad civil han documentado modificaciones metodológicas en
los registros oficiales que han generado inconsistencias en la
contabilización de personas desaparecidas, estas prácticas
afectan la confiabilidad de los datos públicos, vulneran el
principio de máxima transparencia y debilitan la planeación
de políticas públicas basadas en evidencia, lo cual contravie-
ne los estándares de acceso a la información establecidos en
el artículo 6o. constitucional y en la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

Otro eje crítico es la crisis forense nacional, la falta de con-
solidación del Banco Nacional de Datos Forenses y del
Programa de Identificación Humana ha derivado en la exis-
tencia de decenas de miles de cuerpos sin identificar, esta
situación representa una violación directa al derecho a la
verdad, al derecho a la identidad y al derecho al duelo dig-
no de las familias, reconocidos tanto en el derecho interno
como en estándares internacionales.

La acumulación de restos sin identificar no es únicamente
una falla técnica, sino una expresión de la incapacidad es-
tructural del Estado para garantizar el destino final de las

personas fallecidas, lo que perpetúa la incertidumbre de las
familias y prolonga la violación de derechos humanos en el
tiempo.

Asimismo, la fragmentación institucional entre fiscalías,
comisiones de búsqueda y servicios forenses ha generado
una dispersión de responsabilidades que debilita la eficacia
de las acciones estatales, esta falta de coordinación contra-
viene el principio de integralidad en la búsqueda de perso-
nas desaparecidas, establecido en la Ley General y en es-
tándares internacionales, que exigen una actuación
articulada, inmediata y con enfoque diferenciado.

En este contexto, la crisis de desapariciones en México no
puede seguir siendo tratada como un problema aislado de
seguridad pública, sino como una crisis estructural de de-
rechos humanos y de carácter humanitario, que exige una
respuesta urgente, coordinada y conforme a los más altos
estándares internacionales.

Resulta particularmente grave que el Estado mexicano,
a pesar de contar con un marco jurídico avanzado,
mantenga una brecha significativa entre la norma y su
implementación efectiva, lo que configura una forma de
incumplimiento sistemático de obligaciones constitucio-
nales y convencionales.

Por lo anterior, es indispensable reconocer que las madres
buscadoras no son actores auxiliares ni sustitutas del
Estado, sino sujetas plenas de derechos humanos, cuya
labor ha sido fundamental para visibilizar la crisis y
sostener procesos de búsqueda en contextos de abando-
no institucional, su protección debe ser una prioridad es-
tatal, no una consecuencia accidental de políticas fragmen-
tadas.

El fortalecimiento de las instituciones de búsqueda, inves-
tigación e identificación humana no constituye únicamente
una política pública deseable, sino una obligación jurídica
del Estado mexicano, cuyo incumplimiento puede generar
responsabilidad internacional.

Garantizar la verdad, la justicia, la reparación integral
y las garantías de no repetición no es una opción políti-
ca, sino un mandato constitucional y convencional in-
eludible.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consi-
deración de esta honorable asamblea los siguientes
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Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a las fiscalías generales de justicia de las
entidades federativas la apertura inmediata, sin dilaciones,
sin condicionamientos indebidos y sin prácticas administra-
tivas restrictivas, de todas las carpetas de investigación por
desaparición de personas, en estricto cumplimiento de la
Constitución, la Ley General en Materia de Desaparición de
Personas y los estándares internacionales de debida diligen-
cia reforzada.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión Nacional de Búsque-
da y a las comisiones estatales de búsqueda el fortaleci-
miento inmediato, coordinado y efectivo de las acciones de
búsqueda urgente, priorizando la localización con vida de
las personas desaparecidas, garantizando la actuación inte-
rinstitucional obligatoria y asegurando la participación de
las familias con protección integral, acompañamiento téc-
nico y condiciones de seguridad reales.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a las fiscalías generales de justicia de
las entidades federativas la eliminación inmediata de toda
práctica de revictimización institucional, incluyendo la re-
clasificación indebida de desapariciones como ausencias
voluntarias, la imposición de requisitos no previstos en la
ley y la dilación injustificada en la recepción e investiga-
ción de denuncias, por constituir violaciones graves a los
principios de legalidad, debida diligencia y acceso efectivo
a la justicia.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a las autoridades federales competen-
tes la consolidación urgente y funcionamiento pleno del
Banco Nacional de Datos Forenses y del Programa de
Identificación Humana, garantizando su interoperabilidad
efectiva, la coordinación obligatoria entre instituciones y la
identificación digna, científica y oportuna de restos huma-
nos, a fin de garantizar el derecho a la verdad, la identidad
y la justicia de las familias.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a las instituciones de seguridad públi-
ca, fiscalías y mecanismos de protección la implementa-
ción inmediata de medidas integrales, efectivas y verifica-
bles de protección a las madres buscadoras y colectivos de
familias, reconociendo su labor como esencial para la bús-
queda de personas desaparecidas y garantizando su seguri-

dad en campo, así como la prevención de agresiones, hos-
tigamiento, criminalización o abandono institucional.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta a la Secretaría de Gobernación y a las ins-
tancias responsables del registro y estadística de personas
desaparecidas la transparencia total, integridad metodoló-
gica y homologación nacional de los registros, prohibiendo
prácticas de subregistro, manipulación o reclasificación
que distorsionen la magnitud real de la crisis y vulneren el
derecho de la sociedad a la información veraz.

Séptimo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a todas las autoridades competentes
el cumplimiento inmediato, integral y verificable de la
obligación constitucional y convencional de garantizar la
debida diligencia reforzada en casos de desaparición de
personas, asegurando coordinación efectiva, actuación in-
mediata, enfoque diferenciado y respeto irrestricto a los es-
tándares del sistema interamericano de derechos humanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

EXHORTO A LA PROFECO Y A LA CNBV, A
FORTALECER LA REGULACIÓN DE MECANISMOS

DE PREAUTORIZACIÓN Y RETENCIÓN TEMPORAL
DE RECURSOS EN APLICACIONES MÓVILES Y

PLATAFORMAS DIGITALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Pro-
feco y a la CNBV a fortalecer la regulación de los meca-
nismos de preautorización y retención temporal de recur-
sos en aplicaciones móviles y plataformas digitales, a fin
de garantizar la disponibilidad efectiva del patrimonio de
las personas usuarias, a cargo de la diputada Laura Ivonne
Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
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ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de lo siguiente:

Antecedentes

El acelerado crecimiento de las plataformas digitales de in-
termediación, particularmente en servicios de transporte y
de entrega a domicilio, ha transformado profundamente las
dinámicas de consumo en México, aplicaciones como Uber
y DiDi por mencionar algunas, no solo han modificado la
forma en que las personas acceden a bienes y servicios, si-
no que también han introducido nuevos esquemas en el uso
de instrumentos financieros electrónicos, entre estos meca-
nismos destaca la preautorización de pagos, una práctica
que, si bien responde a necesidades operativas legítimas,
plantea serios desafíos en materia de protección al consu-
midor, transparencia financiera y disponibilidad efectiva
del patrimonio.

La preautorización consiste en la retención temporal de
una cantidad de dinero en la cuenta bancaria del usuario
antes de que se concrete el cobro final del servicio, este
mecanismo tiene como propósito garantizar que el usuario
cuente con fondos suficientes para cubrir el servicio soli-
citado, reduciendo riesgos de impago, sin embargo, su im-
plementación carece en muchos casos de criterios homo-
géneos, límites claros y mecanismos de supervisión
eficaces, ello ha derivado en prácticas que, lejos de brin-
dar certeza, generan incertidumbre y afectaciones econó-
micas directas a las personas usuarias.

Diversos testimonios y quejas señalan que las plataformas
suelen realizar retenciones por montos superiores al costo
estimado del servicio, sin una justificación transparente, a
ello se suma la falta de claridad en los términos y condi-
ciones, los cuales frecuentemente son extensos, ambiguos
o de difícil acceso, esta opacidad impide que las personas
usuarias comprendan plenamente las implicaciones de au-
torizar dichos cargos temporales, lo que vulnera su derecho
a una información veraz y suficiente.

Más preocupante aún es la demora en la liberación de los
recursos retenidos, aunque las plataformas argumentan que
estos tiempos dependen de los procesos interbancarios, lo
cierto es que pueden transcurrir varios días sin que el dine-
ro vuelva a estar disponible en la cuenta del usuario, en un
país donde una parte significativa de la población depende
de ingresos diarios o semanales, esta situación puede com-
prometer seriamente su capacidad para cubrir gastos esen-

ciales, en consecuencia, la preautorización, lejos de ser un
mecanismo neutral, puede convertirse en un factor de ex-
clusión financiera y de presión económica indebida.

A lo anterior se suma un elemento particularmente proble-
mático que es la dificultad que enfrentan las personas usua-
rias para presentar reclamaciones, en muchos casos, las
plataformas digitales no ofrecen rutas claras, accesibles e
intuitivas para reportar cargos indebidos o solicitar la libe-
ración de recursos retenidos, los procesos de atención
suelen estar ocultos entre múltiples secciones de las
aplicaciones, automatizados mediante respuestas gené-
ricas o limitados a formularios que no garantizan un se-
guimiento efectivo, esta complejidad desincentiva la pre-
sentación de quejas y coloca a las personas usuarias en una
situación de indefensión, al no contar con mecanismos
ágiles y eficaces para hacer valer sus derechos.

Desde una perspectiva jurídica, estas prácticas deben
analizarse a la luz de los principios de protección al con-
sumidor, equidad contractual y proporcionalidad, la
ausencia de límites claros en los montos retenidos, así
como de plazos máximos para su liberación, sugiere la
existencia de vacíos regulatorios que deben ser atendi-
dos, asimismo, la asimetría entre las plataformas digita-
les y las personas usuarias se ve agravada no solo por la
falta de información, sino también por la dificultad para
acceder a mecanismos efectivos de reclamación.

En este contexto, el papel de las autoridades regulatorias
resulta fundamental, la Procuraduría Federal del Consumi-
dor, como garante de los derechos de las personas consu-
midoras, y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
como supervisora del sistema financiero, tienen la respon-
sabilidad de adaptar sus marcos de actuación a las nuevas
realidades digitales, esto implica no solo vigilar el cumpli-
miento de la normativa vigente, sino también promover la
emisión de disposiciones específicas que regulen de mane-
ra clara y precisa los mecanismos de preautorización, así
como los procedimientos de atención a quejas.

Fortalecer la regulación en esta materia no significa obsta-
culizar la innovación tecnológica, sino asegurar que ésta se
desarrolle bajo principios de legalidad, transparencia y jus-
ticia, la confianza de las personas usuarias en las platafor-
mas digitales depende, en gran medida, de la certeza de que
sus recursos estarán disponibles en tiempo y forma, y de
que contarán con vías accesibles y efectivas para reclamar
en caso de irregularidades.
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Por ello, resulta indispensable avanzar hacia un esquema re-
gulatorio que contemple, entre otros aspectos, la obligación
de informar de manera clara y previa sobre los montos a re-
tener, la justificación de dichos montos, la definición y re-
ducción de plazos máximos para la liberación de recur-
sos, y la implementación de mecanismos sencillos, visibles
y eficaces de atención a reclamaciones, solo así será posible
garantizar un equilibrio adecuado entre la eficiencia operati-
va de las plataformas y la protección de los derechos de las
personas usuarias. La regulación de los mecanismos de pre-
autorización constituye un reto impostergable en la era digi-
tal, atenderlo de manera oportuna permitirá no solo proteger
el patrimonio de las personas, sino también consolidar un
ecosistema tecnológico más justo, transparente y confiable.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría
Federal del Consumidor para que, en el ámbito de sus atri-
buciones, refuerce la supervisión de los términos, condi-
ciones y prácticas comerciales de las aplicaciones móviles
y plataformas digitales que prestan servicios de transporte,
mensajería y entrega de alimentos que operan en el país,
particularmente aquellas relacionadas con mecanismos de
preautorización, cargos preventivos y retenciones tempora-
les de recursos a las personas usuarias, con el fin de garan-
tizar que dichas prácticas sean claras, transparentes, pro-
porcionales y no afecten indebidamente la disponibilidad
de su patrimonio.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores para que, en coordinación con las autoridades fi-
nancieras competentes, analice y, en su caso, fortalezca el
marco regulatorio aplicable a las instituciones financieras
que participan en procesos de preautorización y retención
temporal de recursos derivados de operaciones en platafor-
mas digitales que prestan servicios de transporte, mensaje-
ría y entrega de alimentos, a fin de asegurar que dichos
procedimientos cuenten con límites, plazos definidos y me-
canismos de liberación oportuna de los fondos.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a ambas autoridades a establecer proce-
dimientos de coordinación interinstitucional para la emisión

de criterios técnicos y buenas prácticas derivadas de opera-
ciones realizadas en plataformas digitales que prestan servi-
cios de transporte, mensajería y entrega de alimentos, que
permitan prevenir abusos, cargos indebidos o retenciones
prolongadas, garantizando en todo momento la protección
efectiva de las personas consumidoras y la disponibilidad in-
mediata de sus recursos una vez concluida la operación co-
rrespondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 22 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

SE INVESTIGUEN, ATIENDAN Y PREVENGAN 
LOS HECHOS DE PRESUNTA AGRESIÓN SEXUAL

CONTRA MENORES DE EDAD, OCURRIDOS 
EN LAS INMEDIACIONES DE LA PREPARATORIA

OFICIAL NÚMERO 257

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diversas
autoridades, a investigar, atender y prevenir los hechos de
presunta agresión sexual contra menores de edad ocurridos
en las inmediaciones de la Preparatoria Oficial número 257,
a cargo de la diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo
Parlamentario del PRI 

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

La protección de los derechos humanos de niñas, niños y
adolescentes constituye una obligación irrenunciable del
Estado mexicano. En términos del artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas
las autoridades deben velar por el interés superior de la ni-
ñez y garantizar condiciones que permitan su desarrollo in-
tegral en entornos seguros y libres de violencia.
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Asimismo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes establece la obligación de las autorida-
des de prevenir, atender, investigar y sancionar cualquier
forma de violencia que afecte su integridad física, psicoló-
gica o sexual. En este sentido, resulta indispensable que las
instituciones competentes implementen acciones eficaces
para salvaguardar la seguridad de las y los estudiantes, par-
ticularmente en los entornos escolares y sus inmediaciones,
donde deben existir condiciones que garanticen su libre
tránsito y protección.

En días recientes se dio a conocer, a través de diversos me-
dios de comunicación y redes vecinales de seguridad, un
hecho ocurrido en las inmediaciones de la Preparatoria Ofi-
cial Número 257, ubicada en el municipio de Ecatepec de
Morelos, Estado de México, en el que una estudiante fue
víctima de una presunta agresión sexual cuando se dirigía
a sus actividades cotidianas.

De acuerdo con las imágenes captadas por cámaras de vi-
deovigilancia y difundidas públicamente, se observa a la
joven caminando a plena luz del día sobre la banqueta. Al
llegar a una esquina, un sujeto que viajaba a bordo de una
camioneta color rojo desciende de la unidad y presunta-
mente intenta someterla, realizando actos de naturaleza se-
xual en su contra. En el material videográfico se aprecia
que la víctima opone resistencia e intenta defenderse de la
agresión.

La Policía Municipal de Ecatepec informó que, tras recibir
el reporte de una presunta agresión sexual ocurrida en la
vía pública de la colonia Izcalli Jardines, elementos de la
corporación acudieron a las instalaciones de la Preparato-
ria Oficial Número 257, ubicadas sobre la calle Cenzontles,
donde recabaron información relacionada con la víctima
para brindarle atención integral y acompañamiento espe-
cializado.

Asimismo, se informó que personal de la corporación
acompañó a la estudiante y a su madre para la presenta-
ción de la denuncia correspondiente ante el Centro de
Justicia para las Mujeres de Ecatepec, además de propor-
cionar apoyo psicológico y orientación institucional. De
igual manera, la Policía Municipal inició el análisis y se-
guimiento de las cámaras de videovigilancia de la zona
con el propósito de identificar y localizar al presunto res-
ponsable de los hechos.

Si bien la actuación inmediata de las autoridades resulta re-
levante para la atención de la víctima y el seguimiento de

la investigación, la gravedad de los hechos evidencia la
persistencia de riesgos para la integridad y seguridad
de las adolescentes en los trayectos hacia y desde los
centros educativos. Esta situación pone de manifiesto la
necesidad de fortalecer las estrategias de prevención del
delito, vigilancia y protección en los entornos escolares,
mediante acciones coordinadas entre las autoridades edu-
cativas y de seguridad pública de los distintos órdenes de
gobierno.

Resulta indispensable garantizar que las y los estudiantes
puedan ejercer plenamente su derecho a la educación en
condiciones de seguridad, así como reforzar los mecanis-
mos de atención, denuncia y acompañamiento para las víc-
timas de violencia sexual, del mismo modo, es fundamen-
tal que las investigaciones correspondientes se desarrollen
con perspectiva de derechos humanos, perspectiva de gé-
nero e interés superior de la niñez, a fin de asegurar el ac-
ceso a la justicia, la reparación integral del daño y la no re-
petición de hechos similares.

Imágenes tomadas de redes sociales.
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Asimismo, se observa que, minutos después, el paso de
otro vehículo por la vialidad provoca que el agresor desis-
ta de su conducta, permitiendo que la víctima se libere.
Posteriormente, el sujeto aborda nuevamente la camioneta
y huye del lugar.

Tras los hechos, la estudiante logró ponerse a salvo y soli-
citar ayuda, mientras que vecinos de la zona alertaron so-
bre lo sucedido a través de redes vecinales de seguridad y
realizaron reportes a las autoridades competentes para soli-
citar su intervención.

No obstante, de acuerdo con testimonios difundidos públi-
camente, los ciudadanos que reportaron los hechos señala-
ron haber recibido como respuesta que la atención del inci-
dente no correspondía al cuadrante territorial asignado,
situación que genera preocupación respecto de la capaci-
dad de respuesta institucional ante hechos que ponen en
riesgo la integridad y la seguridad de personas menores de
edad.

Estos acontecimientos evidencian la necesidad de fortale-
cer la coordinación entre las autoridades estatales y muni-
cipales de seguridad pública, mejorar los mecanismos de
reacción inmediata ante emergencias y reforzar la vigilan-
cia preventiva en las inmediaciones de los centros educati-
vos, particularmente en aquellos ubicados en zonas con al-
ta concentración estudiantil.

Resulta indispensable que las autoridades competentes re-
alicen una investigación exhaustiva para esclarecer los he-
chos, identificar y sancionar a quien o quienes resulten res-
ponsables, garantizar la atención integral a la víctima y
adoptar medidas preventivas que eviten la repetición de
conductas similares.

Por ello, el presente punto de acuerdo tiene por objeto ex-
hortar a la gobernadora constitucional del Estado de Méxi-
co, a la Fiscalía General de Justicia del Estado de México,
a la Secretaría de Seguridad estatal y al Ayuntamiento de
Ecatepec de Morelos para que, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, implementen acciones inmediatas de
investigación, prevención, vigilancia y protección en favor
de las y los estudiantes de la Preparatoria Oficial Número
257 en Ecatepec de Morelos y de toda la comunidad edu-
cativa de los demás municipios.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Honorable Asamblea los siguientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la gobernadora
constitucional del Estado de México, Delfina Gómez Ál-
varez, para que, en el ámbito de sus atribuciones, instruya
la implementación de acciones urgentes de coordinación
interinstitucional entre las dependencias estatales compe-
tentes, a efecto de reforzar la seguridad y vigilancia en los
entornos escolares del municipio de Ecatepec de Morelos,
particularmente en las inmediaciones de la Preparatoria
Oficial Número 257, garantizando la protección integral de
niñas, niños y adolescentes.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía Ge-
neral de Justicia del Estado de México para que realice una
investigación pronta, exhaustiva, imparcial y con perspec-
tiva de protección integral de la niñez respecto de los he-
chos de presunta agresión sexual contra menores de edad
ocurridos en las inmediaciones de la Preparatoria Oficial
Número 257, y lleve ante la justicia a quien o quienes re-
sulten responsables.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Se-
guridad del Estado de México para que fortalezca los ope-
rativos de vigilancia preventiva y presencia policial en las
inmediaciones de la Preparatoria Oficial Número 257 y en
las zonas escolares de mayor incidencia delictiva del mu-
nicipio de Ecatepec de Morelos, especialmente durante los
horarios de entrada y salida de las y los estudiantes.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Ayuntamiento de
Ecatepec de Morelos para que, a través de las áreas com-
petentes de seguridad pública municipal, refuerce la vigi-
lancia en los alrededores de la Preparatoria Oficial Núme-
ro 257, establezca mecanismos de respuesta inmediata ante
emergencias y coordine acciones preventivas con autorida-
des educativas y estatales.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Se-
guridad del Estado de México y a la autoridad municipal
competente para que fortalezcan los protocolos de actua-
ción aplicados en relación con los hechos denunciados y,
en su caso, determinen las responsabilidades administrati-
vas correspondientes derivadas de la presunta negativa o
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demora en la atención de los reportes ciudadanos bajo el
argumento de competencia territorial o de cuadrante.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades educa-
tivas y de seguridad del Estado de México a implementar
campañas de prevención de la violencia sexual, mecanis-
mos seguros de denuncia, acompañamiento psicológico y
acciones de protección para las y los estudiantes de la Pre-
paratoria Oficial Número 257 y demás instituciones educa-
tivas del municipio de Ecatepec de Morelos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXHORTO AL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXI-
CO A GARANTIZAR EL ABASTO DE INSUMOS Y

APLICACIÓN DE LA VACUNA CONTRA EL VIRUS
DEL PAPILOMA HUMANO (VPH)

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al go-
bierno del Estado de México a garantizar el abasto de in-
sumos y la aplicación de la vacuna contra el virus del pa-
piloma humano (VPH), a cargo de la diputada Laura
Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El virus del papiloma humano (VPH) constituye una de las
infecciones de transmisión más comunes en el mundo y re-
presenta un problema prioritario de salud pública debido a
su asociación directa con el desarrollo de diversos tipos de
cáncer, entre ellos el cáncer cervicouterino, el cáncer de
vulva, vagina, pene, ano y orofaringe, los cuales generan
una alta carga de morbilidad y mortalidad prevenible.

En México, el cáncer cervicouterino continúa ubicándose
entre las principales causas de muerte por cáncer en muje-
res, particularmente en contextos de vulnerabilidad social,
desigualdad económica y limitado acceso a servicios de sa-
lud preventiva. Esta situación evidencia la persistencia de
brechas estructurales en materia de salud pública que afec-
tan de manera desproporcionada a las mujeres, especial-
mente a aquellas en zonas rurales o marginadas.

Desde el enfoque de derechos humanos, el artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece el derecho de toda persona a la protección de la
salud, lo que implica una obligación reforzada del Estado
de garantizar no solo el acceso a servicios médicos curati-
vos, sino también a políticas de prevención eficaces, opor-
tunas y universales. Este derecho debe interpretarse bajo
los principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad, progresividad y no discriminación.

En este mismo sentido, el artículo 1o. constitucional obli-
ga a todas las autoridades a promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos bajo el principio pro per-
sona, lo cual implica adoptar las medidas más amplias po-
sibles para la protección de la salud, particularmente en
grupos históricamente vulnerados como niñas, adolescen-
tes y mujeres.

La Ley General de Salud, en sus artículos 2, 3, 6, 13, 134
y demás aplicables, establece que la prevención y control
de enfermedades transmisibles constituye una materia de
salubridad general, y que corresponde a las autoridades sa-
nitarias federales y estatales la implementación de progra-
mas permanentes de vacunación universal, como estrategia
prioritaria de salud pública.

De manera complementaria, el Programa de Vacunación
Universal y las disposiciones técnicas de la Secretaría de
Salud, así como la NOM-036-SSA2-2012, establecen los
lineamientos para la prevención, detección y control de en-
fermedades transmisibles, destacando la importancia de
mantener coberturas de vacunación sostenidas y homogé-
neas en todo el territorio nacional.

La vacunación contra el VPH ha sido reconocida por la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) como una de las in-
tervenciones más efectivas en la prevención del cáncer cer-
vicouterino, al reducir significativamente la incidencia de
infecciones por cepas de alto riesgo oncogénico. En este
sentido, la inmunización oportuna en edades tempranas
constituye una medida de salud pública esencial para inte-
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rrumpir la cadena de transmisión del virus y prevenir el de-
sarrollo de enfermedades graves en la vida adulta.

Desde una perspectiva de género y derechos humanos de
las mujeres, el acceso a la vacuna contra el VPH represen-
ta una política pública de justicia social y equidad sustanti-
va. El cáncer cervicouterino es una enfermedad prevenible
que afecta de manera desproporcionada a las mujeres, es-
pecialmente a aquellas que enfrentan condiciones de po-
breza, exclusión social o falta de acceso a servicios de sa-
lud preventiva.

En este sentido, la perspectiva feminista en salud pública
reconoce que garantizar la vacunación contra el VPH no es
únicamente una acción sanitaria, sino una medida estructu-
ral para proteger el derecho de las mujeres a la vida, a la sa-
lud, a la integridad personal y a la autonomía corporal. La
omisión o insuficiencia en la cobertura de esta vacuna per-
petúa desigualdades históricas y refuerza condiciones de
vulnerabilidad estructural.

El Estado de México, por su tamaño poblacional y diversi-
dad territorial, enfrenta retos significativos en materia de
salud pública, particularmente en la distribución equitativa
de servicios preventivos. En diversas regiones de la entidad
se han documentado periodos de desabasto, retrasos en la
distribución de biológicos y limitaciones en la continuidad
de campañas de vacunación, lo que impacta directamente
en la cobertura efectiva de la vacuna contra el VPH.

Estas deficiencias no solo representan un problema opera-
tivo o logístico, sino una posible vulneración del derecho
humano a la salud, al impedir el acceso oportuno a una he-
rramienta de prevención ampliamente reconocida por la
comunidad científica internacional.

Asimismo, la interrupción o irregularidad en las campañas
de vacunación genera efectos negativos en la confianza
ciudadana hacia las instituciones de salud pública, debili-
tando la eficacia de las políticas preventivas y comprome-
tiendo los avances logrados en materia de inmunización.

En este contexto, resulta indispensable que el Gobierno del
Estado de México fortalezca sus mecanismos de planea-
ción, adquisición, distribución y aplicación de vacunas,
asegurando la disponibilidad permanente de biológicos, in-
sumos médicos y personal capacitado en todas las unidades
del sistema estatal de salud.

Desde una visión institucionalista y de responsabilidad pú-
blica, propia de una tradición de Estado comprometida con
el desarrollo social, es fundamental concebir la salud pre-
ventiva como un pilar estratégico del bienestar colectivo, la
reducción de desigualdades y la sostenibilidad del sistema
de salud.

En este sentido, el fortalecimiento del Programa de Vacu-
nación contra el VPH debe asumirse como una prioridad de
política pública, orientada no solo a cumplir metas admi-
nistrativas, sino a garantizar derechos fundamentales y re-
ducir las brechas de desigualdad en salud entre mujeres y
hombres, así como entre regiones del Estado.

Hacer énfasis que resulta necesario exhortar al Gobierno
del Estado de México a garantizar el abasto suficiente y
continuo de vacunas contra el VPH, así como la imple-
mentación efectiva de campañas de vacunación con enfo-
que de derechos humanos, perspectiva de género y cober-
tura universal.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del
Estado de México, a través de la Secretaría de Salud del
Estado de México a garantizar de manera permanente, su-
ficiente y oportuna el abasto de vacunas contra el virus del
papiloma humano (VPH) en todas las unidades médicas del
sistema estatal de salud.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del
Estado de México, a través de la Secretaría de Salud del
Estado de México a reforzar, ampliar y dar continuidad a
las campañas de vacunación dirigidas a la población obje-
tivo, conforme a los lineamientos del Programa de Vacu-
nación Universal y bajo un enfoque de derechos humanos
y perspectiva de género.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de México, a través de la Secretaría de Salud estatal, a
asegurar la disponibilidad de insumos médicos, la cadena
de frío, los recursos humanos capacitados y las condiciones
logísticas necesarias para la correcta aplicación de las va-
cunas contra el VPH en todos los municipios.
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Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de México, a través de la Secretaría de Salud a diseñar
e implementar estrategias de difusión, sensibilización y
educación en salud que promuevan la importancia de la va-
cunación contra el VPH, especialmente dirigidas a niñas,
adolescentes, madres, padres y tutores.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Gobierno del Esta-
do de México, a través de la Secretaría de Salud estatal a
fortalecer la coordinación con las instituciones federales de
salud para garantizar la continuidad del suministro de bio-
lógicos y evitar interrupciones en los esquemas de vacuna-
ción contra el VPH.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

ACCIONES QUE GARANTICEN LA
DISPONIBILIDAD DE RESERVAS TERRITORIALES

PARA EL PROGRAMA VIVIENDA PARA EL
BIENESTAR EN EL ESTADO DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diversas
autoridades del Estado de México y del gobierno federal a im-
plementar acciones que garanticen la disponibilidad de reser-
vas territoriales para la ejecución del programa "Vivienda pa-
ra el Bienestar" en la entidad, a cargo de la diputada Laura
Ivonne Ruiz Moreno, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal Laura Ivonne Ruiz Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional en la LXVI Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 6, numeral 1, fracción I, y
el artículo 79, numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con punto
de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El acceso a una vivienda adecuada constituye uno de los
pilares esenciales del bienestar social y del desarrollo eco-

nómico de cualquier sociedad, no se trata únicamente de la
posibilidad de contar con un espacio físico para habitar, si-
no de un elemento que incide de manera directa en la esta-
bilidad familiar, la salud, la seguridad, la integración co-
munitaria y las oportunidades de desarrollo de las
personas, en este sentido, la vivienda representa un factor
determinante para la reducción de desigualdades y para la
construcción de entornos urbanos más equilibrados y fun-
cionales.

Por ello, la atención del rezago habitacional debe entender-
se como una prioridad permanente del Estado, que requiere
la implementación de políticas públicas integrales, sosteni-
das y coordinadas, estas políticas no sólo deben enfocarse
en la construcción de vivienda, sino también en la genera-
ción de condiciones estructurales que hagan viable su desa-
rrollo, dentro de las cuales destaca de manera fundamental
la disponibilidad de suelo apto para uso habitacional.

El Estado de México enfrenta una situación particularmen-
te compleja en materia de vivienda, derivada de su dinámi-
ca demográfica, su acelerado proceso de urbanización y su
estrecha vinculación con la Zona Metropolitana del Valle
de México, estas condiciones han generado una demanda
creciente de vivienda que supera la capacidad de respuesta
de los esquemas tradicionales de planeación urbana, lo que
obliga a replantear las estrategias de gestión del territorio.

Uno de los principales factores que limita el desarrollo de
vivienda social en la entidad es la escasez de suelo con ca-
racterísticas adecuadas para su urbanización, esta proble-
mática no debe entenderse únicamente como una limita-
ción física del territorio, sino como el resultado de diversos
factores acumulados, entre ellos la expansión urbana des-
ordenada, la falta de reservas territoriales planificadas, la
complejidad de los procesos administrativos y la insufi-
ciente articulación entre políticas de desarrollo urbano y vi-
vienda.

La falta de suelo disponible genera efectos en cadena que
impactan directamente en el acceso a la vivienda; en pri-
mer lugar, incrementa el costo del suelo urbano, lo que en-
carece de manera significativa el precio final de las vivien-
das y limita su accesibilidad para los sectores de menores
ingresos, en segundo lugar, provoca la dispersión de los
desarrollos habitacionales hacia zonas periféricas, lo que a
su vez incrementa los costos de infraestructura, transporte
y servicios públicos, en tercer lugar, dificulta la consolida-
ción de ciudades compactas, eficientes y sostenibles.
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Diversos actores del sector de la construcción han señala-
do que esta problemática constituye actualmente uno de los
principales obstáculos para el desarrollo de proyectos habi-
tacionales en la entidad, en particular, representantes de la
Cámara Mexicana de la Industria de la Construcción
(CMIC) han advertido que la falta de suelo disponible li-
mita de manera significativa la ejecución de programas de
vivienda social, lo que refleja la urgencia de atender este
tema desde una perspectiva estructural y no únicamente
coyuntural.

Aunado a ello, la insuficiencia de suelo con vocación habi-
tacional también evidencia la necesidad de fortalecer la
planeación territorial como herramienta central de la polí-
tica urbana, la ausencia de una estrategia integral de orde-
namiento puede derivar en decisiones fragmentadas sobre
el uso del territorio, lo que compromete la viabilidad de los
proyectos de vivienda y dificulta la prestación eficiente de
servicios públicos.

En este contexto, resulta indispensable fortalecer la identi-
ficación, protección y gestión de reservas territoriales des-
tinadas a vivienda social, así como garantizar que los pre-
dios incorporados a este tipo de proyectos cuenten con
condiciones mínimas de infraestructura, conectividad y
servicios, de igual forma, es necesario revisar y, en su ca-
so, simplificar los procedimientos administrativos relacio-
nados con el cambio de uso de suelo, a fin de evitar que los
trámites burocráticos se conviertan en un obstáculo adicio-
nal para el desarrollo habitacional.

Además, la magnitud del reto requiere una coordinación
efectiva entre los distintos órdenes de gobierno, ya que la
planeación urbana y la política de vivienda no pueden im-
plementarse de manera aislada, la falta de articulación ins-
titucional puede generar inconsistencias en los criterios de
uso del suelo, duplicidad de esfuerzos y pérdida de efi-
ciencia en la implementación de programas públicos.

Por otra parte, es importante considerar que el desarrollo
de vivienda no puede desvincularse de la sostenibilidad ur-
bana, la disponibilidad de suelo debe analizarse no sólo
desde la perspectiva de cantidad, sino también de calidad y
ubicación estratégica, de manera que se promuevan ciuda-
des más accesibles, conectadas y con mejor distribución de
servicios.

En consecuencia, la atención del problema de vivienda en
el Estado de México exige una visión de largo plazo que
permita no sólo incrementar la oferta habitacional, sino

también garantizar que ésta se desarrolle en condiciones
adecuadas de ordenamiento territorial.

Por lo anterior, considero pertinente exhortar a las autori-
dades competentes a fortalecer las acciones orientadas a la
gestión eficiente del suelo, como condición indispensable
para ampliar el acceso a la vivienda y atender de manera
estructural las necesidades de la población.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta Honorable Asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México, a tra-
vés de la Secretaría de Desarrollo Urbano e Infraestructura y
en coordinación con los ayuntamientos de la entidad, para
que fortalezca e intensifique las acciones de identificación,
planeación, gestión, adquisición y consolidación de reservas
territoriales destinadas al desarrollo de vivienda social, con el
propósito de asegurar la adecuada implementación del pro-
grama federal “Vivienda para el Bienestar”.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México,
al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores (Infonavit) y a la Secretaría de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano (Sedatu), para que refuercen y
consoliden los mecanismos de coordinación interinstitu-
cional con las autoridades estatales y municipales, así co-
mo con el sector de la construcción, a fin de ampliar la dis-
ponibilidad de suelo urbanizable con servicios, impulsar
proyectos de vivienda asequible y garantizar el cumpli-
miento efectivo de los objetivos del programa “Vivienda
para el Bienestar” en la entidad.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al Gobierno del Estado de México y a
las autoridades previamente señaladas para que, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, promuevan, fortalez-
can y consoliden políticas y esquemas de desarrollo urba-
no ordenado, sustentable e incluyente, que contribuyan de
manera efectiva a la mejora integral de la calidad de vida
de las familias mexiquenses.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 22 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Laura Ivonne Ruiz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.
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ESTRATEGIA INTEGRAL PARA LA
REDUCCIÓN DEL HOMICIDIO DOLOSO Y

LA EXTORSIÓN EN EL ESTADO DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al go-
bierno del Estado de México a implementar y fortalecer una
estrategia integral para reducir la incidencia del homicidio
doloso y la extorsión, mediante acciones de prevención, in-
teligencia, investigación y persecución del delito, así como
de protección a las víctimas, suscrita por las diputadas Lau-
ra Ivonne Ruiz Moreno y Leticia Barrera Maldonado, del
Grupo Parlamentario del PRI

Las suscritas, diputadas federales Laura Ivonne Ruiz Moreno
y Leticia Barrera Maldonado, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional en la LXVI
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 6,
numeral 1, fracción I, y el artículo 79, numeral 2, fracciones
I y II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La seguridad pública constituye una de las responsabilida-
des esenciales del Estado mexicano y una condición indis-
pensable para garantizar el ejercicio efectivo de los dere-
chos humanos, la protección de la vida, la integridad
personal, la libertad y el patrimonio de las personas re-
quiere de instituciones capaces de prevenir la comisión de
delitos, investigar eficazmente aquellos que se cometen,
llevar ante la justicia a quienes resulten responsables y ga-
rantizar atención y protección adecuadas a las víctimas.

En este contexto, el Estado de México representa una enti-
dad prioritaria para la política nacional de seguridad pública,
su elevada población, densidad urbana, actividad económi-
ca, infraestructura carretera y estrecha vinculación con la
Ciudad de México y con diversas entidades federativas ge-
neran condiciones que demandan una estrategia permanente
de prevención, inteligencia, investigación y coordinación
institucional.

Durante 2026 se han observado variaciones en los indica-
dores de seguridad en el Estado de México, particularmen-
te en materia de homicidio doloso, no obstante, la situación
de seguridad continúa requiriendo acciones permanentes
de prevención, investigación y persecución del delito, así
como estrategias orientadas a evitar un incremento en la in-
cidencia delictiva y a atender aquellos ilícitos que afectan

de manera directa a las familias, los trabajadores y las ac-
tividades económicas.

De acuerdo con información presentada por el Gobierno de
México con base en datos del Secretariado Ejecutivo del
Sistema Nacional de Seguridad Pública,1 durante el primer
semestre de 2026 ocho entidades concentraron 54 por cien-
to del total nacional de homicidios dolosos, el Estado de
México representó 5.9 por ciento de los homicidios regis-
trados a nivel nacional durante dicho periodo.

Posteriormente, con información correspondiente a enero-
agosto de 2026, el Estado de México representó 6.1 por
ciento del total nacional de homicidios dolosos, ubicán-
dose en el quinto lugar nacional por participación en el
número absoluto de homicidios registrados, únicamente
por debajo de Guanajuato, Baja California, Chihuahua y
Sinaloa.

Resulta necesario señalar que una disminución porcen-
tual no puede utilizarse como argumento para dar
por resuelto el problema de seguridad en el Estado de
México.

El hecho de que el promedio diario haya pasado de aproxi-
madamente 6.6 a 2.8 víctimas entre septiembre de 2024 y
junio de 2026 constituye, sin duda, un dato que debe ser
considerado; sin embargo, no resulta suficiente para soste-
ner que la entidad haya superado la crisis de violencia e in-
seguridad que enfrenta, la seguridad pública no puede eva-
luarse únicamente a partir de la variación de un indicador,
sino a partir de la capacidad efectiva del Estado para pre-
venir los delitos, investigar sus causas, detener a los res-
ponsables y garantizar condiciones de seguridad para la po-
blación.

Además, que el Estado de México continúe ubicándose en-
tre las entidades con mayores niveles absolutos de homici-
dio doloso2 obliga a mantener una postura de exigencia y
no de complacencia, reducir el número de homicidios es
positivo, pero reducir no significa resolver, cada homicidio
representa la pérdida de una vida y una afectación irrepa-
rable para una familia, por lo que cualquier resultado favo-
rable debe entenderse como un punto de partida para pro-
fundizar las acciones de seguridad, y no como una
justificación para disminuirlas.

De igual manera, la problemática de seguridad en el Esta-
do de México no se limita al homicidio doloso, la extor-
sión, particularmente aquella que afecta a comerciantes,
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transportistas, empresarios y familias, constituye una ma-
nifestación de la presencia y capacidad de operación de es-
tructuras criminales que buscan ejercer control económico
y territorial. por ello, una estrategia que concentre su eva-
luación únicamente en la reducción de homicidios corre el
riesgo de ofrecer una visión incompleta de la realidad que
enfrentan diariamente los habitantes de la entidad.

Desde una perspectiva de responsabilidad pública, el Go-
bierno federal y el gobierno del Estado de México no pue-
den conformarse con presentar cifras favorables mientras
persisten delitos que afectan gravemente la tranquilidad, el
patrimonio y la actividad económica de las familias mexi-
quenses, la ciudadanía no necesita únicamente estadísti-
cas que muestren una reducción; necesita resultados in-
tegrales que se traduzcan en mayor seguridad en sus
calles, negocios, comunidades y centros de trabajo.

Por ello, la reducción reportada debe reconocerse, pero
también debe exigirse que sea sostenida, verificable y
acompañada de resultados contundentes en materia de pre-
vención, inteligencia, investigación y persecución del deli-
to, particularmente frente a la extorsión y las estructuras
criminales que generan violencia y control territorial.

En consecuencia, no es suficiente afirmar que los homici-
dios han disminuido; lo verdaderamente necesario es de-
mostrar que existe una estrategia integral capaz de reducir
de manera permanente los homicidios y, al mismo tiempo,
contener y combatir otros delitos de alto impacto como la
extorsión, la obligación de las autoridades no es adminis-
trar las cifras de violencia, sino garantizar efectivamente la
seguridad de la población.

Agregar que, uno de los principales indicadores que evi-
dencia la gravedad de la situación de seguridad en el
Estado de México es la percepción de la población, ape-
nas alrededor de una de cada diez personas adultas ma-
nifiesta sentirse segura en la entidad, lo que refleja un
profundo deterioro en la confianza de la ciudadanía res-
pecto de las condiciones de seguridad y de la capacidad de
las instituciones para garantizar su protección.

Esta percepción adquiere especial relevancia frente a fenó-
menos delictivos como el homicidio doloso y la extorsión,
cuya presencia genera temor, afecta la tranquilidad de las
familias y puede modificar las actividades cotidianas de la
población, por ello, la presente propuesta busca contribuir
al fortalecimiento de las acciones institucionales para pre-
venir, investigar y combatir estos delitos, con una visión

que no se limite a reducir los registros de incidencia delic-
tiva, sino que también permita recuperar la confianza y la
sensación de seguridad de las y los mexiquenses.

En este sentido, mejorar las condiciones objetivas de segu-
ridad y atender las causas que generan la percepción de in-
seguridad deben constituir objetivos complementarios, no
basta con que disminuyan los delitos; es necesario que la
población perciba y experimente una mayor seguridad
en su vida cotidiana, nuestra propuesta, por tanto, respon-
de a la necesidad de fortalecer la actuación de las autorida-
des frente al homicidio doloso y la extorsión, como parte
de un esfuerzo integral orientado a recuperar la tranquili-
dad, la confianza y la seguridad de quienes habitan el Es-
tado de México.

I. La extorsión como problema prioritario de seguridad
pública

La extorsión no representa únicamente una afectación pa-
trimonial, en determinadas regiones puede constituir un
mecanismo de control económico y territorial mediante el
cual organizaciones delictivas amenazan, intimidan y con-
dicionan la actividad de comerciantes, transportistas, pro-
ductores, empresarios, trabajadores y familias.

Este delito puede manifestarse mediante llamadas telefóni-
cas, mensajes, redes sociales, amenazas directas, extorsio-
nes presenciales, cobro de piso, exigencias periódicas de
dinero y diversas modalidades de carácter digital.

La evolución de estas conductas obliga a las autoridades a
mantener capacidades permanentes de investigación y adap-
tación, debido a que las organizaciones criminales pueden
modificar sus métodos de operación, comunicación y obten-
ción de recursos.

Las cifras disponibles para 2026 muestran que, aun cuando
existe una reducción respecto del año anterior, la extorsión
continúa representando un problema de considerable mag-
nitud en el Estado de México.

Entre enero y julio de 2026, se registraron 1,009 víctimas
de extorsión en la entidad, frente a 1,634 víctimas duran-
te el mismo periodo de 2025. Esto representa una dismi-
nución aproximada de 38.3 por ciento.

No obstante, durante los primeros siete meses de 2026 se
registraron en promedio más de cuatro víctimas de extor-
sión diariamente en el Estado de México.
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Además, la entidad ocupó el segundo lugar nacional por
número absoluto de víctimas de extorsión, solamente
por debajo de la Ciudad de México, que registró 1,052 víc-
timas durante el mismo periodo.

Este dato debe analizarse considerando que se trata de nú-
meros absolutos y no de tasas por cada 100 mil habitantes.
Sin embargo, resulta relevante para dimensionar la magni-
tud del problema y la necesidad de mantener una estrategia
específica para su prevención y combate.

II. La cifra registrada no representa necesariamente la
totalidad del fenómeno.

Una de las principales dificultades para combatir la extor-
sión consiste en que las estadísticas oficiales dependen de
los hechos que llegan al conocimiento de las autoridades y
que son registrados mediante los mecanismos instituciona-
les correspondientes.

Por ello, las cifras de víctimas y carpetas de investigación
permiten dimensionar la incidencia registrada, pero no ne-
cesariamente representan la totalidad de las extorsiones
que ocurren.

Esta situación resulta especialmente relevante tratándose de
la extorsión, pues las víctimas pueden abstenerse de denun-
ciar debido al temor de sufrir represalias, a la desconfianza en
las instituciones o a la percepción de que una denuncia pue-
de incrementar el riesgo para ellas o para sus familias.

En consecuencia, una estrategia eficaz debe atender simul-
táneamente dos problemas: reducir la comisión del delito
y generar condiciones suficientes para que las víctimas
puedan denunciar de manera segura.

III. La reducción de las carpetas de investigación debe
acompañarse de mayor eficacia institucional.

Durante el primer semestre de 2026 se iniciaron 845 car-
petas de investigación3 por extorsión en el Estado de
México, cifra que representó una disminución aproximada
de 40 por ciento respecto del mismo periodo anterior.

Sin embargo, el éxito de una política de seguridad no pue-
de medirse exclusivamente por la reducción del número de
carpetas iniciadas.

El objetivo fundamental debe consistir en que existan cada
vez menos víctimas, que quienes sean afectadas puedan de-

nunciar sin poner en riesgo su integridad y que las autori-
dades sean capaces de identificar, investigar y desarticular
las estructuras responsables de la comisión sistemática del
delito.

Particular atención requiere el denominado cobro de piso,
debido a que puede utilizarse como mecanismo de control
económico de determinadas zonas.

Un comerciante puede ser obligado a entregar periódica-
mente una cantidad de dinero para mantener abierto su es-
tablecimiento; un transportista puede ser amenazado para
entregar parte de sus ingresos.

Asimismo, un productor puede ser obligado a pagar una
cuota para continuar con sus actividades; o una empresa
puede ser intimidada para modificar sus operaciones o con-
tratar determinados servicios.

Cuando estas conductas se vuelven sistemáticas, sus
efectos trascienden a las víctimas directas y pueden ge-
nerar cierre de establecimientos, pérdida de empleos, in-
cremento de costos, disminución de inversiones y afecta-
ciones a la actividad económica.

Por ello, combatir la extorsión significa también proteger
la libertad económica y el derecho de las personas a des-
arrollar sus actividades lícitas sin amenazas ni condiciona-
mientos criminales.

IV. Homicidio doloso y extorsión requieren inteligencia
e investigación criminal.

La reducción del homicidio doloso no significa que las es-
tructuras criminales hayan desaparecido.

Las organizaciones delictivas pueden desarrollar simultá-
neamente diversas actividades ilícitas, incluyendo extor-
sión, robo, delitos contra la salud, amenazas, despojo, se-
cuestro y homicidio.

Por ello, una política de seguridad eficaz no debe concen-
trarse exclusivamente en la manifestación más visible de la
violencia, sino en las estructuras que generan y financian
las actividades criminales.

En el caso de la extorsión, esta perspectiva resulta particu-
larmente importante, debido a que puede convertirse en
una fuente constante de ingresos para grupos delictivos.
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La investigación debe orientarse a identificar a los respon-
sables directos, pero también las redes que permiten la co-
misión sistemática del delito, sus mecanismos de comuni-
cación, sus fuentes de financiamiento, sus zonas de
operación y sus vínculos con otras actividades criminales.

Por ello, resulta necesario fortalecer las capacidades de inteli-
gencia criminal, análisis territorial, investigación financie-
ra, análisis de información telefónica y digital y coordina-
ción interinstitucional, siempre dentro del marco
constitucional y legal aplicable.

El objetivo debe ser avanzar de la atención aislada de de-
nuncias hacia la desarticulación de las estructuras cri-
minales responsables de la extorsión y otros delitos de
alto impacto.

V. La nueva legislación general contra la extorsión.

El combate a la extorsión adquirió una nueva dimensión ju-
rídica a partir de la reforma constitucional publicada el 9 de
octubre de 2025, mediante la cual se otorgó al Congreso de
la Unión la facultad para expedir legislación general en ma-
teria de extorsión.

Posteriormente, el 28 de noviembre de 2025 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se
expidió la Ley General para Prevenir, Investigar y San-
cionar los Delitos en Materia de Extorsión, Reglamen-
taria de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.4

La expedición de esta Ley representa un cambio relevante
al establecer un marco jurídico general para la prevención,
investigación, persecución y sanción de los delitos en ma-
teria de extorsión.

La nueva legislación también fortalece la necesidad de co-
ordinación entre las autoridades federales y estatales, así
como de contar con capacidades especializadas para la re-
cepción de denuncias, investigación y persecución de este
delito.

En consecuencia, durante 2026 existe una oportunidad pa-
ra consolidar la implementación de este nuevo marco jurí-
dico en el Estado de México y fortalecer las instituciones
responsables de aplicarlo.

No se trata únicamente de armonizar disposiciones jurídicas,
sino de garantizar que la legislación se traduzca en resultados

concretos: más denuncias seguras, investigaciones eficaces,
protección de víctimas y desarticulación de organizaciones
criminales.

VI. La protección de las víctimas debe ser una prioridad.

Uno de los principales obstáculos para combatir la extor-
sión es el temor de las víctimas a denunciar.

Una persona que recibe una amenaza puede considerar que
acudir ante las autoridades incrementará el riesgo para ella,
sus familiares, trabajadores o patrimonio.

Por ello, la respuesta debe ofrecer confidencialidad, aten-
ción inmediata, acompañamiento y, cuando resulte pro-
cedente, medidas de protección.

No basta con solicitar a la ciudadanía que denuncie, es in-
dispensable que cuando una persona comunique que está
siendo víctima de extorsión exista una respuesta rápida,
coordinada y especializada, la experiencia reciente de-
muestra que la coordinación entre instituciones puede pro-
ducir resultados relevantes.

En marzo de 2026, por ejemplo, autoridades federales y es-
tatales realizaron acciones en el Estado de México contra
personas relacionadas con delitos de extorsión y otros deli-
tos de alto impacto.

Asimismo, en julio de 2026 se desarrolló en 84 municipios
del Estado de México la denominada Operación “Dos de
Bastos”,5 en el marco de la Estrategia Nacional contra la Ex-
torsión, con el aseguramiento de 3,374 máquinas tragamone-
das y otros bienes relacionados con actividades ilícitas.

Estos operativos demuestran la importancia de la coordina-
ción interinstitucional y de utilizar inteligencia para afectar
las fuentes de financiamiento y operación de las organiza-
ciones criminales.

VII. La dimensión municipal de la seguridad.

La magnitud territorial y poblacional del Estado de Méxi-
co hace indispensable incorporar efectivamente a los mu-
nicipios a la estrategia de seguridad, las condiciones delic-
tivas no son homogéneas.

Los municipios metropolitanos, corredores carreteros, zo-
nas industriales, áreas comerciales y comunidades rurales
pueden presentar distintas modalidades y niveles de riesgo.



Por ello, la estrategia estatal debe sustentarse en informa-
ción territorial actualizada que permita identificar las zonas
donde se concentra la incidencia de homicidio doloso y ex-
torsión.

La elaboración y actualización de mapas de riesgo puede
contribuir a orientar de manera focalizada los recursos hu-
manos, tecnológicos y operativos.

Asimismo, la coordinación con los gobiernos municipales
permite mejorar la prevención, facilitar la detección tem-
prana de patrones delictivos y fortalecer los canales de
atención a las víctimas.

La estrategia de seguridad debe, por tanto, combinar una
política estatal y federal de inteligencia con acciones mu-
nicipales focalizadas conforme a las características de cada
territorio.

VIII. Información, evaluación y rendición de cuentas.

Una política pública de seguridad requiere información
confiable, comparable y suficientemente desagregada.

Los registros del Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública constituyen una herramienta
fundamental para conocer la evolución de los delitos y eva-
luar las estrategias implementadas.

En este sentido, la información correspondiente a 2026
permite identificar tanto los avances en materia de homici-
dio doloso como la persistencia de la extorsión como un
problema prioritario.

La información estadística debe utilizarse no solamente pa-
ra elaborar diagnósticos, sino también para evaluar resulta-
dos y determinar en qué regiones o modalidades deben re-
forzarse las acciones.

La seguridad pública requiere resultados, pero también re-
quiere evaluación, transparencia y rendición de cuentas,
por ello, el escenario actual exige consolidar los avances
y fortalecer las capacidades institucionales.

La disminución de la incidencia no debe traducirse en una
reducción de las capacidades de prevención, inteligencia e
investigación, por el contrario, debe aprovecharse para
profundizar las estrategias que han producido resultados
positivos y dirigir mayores esfuerzos hacia las modalida-
des delictivas que continúan afectando a la población.

Particular atención debe otorgarse al combate de la extor-
sión y, dentro de ésta, a aquellas modalidades que generan
control económico y territorial, como el cobro de piso.

La entrada en vigor de la Ley General para Prevenir, In-
vestigar y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión
proporciona un nuevo marco jurídico para fortalecer la co-
ordinación entre las instituciones federales y estatales.

En consecuencia, resulta necesario que las autoridades
mantengan y fortalezcan las acciones de prevención, in-
vestigación, inteligencia, persecución y atención a vícti-
mas, particularmente en las zonas con mayor incidencia.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de
esta honorable asamblea los siguientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana, a la Fiscalía General de la República, al
gobierno del Estado de México, a la Secretaría de Seguri-
dad del Estado de México y a la Fiscalía General de Justi-
cia del Estado de México para que, en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones y mediante los mecanismos de
coordinación previstos en el Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, fortalezcan las acciones de prevención, inteli-
gencia, investigación, persecución y sanción de los delitos
de extorsión y homicidio doloso en el Estado de México,
con especial atención a las zonas que presenten mayores
niveles de incidencia.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta al gobierno del
Estado de México y a la Fiscalía General de Justicia del Es-
tado de México para que fortalezcan las unidades especia-
lizadas en materia de extorsión, particularmente aquellas
encargadas de atender casos de cobro de piso, extorsión
presencial, telefónica y mediante medios digitales, garanti-
zando mecanismos de denuncia confidencial, atención in-
mediata y, cuando resulte procedente, medidas de protec-
ción para las víctimas.

Tercero. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Seguridad y Protección Ciudadana, a la Secretaría de
Seguridad del Estado de México, a la Fiscalía General de
la República y a la Fiscalía General de Justicia del Estado
de México, así como a las autoridades municipales compe-
tentes, para que fortalezcan los mecanismos de intercambio
de información e inteligencia criminal destinados a identi-
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ficar patrones territoriales, financieros, telefónicos y digi-
tales relacionados con personas y organizaciones dedicadas
a la extorsión y otros delitos de alto impacto.

Cuarto. La Cámara de Diputados exhorta al gobierno del Es-
tado de México y a la Fiscalía General de Justicia del Estado
de México para que fortalezcan los protocolos especializados
de atención, acompañamiento y protección de víctimas de ex-
torsión, particularmente de comerciantes, transportistas, pro-
ductores, empresarios, trabajadores y familias que sean obje-
to de amenazas, cobro de piso o cualquier otra modalidad de
extorsión.

Quinto. La Cámara de Diputados exhorta a las autoridades
de seguridad pública y procuración de justicia del Estado de
México para que, en coordinación con los gobiernos munici-
pales, fortalezcan la identificación de zonas de riesgo y la ela-
boración y actualización de mapas territoriales de incidencia
de extorsión y homicidio doloso, a efecto de orientar de ma-
nera focalizada los recursos humanos, tecnológicos y opera-
tivos destinados a su prevención y combate.

Sexto. La Cámara de Diputados exhorta al gobierno del
Estado de México y a la Fiscalía General de Justicia del Es-
tado de México para que, en el ámbito de sus respectivas
competencias, fortalezcan la implementación de la Ley Ge-
neral para Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en
Materia de Extorsión, particularmente en materia de unida-
des especializadas, recepción y atención de denuncias, in-
vestigación, protección de víctimas y coordinación inte-
rinstitucional.

Séptimo. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
de Seguridad y Protección Ciudadana y al Secretariado Eje-
cutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública para que,
en el ámbito de sus atribuciones, fortalezcan la disponibili-
dad y publicación de información estadística sobre extor-
sión y homicidio doloso en el Estado de México, procuran-
do su desagregación municipal y, cuando la metodología lo
permita, por modalidad delictiva, a efecto de facilitar la
evaluación de las políticas públicas de seguridad.

Octavo. La Cámara de Diputados exhorta a las autoridades
federales, estatales y municipales competentes para que
fortalezcan las campañas de prevención, orientación y
atención dirigidas a la población sobre las distintas moda-
lidades de extorsión, incluyendo la extorsión telefónica,
digital y presencial, así como la difusión del número 089 y
de los mecanismos institucionales disponibles para solici-
tar apoyo y presentar denuncias.

Noveno. La Cámara de Diputados exhorta a las autorida-
des federales y estatales competentes para que mantengan
y fortalezcan las acciones de prevención, investigación e
inteligencia encaminadas a reducir de manera sostenida el
homicidio doloso en el Estado de México, particularmente
mediante el análisis de redes delictivas, identificación de
generadores de violencia, investigación financiera y desar-
ticulación de las estructuras criminales responsables de de-
litos de alto impacto.

Notas

1. https://www.gob.mx/sesnsp

2. https://oem.com.mx/elsoldetoluca/local/edomex-quinto-lugar-na-
cional-en-victimas-de-homicidio-doloso-destacan-avances-en-seguri-
dad-31959339

3. https://incidenciadelictiva.mucd.org.mx/Carpetas/Estatal/3

4. https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5774377&fecha=28/
11/2025#gsc.tab=0

5. https://www.gob.mx/sspc/prensa/aseguramiento-de-3-mil-374-tra-
gamonedas-y-9-mdp-resultado-del-primer-despliegue-de-operacion-
dos-de-bastos-realizada-por-defensa-guardia-nacional-y-fiscalia-edo-
mex?idiom=es

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— Di-
putadas: Laura Ivonne Ruiz Moreno y Leticia Barrera Maldonado (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

ACCIONES PARA AGILIZAR Y CONCRETAR 
LA APERTURA DE LA FRONTERA DE 

COAHUILA CON ESTADOS UNIDOS PARA LA
EXPORTACIÓN DE GANADO BOVINO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades, en el ámbito de sus respectivas atribucio-
nes, a realizar las acciones necesarias para agilizar y con-
cretar la apertura de la frontera de Coahuila con los Estados
Unidos de América para la exportación de ganado bovino,
a cargo de la diputada Verónica Martínez García, del Gru-
po Parlamentario del PRI 
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Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada de la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, integrante del Partido Revolu-
cionario Institucional, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 79, numeral 2, fracción II, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de esta honorable asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Con un promedio superior a las 900 mil cabezas anuales, la
exportación de ganado bovino en pie hacia los Estados
Unidos de América constituye una de las actividades pe-
cuarias de mayor relevancia para nuestro país, no sólo por
el volumen de animales que representa, sino también por
su impacto en la actividad productiva y económica de las
entidades federativas dedicadas a la ganadería.1

En este sentido, el seguimiento permanente de los niveles
de exportación resulta fundamental para los distintos agen-
tes que participan en el sector ganadero, toda vez que, ade-
más de permitir conocer el comportamiento de esta activi-
dad, constituye un referente para identificar las
condiciones del mercado y la evolución de los precios del
ganado, los cuales inciden directamente en el comporta-
miento de la producción nacional de carne de bovino.

Para garantizar la disponibilidad y seguimiento de esta in-
formación, la Dirección General del Servicio de Informa-
ción Agroalimentaria y Pesquera (DGSIAP), en coordina-
ción con el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y
Calidad Agroalimentaria (Senasica), lleva a cabo la publi-
cación periódica de las cifras correspondientes a la expor-
tación de ganado bovino en pie hacia los Estados Unidos
de América, permitiendo contar con información oficial so-
bre el desempeño de esta actividad.

Dicha información se presenta de manera tabular y gráfica,
desagregada por entidad federativa, y permite conocer tan-
to la cantidad mensual, como el volumen acumulado de be-
cerros y vaquillas exportados hacia los Estados Unidos de
América. Asimismo, contempla una serie histórica mensual
desde 1994, la estacionalidad de los volúmenes de exporta-
ción y una estimación de la carne en canal que representa
esta actividad, elementos que en conjunto permiten dimen-
sionar la importancia que tiene la exportación de ganado
bovino para la economía y el sector pecuario nacional.2

En este contexto, la relevancia de la actividad ganadera pa-
ra Coahuila adquiere especial importancia, particularmente
por los avances alcanzados en materia de sanidad e inocui-
dad. Durante su Primer Informe de Gobierno, el gobernador
Manolo Jiménez Salinas anunció que, después de 15 años,
la entidad había obtenido el estatus sanitario Nivel III para
la exportación de ganado, lo que representó un avance sig-
nificativo para los productores coahuilenses, al generar me-
jores condiciones para la comercialización de sus animales
y la posibilidad de reducir costos asociados al proceso de
exportación.

Este resultado fue posible, entre otras acciones, a partir de
la visita realizada del 4 al 8 de noviembre por el Servicio
de Inspección de Salud Animal y Vegetal (APHIS) del De-
partamento de Agricultura de los Estados Unidos (USDA),
cuyo propósito fue evaluar los avances del programa de
erradicación de tuberculosis bovina implementado en la
entidad. La evaluación permitió reconocer los esfuerzos re-
alizados para fortalecer los mecanismos de vigilancia y
control sanitario, elementos indispensables para mantener
y mejorar las condiciones de acceso del ganado coahuilen-
se al mercado estadounidense.

Con la obtención de este estatus, Coahuila fortaleció su posi-
ción dentro del sector ganadero nacional y se colocó en con-
diciones sanitarias comparables con entidades de amplia tra-
dición exportadora, como Chihuahua y Durango. Lo anterior
representó una oportunidad para ampliar la participación de
los productores coahuilenses en los mercados internacionales
y consolidar una actividad que, por su importancia económi-
ca y productiva, requiere de condiciones que permitan garan-
tizar su continuidad y competitividad.

A estos avances se sumó el reconocimiento de la Unión Ga-
nadera Regional de Coahuila (UGRC), organismo que des-
tacó los resultados alcanzados en materia ganadera y seña-
ló las acciones emprendidas por la administración estatal,
entre ellas el apoyo para la adquisición de sementales y el
relanzamiento de programas orientados al mejoramiento
genético. Estas medidas contribuyen al fortalecimiento de
la calidad del hato ganadero y, por consecuencia, a mejorar
las condiciones productivas de los ganaderos de la entidad.

No obstante, los avances alcanzados en materia sanitaria
no han eliminado las restricciones que persisten para deter-
minados sectores de la ganadería coahuilense.

En este sentido, el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y
Calidad Agroalimentaria (Senasica), mediante comunicación

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 22 de septiembre de 2026 / Apéndice II193



dirigida al secretario de Desarrollo Rural de Coahuila, Jesús
María Montemayor, precisó que, por el momento, el ganado
proveniente de las zonas A y B1 de la entidad continúa sujeto
a determinadas restricciones. Esta situación evidencia la nece-
sidad de mantener y fortalecer las acciones de coordinación
entre las autoridades federales, estatales y el sector ganadero,
a fin de consolidar los avances sanitarios alcanzados y gene-
rar las condiciones necesarias para la plena recuperación de la
actividad exportadora.3

Coahuila está a unos días de que Estados Unidos de Amé-
rica les permita exportar luego de subsanar algunos detalles
mínimos en la cuarentenaria de Piedras Negras, informó la
Asociación Ganadera.

Junto con Chihuahua y Sonora, Coahuila obtendrá la aper-
tura y será un punto importante para la exportación, al ca-
nalizar las cabezas de ganado de Nuevo León, Tamaulipas
y Durango.4

Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente proposición con:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las personas titula-
res del Poder Ejecutivo federal, de la Secretaría de Agri-
cultura y Desarrollo Rural y del Servicio Nacional de Sa-
nidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, para que, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones, realicen las ac-
ciones necesarias para concretar la apertura de la frontera
de Coahuila con los Estados Unidos de América, a la ex-
portación de ganado bovino en pie.

Notas

1. Consultado en

https://www.gob.mx/agricultura/dgsiap/prensa/exportacion-de-ga-
nado-bovino-103649

2. Consultado en 

https://www.gob.mx/agricultura/dgsiap/prensa/exportacion-de-ga-
nado-bovino-103649

3. Consultado en 

https://vanguardia.com.mx/coahuila/anuncia-manolo-jimenez-es-
tatus-zoosanitario-para-exportacion-de-ganado-coahuilense-
PG14217686

4. Consultado en 

https://eltiempomx.com/noticia/2025/ganaderos-a-unos-dias-de-
poder-exportar-por-coahuila.html

Dado en el salón de sesiones, a 22 de septiembre de 2026.— Diputada
Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ganadería, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA, A ACELERAR LAS
OBRAS POR LAS CUALES SE CONSTRUIRÁN LAS

REDES TRONCALES DEL PROYECTO AGUA
SALUDABLE PARA LA LAGUNA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al titular
de la Conagua a acelerar las obras por las cuales se cons-
truirán las redes troncales del proyecto de “Agua Saludable
para La Laguna”, con el objetivo de generar bienestar hí-
drico en las y los ciudadanos de la Comarca Lagunera, a
cargo de la diputada Verónica Martínez García, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada fede-
ral de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta honorable asamblea la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

En nuestro país, el acceso al agua está contemplado como
un derecho humano, tal y como lo menciona la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en su ar-
tículo 4o., párrafo sexto, que a la letra dice:

‘’Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y
saneamiento de agua para consumo personal y domés-
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tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible.
El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las
bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equi-
tativo y sustentable de los recursos hídricos, estable-
ciendo la participación de la Federación, las entidades
federativas y los municipios, así como la participación
de la ciudadanía para la consecución de dichos fines”.

En este sentido, el Gobierno Federal tiene la responsabili-
dad de crear políticas públicas y presupuestarias que ga-
ranticen el acceso al agua a las y los mexicanos, sin em-
bargo, esto no ha sido posible. Según el documento
“Situación del subsector Agua Potable, Alcantarillado y
Saneamiento’, en 2025 se reportó una cobertura nacional,
de agua potable de 96.1 por ciento.1

También menciona que en nuestro país hay 4.9 millones de
personas que carecen de un servicio formal de agua pota-
ble y 6 millones que también carecen de alcantarillado, so-
lo que, existe una desfavorable distribución natural del
agua, ya que en el centro, norte y noreste del país se con-
centra el 77 por ciento de la población nacional, pero tiene
solo el 33 por ciento del agua renovable. En contraste, el
sureste, en donde se ubica el 23 por ciento de la población
nacional se cuenta con el 67 por ciento del agua disponible.

Además, de acuerdo con cifras del Censo 2020 del Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía, la cobertura de
agua potable en las zonas urbanas es de 98 por ciento, es
decir, 96.6 millones de habitantes cuentan con el servicio y
1.9 millones de personas carecen de él. En el caso del ám-
bito rural, 23.9 millones de habitantes cuentan con servicio
de agua potable (89.1 por ciento de la población) y 2.9 mi-
llones de habitantes carecen del mismo.

Aunque se incrementa el porcentaje de ciudadanos con ac-
ceso a este líquido vital, es necesario mencionar que esto
no garantiza la seguridad del abastecimiento, lo que quiere
decir que, no todos los hogares cuentan con el servicio de
agua diariamente, además los que si cuentan con el servi-
cio suelen sufrir con la interrupción o la limitada distribu-
ción, lo que provoca que las familias carezcan del servicio
y tengan que recorrer distancias largas para recolectar este
recurso.

Lo anterior, evidencia la necesidad de contar no solo con
infraestructura hidráulica, sino que también se requiere sea
de calidad, sobre todo para aquellos estados en los que las
sequías extremas se convierten en su principal enemigo.
Tal es el caso de Durango, Chihuahua, Coahuila de Zara-

goza, Nuevo León, Zacatecas, San Luis Potosi, Aguasca-
lientes y Guanajuato.

En el caso de Coahuila, el Monitor de Sequía de México,
mencionó que, al 31 de agosto de 2026, el 22.3 por ciento
del territorio contaba con una intensidad de sequía anor-
malmente seco, 5.1 por ciento con sequía moderada, o.3
por ciento2.

Esto afecta de manera directa la salud de todas y todos los
coahuilenses e indirectamente a la agricultura, ganadería,
ya que si bien, este fenómeno meteorológico es considera-
do como una anomalía transitoria, año con año va empeo-
rando y permaneciendo cada vez más, como consecuencia
del cambio climático.

Ante esto, el Gobierno Federal debe destinar un mayor pre-
supuesto para emprender campañas permanentes de con-
cientización del cuidado del agua, así como para su reutili-
zación, pero sobre todo para la creación, mejora y
mantenimiento de la infraestructura hidráulica.

Esto último es, sin duda, lo que las diferentes entidades fe-
derativas necesitan, por eso, proyectos como “Agua Salu-
dable para La Laguna” resultan ser muy importantes.

Esta obra hidráulica se realizó en la zona norte del país,
principalmente en los municipios de Lerdo, Gómez Pala-
cio, en Durango, y Torreón, en Coahuila, situados en la re-
gión de la Comarca Lagunera, no obstante, se considera be-
neficiar a otros 6 municipios circundantes a los antes
mencionados y pertenecientes a la misma zona, siendo Ma-
pimí, Tlahualilo; correspondientes a Durango y Francisco
1. Madero, San Pedro y Viesca, ubicados en Coahuila.

Este proyecto comprendió un conjunto de estructuras
(Obra de Toma, Acueducto, Planta Potabilizadora y Tanque
de Llegada), las cuales son obras de infraestructura hidráu-
lica para el suministro de agua potable destinadas a uso pú-
blico urbano, y su objetivo es disminuir el estrés ecológico
que se vive actualmente en la zona, es decir, la sobreex-
plotación del acuífero Principal Región Lagunera por el
agua del río Nazas, además de disponer del recurso sin ge-
nerar inconformidades sociales y altibajos en las activida-
des económicas, como es la agricultura, ganadería y el sec-
tor lechero, el cual es característico en la economía de la
zona lagunera.

Esta obra tuvo un costo aproximado de 18 mil mdp y fue
terminada en 2025, sin embargo, a pesar de haberse termi-
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nado el problema de falta de agua persiste, esto es debido
a que las redes troncales aún no han sido sustituidas.

Esto ha ocasionado diversas fallas como un intento el desfo-
gue de agua para la región, sin embargo, se detectaron pro-
blemas en las tuberías, lo que retrasó la entrega de agua 7 dí-
as más, ya que se requiere limpiar de tierra las tuberías para
posteriormente estabilizar el caudal a 200 litros por segundo,
después tomar las muestras de calidad y posteriormente ya
inyectar el agua al taque para poder distribuirla.

En marzo de 2025, el director general de Conagua, anunció
una inversión de 1,800 mdp de su presupuesto, los cuales
se ejercerían 1,300 mdp este año y los otros 500 en este
2026 para las obras de redes troncales para 4 municipios,
con lo que el proyecto se concluiría en 2026.

Estas obras fueron licitadas según el portal ComprasMX
LA quedando como ganadores:

Supervisión Externa para las Obras Complementarias
de Redes Troncales del Proyecto Agua Saludable para la
Laguna.

Llevada a cabo el 23 de junio de 2025.

Compañía Ganadora Urbanizadora Camasa, SA de CV.

Monto de la Obra $5,435,045.76 Sin Impuestos.

Fecha de terminación 28 de diciembre 2025.

Así como:

Obras Complementarias de Redes Troncales Proyecto
Agua Saludable para la Laguna

Construcción de Obras para el Abastecimiento de
Agua, Petróleo, Gas, Electricidad y Telecomuni-cacio-
nes

Realización de la Obra en los Municipios de Lerdo y
Gómez Palacio, en el Estado De Durango y Municipios
de Torreón y Matamoros en el Estado de Coahuila.

Fecha del Fallo 03 Julio a las 22; 25

Compañía Ganadora Constructora y Asesora Unión
S.A. de C.V.

Monto de la Obra $97,392,972.41 sin impuestos

Fecha de terminación 31 de diciembre 2025

Solo que a la fecha los trabajos no han concluido y el pro-
yecto “Agua Saludable para La Laguna”, sigue sin otorgar
los beneficios para los que fue construido.

Hoy que nuestro país atraviesa una severa crisis hídrica y
una grave sequía es necesario que este tipo de obras sean
agilizadas, es por eso que venimos exhortando a la Comi-
sión Nacional del Agua, a que acelere la obra por la que se
construirán las redes troncales correspondientes al proyec-
to de “Agua Saludable para La Laguna” con el objetivo de
que esta obra hidráulica pueda cumplir con su principal ob-
jetivo: el bienestar hídrico de las y los ciudadanos de la Co-
marca Lagunera.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración del Pleno de esta Soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Comisión Nacional del Agua, con la finali-
dad de que acelere las obras por las cuales se construirán
las redes troncales del proyecto de “Agua Saludable para
La Laguna”, con el objetivo de generar bienestar hídrico en
las y los ciudadanos de la Comarca Lagunera.

Notas

1. Consultado en 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1059803/DSA-
PAS-2025_D.pdf

2. Consultado en 

https://smn.conagua.gob.mx/tools/DATA/Climatolog%C3%ADa/S
equ%C3%ADa/Monitor%20de%20sequ%C3%ADa%20en%20M
%C3%A9xico/Seguimiento%20de%20Sequ%C3%ADa/MSM202
60831.pdf

Dado en el Palacio Legislativo, a 22 de septiembre de 2025.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.
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SE TOMEN MEDIDAS PARA CONTRATAR 
ESPECIALISTAS EN PSICOLOGÍA EN 

PLANTELES DE EDUCACIÓN BÁSICA, PARA
ATENDER Y PREVENIR EL SUICIDIO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la titu-
lar del Ejecutivo federal para que, a través de la SHCP y de
la SEP, tomen las medidas pertinentes para contratar a es-
pecialistas en psicología con la finalidad de que se incor-
poren a los planteles de educación básica e implementen
estrategias permanentes entre el alumnado que permitan
atender y prevenir el suicidio, a cargo de la diputada Veró-
nica Martínez García, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada fede-
ral de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta honorable asamblea la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El párrafo décimo primero del artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el
interés superior de la niñez, en los siguientes términos:

“…En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés superior
de la niñez, garantizando de manera plena sus dere-
chos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfac-
ción de sus necesidades de alimentación, salud, educa-
ción y sano esparcimiento para su desarrollo integral.
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas
a la niñez…”

El interés superior de la niñez es un principio que obliga a
los gobiernos a que en todas sus acciones y decisiones es-
tarán garantizados plenamente los derechos de niñas, niños
y adolescentes, por lo que con la finalidad de alcanzar su
bienestar se deberá colmar la protección de sus necesidades
básicas como la alimentación, educación, recreación, de-
porte, a un entorno libre de violencia, salud, y toda aquella
situación contribuya a su desarrollo integral.

En ese sentido, la salud, como un derecho humano que
también es reconocido constitucionalmente, su acceso de-
be ser garantizado a todas las niñas, niños y adolescentes,
pues de ello depende su sano desarrollo, su integridad, e
incluso, su vida.

La protección de la salud es indispensable para cualquier
persona, pero ese sector poblacional al encontrarse en creci-
miento lo requiere constantemente, por lo que para lograr su
bienestar deben salvaguardarse los diferentes aspectos que
abarca, entre ellos la salud mental, que de acuerdo con la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS), es un “estado de
bienestar que permite a las personas hacer frente a los mo-
mentos de estrés de la vida, desarrollar todas sus habilida-
des, poder aprender y trabajar adecuadamente y contribuir
a la mejora de su comunidad”.1

La salud mental forma parte del derecho a la salud, por lo
que el Estado tiene la responsabilidad de generar las con-
diciones adecuadas para proteger la vida, y la dignidad de
las personas, como derechos fundamentales.

Sin embargo, debido a circunstancias de cada persona, la sa-
lud mental es susceptible de presentar afecciones, trastornos,
discapacidades y otros estados asociados con angustia, de-
presión, estrés, emociones negativas contenidas por largo
tiempo, o bien, surgidas de forma repentina, como son aque-
llos momentos de crisis que se presentan ante importantes
pérdidas las cuales podrían catalogarse como dañinas cuan-
do su duración y alcances propicien el riesgo de que esa per-
sona asuma una conducta autolesiva que pudiera escalar al
suicidio.

Así, el suicidio es un problema cuyo origen es multicausal
debido a que, si bien, puede estar asociado a alguna afec-
ción a la salud mental, es una realidad que no necesaria-
mente sucede por esta razón, sino que existen otros moti-
vos que también lo pueden propiciar, pues cada persona
está sujeta a diversos patrones o circunstancias que la pue-
den conducir a tomar una decisión de este tipo, sin que ten-
ga algún trastorno de esa naturaleza.

El suicidio puede ser entendido como “el acto deliberado de
quitarse la vida”,2 por lo que debe considerarse que este tipo
de decisiones cuando son tomadas de forma recurrente entre
la sociedad, comienzan a representar un problema de salud
pública que debe no solo atenderse, sino analizar la forma en
que viene presentándose y adoptar una estrategia o mecanis-
mos adecuadas con el objetivo de reducirlo.
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Al ser diversas las causas que dan lugar al suicidio, es que
se debe estar alerta ante cualquier señal que las personas
pudieran presentar en su comportamiento antes de tomar
este tipo de decisiones, por lo que es una realidad que nin-
guna persona está exenta de un incidente de este tipo, y por
ello es que se debe ser empático para contribuir evitar que
suceda cuando las personas afectadas se encuentran en un
estado de vulnerabilidad emocional.

En 2024 se registraron 8,856 suicidios en México, de
acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi). La tasa nacional fue de 6.8 suicidios por cada
100 mil habitantes.3

La tasa registrada en 2024 fue superior a la observada una
década antes, es decir, pasó de 5.1 por cada 100 mil habi-
tantes en 2014, a 6.8.4

Cuando este fenómeno sucede entre niñas, niños y adoles-
centes, resulta muy preocupante debido a la vulnerabilidad
que tendrían por su edad, pues es precisamente en esa eta-
pa en la que su formación como personas, así como su de-
sarrollo físico y mental se encuentra en curso, las cuales
deben consolidarse con el transcurso de los años para que
puedan alcanzar condiciones favorables durante su etapa
adulta.

Sobre el particular, existen factores que en el caso de los
menores de edad, les pueden generar mayor riesgo, como
lo es el acceso o exposición a información o interacciones
inadecuadas en el internet, haber sido víctima de algún ti-
po de violencia, de bullying, encontrarse en un entorno vio-
lento, tener problemas de adicciones, de salud, sufrir re-
chazo de compañeras, compañeros en la escuela, de
integrantes de su familia, lo que les puede provocar depre-
sión, angustia, estrés, tristeza constante, entre otras altera-
ciones.

De acuerdo con el Inegi, en 2024, los índices de suicidio en-
tre este sector poblacional se aprecian por grupos de edad, y
en el de 15 a 29 años es de 10.2 por cada 100 mil personas.
En el caso de mujeres, la tasa más elevada se observó en los
grupos de 15 a 29 años es de 5.1 por cada 100 mil mujeres,
y en los hombres, el grupo de 15 a 29 años es de 15.4 por ca-
da 100 mil hombres.5

Por grupos de nivel escolar, en bachillerato -adolescentes-
se presentaron 22.5 suicidios por cada 100 mil personas; en
secundaria se presentaron 29.4 suicidios por cada 100 mil

personas; en primaria se presentaron 17.7 suicidios por ca-
da 100 mil personas.6

No prevenir afecciones a la salud mental desde la infancia,
genera la posibilidad de que en la etapa de adolescencia y
adultez joven se pueda incrementar el fenómeno, tal como
se ha desprendido del nuevo estudio publicado en The Lan-
cet Regional Health – Americas, que coloca al suicidio co-
mo la tercera causa de muerte entre quienes tienen 10 a 24
años.7

Como puede advertirse son diversas las formas en que las
y los menores de edad pueden verse conducidos hacia el
suicidio, por lo que esas señales o muestras de que el indi-
viduo tiene un pensamiento o idea suicida pueden ser vis-
tas cuando se encuentran.

Por esa razón es que es indispensable que la problemática
del suicidio sea enfrentada con una estrategia en la que las
y los menores de edad que lo requieran y que cursen estu-
dios de educación básica en escuelas públicas, puedan tener
cercanía con personal especializado en psicología a través
de platicas, talleres o atención personalizada cuando así lo
requieran, en las que puedan recibir la información adecua-
da para el manejo de emociones ante situaciones adversas.

En lo que respecta a menores de edad que requieren de esa
atención, podrían estar bajo el seguimiento de un tratamiento
y en constante verificación con la idea de que aquellas cir-
cunstancias que les pudieran generar alguna idea suicida, pue-
dan ser controladas, y eventualmente disminuidas y erradica-
das, lo que permitirá que su adolescencia y etapa de adultez,
sea sobrellevada de una mejor forma en aras de alcanzar su
bienestar.

Es común que haya niñas y niños que, durante esta etapa de
su vida, enfrenten condiciones nocivas y adversas, mismas
que al acumularse a través del tiempo, podrían generar una
crisis emocional que no puedan superar, por lo que, al no ha-
ber tenido respaldo o acompañamiento moral para desaho-
garse de sus problemas, los podría conducir a tomar una de-
cisión de este tipo.

En el caso de las y los menores de edad que hayan tomado
una decisión suicida de forma repentina ante una emoción
súbita o una pérdida irreparable, la cercanía con personal
capacitado en psicología, sin duda, también contribuiría
para que adquirieran la capacidad para manejar los mo-
mentos adversos en cualquier momento de su vida, y que
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cuenten con las herramientas que los lleve a superar los he-
chos o circunstancias que los haya afectado.

Por ello es que resultaría de gran importancia que las escue-
las públicas cuenten con personal especializado en psicología
de forma permanente para brindar información sobre este tó-
pico y el manejo de emociones ante situaciones adversas, así
como para atender al alumnado que así lo requiera, como par-
te de una estrategia nacional de prevención en la que estén in-
volucrados los 3 órdenes de gobierno, lo cual permitirá re-
ducir en el mediano y largo plazo los índices de suicidio en
nuestro país, tanto entre personas jóvenes, como entre per-
sonas adultas, lo que también sería un buen marco para
crear conciencia, empatía y sensibilización en la sociedad
desde una temprana edad, lo que también aportaría mayor
fuerza a este mecanismo de prevención en las escuelas de
nivel básico.

Estas circunstancias deben alertar a las familias, autorida-
des escolares, así como a los 3 órdenes de gobierno, por lo
que es necesario que haya una corresponsabilidad en la de-
tección de factores que pudieran terminar en una tragedia,
lo que implica la necesidad de que se implementen meca-
nismos que permitan las intervenciones tempranas para
evitarlas.

Los datos muestran que no basta con atender únicamente los
casos que ya cuentan con un diagnóstico o tratamiento pre-
vio, sino que resulta indispensable que haya mecanismos
institucionales orientados a la prevención del suicidio, en lo
que sea posible identificar oportunamente distintos factores
de riesgo.

El suicidio es un problema de salud pública que requiere
acciones de prevención, atención y seguimiento, no sola-
mente respuestas cuando ya ocurrió una crisis.

Lo anterior se logrará a través de la legislación, de la opera-
ción de políticas públicas, de las ponderaciones que se reali-
cen en las sentencias y diversas decisiones judiciales.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados, exhorta respetuosamente
a la titular del Ejecutivo federal, para que, a través de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y de la Secretaría de

Educación Pública, tomen las medidas pertinentes para
contratar a especialistas en psicología con la finalidad de
que se incorporen a los planteles de educación básica e im-
plementen estrategias permanentes entre el alumnado para
atender y prevenir el suicidio.

Notas

1. Organización Mundial de la Salud (2022). Salud mental: fortalecer
nuestra respuesta, consultado en 

https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/mental-he-
alth-strengthening-our-response

2. Valeria Román y Celina Abud (2017). Comunicación, infancia y
adolescencia: Guías para periodistas, en Red Argentina de Periodismo
Científico, UNICEF. Consultado en 

https://www.unicef.org/argentina/media/1536/file/Suicidio.pdf

3. Consultada en 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2025/EAP_Suicidio_25.pdf

4. Ídem

5. Ídem

6. Ídem.

7. Consultado en 

https://www.elcaribe.com.do/panorama/pais/suicidio-entre-adoles-
centes-y-adultos-jovenes-aumenta-en-las-americas/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de
2026.— Diputada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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PROGRAMA PARA IMPULSAR LA
CONSTRUCCIÓN, REPARACIÓN Y MANTE-

NIMIENTO DE CARRETERAS Y CAMINOS EN 
COAHUILA DE ZARAGOZA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al titular
de la SICT a aplicar un programa, con la finalidad de im-
pulsar la construcción, reparación y mantenimiento de las
carreteras y caminos que comprende las redes de comuni-
cación del estado de Coahuila de Zaragoza, a cargo de la
diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada fede-
ral de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, integrante del Partido
Revolucionario, con fundamento en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II, y demás apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto
a la consideración de esta honorable Asamblea la presente
proposición con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Nuestro país es uno de los pocos, que cuenta con una situa-
ción geográfica envidiable, al contar con acceso y conectivi-
dad vía aérea, además de vía marítima tenemos puertos de
carga y de pasajeros, tanto por el Golfo de México, como por
el Océano Pacífico, sin omitir que estas administraciones han
empezado a retomar el uso de los trenes.

Por ello es que al hacer frontera con los Estados Unidos de
América, nos da una clara ubicación estratégica para el co-
mercio.

Es por eso por lo que una de las asignaturas más importan-
tes de esta administración del gobierno federal es propor-
cionar a los inversionistas, a los exportadores e importado-
res, vías suficientes de comunicación que permitan el libre
traslado de mercancías, así como seguridad a los ciudada-
nos y turistas que transitan por ellas.

En México, el traslado de personas y mercancías depende
mayoritariamente de la red nacional de carreteras que, de
acuerdo con datos del Anuario Estadístico del Sector In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes 2025, tiene
una longitud de 405,093 kilómetros, los cuales transportan
a 3,824 millones de pasajeros al año, así como 546 millo-
nes de toneladas de materiales, insumos que sirve de mate-

ria prima para la elaboración de enseres de consumo inter-
no y de exportación.1

Esa red de carreteras se encuentra conectada a través de 15
ejes troncales que conforman el corredor carretero del pa-
ís, las cuales dan acceso a las principales ciudades, puertos
marítimos, puntos fronterizos y poblaciones de toda la na-
ción como se ve en la siguiente imagen:

Recientemente la titular del Poder Ejecutivo en su confe-
rencia matutina y con la presencia del secretario de In-
fraestructura y el director de Banobras, detallo el avance
que existe en el Programa de Infraestructura Carretera, el
cual pretende una inversión de 647 mil 832 millones de pe-
sos (mdp) para todo el sexenio con el fin de atender 11 mil
366 kilómetros (km) de los que, a la fecha, ya están con-
cluidos mil 796 km, es decir, un 15 por ciento de avance, y
están en ejecución 4 mil 223 km.

Con una inversión de 154 mil 616 mdp se construirán 3 mil
161 km, hoy se intervienen 11 caminos de los cuales 2 ya
están concluidos (407 km) que representan 13 por ciento de
avance; 8 en ejecución (1,113 km) que es 35 por ciento; y
un camino por iniciar (4km) que es el 0.2 por ciento. Mien-
tras que, entre 2027 a 2029 se construirán 1,637 km más,
es decir 52 por ciento adicional.

Esto son parte de los resultados del Programa de Infraes-
tructura Carretera, Coahuila es un estado que, por su colin-
dancia con los Estados Unidos de América, se ha converti-
do en un estado estratégico para el traslado de mercancías
de importación y exportación, sus casi 8,764 kilómetros de
vías terrestres, conformados por 1,793 kilómetros de carre-
teras troncales, 3,226 de alimentadoras y 3,745 de caminos
rurales revestidos.
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Además, 2 de los 15 ejes troncales cruzan territorio coa-
huilense, de manera longitudinal el México-Nuevo Laredo,
con ramal a Piedras Negras, y de forma transversal el Ma-
zatlán-Matamoros. Además, a lo largo de la frontera norte
cruza nuestro territorio el corredor que conecta a Tijuana
con Matamoros.

El corredor troncal México-Nuevo Laredo, comprendido
por la carretera federal 57, con ramal a Piedras Negras, es
el más importante del país para el movimiento de mercan-
cías y personas, tiene una longitud de 1,544.4 kilómetros,
de los cuales, 415 corresponden al ramal que va de Saltillo
a Piedras Negras y cuenta con tramos que cruzan vialida-
des urbanas en las poblaciones de Castaños, Monclova y
Sabinas.

Cerca de la frontera, este corredor tiene cruce con la carre-
tera federal 2, que recorre 2,140 kilómetros entre Tijuana
(Baja California) y Matamoros (Tamaulipas). En particu-
lar, hay 644 kilómetros que bordean la frontera con los Es-
tados Unidos y que llevan de Acuña, en Coahuila, al puer-
to tamaulipeco.

El eje carretero troncal Mazatlán-Matamoros cruza por
nuestra entidad a través de la carretera federal 30, que es
parte de lo que localmente denominamos el eje carretero
Laguna-Norte, el más grande del estado.

Se origina en Torreón y tiene una longitud de 368 kilóme-
tros hasta Monclova, de ahí, por la carretera federal 57, se
puede llegar a Acuña y a Piedras Negras, a lo largo del re-
corrido, cruzan por vialidades urbanas en varios munici-
pios, como San Pedro, Cuatro Ciénegas, Sacramento, Na-
dadores, San Buenaventura, Frontera y Monclova.

A pesar de que se cuenta con una amplia red de comunica-
ción en el estado, falta realizar la construcción de algunas
carreteras y sobre todo libramientos, que permitirán la co-
nexión entre México y Canadá, a través del corredor deno-
minado “Port to Plains”.

La construcción de los libramientos que se necesitan para
terminar el corredor carretero transnacional “Port to
Plains”, el cual conecta Vancouver en Canadá, hasta el Pa-
so, Del Río, Eagle Pass y Laredo, Texas, en Estados Uni-
dos de América, para llegar al puerto de Mazatlán y Man-
zanillo, en nuestro país, lo que contribuirá a la apertura de
negocios internacionales.

Estos también permitirán la circulación de los vehículos de
carga de cualquier dimensión, sin restricciones y reducir
los tiempos de traslados a través del estado, pero también
existen diversas obras que requieren ampliaciones y man-
tenimientos que urgen se realicen en el estado como:

• La Modernización y ampliación a 4 carriles de la ca-
rretera 57 en el tramo Saltillo- Monclova.

• El mantenimiento de la carretera Saltillo-Torreon

• Rectificación de la Carretera 57 en el tramo denomi-
nado los Chorros.

• Construcción del boulevard Jesús María Ramón, en
Acuña.

• Rehabilitación de la Autopista Premier Rosita-Allen-
de.

• Modernización del libramiento Carlos Salinas de Gor-
tari, en Monclova.

• Modernización y ampliación de la carretera a Derra-
madero, en Saltillo.

• Libramiento Monclova, en Castaños y Monclova.

• Paso a desnivel en la carretera Monterrey-Saltillo ca-
rretera Los Pinos, en Ramos Arizpe.

• Libramiento Morelos-Zaragoza.

• Libramiento de Sabinas.

• Ampliar la carretera 57 en Allende

• Pavimentar el camino al Ejido Guadalupe y el tramo
San José - San Vicente en Guerrero.

• Rehabilitar y pavimentar la carretera Morelos - Los
Álamos en Morelos,

• Concluir el Libramiento Alonso Ancira en Nava para
conectar con la carretera 57,

• Concluir la carretera Muzquiz - Ojinaga,

• Rehabilitar el camino el Melón - los Venados en Muz-
quiz,
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• Construir los Libramientos de Cuatro Ciénegas, Sa-
cramento, Nadadores, San Buenaventura, Abasolo y Es-
cobedo,

• Continuar la Carretera la Peña - Boquillas del Carmen,
en Ocampo,

• Modernizar la carretera de Arteaga al entronque con el
libramiento Carbonera,

• Modernizar la carretera Derramadero - General Cepe-
da,

• Modernizar la carretera federal Torreón - Monclova, y

• Ampliar el camino Francisco I Madero Lequeitio.

Esta y otras son las necesidades que el estado tiene en ma-
teria de infraestructura carretera, para continuar siendo un
estado productivo y una puerta a las exportaciones e im-
portaciones, por esa razón es que exhorto a la Secretaría
de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, para
que diseñe y aplique un programa en el que se brinden re-
cursos que permitan concluir la construcción de diversas
carreteras y caminos rurales en el estado, lo que sin duda
mejorará la conectividad

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente al
titular de la Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y
Trasportes para que diseñe e implemente algún programa,
con la finalidad de impulsar la construcción, reparación y
mantenimiento de las carreteras y caminos que comprende
las redes de comunicación del estado de Coahuila, que le per-
mita seguir siendo un puente seguro, para la exportación e
importación de mercancías con los países vecinos.

Nota

1. Consultado en 

https://micrs.sct.gob.mx/images/DireccionesGrales/DGP/estadisti-
ca/Principales-Estadisticas/PE_2025.pdf

Dado en el Palacio Legislativo, a 22 de septiembre de 2026.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

EXHORTO A LA CONAGUA, A REALIZAR GESTIO-
NES PARA INICIAR EL PROYECTO DE CONSTRUC-

CIÓN DE SISTEMA INTEGRAL DE DRENAJE PLU-
VIAL DE LA CIUDAD DE TORREÓN, COAHUILA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al titular
de la Conagua a realizar las gestiones necesarias para ini-
ciar la construcción del proyecto “Construcción de Sistema
Integral de Drenaje Pluvial de la Ciudad de Torreón, Coa-
huila”, a cargo de la diputada Verónica Martínez García,
del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Verónica Martínez García, diputada fede-
ral de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, integrante del Partido
Revolucionario Institucional, con fundamento en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, fracción II,
y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta Honorable Asam-
blea la presente proposición con punto de acuerdo, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El agua es el líquido vital e indispensable para la sobrevi-
vencia de todas las formas de vida, así como para la con-
servación de los recursos naturales.

Como tal, el agua en cantidades suficientes es necesaria pa-
ra la subsistencia no solo de los humanos, sino de todos los
seres vivos, de igual manera es necesaria para cubrir las ne-
cesidades básicas de los ciudadanos y en muchos casos es
el líquido vital para la industria generadora de empleos.

Sin embargo, también es necesario mencionar que en gran-
des cantidades y sin control, el agua se puede convertir en
un instrumento de destrucción, que puede dañar todo tipo
de patrimonio, o incluso, poner en riesgo la integridad, e
incluso la vida de cualquier ser vivo.

Nuestro país cuenta con una ubicación geográfica envidia-
ble, ya que, por su orografía y clima, es susceptible de en-
frentarse a fenómenos meteorológicos como lo son las se-
quias y las precipitaciones pluviales, los cuales, al ocurrir
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de forma extrema, pueden ocasionar importantes daños en
la población de diversas zonas del país.

Distintas regiones y entidades del país han registrado llu-
vias fuertes en los últimos días que han ocasionados graves
inundaciones, esto no solo depende de la temporada de llu-
vias que sucede, sino a la combinación de varios fenóme-
nos atmosféricos y oceánicos que favorecen la formación
de nubes, tormentas y precipitaciones intensas.

Esto ha generado que las lluvias registradas entre enero e
inicios de junio de 2026 hayan sido 15 % más intensas que
el promedio climatológico de los últimos 30 años, según el
investigador Jorge Zavala Hidalgo, del Instituto de Cien-
cias de la Atmósfera y Cambio Climático de la UNAM.

Esto ha propiciado que diversas zonas conurbadas del país
hayan sufrido encharcamientos e inundaciones, lo que ha
complicado la cobertura de la gran demanda de servicios
públicos que requiere la población para tener una calidad
de vida adecuada.

Contar con sistemas de drenaje, adecuados y eficientes se
convierte en una necesidad básica y urgente para los ciu-
dadanos, quienes requieren de proyectos gubernamentales
que fortalezcan la infraestructura urbana y los servicios pú-
blicos.

Uno de esos proyectos necesarios para el buen funciona-
miento de la región Laguna, es el denominado “Construcción
de Sistema Integral de Drenaje Pluvial de la Ciudad de To-
rreón, Coahuila”, el cual beneficiará a más de 300 mil habi-
tantes, cuyo diseño viene impulsado por el gobierno federal,
y por tanto, su ejecución requiere contar con un fondo de la
federación debido a su magnitud, aunque existe una coordi-
nación con el ayuntamiento de Torreón y con el gobierno de
Coahuila para atender obras menores y colectores pluviales
ubicados en colonias o regiones más vulnerables.

Torreón, es una ciudad ubicada dentro de una cuenca ce-
rrada, lo que ocasiona que durante la temporada de lluvias
se acumule el agua pluvial en diferentes puntos de la ciu-
dad, reflejándose esos encharcamientos o inundaciones en
zonas habitacionales, industriales, comerciales, afectando
la movilidad y dañando sus vías de comunicación.

Esto genera un alto riesgo para la salud de la población da-
do que el sistema de drenaje actualmente es combinado y
como resultado de la saturación de estos conductos, se pre-

sentan afloramiento de aguas pluviales mezcladas con
aguas residuales.

Esto se incrementa año con año, como podemos constatar
ya que, según el Servicio Meteorológico Nacional, en los
últimos 50 años se han presentado al menos 14 tormentas
atípicas que han superado los 50 mm. de precipitación,
eventos que han causado daños por inundación a Torreón.

Ante esta problemática, la Comisión Estatal de Aguas y Sa-
neamiento de Coahuila (CEAS) elaboró el proyecto denomi-
nado “Construcción de Sistema Integral de Drenaje Pluvial
de la ciudad de Torreón, Coahuila”, el cual fue presentado an-
te la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Dicho proyecto contará con 35.2 kilómetros de colectores
y subcolectores de 18” a 84”, además de 11.6 kilómetros de
líneas a presión de 18” a 30” pulgadas de diámetro, 11.2 ki-
lómetros de canales, 4 cárcamos de bombeo con capacidad
de 0.25 a 0.5 m3/s, 6 estanques de detención con capacidad
de almacenamiento en conjunto de 2.17 millones de m3 y
un estanque de retención en parque hídrico Santa Fe, de
1.068 millones de m3.

El proyecto en la actualidad cuenta con una factibilidad
económica del 100%; una factibilidad técnica del 100% y
se encuentra en una fase de actualización de datos, dado
que durante años no se le han otorgado recurso.

Es urgente que un proyecto de esta naturaleza pueda ser
ejecutado ya que beneficiará a más de 300 mil habitantes
de Torreón, lo que significa el 46% de la población del mu-
nicipio, además de que también tendrá un impacto favora-
ble en 93,506 viviendas, trayendo importantes ahorros al
erario municipal sobre el orden de $588.54 millones de pe-
sos anuales.

Es por eso qué, el presente punto de acuerdo tiene como
fin, solicitar a la Comisión Nacional del Agua, realicen las
gestiones necesarias para iniciar la ejecución del proyecto
antes citado, y que de esa forma tenga la capacidad para en-
frentar las precipitaciones extremas que se puedan presen-
tar en el municipio de Torreón, en Coahuila, que en tiem-
pos recientes se ha visto perjudicado por el exceso de agua
generado, lo que debido a las condiciones derivadas de la
ubicación geográfica de dicha demarcación, las y los ciu-
dadanos se ven perjudicados de diversas maneras.
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Esto obliga a que desde el gobierno federal se diseñen pro-
yectos que contribuyan a fortalecer la infraestructura urbana
y de servicios públicos para generar bienestar entre la po-
blación, así como para contener la intensidad de los fenóme-
nos meteorológicos, por lo que al día de hoy se está en es-
pera de recursos federales para el inicio de las obras y su
construcción.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración del pleno de esta soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al titular de la Comisión Nacional del Agua, con la finali-
dad de que se realicen las gestiones necesarias para iniciar
la construcción del proyecto denominado “Construcción de
Sistema Integral de Drenaje Pluvial de la Ciudad de Torre-
ón, Coahuila”.

Dado en el Palacio Legislativo, a 22 de septiembre de 2025.— Dipu-
tada Verónica Martínez García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

FORTALEZCER ESTRATEGIAS DE VIGILANCIA
EPIDEMIOLÓGICA, PREVENCIÓN, DETECCIÓN Y

ATENCIÓN OPORTUNA DE ENFERMEDADES Y
RIESGOS FITOZOOSANITARIOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diversas
autoridades a fortalecer las estrategias de vigilancia epide-
miológica, prevención, detección y atención oportuna de en-
fermedades y riesgos fitozoosanitarios que puedan favorecer
la presencia y propagación de agentes patógenos como la
salmonela y sus diferentes manifestaciones, a cargo de la
diputada Xitlalic Ceja García, del Grupo Parlamentario del
PRI

La que suscribe, Xitlalic Ceja García, diputada federal de
la LXVI Legislatura de la honorable Cámara de Diputados,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional; con fundamento en lo dispuesto por lo
establecido en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como, por
los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79 numeral 1, frac-

ción II, y numeral 2 y fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la siguiente proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al gobierno federal para que, a través de
la Secretaría de Salud; la Comisión Federal para la Protec-
ción contra Riesgos Sanitarios; la Dirección General de
Epidemiología; la Comisión Coordinadora de los Institutos
Nacionales de Salud y Hospitales de Alta Especialidad; así
como el Instituto Mexicano del Seguro Social; el Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado y el IMSS-Bienestar, en coordinación con las enti-
dades federativas, fortalezcan las estrategias de vigilancia
epidemiológica, prevención, detección y atención oportuna
de enfermedades y riesgos fitozoosanitarios que puedan fa-
vorecer la presencia y propagación de agentes patógenos
como la Salmonela y sus diferentes manifestaciones, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección del derecho a la salud es una condición in-
dispensable para garantizar la calidad de vida de la pobla-
ción, ante ello, las autoridades de salud tienen la responsa-
bilidad de fortalecer las medidas de prevención, vigilancia
epidemiológica, control sanitario y atención de factores
que puedan representar un riesgo para la salud pública.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), la “Salmonela o Salmonella” representa una de las
cuatro principales causas de enfermedades diarreicas y en
el peor de los casos puede ser mortal, especialmente cuan-
do afecta a niñas y niños, adultos mayores o personas con
sistemas inmunodeprimidos.1

Es una enfermedad caracterizada por la aparición brusca de
fiebre, dolor abdominal, diarrea, náuseas y, en ocasiones,
vómito. Su transmisión se encuentra relacionada con el
consumo de alimentos contaminados y con la deficiencia
de higiene, preparación y manipulación de productos.

La Salmonela se ha encontrado prácticamente a lo largo de
toda la cadena alimentaria, desde los piensos destinados a
los animales y la producción primaria, hasta los hogares,
establecimientos comerciales, servicios de alimentación e
instituciones que proporcionan alimentos a un número im-
portante de personas como hospitales, centros de trabajo y
escuelas, entre otros.

Destaca que entre los productos de origen animal asociados
con mayor frecuencia a la transmisión de este padecimien-
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to se encuentran los huevos, la carne, las aves de corral y
la leche; pero también, a alimentos como la lechuga y los
jalapeños.

En México se han documentado casos de esta índole, entre
ellos el registrado recientemente en el Hospital General de
México “Dr. Eduardo Liceaga”, donde 135 médicos resi-
dentes y de alta especialidad presentaron síntomas asocia-
dos con Salmonela. Este acontecimiento debe ser conside-
rado como un llamado de atención sobre la necesidad de
fortalecer los mecanismos de prevención y vigilancia de la
inocuidad alimentaria.2

Por sus repercusiones el titular de la Secretaría de Salud,
giró instrucciones a la Dirección General de Epidemiolo-
gía; a la Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios y a otras dependencias a realizar revisiones
“urgentes” a establecimientos con la determinación de
comprobar las condiciones higiénico-sanitarias de los ser-
vicios de alimentación en todo el sistema público de salud.

No es un asunto menor, la experiencia internacional de-
muestra que los riesgos asociados a la Salmonela, requiere
mecanismos de vigilancia que observen las fronteras entre
países y en las entidades federativas.

En los Estados Unidos, por ejemplo, en lo que va del año
se ha registrado un brote de Salmonela vinculado con el
consumo de huevo. La investigación conjunta de la Admi-
nistración de Alimentos y Medicamentos (FDA), los Cen-
tros para el Control y la Prevención de Enfermedades
(CDC) y autoridades estatales identificaron 134 personas
enfermas en 18 estados.3

Derivado de dicho evento se retiraron del mercado 1.5 mi-
llones de docenas de piezas, distribuidos en establecimien-
tos de servicios de alimentos y comercios en Texas, Okla-
homa, Louisiana, Arkansas, Nuevo México y Mississippi.4

Nuestro país no puede permanecer ajeno a estos riesgos, ya
que la movilidad de productos, la complejidad de las cade-
nas de suministro, la producción y distribución masiva de
alimentos y la concentración de personas en hospitales, es-
cuelas, centros de trabajo y otras instituciones hacen nece-
sario contar con mecanismos eficaces para detectar oportu-
namente la presencia de agentes patógenos y evitar
problemas de salud pública.

La presente Proposición con Punto de Acuerdo tiene como
propósito fortalecer la coordinación institucional en materia

de prevención, vigilancia sanitaria, vigilancia epidemioló-
gica y atención de riesgos que puedan ser una amenaza pa-
ra la salud pública, incluyendo aquellos relacionados con
enfermedades y riesgos fitozoosanitarios que puedan favo-
recer la presencia y propagación de agentes patógenos co-
mo la Salmonela y sus diferentes manifestaciones.

Se busca que las autoridades instrumenten estrategias co-
ordinadas que permitan mejorar la detección temprana de
posibles brotes, fortalecer la investigación epidemiológica
y sanitaria, garantizar la atención oportuna de las personas
afectadas y establecer mecanismos de comunicación, de la
misma manera, fondos de emergencia y disponibilidad de
recursos de infraestructura y humanos suficientes.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta al gobierno federal para que a través
de la Secretaría de Salud; la Comisión Federal para la Pro-
tección contra Riesgos Sanitarios; la Dirección General de
Epidemiología; la Comisión Coordinadora de los Institutos
Nacionales de Salud y Hospitales de Alta Especialidad; así
como al Instituto Mexicano del Seguro Social; al Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado y al IMSS-Bienestar, en coordinación con las enti-
dades federativas, fortalezcan las estrategias de vigilancia
epidemiológica, prevención, detección y atención oportuna
de enfermedades y riesgos fitozoosanitarios que puedan fa-
vorecer la presencia y propagación de agentes patógenos
como la Salmonela y sus diferentes manifestaciones.

Notas

1. Organización Mundial de la Salud. Salmonella (no tifoidea). Dispo-
nible en: 

https://www-who-int.translate.goog/news-room/fact-sheets
/detail/salmonella-(non-typhoidal)?_x_tr_sl=en&_x_tr_
tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc

2. CCN en español. Brote de salmonela en el Hospital General de Mé-
xico afecta a 135 médicos residentes y de alta especialidad. Disponible
en: 

https://cnnespanol.cnn.com/2026/09/04/mexico/brote-salmonela-
hospital-general-135-medicos-orix
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3. Gobierno de los Estados Unidos. Investigación de un brote de sal-
monela: huevos (julio de 2026). Disponible en: 

https://www.fda.gov/food/outbreaks-foodborne-illness/outbreak-
investigation-salmonella-eggs-july-2026

4. Gobierno de los Estados Unidos. Servicios Avícolas del Medio Oes-
te. LP retira del mercado huevos con cáscara debido a una posible con-
taminación por Salmonella Enteritidis. Disponible en: 

https://www.fda.gov/safety/recalls-market-withdrawals-safety-
alerts/midwest-poultry-services-lp-recalls-shell-eggs-due-possible-
salmonella-enteritidis-contamination

Dado en San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.— Diputada Xitlalic
Ceja García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO AL IMSS, A REVISAR Y ACTUALIZAR
LA CUOTA UNITARIA PER CÁPITA DE LAS GUAR-

DERÍAS SUBROGADAS DEL IMSS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al IMSS
a revisar y actualizar la cuota unitaria per cápita asignada
a las guarderías subrogadas y a garantizar la continuidad y
seguridad de la atención a las y los hijos de las personas
trabajadoras derechohabientes, a cargo del diputado Ru-
bén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamentario del
PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
federal e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración de esta asamblea, proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El derecho a la seguridad social, garantizado en el artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, comprende la prestación de servicios de guardería
para las y los trabajadores derechohabientes. El Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) ofrece esta prestación

tanto en unidades de administración directa como a través
del modelo de guarderías subrogadas o esquemas de pres-
tación indirecta, los cuales permiten cubrir la amplia de-
manda del servicio en todo el país.

En los últimos años, los prestadores de servicio del esque-
ma de guarderías subrogadas han manifestado un riesgo re-
al de inviabilidad operativa y financiera que amenaza con
el cierre masivo de estos espacios. De acuerdo con datos
del Grupo Nacional de Trabajo de Guarderías Subrogadas,
entre los años 2018 y 2024 los costos de operación de es-
tas estancias infantiles registraron un incremento acumula-
do del 121 por ciento. Este aumento responde a factores
como la inflación en alimentos, servicios básicos, insumos
sanitarios, actualización de estándares de seguridad y pro-
tección civil, así como los incrementos al salario mínimo y
prestaciones laborales del personal calificado.

En contraste con el acelerado incremento en los costos de
operación, la cuota unitaria per cápita que el IMSS otorga
a los particulares por cada niño o niña inscrito se incre-
mentó únicamente un 41 por ciento durante el mismo perí-
odo. Esta disparidad ha provocado un déficit financiero crí-
tico en los establecimientos, comprometiendo la liquidez
indispensable para cubrir la nómina del personal pedagógi-
co y de salud, el mantenimiento preventivo de los inmue-
bles y la adquisición de alimentos de calidad.

Diversos prestadores han señalado: “que la cuota pasó de
tres mil 960 pesos por menor en 2018 a seis mil 200 pesos
actualmente. Mientras tanto, afirmaron, el salario mínimo
y otros costos relacionados con la operación de las guar-
derías han aumentado de manera considerable. Que man-
tener una guardería implica cubrir personal de limpieza,
vigilancia, cocina, nutrición, asistencia educativa, peda-
gogía y administración, además de gastos relacionados
con protección civil, instalaciones eléctricas y de gas, se-
guros y fianzas”,1 y también han destacado “que el servi-
cio registra altos niveles de satisfacción entre los usuarios.
Según la Encuesta Nacional de Calidad (ENCAL) del
IMSS, la satisfacción alcanza al menos 95 por ciento a ni-
vel nacional”.

La eventual suspensión o quiebra de las guarderías subro-
gadas representa una amenaza directa contra más de 200
mil de familias trabajadoras que son las beneficiarias y en
perjuicio de más de 100 mil niñas y niños. La falta de cu-
po en el sistema público obligaría a miles de madres y pa-
dres a recurrir a alternativas informales de cuidado o a
abandonar el mercado laboral formal, afectando de forma
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desproporcionada el empleo femenino y el ingreso de los
hogares.

Si bien el Instituto Mexicano del Seguro Social ha em-
prendido reestructuraciones normativas para transicionar
hacia nuevos modelos institucionales como los Centros de
Cuidado Infantil (CECI), es imperativo garantizar la soste-
nibilidad de la red actual mientras no existan instalaciones
públicas suficientes para absorber la demanda existente. La
sustitución progresiva de esquemas no debe traducirse en
desabasto inmediato del servicio ni en la pérdida de dere-
chos para las familias ni para el personal de las estancias.

Por todo lo anterior, resulta fundamental que el IMSS eva-
lúe de manera técnica, financiera y urgente el ajuste de las
cuotas per cápita asignadas a las guarderías subrogadas y
que el 31 de diciembre de 2026 concluye el contrato del
más del 60 por ciento de ellas que mantienen el pago de su
nómina con las mismas cantidades que en 2018, para ase-
gurar así los estándares de seguridad, higiene, nutrición y
operación en beneficio del interés superior de la niñez.

Cabe destacar que estas guarderías se financian con el pa-
go que realizan los patrones o empleadores, cuyo monto ha
generado un superávit de más de 90 mil millones de pesos
para el IMSS y su financiamiento a ayudado a suplir la in-
existencia de las escuelas de educación inicial que el go-
bierno prometió construir y que no ha hecho.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Instituto Mexicano del Seguro
Social a llevar a cabo un análisis técnico e integral sobre
los costos reales de operación de las guarderías del esque-
ma subrogado, con el objeto de revisar y actualizar la cuo-
ta unitaria per cápita otorgada por cada niña y niño atendi-
do, ajustándola a las condiciones económicas e
inflacionarias actuales.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Instituto Mexicano del Seguro
Social a garantizar la suficiencia presupuestaria y a aplicar
con criterios de eficacia y eficiencia las cuotas patronales
con los cuales se financia el servicio de guarderías a las y
los trabajadores, para la continuidad operativa del servicio
en todo el país, asegurando que cualquier proceso de rees-
tructuración o transición institucional prevenga el desabas-
to de espacios y priorice el interés superior de la niñez y la

certidumbre de las personas y familias trabajadoras dere-
chohabientes.

Referencias
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Nota

1. https://pagina24zacatecas.com.mx/2026/09/12/ local/en -riesgo-
guarderias-subrogadas-del-imss/

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, el 22 de septiem-
bre de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.
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SE GARANTICE LA CONTINUIDAD 
DE ACCIONES DE INCLUSIÓN DIGITAL Y SE
ATIENDA LA SUSPENSIÓN DEL PROGRAMA

CONECTIVIDAD PARA EL BIENESTAR

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diversas
autoridades, en el ámbito de sus atribuciones, a garantizar la
continuidad de las acciones de inclusión digital y atiendan la
suspensión del programa Conectividad para el Bienestar, a
cargo del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo
Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Rubén Ignacio Moreira Valdez, diputado
federal e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional de la LXVI Legislatura del
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 2, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a la consideración de esta asamblea, proposición con
punto de acuerdo, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

El acceso a internet y a los servicios de telecomunicaciones
constituye actualmente una herramienta indispensable para el
ejercicio de diversos derechos y para la participación plena en
la vida económica, educativa y social del país. El acceso a
una conexión de calidad permite realizar trámites, acceder a
servicios públicos, continuar procesos educativos, buscar
oportunidades laborales, mantener comunicación y acceder a
información. Por ello, la reducción de las brechas digitales
constituye una responsabilidad relevante para el Estado, par-
ticularmente respecto de las personas que habitan en zonas de
atención prioritaria o que enfrentan condiciones económicas
que dificultan el acceso a servicios privados de telecomuni-
caciones.

En este contexto, el gobierno federal implementó en 2024
el Programa presupuestario U005 “Conectividad para el
Bienestar”, operado por el Organismo Promotor de Inver-
siones en Telecomunicaciones (Promtel), cuyo propósito
fue contribuir a reducir la brecha digital mediante el acce-
so a servicios de telecomunicaciones dirigidos principal-
mente a población en situación de vulnerabilidad. El es-
quema contemplaba la entrega de una tarjeta SIM y un
paquete de servicios que incluía 5 GB de navegación men-
sual, 1,500 minutos de telefonía celular, 500 mensajes
SMS y la posibilidad de compartir internet mediante hots-
pot (Auditoría Superior de la Federación [ASF], 2025).

La dimensión que alcanzó este programa demuestra que no
se trató de una intervención marginal. La Auditoría Supe-
rior de la Federación reportó que durante 2024 Promtel
identificó una población objetivo de 4 millones 242 mil
850 personas y otorgó 2 millones 988 mil 279 equipos y
servicios de telecomunicaciones, lo que representó una co-
bertura de 70.4 por ciento de la población objetivo identi-
ficada para ese ejercicio. Asimismo, la ASF señaló que
96.4 por ciento de las personas atendidas residían en Zonas
de Atención Prioritaria y que 89.4 por ciento pertenecían a
programas sociales federales (ASF, 2025).

No obstante su operación comenzó a enfrentar problemas
presupuestarios que terminaron comprometiendo su conti-
nuidad, dado a que no se realizó elaborando una política
pública con una planeación financiera de largo plazo. De
acuerdo con información publicada en septiembre de 2026,
entre 2024 y 2025 el programa atendió a 3 millones 28 mil
665 personas y acumuló una inversión de 2 mil 759 millo-
nes de pesos. Sin embargo, Promtel confirmó que actual-
mente el programa se encuentra cerrado y que una eventual
reactivación dependerá de la existencia de nuevos recursos
presupuestales y de la instrucción correspondiente para po-
nerlo nuevamente en funcionamiento (Gutiérrez, 2026).

La situación resulta particularmente preocupante porque la
falta de recursos no se presentó de manera repentina al mo-
mento del cierre, sino que previamente obligó a las autori-
dades a adoptar medidas para disminuir el número de líne-
as activas. De acuerdo con el informe de ejecución citado
por Expansión, Promtel canceló 2 millones 222 mil líneas
que no habían registrado actividad durante 90 días, con el
propósito de liberar recursos para mantener el servicio de
las líneas que continuaban activas. Posteriormente, el orga-
nismo realizó gestiones ante las autoridades hacendarias y
sectoriales para obtener recursos adicionales, pero dichas
solicitudes no fueron autorizadas (Gutiérrez, 2026).

La insuficiencia presupuestaria llegó a tal punto que la Co-
misión Federal de Electricidad tuvo que asumir temporal-
mente los costos operativos para mantener el servicio de
las personas beneficiarias que permanecían activas. Esta
medida permitió prolongar la conectividad hasta diciembre
de 2025; sin embargo, no resolvió el problema de fondo: la
ausencia de recursos suficientes para garantizar la conti-
nuidad de una política pública que había incorporado a mi-
llones de personas a un esquema de conectividad subsidia-
da (Gutiérrez, 2026).
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La suspensión del programa adquiere mayor relevancia al
considerar que el propio Gobierno Federal reconoce ac-
tualmente la conectividad como un componente estratégi-
co de su política pública. El Plan Nacional de Conectividad
2026-2030 establece como propósito avanzar hacia una co-
nectividad universal, asequible y de calidad, particular-
mente para grupos poblacionales y áreas de atención prio-
ritaria. El documento reconoce expresamente la existencia
de brechas de conectividad y plantea programas destinados
a ampliar la cobertura de las redes y el acceso a internet de
banda ancha y telefonía móvil en las Áreas de Atención
Prioritaria (Agencia de Transformación Digital y Teleco-
municaciones [ATDT], 2026).

Por tanto, existe una cuestión de congruencia que debe ser
atendida. Mientras el Gobierno Federal establece en su
planeación nacional que la conectividad universal y la re-
ducción de las desigualdades digitales constituyen objeti-
vos de política pública para el periodo 2026-2030, uno de
los programas que precisamente atendía a población en
condiciones de vulnerabilidad dejó de operar por falta de
recursos presupuestales. No se cuestiona la necesidad de
revisar, evaluar o incluso rediseñar los mecanismos me-
diante los cuales se busca reducir la brecha digital; lo que
resulta indispensable es que cualquier modificación de po-
lítica pública se realice con criterios de planeación, conti-
nuidad, evaluación y suficiencia presupuestaria.

La experiencia del Programa Conectividad para el Bienestar
también plantea interrogantes respecto de la planeación fi-
nanciera de los programas públicos. La información disponi-
ble muestra que las autoridades conocieron durante 2025 las
dificultades presupuestarias que enfrentaba el programa y re-
alizaron gestiones para obtener recursos adicionales que fi-
nalmente no fueron autorizados. La consecuencia fue que mi-
llones de personas que habían sido incorporadas al esquema
dejaron de contar con la posibilidad de renovar el servicio
mediante este mecanismo. La situación evidencia la impor-
tancia de que los programas destinados a población vulnera-
ble cuenten desde su diseño con previsiones presupuestarias
que permitan sostener sus objetivos durante todo el periodo
de implementación previsto.

La propia información reportada por Promtel revela, ade-
más, otro aspecto que requiere atención. Una vez que las
líneas dejaron de operar, el organismo no pudo precisar qué
ocurrió con los números telefónicos asignados a los bene-
ficiarios, es decir, si fueron dados de baja o si eventual-
mente podrían ser reutilizados. Esta falta de claridad resul-
ta relevante porque las personas beneficiarias fueron

incorporadas durante un periodo determinado a un esque-
ma de telefonía y conectividad administrado por una insti-
tución pública, por lo que debe existir certeza sobre la si-
tuación de los servicios y líneas que les fueron asignados
(Gutiérrez, 2026).

Debe considerarse también que el problema de la brecha
digital no desaparece con la terminación de un programa
específico. La suspensión de Conectividad para el Bienes-
tar no significa que hayan desaparecido las condiciones
que justificaron su creación. La propia Auditoría Superior
de la Federación identificó para 2024 una población obje-
tivo de más de cuatro millones de personas y reconoció que
el programa contribuyó a reducir la brecha digital median-
te el acceso a tecnologías de telecomunicaciones, con én-
fasis en grupos prioritarios y personas en situación de vul-
nerabilidad (ASF, 2025).

En consecuencia, la discusión no debe limitarse a determi-
nar si debe recuperarse exactamente el mismo esquema de
tarjetas SIM. Lo que corresponde es garantizar que la polí-
tica nacional de inclusión digital tenga mecanismos soste-
nibles para atender a la población que permanece excluida
o enfrenta dificultades económicas para acceder a servicios
de telecomunicaciones. Si el Gobierno Federal ha estable-
cido como objetivo avanzar hacia la conectividad universal
durante el periodo 2026-2030, debe existir corresponden-
cia entre ese objetivo, los instrumentos diseñados para al-
canzarlo y los recursos presupuestarios destinados a su
cumplimiento.

La interrupción de un programa después de haber atendido
a más de tres millones de personas obliga, por ello, a revi-
sar las condiciones bajo las cuales se diseñan, presupuestan
y ejecutan las políticas de inclusión digital. Una política
pública no puede evaluarse únicamente por el número de
beneficiarios incorporados durante su etapa inicial; tam-
bién debe considerarse su capacidad para mantener los ser-
vicios ofrecidos, garantizar certidumbre a sus beneficiarios
y alcanzar de manera sostenible a la población que perma-
nece fuera de los servicios de telecomunicaciones.

Desde esta perspectiva, resulta necesario que las autorida-
des competentes adopten medidas para fortalecer la plane-
ación presupuestaria de las políticas de conectividad, esta-
blecer mecanismos que permitan atender a las personas
afectadas por la suspensión del programa y garantizar que
los objetivos establecidos en el Plan Nacional de Conecti-
vidad 2026-2030 se traduzcan en acciones efectivas y sos-
tenibles.
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La reducción de la brecha digital requiere más que la en-
trega temporal de servicios gratuitos. Requiere una política
de Estado con objetivos verificables, recursos suficientes,
mecanismos de evaluación y continuidad presupuestaria.
Por ello, esta Cámara de Diputados debe llamar a las auto-
ridades responsables a adoptar las medidas necesarias para
evitar que la falta de previsión financiera vuelva a inte-
rrumpir una política pública dirigida precisamente a secto-
res de la población que enfrentan mayores dificultades pa-
ra acceder a los servicios de telecomunicaciones.

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público y al Organismo Promotor de Inversiones en
Telecomunicaciones para que coordinadamente y en el ám-
bito de sus atribuciones, revisen el estado y las previsiones
presupuestarias necesarias para garantizar la continuidad y
sostenibilidad de las acciones federales destinadas a redu-
cir la brecha digital y, particularmente, para atender la po-
blación objetivo del Programa Conectividad para el Bien-
estar.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Infraestructura, Comunicaciones y Transportes y a la
Agencia de Traformación Digital y Telecomunicaciones
para que, en coordinación con las autoridades competentes,
fortalezca la planeación y coordinación de las políticas fe-
derales de inclusión digital, a efecto de evitar interrupcio-
nes en los servicios destinados a población que habita en
zonas de atención prioritaria y localidades con altos nive-
les de marginación o rezago social.
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo, el 22 de septiem-
bre de 2026.— Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

SE VERIFIQUE EL CUMPLIMIENTO DE LA
NOM-083-SEMARNAT-2003 EN EL SITIO DE DISPO-
SICIÓN FINAL DE RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS

DE TEQUISQUIAPAN, QUERÉTARO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a verificar el cumplimiento de la NOM-
083-SEMARNAT-2003 en el sitio de disposición final de
residuos sólidos urbanos de Tequisquiapan, Querétaro, a
cargo de la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita diputada, Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I y 79, numeral 2,
fracciones I y II del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración del pleno de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión el presente
punto de acuerdo, con base en la siguientes

Consideraciones

La adecuada disposición final de los residuos sólidos urba-
nos constituye una condición indispensable para la protec-
ción del medio ambiente, la salud de las comunidades y la
conservación del suelo y de los recursos hídricos. La Se-
gunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
al resolver el amparo en revisión 237/2020, concluyó que
la inadecuada gestión de residuos trae consigo daños al me-
dio ambiente y al derecho a la salud de las personas.1

En el municipio de Tequisquiapan, Querétaro, existe un an-
tecedente documentado de irregularidades en la operación
de su sitio de disposición final. En mayo de 2018, la Se-
cretaría de Desarrollo Sustentable del estado de Querétaro
suspendió temporalmente su operación después de una re-
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visión en la que se reportaron, entre otras deficiencias, es-
currimientos de lixiviados sobre suelo natural, problemas
en la compactación y cobertura de los residuos, deficien-
cias en la geomembrana y en la infraestructura destinada al
manejo de lixiviados y biogás.2 Meses después, la propia
autoridad estatal mantenía suspendida la operación mien-
tras se subsanaban las observaciones formuladas.3

En 2020, autoridades estatales y municipales informaron
que se habían realizado trabajos para subsanar las deficien-
cias previamente identificadas y la Secretaría de Desarro-
llo Sustentable efectuó una nueva supervisión del sitio.4

Posteriormente, información oficial del Gobierno del esta-
do de Querétaro reportó al sitio de disposición final de Te-
quisquiapan como “operando”; esa condición también
aparece en información estatal correspondiente a enero de
2024.5

No obstante, el 22 de abril de 2026, integrantes del ejido de
Tequisquiapan bloquearon el acceso al relleno sanitario
municipal. El presidente municipal reconoció públicamen-
te la existencia de la manifestación y señaló que las activi-
dades de recolección continuarían mientras se buscaba re-
solver el conflicto mediante el diálogo.7

Ahora bien, el manejo integral de los residuos sólidos ur-
banos, que comprende su recolección, traslado, tratamien-
to y disposición final, corresponde a los municipios con-
forme al artículo 10 de la Ley General para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos.8

En cuanto a las condiciones técnicas aplicables a los sitios
de disposición final, la NOM-083-SEMARNAT-2003 esta-
blece especificaciones para su selección, diseño, construc-
ción, operación, monitoreo y clausura. Al interpretar esta
norma, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha seña-
lado que las restricciones aplicables a la ubicación de estos

sitios responden a una finalidad preventiva, pues su cons-
trucción y operación constituyen actividades que implican
riesgos para el medio ambiente y para la salud de las per-
sonas, lo que justifica la adopción anticipada de medidas
destinadas a evitar daños ambientales y sanitarios.9

En particular, la NOM-083-SEMARNAT-2003 establece
obligaciones específicas para asegurar la adecuada opera-
ción de los sitios de disposición final. Entre ellas, exige
contar con un manual de operación, llevar registros sobre
el tipo y cantidad de residuos que ingresan, documentar la
generación y manejo de lixiviados y biogás, implementar
programas específicos de control de calidad, mantenimien-
to y monitoreo ambiental, así como elaborar informes men-
suales de actividades.10 Asimismo, dispone que deben ins-
trumentarse programas para la medición y control de los
impactos ambientales, que incluyan el monitoreo de bio-
gás, lixiviados y acuíferos y la conservación de los regis-
tros correspondientes.

Esta lógica preventiva no se limita a la ubicación del sitio.
La Guía de Cumplimiento de la NOM-083-SEMARNAT-
2003 desarrolla las medidas técnicas que deben acompañar
su operación y destaca, entre otros elementos, la necesidad
de contar con mecanismos para la captación y control de
biogás y lixiviados, así como con programas de monitoreo
de lixiviados y acuíferos. De esta manera, la permanencia
de un sitio en operación no constituye, por sí sola, eviden-
cia suficiente de cumplimiento ambiental; éste debe verifi-
carse a partir de sus condiciones técnicas, registros y resul-
tados de monitoreo.11

Por otra parte, el principio de precaución previsto en el ar-
tículo 15 de la Convención de Río sobre el Medio Am-
biente y el Desarrollo no es necesario demostrar que el re-
lleno sanitario efectivamente ocasionó una afectación al
medio ambiente, pues la falta de certeza científica absolu-
ta no debe utilizarse como razón para postergar la adopción
de medidas eficaces en función de los costos para impedir
la degradación del medio ambiente.12

En este sentido, los antecedentes documentados sobre las
deficiencias que en su momento motivaron la suspensión
del sitio de disposición final de Tequisquiapan, aunados a
la continuidad de sus operaciones y a las obligaciones per-
manentes de control y monitoreo previstas en la NOM-
083-SEMARNAT-2003, hacen necesario contar con infor-
mación técnica actualizada que permita conocer las
condiciones en las que actualmente funciona el sitio.
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Lo anterior cobra especial relevancia si se considera que la
propia NOM-083-SEMARNAT-2003 exige que los sitios
de disposición final cuenten con mecanismos permanentes
de registro, control y monitoreo de biogás, lixiviados y
acuíferos, y define el monitoreo ambiental como la verifi-
cación periódica del grado de cumplimiento de los requeri-
mientos establecidos para evitar la contaminación del am-
biente. Asimismo, su numeral 14.1 dispone expresamente
que la vigilancia de su cumplimiento corresponde a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, por
conducto de la Procuraduría Federal de Protección al Am-
biente, así como a las autoridades.13

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable asamblea los siguientes:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, por conducto de la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, para que,
en el ámbito de sus atribuciones, realice una visita de ins-
pección al sitio de disposición final de residuos sólidos ur-
banos del municipio de Tequisquiapan, Querétaro, a efecto
de verificar el cumplimiento de la NOM-083-SEMAR-
NAT-2003, particularmente respecto de las condiciones de
operación, registro, control y monitoreo ambiental previs-
tas en sus numerales 7.10 y 7.11.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente para que, en términos
de las disposiciones aplicables, haga públicos los resulta-
dos de las actuaciones de inspección y vigilancia que, en su
caso, realice en el sitio de disposición final de residuos só-
lidos urbanos de Tequisquiapan, Querétaro, incluyendo la
información relativa al cumplimiento de los programas de
monitoreo de biogás, lixiviados y acuíferos previstos en la
NOM-083-SEMARNAT-2003.

Tercero. La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y a la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente para que, en
el ámbito de sus respectivas atribuciones y, en caso de
identificarse incumplimientos a la NOM-083-SEMAR-
NAT-2003, lleven a cabo las acciones y medidas que re-
sulten procedentes conforme a la legislación ambiental

aplicable, a fin de prevenir posibles afectaciones al medio
ambiente y a la salud de la población.

Notas
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

SE REVISE EL ESQUEMA DE TARIFAS FINALES DE
SUMINISTRO ELÉCTRICO DOMÉSTICO, Y SE FOR-

TALEZCAN LOS PROCESOS DE INFORMACIÓN,
ACLARACIÓN Y ATENCIÓN RELACIONADOS CON

LA FACTURACIÓN EN NUEVO LEÓN

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la CNE
y a la CFE a revisar el esquema de tarifas finales de sumi-
nistro eléctrico doméstico y a fortalecer los procesos de in-
formación, aclaración y atención relacionados con la factu-
ración en Nuevo León, en el contexto de altas temperaturas
e incremento en el consumo, a cargo de la diputada Irais
Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Irais Virginia Reyes de la To-
rre, integrante del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano en la LXVI Legislatura en la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
6, numeral 1, fracción I y 79, numeral 1, fracción II, y nu-
meral 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema

El acceso a la energía eléctrica constituye una condición
indispensable para el bienestar de las familias y para el de-
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sarrollo de las actividades cotidianas, asimismo, en los ho-
gares la electricidad permite conservar alimentos y medi-
camentos, utilizar equipos médicos, realizar actividades es-
colares y laborales, y, particularmente en las regiones de
altas temperaturas, mantener condiciones adecuadas de cli-
matización.

Durante los meses con altas temperaturas el consumo do-
méstico de electricidad puede incrementarse de manera
considerable debido al uso prolongado de equipos de aire
acondicionado, sistemas de climatización y ventiladores.

La Comisión Federal de Electricidad (CFE) reconoce ex-
presamente que las condiciones climáticas extremas pue-
den incrementar el consumo de energía de los hogares de-
bido al uso de equipos de enfriamiento, razón por la cual
existe un esquema de tarifa de verano destinado a ampliar
temporalmente los rangos de consumo subsidiados en de-
terminadas localidades del país.

Ahora bien, para 2026, la propia CFE informó que este be-
neficio alcanza a aproximadamente 20.8 millones de usua-
rios domésticos1, sin embargo, el incremento en el consu-
mo durante los periodos de calor también puede
representar una presión importante sobre la economía fa-
miliar, especialmente cuando los hogares se aproximan o
superan los límites establecidos para las tarifas domésticas
y pueden ser reclasificados a la Tarifa Doméstica de Alto
Consumo, conocida como DAC.

Por ello, la problemática que se plantea no consiste única-
mente en determinar cuánto paga una familia por su con-
sumo de electricidad, sino en analizar si el esquema tarifa-
rio vigente responde adecuadamente a las condiciones
climáticas que actualmente enfrenta Nuevo León y, simul-
táneamente, revisar si los mecanismos de apoyo existentes
son suficientes para evitar que el incremento necesario en
el consumo durante las temporadas de calor se traduzca en
cargas económicas desproporcionadas.

II. Los altos cobros de electricidad como problemática
nacional

La situación de Nuevo León forma parte de una problemá-
tica que también ha generado preocupación en otras Enti-
dades Federativas; durante 2026, habitantes de diferentes
regiones del país han expresado inconformidades por in-
crementos en sus recibos de electricidad durante los perio-
dos de altas temperaturas.

En Sinaloa2, por ejemplo, usuarios acudieron a oficinas de
la Comisión Federal de Electricidad para denunciar cobros
elevados durante la temporada de calor; en Sonora3 se han
reportado inconformidades relacionadas con el costo de los
recibos y el incremento del consumo durante las altas tem-
peraturas; mientras que, en Baja California4, particular-
mente en Mexicali, familias han denunciado incrementos
considerables en sus facturas y han solicitado la interven-
ción de las autoridades.

De manera particular, en Mexicali, Baja California, ciuda-
danos han realizado manifestaciones para solicitar una re-
visión del esquema tarifario ante los altos cobros registra-
dos durante la temporada de calor, planteando la necesidad
de contar con una tarifa que considere las condiciones cli-
máticas de la región.

Este antecedente resulta relevante para el análisis del caso
de Nuevo León, aun cuando las características tarifarias y
climáticas de ambas entidades no sean idénticas.

La experiencia de otras entidades demuestra que las condi-
ciones de calor extremo pueden generar una presión ex-
traordinaria sobre el consumo doméstico y, consecuente-
mente, sobre la economía de las familias.

Por ello, resulta pertinente que la Federación analice de
manera integral si los esquemas actuales de subsidio y
tarifas domésticas son suficientes para atender las nece-
sidades de las regiones caracterizadas por temperaturas
elevadas.

III. Las altas temperaturas y el incremento del consu-
mo eléctrico

Es un hecho que el comportamiento del consumo eléctrico
de los hogares está directamente relacionado con las con-
diciones climáticas; durante los periodos de altas tempera-
turas, el uso de sistemas de refrigeración y climatización
aumenta de manera significativa, particularmente en las
entidades del norte del país.

Durante 2026, se han reportado incrementos importantes
en los recibos de electricidad de usuarios domésticos en di-
versos estados, entre ellos en Nuevo León. De acuerdo con
información periodística publicada en mayo del año co-
rriente, se ha señalado que familias de entidades con tem-
peraturas elevadas reportaron facturas que, en algunos ca-
sos, duplicaron o triplicaron sus montos habituales.
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Entre los factores identificados se encuentran el incremen-
to en el uso de aire acondicionado y otros sistemas de en-
friamiento, así como la incorporación de algunos hogares a
la Tarifa Doméstica de Alto Consumo.5

La situación resulta relevante porque, durante las tempora-
das de calor, el aumento de la demanda eléctrica puede obe-
decer principalmente al uso intensivo de equipos de climati-
zación, más que a un incremento del consumo discrecional
de los hogares. En muchas viviendas, particularmente en las
regiones con temperaturas extremas, dichos equipos consti-
tuyen una necesidad para mantener condiciones mínimas de
habitabilidad.

En este sentido, si bien el esquema tarifario reconoce la va-
riación estacional del consumo eléctrico y contempla con-
diciones diferenciadas para los periodos de mayor tempe-
ratura, resulta pertinente analizar si los parámetros
actualmente establecidos reflejan adecuadamente las con-
diciones de consumo que enfrentan los hogares de Nuevo
León.

En particular, debe considerarse si los rangos de consu-
mo y los límites aplicables durante las temporadas de ca-
lor resultan suficientes para evitar que un incremento
temporal asociado al uso intensivo de equipos de clima-
tización genere efectos económicos desproporcionados
para las familias.

La propia CFE ha señalado que la tarifa de verano busca
precisamente reconocer este comportamiento estacional y
ampliar temporalmente los rangos de consumo subsidiado
para los hogares ubicados en localidades con altas tempe-
raturas.6

No obstante, el hecho de que exista un subsidio de verano
no significa que todos los incrementos de consumo queden
cubiertos por éste, ya que los beneficios se encuentran su-
jetos a determinados rangos y condiciones, por lo que re-
sulta necesario analizar si dichos parámetros son suficien-
tes para las condiciones actuales de Nuevo León.

IV. El esquema de tarifa de verano y su aplicación en
Nuevo León

El esquema tarifario del servicio doméstico contempla di-
ferentes categorías de acuerdo con las condiciones climáti-
cas de las localidades, así la tarifa de verano comprende los
seis meses consecutivos más cálidos del año y tiene como
finalidad otorgar condiciones tarifarias diferenciadas du-

rante el periodo en que aumenta la demanda doméstica de
electricidad.

Para 2026, la CFE informó que el beneficio de verano se
aplica a usuarios domésticos de bajo consumo ubicados en
localidades clasificadas dentro de las tarifas 1A, 1B, 1C,
1D, 1E y 1F, de acuerdo con las condiciones de temperatu-
ra registradas.7

En el caso de Nuevo León, el esquema resulta particular-
mente relevante debido a las condiciones climáticas de la
entidad ya que, durante los periodos de mayor temperatu-
ra, las familias recurren de manera intensiva a sistemas de
aire acondicionado, sistemas de climatización y ventilado-
res, lo cual incrementa el consumo eléctrico.

En dicho contexto estacional, el apoyo de verano no elimi-
na los límites de consumo establecidos por el esquema ta-
rifario, pues, la regulación contempla límites a partir de los
cuales un usuario puede ser reclasificado a la Tarifa Do-
méstica de Alto Consumo.

La información tarifaria establece que un servicio domésti-
co se considera de alto consumo cuando registra un consu-
mo mensual promedio superior al límite de alto consumo
correspondiente a la tarifa de su localidad.

Dicho consumo mensual promedio se determina mediante
el promedio móvil del consumo registrado durante los últi-
mos doce meses, en consecuencia, resulta pertinente anali-
zar si los límites actualmente establecidos para la reclasifi-
cación a la tarifa DAC son adecuados frente a los patrones
de consumo de los hogares de Nuevo León, particularmen-
te durante los periodos de altas temperaturas.8

Esta circunstancia resulta especialmente importante para
Nuevo León, pues una familia puede experimentar un incre-
mento extraordinario en su consumo precisamente durante
los meses en los que las temperaturas hacen necesario utilizar
durante más tiempo los equipos de climatización.

Por ello, resulta pertinente revisar si los parámetros actua-
les de consumo, así como el periodo y alcance de los be-
neficios de verano resultan adecuados, a efecto de tener
certeza de que corresponden a las condiciones climáticas
que actualmente enfrentan las familias de Nuevo León.

La revisión planteada se encuentra dentro del ámbito com-
petencial de la Comisión Nacional de Energía, toda vez que
la Ley de la Comisión Nacional de Energía le atribuye, en
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el sector eléctrico, facultades para emitir la metodología
para determinar las tarifas, analizar la ejecución y evolu-
ción de los subsidios a la tarifa eléctrica de suministro bá-
sico y regular, previa opinión favorable de la Secretaría de
Energía, las tarifas para suministro básico

V. La tarifa doméstica de alto consumo y su impacto en
las familias

La Tarifa Doméstica de Alto Consumo representa un es-
quema tarifario diferente al de las tarifas domésticas de ba-
jo consumo y puede generar un impacto considerable en el
monto que deben cubrir los usuarios.

En el caso de Monterrey y su zona metropolitana, resulta
particularmente relevante el antecedente legislativo del
Congreso del estado de Nuevo León, en el que se identifi-
ca a la tarifa doméstica 1C como la aplicable a la región y
se hace referencia al esquema de alto consumo previsto en
la estructura tarifaria, cuya determinación atiende al con-
sumo mensual promedio de las personas usuarias.9

Este antecedente también permite advertir que la reclasifi-
cación a la tarifa DAC puede generar un incremento signi-
ficativo en el costo de la energía eléctrica para los hogares,
particularmente cuando dicha reclasificación deriva de va-
riaciones en los patrones de consumo que no necesaria-
mente reflejan un mayor nivel de ingreso o capacidad eco-
nómica de las familias.

Esta situación merece especial atención porque los incre-
mentos estacionales del consumo de energía eléctrica du-
rante los meses de mayor temperatura pueden tener efectos
económicos que trascienden un solo periodo de factura-
ción, particularmente cuando el comportamiento del con-
sumo incide en la clasificación tarifaria del usuario.

En este contexto, la aplicación de la tarifa DAC debe ana-
lizarse a partir del comportamiento promedio del consumo
y de las reglas que determinan la clasificación tarifaria,
pues una modificación en dicha clasificación puede repre-
sentar para los hogares un incremento sustancial en el mon-
to de sus facturas respecto de los periodos anteriores.

Por ello, resulta necesario que las autoridades federales pro-
porcionen información oficial y actualizada que permita co-
nocer cuántos usuarios domésticos de Nuevo León han sido
clasificados o reclasificados en la Tarifa Doméstica de Alto
Consumo durante los últimos años, particularmente en los

periodos de mayor temperatura, así como identificar la evo-
lución de dicha clasificación en relación con los patrones es-
tacionales de consumo.

Asimismo, resulta pertinente conocer el comportamiento
promedio de los montos facturados antes y después de la
clasificación o reclasificación a la tarifa DAC, así como el
número y naturaleza de las inconformidades presentadas
por usuarios domésticos en relación con incrementos atípi-
cos o inusuales en sus recibos de energía eléctrica.

El propósito de conocer la información no es asumir que
una factura elevada constituye, por sí misma, un cobro in-
debido, contrariamente busca contar con información ofi-
cial que permita distinguir entre los incrementos derivados
de un mayor consumo, la aplicación de las tarifas corres-
pondientes, la clasificación o reclasificación tarifaria, posi-
bles problemas de medición y cualquier otra circunstancia
que pueda incidir en el monto finalmente facturado.

VI. Los reportes de altos cobros de electricidad en Nue-
vo León

La preocupación por el costo de la electricidad no es úni-
camente una cuestión teórica. Durante 2026 se difundieron
reportes periodísticos sobre incrementos considerables en
los recibos de usuarios domésticos de Nuevo León y de
otras entidades del país, se informó que durante abril y ma-
yo algunas familias de estados del norte, entre ellos Nuevo
León, reportaron facturas que duplicaron o triplicaron sus
montos habituales.10

Estos reportes se produjeron durante un periodo de tempe-
raturas elevadas y fueron asociados con un mayor uso de
equipos de climatización, especialmente aires acondiciona-
dos, así como con la eventual aplicación de la tarifa DAC.

La propia información difundida sobre el subsidio de vera-
no reconoció que el aumento estacional en el uso de venti-
ladores y sistemas de aire acondicionado constituye una
circunstancia relevante para el consumo eléctrico de los
hogares.11

Estos elementos permiten observar que el problema no se
limita exclusivamente al momento en que una familia reci-
be una factura elevada, existe también una cuestión rela-
cionada con la transición entre los rangos tarifarios y con
la capacidad de los hogares para prever el impacto econó-
mico que tendrá su consumo.
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Por ello, resulta necesario que las autoridades federales
proporcionen información clara y accesible sobre los crite-
rios aplicables a los usuarios domésticos de Nuevo León,
particularmente respecto de los límites de consumo, los pe-
riodos de subsidio y las condiciones que pueden provocar
una reclasificación a DAC.

VII. Conclusión

La información expuesta permite advertir que el comporta-
miento del consumo doméstico de energía eléctrica duran-
te los periodos de altas temperaturas puede tener efectos re-
levantes en la facturación de los hogares, particularmente
cuando dicho comportamiento incide en la clasificación ta-
rifaria.

En el caso de Nuevo León, donde las condiciones climáti-
cas pueden generar incrementos estacionales en el consu-
mo de electricidad, resulta necesario contar con informa-
ción oficial que permita dimensionar el número de usuarios
afectados, la evolución de su consumo y el impacto econó-
mico asociado a la clasificación o reclasificación en la ta-
rifa DAC.

La ausencia de información suficientemente desagregada
impide determinar con precisión la magnitud del fenómeno
y distinguir entre los incrementos derivados de un mayor
consumo, la aplicación ordinaria del esquema tarifario, la
clasificación o reclasificación a la tarifa DAC, errores de
medición, ajustes en la facturación u otras circunstancias.

Por lo anterior, antes de formular conclusiones sobre la
existencia de cobros indebidos o afectaciones generaliza-
das, resulta indispensable contar con evidencia oficial, ve-
rificable y desagregada.

En consecuencia, el presente punto de acuerdo propone so-
licitar a las autoridades competentes que, hagan pública la
información específica sobre la aplicación de las tarifas do-
mésticas y, particularmente, sobre la clasificación y recla-
sificación de usuarios en la tarifa DAC en Nuevo León.

Dicha información deberá permitir conocer, cuando menos,
el número de usuarios involucrados durante los últimos años,
su distribución por municipio y periodo, el comportamiento
promedio de su consumo y facturación antes y después de la
clasificación o reclasificación, así como las inconformidades
presentadas por incrementos inusuales en los recibos y su
causa o resultado.

La finalidad de esta solicitud no es cuestionar de manera
general la aplicación del esquema tarifario ni presumir irre-
gularidades en la facturación, sino generar evidencia sufi-
ciente para evaluar si las reglas vigentes responden ade-
cuadamente a las condiciones de consumo de los hogares
de Nuevo León, particularmente durante los periodos de
mayor temperatura.

Conocer esta información permitirá identificar, con base en
datos oficiales, posibles áreas de atención y, en su caso, va-
lorar las medidas administrativas, regulatorias o legislati-
vas que resulten pertinentes para garantizar condiciones ta-
rifarias transparentes, previsibles y acordes con la realidad
de las familias usuarias.

Por lo expuesto, se realiza la siguiente proposición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Comisión Nacional de Energía para que, en el
ámbito de sus atribuciones, realice una revisión del esque-
ma de Tarifas Finales del Suministro Básico aplicable a los
usuarios domésticos de Nuevo León, particularmente de
los rangos de consumo y de las condiciones tarifarias co-
rrespondientes a la temporada de verano, considerando las
condiciones climáticas de la entidad y el incremento esta-
cional en el consumo de energía eléctrica asociado al uso
de equipos de climatización.

Asimismo, a que evalúe la suficiencia de los parámetros y
límites de consumo aplicables a la Tarifa Doméstica de Al-
to Consumo (DAC), a efecto de determinar si éstos corres-
ponden adecuadamente a los patrones de consumo que en-
frentan los hogares de Nuevo León durante los periodos de
altas temperaturas y, en su caso, valore las medidas regula-
torias que resulten procedentes.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Comisión Federal de Electricidad, en su carác-
ter de Suministradora de Servicios Básicos, para que haga
pública la información actualizada sobre el número de
usuarios domésticos de Nuevo León que han sido reclasifi-
cados a la Tarifa DAC durante los últimos años, así como
sobre el comportamiento de su consumo previo y posterior
a dicha reclasificación y las inconformidades relacionadas
con incrementos atípicos en la facturación.

Asimismo, para que fortalezca los mecanismos de infor-
mación, revisión, aclaración y atención de las inconformi-
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dades relacionadas con la facturación del servicio eléctrico,
a efecto de garantizar que las personas usuarias cuenten
con información clara y accesible respecto de su consumo,
lectura del medidor, tarifa aplicada, periodo de facturación,
condiciones de la temporada de verano y, en su caso, las
causas de su reclasificación tarifaria.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.—
Diputada Irais Virginia Reyes de la Torre (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

SE IMPLEMENTEN ADECUACIONES 
DE DISEÑO UNIVERSAL EN INSTALACIONES 

DEPORTIVAS PARA GARANTIZAR 
SU USO POR ATLETAS PARALÍMPICOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a las y
los titulares de los Poderes Ejecutivos de las 32 entidades
federativas a implementar adecuaciones de diseño univer-
sal en sus instalaciones deportivas para garantizar su uso
por atletas paralímpicos, a cargo del diputado Juan Arman-
do Ruiz Hernández, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano
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Quien suscribe, diputado Juan Armando Ruiz Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
de la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 6, numeral 1, fracción I y 79 numeral 2, frac-
ciones I y II del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de la honorable Cámara
de Diputados la siguiente proposición con puntos de acuer-
do, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos consagra que toda perso-
na tiene derecho a la cultura física y a la práctica del de-
porte1. En estrecha vinculación con este derecho, el tex-
to supremo establece como obligación del Estado
garantizar la rehabilitación y habilitación de las personas
que viven con discapacidad permanente, dando prioridad
a los menores de dieciocho años de edad2. Al entrelazar
ambos mandatos constitucionales, resulta imperativo re-
conocer que los atletas paralímpicos mexicanos llevan el
proceso de habilitación física a su máxima expresión, re-
presentando a nuestro país en las justas internacionales
de la forma más digna. Su esfuerzo, talento y dedicación
son tan excepcionales que, históricamente, incluso han
entregado mejores resultados que los atletas convencio-
nales, poniendo en alto el nombre de México ante el
mundo entero a pesar de las adversidades.

Segunda. A lo largo de la historia, los atletas paralímpicos
mexicanos han entregado excelentes resultados represen-
tando a nuestro país en justas internacionales. En un com-
parativo histórico, en 52 años de participación en los Jue-
gos Paralímpicos, han obtenido un total de 311 medallas3;
esto contrasta

significativamente con el desempeño en los Juegos Olím-
picos, donde en 124 años de participación se han logrado
únicamente 77 medallas4.

Tercera. A pesar de estos logros excepcionales, existe una
falta de presupuesto que permita la construcción de insta-
laciones deportivas adecuadas y funcionales para la prepa-
ración de los atletas paralímpicos. Estructuralmente, cada
una de las 32 entidades federativas cuenta con instalacio-
nes deportivas operadas por su respectivo Instituto del De-
porte estatal5. Sin embargo, la gran mayoría de estos re-
cintos carece de los estándares de accesibilidad y diseño
universal necesarios para la práctica del deporte adaptado.

Cuarta. Actualmente el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) documenta a más de 20 millones de per-
sonas con alguna discapacidad o limitación en México6.
No obstante, debido a las pocas facilidades, solo 67 atletas
de alto rendimiento lograron conformar la delegación na-
cional en París 20247. Esta limitada cantidad de atletas pa-
ralímpicos se debe, en parte, a la falta de acceso a instala-
ciones de alto rendimiento a las que las personas con
discapacidad puedan acudir a desarrollar sus habilidades.

Quinta. De conformidad con estos datos, llegamos a la
conclusión de que existe un promedio de más de 187 mil
personas con discapacidad por cada Entidad Federativa.
Ante esta realidad demográfica, constituye una obligación
ineludible y una responsabilidad concurrente de todas las
autoridades, en sus respectivos ámbitos de gobierno, llevar
a cabo las políticas públicas, ajustes razonables y medidas
necesarias para garantizar que este sector de la población
pueda desarrollar su vida de forma plena y autónoma. Ma-
terializar el acceso a la cultura física y al deporte de alto
rendimiento mediante instalaciones libres de barreras no es
una concesión, sino un mandato transversal de derechos
humanos que el Estado y las entidades federativas deben
garantizar para el pleno desarrollo de sus ciudadanos.

Sexta. Para dimensionar la urgencia de esta inversión y
el potencial que representa, resulta imperativo analizar
los modelos de éxito a nivel internacional, donde la in-
fraestructura especializada ha catapultado los resultados
deportivos. La evidencia histórica demuestra una corre-
lación directa: cuando los países invierten en diseño uni-
versal, el salto cualitativo en el éxito de los atletas para-
límpicos es exponencial y suele reflejarse en apenas un
ciclo olímpico8.

Séptima. Asimismo, la adaptación de complejos ya existen-
tes bajo el principio de “diseño universal” genera resultados
equiparables a la construcción de nuevos recintos. En el Rei-
no Unido, la inversión para adaptar centros nacionales de en-
trenamiento previo a Londres 2012 los consolidó como una
potencia inamovible en el segundo lugar general9. Por otro
lado, en Estados Unidos, la adaptación de sedes de entrena-
miento convencionales eliminó las barreras logísticas; al con-
centrar áreas médicas, de descanso y deportivas accesibles en
un mismo polígono, se reducen las lesiones, se elimina el
desgaste de traslados urbanos y se alarga significativamente
la vida competitiva de los deportistas.

Octava. En síntesis, la adaptación de la infraestructura de-
portiva en cada entidad federativa resulta vital para la eli-
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minación de obstáculos geográficos y logísticos que ac-
tualmente enfrentan los deportistas con discapacidad. Al no
contar con instalaciones de alto rendimiento accesibles en
sus propios estados, los atletas se ven obligados a recorrer
largas distancias, fragmentar sus rutinas o trasladarse lejos
de sus lugares de origen para poder entrenar de manera
adecuada. Adaptar los centros estatales elimina de tajo la
barrera de la distancia, lo que redunda en un beneficio di-
recto e inmediato para el atleta: erradica el desgaste físico
y económico de los traslados prolongados, disminuye el
riesgo de lesiones, facilita su recuperación integral y alar-
ga significativamente su vida competitiva. Por ello, la fal-
ta de diseño universal en la arquitectura y los estándares sin
barreras en las entidades federativas merma las posibilida-
des de nuestros atletas de entrenar con el mismo nivel de
exigencia que sus contrapartes de otras naciones.

Novena. Aunado a lo anterior, resulta imperativo destacar
el principio de eficiencia presupuestal que sustenta esta
medida. La implementación de adecuaciones arquitectóni-
cas basadas en el diseño universal sobre los complejos de-
portivos ya existentes representa apenas una fracción del
costo que implicaría la construcción, desde sus cimientos,
de un nuevo centro de alto rendimiento, cuyo valor estima-
do para un recinto de especialidad alcanza los mil millones
de pesos. Al aprovechar la infraestructura sustantiva que
opera en las entidades federativas –como albercas olímpi-
cas, pistas de tartán, pabellones y gimnasios–, la inversión
requerida se focaliza estrictamente en la eliminación de ba-
rreras físicas, la instalación de rampas, elevadores funcio-
nales y la adecuación de áreas de recuperación y servicios.
Esta ruta de acción optimiza el ejercicio del gasto público,
maximiza la utilidad de los recintos estatales vigentes y
democratiza el acceso al deporte de élite sin comprometer
la viabilidad financiera de los estados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta Honorable Asamblea la siguiente proposi-
ción con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a las y los gober-
nadores de las entidades federativas, así como a la jefa de
gobierno de la Ciudad de México, para que, a través de sus
respectivos Institutos del Deporte, a realizar las adecuacio-
nes arquitectónicas y de diseño universal en sus instalacio-
nes deportivas, a fin de garantizar espacios funcionales, in-

cluyentes y sin barreras para el entrenamiento de los atle-
tas paralímpicos.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión exhorta respetuosamente a las y los go-
bernadores de las entidades federativas, así como a la je-
fa de gobierno de la Ciudad de México para que a través
de las autoridades deportivas estatales, realicen un diag-
nóstico técnico de sus actuales instalaciones, tomando
como referencia los modelos y estándares internaciona-
les de accesibilidad, con el objetivo de identificar y sol-
ventar las carencias que imponen un desgaste logístico e
impiden el pleno desarrollo del deporte adaptado en sus
respectivas entidades.
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Ciudad de México, Palacio Legislativo de San Lázaro, 22 de septiem-
bre de 2026.— Diputado Juan Armando Ruiz Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

SE GARANTICE TRANSPARENCIA E INVESTIGA-
CIÓN EXHAUSTIVA ANTE EL FALLECIMIENTO DE
CINCO RECIÉN NACIDOS EN EL HOSPITAL GENE-

RAL DE ZONA NO. 1 DEL IMSS EN DURANGO

Proposición coon punto de acuerdo, por el que se exhorta
al IMSS, a la Cofepris y a las autoridades competentes, a
garantizar la transparencia, investigación exhaustiva ante
el fallecimiento de cinco recién nacidos en el Hospital Ge-
neral de Zona No. 1 del IMSS en Durango, a cargo de la
diputada Verónica Pérez Herrera, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (La proposición podrá ser
consultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en
el Apéndice V)

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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